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Objetivos de Desarrollo Sostenible y los compromisos del 
Acuerdo de París en el contexto colombiano, así como los 
retos que supone su implementación conjunta. La obra 
examina las relaciones políticas, económicas, jurídicas y 
sociales del cambio climático y el desarrollo sostenible 
en Colombia a través de once capítulos desarrollados por 
expertos en la materia. Se estudian los avances de dichos 
instrumentos en el país a la luz de la política pública y la 
normatividad. En los capítulos uno a seis tienen un abordaje 
internacional y nacional en el que se interpretan las sinergias 
entre las agendas, así como el rol de las instituciones públicas 
y los factores habilitadores en su cumplimiento. De otro lado, 
en los capítulos siete a once, se hace un énfasis territorial en 
donde se exploran experiencias regionales y locales. 
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Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

Resumen 
Este libro presenta un análisis de la Agenda 2030, sus Objetivos de Desarrollo Sostenible 
y los compromisos del Acuerdo de París en el contexto colombiano, así como los retos que 
supone su implementación conjunta. La obra examina las relaciones políticas, económicas, 
jurídicas y sociales del cambio climático y el desarrollo sostenible en Colombia a través 
de once capítulos desarrollados por expertos en la materia. Se estudian los avances de 
dichos instrumentos en el país a la luz de la política pública y la normatividad. En los 
capítulos uno a seis tienen un abordaje internacional y nacional en el que se interpretan 
las sinergias entre las agendas, así como el rol de las instituciones públicas y los factores 
habilitadores en su cumplimiento. De otro lado, en los capítulos siete a once, se hace 
un énfasis territorial en donde se exploran experiencias regionales y locales.

Palabras clave: cambio climático; Objetivos de Desarrollo Sostenible; Acuerdo de París; 
crecimiento verde; factores habilitadores y obstaculizadores; prevención y control; 
protección del medio ambiente.

Climate change and sustainable development in Colombia

Abstract
This book presents an analysis of the 2030 Agenda, its Sustainable Development 
Goals, the commitments of the Paris Agreement in the Colombian context, and the 
challenges of their joint implementation. The work examines the political, economic, 
legal, and social relationships between climate change and sustainable development in 
Colombia through eleven chapters developed by experts on the subject. The progress 
of these instruments in the country is studied in the light of public policy and regula-
tions. Chapters 1 to 6 have an international and national approach, where the synergies 
between these agendas are interpreted, as well as the role of public institutions and 
the enabling factors in their compliance. On the other hand, Chapters 7 to 11 have a 
territorial emphasis and explore regional and local experiences.
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growth, enabling factors and barriers, prevention and control, environmental protection.
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Introducción

Lina Muñoz Ávila
Alejandra Cifuentes Guerrero

La Agenda 2030 es la primera agenda integrada del desa-
rrollo que incorpora dimensiones de corte moral y ético, 
como la igualdad y la protección de los derechos huma-
nos. Igualmente, comparte la visión de la justicia intra e 
intergeneracional del Acuerdo de París. Ello proporciona 
un marco común para que los países logren sociedades 
sostenibles, justas, equitativas y resilientes al cambio cli-
mático. Reconocer las interacciones que existen entre los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible —ods— y la necesidad 
de adoptar medidas urgentes para frenar el cambio climá-
tico facilita que los países desarrollen políticas efectivas 
que permitan tanto la reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero —gei— y la adaptación a sus efectos, 
como la prosperidad económica, la protección ambiental 
y el bienestar social.

Los enfoques integrados del desarrollo han sido recono-
cidos por las Naciones Unidas como una forma alternativa de 
actuación de los gobiernos para que las medidas y acciones 
que implementen generen múltiples beneficios y progresos en 

xv



las dimensiones social, ambiental y económica del desarrollo 
sostenible (UN SDSN, 2016). En el marco de la teoría de los 
enfoques integrados del desarrollo, una política pública efectiva 
se define como aquella que permite avanzar de manera simul-
tánea y coherente en el cumplimiento de diferentes agendas 
internacionales con objetivos comunes para alcanzar el desa-
rrollo sostenible a través de la articulación interinstitucional 
e intersectorial, la gobernanza multiactor y multinivel y la 
participación abierta, amplia, inclusiva, incidente y signifi-
cativa de los diferentes actores de la sociedad, en especial de 
los grupos vulnerables. Para que se dé dicha participación,  
se requiere que la información sea clara, oportuna, compren-
sible, gratuita, desagregada y descentralizada y que esté 
disponible en medios de fácil acceso para todo el público.  

Lo anterior resulta de especial importancia debido a que 
la intensidad de los impactos climáticos tiene el potencial 
de desacelerar e incluso revertir el progreso de los ods, por 
una parte, al intensificar los niveles de pobreza y desigual-
dad y aumentar los desplazados por razones climáticas y, 
por otra, al generar cargas adicionales sobre personas y gru-
pos vulnerables producto de la implementación de medidas, 
como impuestos y acciones relacionadas, que contribuyan 
a la reducción de emisiones de gei. 

Dentro de este contexto, alcanzar de manera articulada 
y sinérgica los ods y los compromisos climáticos de los 
países, establecidos en sus contribuciones determinadas a 
nivel nacional —ndc, por sus siglas en inglés—, requiere 
que los gobiernos desarrollen políticas públicas catalíticas, 
coherentes y sinérgicas (Dzebo et al., 2019) que permitan 
que al cumplirlas no se restrinja, contrarreste o cancele el 
cumplimiento de los ods (Nilsson et al., 2018); lo cual hace 
necesario desarrollar las condiciones habilitadoras para 
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establecer una estructura de buena gobernanza (Underdal 
y Rakhyun, 2017) que lleve a que una misma intervención 
tenga múltiples efectos y beneficios (UNDP, 2017). 

La buena gobernanza climática y hacia la sostenibilidad 
se concentra en atributos como la contabilidad, la transpa-
rencia, la participación y el imperio de la ley. La gobernanza 
efectiva centra su atención en las alternativas para mejorar 
la capacidad de los gobiernos para desarrollar acciones 
integradas, coherentes y multipropósito, que consideren a 
los diferentes sectores, actores y niveles de gobierno y a la 
gobernanza equitativa, que enfatiza en el proceso y distri-
bución de los resultados de la gobernanza, incluyendo la 
necesidad de proteger los intereses de los grupos vulnerables 
y los más pobres (Biermann et al., 2017).

El marco institucional, normativo y de política pública 
de Colombia en materia de cambio climático y ods es pro-
ducto del esfuerzo y la voluntad del Estado para establecer 
una arquitectura sólida que le permita cumplir estas dos 
importantes agendas de manera transversal, articulada y 
descentralizada, a partir de los enfoques territorial, inter-
sectorial, multiactor, participativo e inclusivo. 

La construcción de dicho marco estatal parte de considerar 
que el cambio climático es una problemática de desarrollo 
económico, ambiental y social para el país (conpes 3700)1 
que debe ser incluida como determinante en el diseño y pla-
nificación de proyectos. Además, para alcanzar la Agenda 
2030 se requiere una visión de largo plazo que permita la 
estabilidad y consistencia de las políticas públicas más allá de 

1	 Los documentos expedidos por el Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social (CONPES) se citarán a lo largo de este libro como “CONPES” 
y el número correspondiente.
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los periodos de gobierno, lo que hace necesario crear alian-
zas entre los diferentes actores de la sociedad y fortalecer la 
medición y producción de información para el monitoreo de 
los ods (dnp, 2018).

Los instrumentos sobre cambio climático corresponden 
a aquellos que establecen las directrices generales para 
su gestión en Colombia y, por lo tanto, se consideran la 
estructura fundamental para el cumplimiento de sus com-
promisos climáticos. Sobre estos ejes, el Estado colombiano 
ha construido estrategias, planes, programas, acciones y 
guías para generar líneas de acción que le permitan reducir 
sus emisiones de gei, aumentar su resiliencia y promover la 
articulación sectorial, institucional y territorial en mate-
ria de cambio climático. Dentro de esos instrumentos se 
encuentran: i) la Política Nacional de Cambio Climático 
—pncc— adoptada en 2017, que integra la visión y el 
marco de acción de la gobernanza climática en Colombia; 
ii) la Ley de Cambio Climático —Ley 1931 de 2018—, 
la cual establece las directrices para la gestión del cambio 
climático en las decisiones públicas y privadas, y iii) la ndc 
de Colombia presentada ante la Convención Marco de 
Naciones Unidas sobre Cambio Climático —CMNUCC—, 
que contiene los compromisos internacionales de mitiga-
ción, adaptación y medios de implementación. 

En lo que respecta a la Agenda 2030, el país ha reco-
nocido que los ods son el eje integrador de las diferentes 
agendas de desarrollo que adelanta, como el Acuerdo de 
París y el Acuerdo Final de Paz, al permitir la alineación 
coherente tanto de acciones públicas como privadas “alre-
dedor de un objetivo común” (conpes 3918, p. 9). Por este 
motivo, en 2018 se formuló la “Estrategia para la Imple-
mentación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) 
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en Colombia”, esto es, el Documento CONPES 3918, como el 
marco de referencia para la elaboración de lineamientos de 
política pública y estrategias para la puesta en marcha de la 
Agenda 2030. Dicho CONPES se constituye en el principal 
instrumento de esta agenda.

En este libro, los autores analizan la Agenda 2030, sus 
ODS y los compromisos del Acuerdo de París en el contexto 
colombiano, así como los retos que supone su implemen-
tación y cumplimiento. Efectivamente, se estudian los 
avances nacionales y regionales de estos instrumentos a la 
luz de la política pública y la normatividad vinculada con 
la materia. En el mismo sentido, se adelanta un análisis 
económico de las medidas y se da claridad en torno a la 
priorización de las estrategias por parte del Estado para 
lograr el efectivo cumplimiento de las metas propuestas 
en los instrumentos internacionales, aspecto que resulta 
relevante y novedoso. 

Este libro presenta las relaciones políticas, económicas, 
jurídicas y sociales del cambio climático y el desarrollo 
sostenible en Colombia a través de once capítulos desarro-
llados por autores expertos. Los capítulos uno a seis poseen 
un abordaje internacional y nacional, y los capítulos siete 
a once tienen un énfasis regional y local. 

El primer capítulo, elaborado por Mario Cárdenas 
Vélez e Ivonne Lobos Alva, presenta algunos hallazgos 
sobre el potencial de la implementación coordinada de la 
Agenda 2030 y el Acuerdo de París y explora la coherencia 
entre los ods y las ndc, empezando por una reflexión global 
que luego se aterriza en un estudio del caso de Colombia. 

El segundo capítulo, escrito por Manuel Restrepo 
Medina, identifica algunos de los principales instrumentos 
normativos y de política pública por medio de los cuales 
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se erigieron las instituciones encargadas de la implemen-
tación de la agenda climática y de desarrollo sostenible en 
Colombia, utilizando el análisis institucional.

El tercer capítulo, construido por Estefanía Acosta 
Páez, Sebastián Senior y Lina Muñoz Ávila, presenta de 
manera detallada las competencias de cada entidad que 
permiten la implementación de los ods y el cumplimiento 
de los compromisos internacionales en materia de cambio 
climático adquiridos por Colombia. 

En el cuarto capítulo, José Luis Samaniego, Jimmy Melo 
y José Eduardo Alatorre analizan la brecha económica,  
social y ambiental para el caso de Colombia en los años 
1990-2019 de acuerdo con el marco metodológico desarro-
llado por la CEPAL. La estimación de las brechas permite 
identificar los dilemas o sinergias entre las políticas que 
propenden por el desarrollo y aquellas que se derivan de la 
acción climática. 

El quinto capítulo, desarrollado por Alejandra Cifuen-
tes Guerrero, establece las oportunidades para el cum-
plimiento de la ndc de Colombia y las metas de los ods 
derivadas de la implementación efectiva de los estándares 
del Acuerdo de Escazú sobre los derechos de acceso a la 
información, a la participación pública y a la justicia en 
asuntos ambientales. 

En el sexto capítulo, Karol Tatiana Sanabria Rodrí-
guez aborda el concepto de ciudades sostenibles como una 
alternativa para superar la crisis climática y cumplir con los 
ods con el fin de mejorar la calidad de vida de las personas 
y el ambiente.

El capítulo séptimo, elaborado por Diana Carolina 
Sánchez Zapata, estudia el escenario de la planeación 
territorial en Colombia como un campo necesario para 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

xx



la acción climática y sus posibilidades para la concreción 
de los ods en Colombia. Particularmente, presenta la 
experiencia del Plan de Ordenamiento Departamental 
—pod— de Antioquia en la inclusión de la Agenda 2030 
y los compromisos climáticos y sus desafíos frente a la 
centralidad estatal.

El octavo capítulo, escrito por Hernán Villa Orrego y 
Nora Helena Villa Orrego, revisa experiencias y propuestas 
para una mejor implementación de la agenda de desarrollo 
sostenible y climática mediante la estrategia de educación 
y comunicación ambiental desde y para Medellín, con la 
idea de encontrar nuevos caminos que conduzcan a pro-
poner opciones viables para la solución de los problemas 
del deterioro ambiental.

El capítulo noveno, construido por Jonathan Pelegrin, 
Carlos Guevara y Silvia Quijano, aborda la conservación 
y el estado de la biodiversidad urbana desde el enfoque de 
la Agenda 2030 y el Acuerdo de París en Cali. 

En el décimo capítulo, Luis Magin Guardela Contreras 
realiza algunas reflexiones desde el Caribe colombiano, 
especialmente desde Barranquilla, sobre el fomento admi-
nistrativo y fortalecimiento institucional en la gestión 
integral de cambio climático.  

Finalmente, el capítulo undécimo, escrito por Mau-
ricio Madrigal Pérez, plantea los aspectos relevantes y 
distintivos del proceso de gobernanza desarrollado para 
la declaratoria de la emergencia climática en Bogotá. Este 
análisis incluye el estudio del texto del Acuerdo distrital y 
el proceso de adopción de la declaratoria con énfasis en la 
experiencia de las clínicas jurídicas, es decir, en la forma 
como fue reconocida la gobernanza en la norma. 
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Esperamos que este libro pueda ser considerado como 
una obra de gran valor académico para el derecho y la 
gestión ambiental en Colombia. Si bien en el escenario 
nacional y latinoamericano se pueden encontrar textos 
académicos que abordan separadamente los temas objeto de 
este escrito, el valor agregado de la presente publicación se 
encuentra en la articulación y conjugación multidisciplinar, 
multiactor y multinivel, que se logra al estudiar, bajo una 
misma línea de análisis, la implementación de la Agenda 
2030, sus ODS y el cumplimiento de los compromisos del 
Acuerdo de París en Colombia.
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Capítulo 1
Sinergias entre la Agenda 2030 
y sus Objetivos de Desarrollo 

Sostenible y el Acuerdo de París 
sobre el cambio climático

Mario Cárdenas-Vélez* 
Ivonne Lobos-Alva**

Introducción
Una vez agotada la vigencia de los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio, en el año 2015, y con tan solo unos meses de 
diferencia, se aprobaron la Agenda 2030 para el desarrollo 
sostenible y el Acuerdo de París sobre el cambio climático 
con el objetivo de establecer un nuevo marco mundial de 
sostenibilidad pos-2015 (Departamento Nacional de Pla-
neación [dnp], 2018b; undp, 2018). Ambas agendas se 
han establecido como esquemas para acelerar y lograr la 

*	 Research Assistant en el Stockholm Environment Institute (sei) 
de la línea de investigación sobre la implementación de la Agenda 2030. 
Correo electrónico: mario.cardenas@sei.org.

**	 Senior Expert en el Stockholm Environment Institute (sei) y líder 
de la línea de investigación sobre la implementación de la Agenda 2030. 
Correo electrónico: ivonne.lobos@sei.org.

1

mailto:mario.cardenas@sei.org
mailto:ivonne.lobos@sei.org


movilización política hacia el desarrollo sostenible (Brandi 
et al., 2017; gundp, 2018; wri y undesa, 2019).

Tanto la Agenda 2030 como el Acuerdo de París son 
los encargados de promover, entre algunos temas, la imple-
mentación de compromisos nacionales hacia una descar-
bonización de la economía, la mitigación y adaptación al 
cambio climático y la reducción de las emisiones de gases 
de efecto invernadero bajo los principios de universalidad 
y transformación social (Pineda-Escobar, 2019; unfccc 
secretariat, 2017; wri y undesa, 2019).

La Agenda 2030 y el Acuerdo de París comparten bases 
y objetivos que a priori facilitan la integración y articula-
ción de metas, acciones y esfuerzos (Dzebo et al., 2018). 
Tal es el caso de los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible 
—ods— y sus 169 metas, las cuales incorporan propósitos 
fuertemente asociados al fortalecimiento de la acción cli-
mática, así como también la promoción de un desarrollo 
económico bajo en carbono, consignados principalmente 
en el ods 13 —acción por el clima— (Nakajima y Ortega, 
2015; unfccc secretariat, 2017). El Acuerdo de París y sus 
Contribuciones Determinadas a nivel Nacional —ndc, 
por sus siglas en inglés—, exige a los países aplicar sus 
acciones climáticas en el contexto del desarrollo sostenible 
e introduce la transición justa para garantizar el trabajo 
decente, la inclusión social, y demás intervenciones dirigi-
das a reducir las emisiones de gases de efecto invernadero 
a nivel nacional, como, en el caso específico de Colombia, 
la gestión de aguas residuales y la consolidación de cadenas 
productivas de plantaciones forestales (Brandi et al., 2017; 
Dzebo et al., 2018; Gobierno de Colombia, 2020).
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1. Las dos agendas como instrumentos 
de sostenibilidad y promesa en 2015
Si bien tanto el Acuerdo de París como la Agenda 2030 
presentan propuestas dirigidas a incrementar el bienestar 
social y equitativo para todos, un desarrollo económico más 
limpio, y se han convertido además en un marco para el 
desarrollo y aplicación de políticas públicas a escala global 
(Janetschek et al., 2020; Shine, 2017), existen diferencias y 
desencuentros que generan debate con relación a las posi-
bilidades de una articulación coherente en la implementa-
ción multiescalar de ambos programas (Bouyé et al., 2018;  
icm e ipi, 2016; United Nations, 2019).

Este panorama ha generado una gran movilización de 
recursos y esfuerzos con el objetivo de sobreponerse a las 
fallas en la adopción y articulación de ambas agendas y 
lograr su correcta implementación, haciendo uso del gran 
potencial que ofrecen para que los gobiernos nacionales 
adopten con más eficiencia y efectividad un desarrollo 
sostenible (Cruz y Ospina, 2019; icm y ipi, 2016; Shawoo 
et al., 2020; Van Tilburg et al., 2018).

A pesar de la relevancia y la inercia ganada en la arena 
internacional alrededor de esta temática, se siguen evi-
denciando dificultades para entender cómo en la práctica 
se puede lograr una correcta integración que potencie las 
relaciones positivas entre ambas agendas y así evitar que la 
implementación de los ods y el cumplimiento de las ndc 
se dé de forma separada. 

A nivel nacional, estos dos procesos han funcionado 
principalmente en silos (Scobie, 2016). Si bien la moviliza-
ción de recursos, los procesos institucionales y políticos de 
diferentes actores a nivel nacional, local y regional se han 
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invertido en la localización y en la inclusión de las agendas 
en los planes de desarrollo nacionales, se ha documentado 
que siguen existiendo canales de comunicación limitados 
entre las instituciones y se establecen esquemas que inter-
vienen en su correcta implementación (Janetschek et al., 
2020; Pauw et al., 2020; undp, 2018).

Aún más, varios estudios han encontrado deficiencias 
en relación con la limitada coordinación entre las institu-
ciones encargadas de la ejecución de las agendas, lo cual 
obedece a enfoques aislados de planificación de estrategias 
y procesos político-públicos, así como a la multiplicidad 
de marcos de orientación en la implementación de los ods 
y las ndc a nivel nacional (acp, 2018; Comisión Europea, 
2019; Dzebo et al., 2018; Fuso Nerini et al., 2019; Pauw  
et al., 2020; Van Tilburg et al., 2018). Muchos de los desa-
fíos en la aplicación de las agendas incluyen acciones a nivel 
interinstitucional, especialmente en tareas de coordinación 
y de distribución de capacidades y demás acciones asocia-
das con la reconciliación de las dimensiones del desarrollo 
sostenible (Bouyé et al., 2018; Nakajima y Ortega, 2015; 
Pauw et al., 2020; undp, 2018). 

Como resultado de lo anterior, la necesidad de generar 
y encontrar coherencia y sinergias entre ambas agendas se 
ha convertido en un tema clave y central a nivel mundial 
(Dazé et al., 2018; Gonzales-Zuñiga et al., 2018; United 
Nations, 2019). La vinculación de las ndc con los ods tiene 
el potencial de generar beneficios mutuos, y su interrelación 
ofrece una gran oportunidad para acelerar el progreso del 
desarrollo sostenible (undp, 2018).

Durante los últimos años, el interés en entender cómo 
y en qué medida la alineación de los procesos de imple-
mentación de las agendas a nivel nacional y subnacional 
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facilita evaluar los procesos de coherencia, eficiencia y 
eficacia hacia un desarrollo sostenible ha tomado gran 
revuelo (Dazé et al., 2018; Dzebo et al., 2017; Janetschek 
et al., 2020). Si bien aún se desconocen todas las dinámicas 
que intervienen dentro de estos procesos, lo que sí es claro 
es que se necesita seguir trabajando en la coordinación y 
alineación efectiva de las agendas. 

A continuación, se presentan algunos hallazgos sobre 
el potencial de la implementación coordinada de la Agenda 
2030 y el Acuerdo de París. A lo largo de este capítulo se 
explorará la coherencia entre los ods y las ndc, empezando 
por un análisis global y aterrizando en un análisis del caso 
de Colombia.

En la primera sección se abordarán las conexiones entre 
ambas agendas a nivel global, explorando las relaciones 
más relevantes entre los ods y las ndc y demostrando los 
principales avances en el análisis de interacciones y de 
coherencia política. En la segunda sección se discuten y 
analizan los resultados de los análisis de interacciones y de 
coherencia política para el caso colombiano. Finalmente, en 
la última sección se proponen algunos pasos a seguir para 
impulsar una integración coherente entre los ods y las ndc.

2. Estado de la coherencia e integración 
y entre las dos agendas a nivel global
Si bien la aprobación de las agendas fue un consenso uni-
versal, es potestad de cada país establecer y priorizar qué 
objetivos implementar, así como las acciones necesarias 
para conseguir aquellos objetivos (undp, 2018; United 
Nations, 2019). Por esta razón, la cualidad de lo nacional 
como territorio y escala es imprescindible a la hora de poner 
en práctica acciones encaminadas a la acción por el clima y 
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el desarrollo sostenible porque es precisamente a ese nivel 
donde las decisiones de política pública son significativas.

2.1. Avances en la coherencia e integración 
de la Agenda 2030 y el Acuerdo de París
Los principios de integración y coherencia política se articu-
lan como aspiraciones universales en la Agenda 2030 (United 
Nations, 2016). La Agenda 2030 y los ods se empeñan en 
configurar y fomentar una visión articulada de interrelacio-
nes positivas a nivel político e institucional que contribuya 
a resolver los conflictos normativos y la fragmentación e 
implementación de políticas públicas que buscan el desarrollo 
sostenible (United Nations, 2016). 

Esto es evidente dentro de los objetivos de la misma 
agenda, específicamente con el ods 17 —alianzas para lograr 
los objetivos—. En este se expone el propósito de invertir 
esfuerzos para lograr la coherencia política —ods 17.14— 
y aumentar la coherencia de las políticas para el desarrollo 
sostenible (United Nations, 2016) con mensajes claros aso-
ciados a la crucial importancia de las interrelaciones y la 
naturaleza integrada de las múltiples agendas de desarrollo 
sostenible y los ods (Bennich et al., 2020; De Loma-Osorio, 
2016; undp, 2018).

La integridad e indivisibilidad con la que se diseñó 
la Agenda 2030 y la necesidad de que su implementación 
deba ser efectuada de forma global y holística, evitando 
generar silos, supone un mayor grado de dificultad para la 
formulación de políticas, ya que la aplicación de la Agenda 
2030 debe tener en cuenta las posibles interacciones que 
se producen entre los mismos ods y entre los ods y otras 
agendas, tal como es el caso del Acuerdo de París y las ndc 
(Janetschek et al., 2020; UN, 2020).
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La aplicación de la Agenda 2030 invita a considerar el 
panorama general y discurrir sobre los posibles efectos e 
implicaciones que acarrean la apuesta por cumplir objetivos 
que, por ejemplo, impulsan la duplicación de la produc-
tividad agrícola sin especificar o esclarecer el rol de los 
posibles efectos sobre la aplicación de la frontera agrícola 
cuando hay otros que, por el contrario, fomentan la inver-
sión de mayores esfuerzos de conservación de bosques y 
ecosistemas terrestres (United Nations, 2016). Igualmente, 
invita a considerar posibles interacciones asociadas a cómo 
acciones que conlleven al incremento de la productividad 
económica pueden potencialmente generar afectaciones 
en la masa laboral de un país o sobre sus niveles de conta-
minación atmosférica (De Loma-Osorio, 2016; Nilsson y 
Weitz, 2019; Weitz et al., 2019). 

La existencia de estas interrelaciones significa, enton-
ces, que los avances o los obstáculos y limitaciones en un 
ods o en una ndc afectará de forma sistémica a todos lo 
demás objetivos, y mientras unos se pueden ver impactados 
negativamente produciendo conflictos, otros lo harán de 
manera positiva, creando sinergias (Nilsson y Weitz, 2019; 
Weitz et al., 2019).

Del mismo modo, las metas de ndc y el Acuerdo de 
París no únicamente abordan y convergen esfuerzos en la 
disminución de emisiones de gases efecto invernadero en el 
largo plazo, sino que también plantean ejercicios de reduc-
ción de la temperatura media del planeta y el aumento de 
la resiliencia a los impactos climáticos por medio medidas 
de mitigación y adaptación (Höhne et al., 2017; Peters, 
2016). Esto último abre un espacio clave para una posible 
aplicación exitosa e integrada de los objetivos climáticos 
y de las ndc como articuladores frente a los ods debido 
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a la transversalidad del cambio climático en el desarrollo 
sostenible (Höhne et al., 2017; Rogelj et al., 2013; Rogelj 
y Knutti, 2016).

Del potencial articulador de las ndc sobresale las opor-
tunidades de los gobiernos nacionales para abordar su imple-
mentación de forma integrada y contextualizada, de forma tal 
que obedezca y responda a unos objetivos locales-nacionales. 
Höhne et al. (2017) afirman que, para alcanzar y armonizar 
los beneficios que ofrece la agenda climática de París, los 
países firmantes deben emprender procesos en donde se 
evalúen los beneficios mutuos y colaterales a múltiples escalas 
de la implementación de las metas ndc y la Agenda 2030 y 
los ods (Höhne et al., 2017; Hulme, 2016; Peters, 2016).

El interés en las interrelaciones y sus efectos en la imple-
mentación y en la toma de decisiones de política pública 
ha desencadenado que se desarrollen áreas de investigación 
con rápido crecimiento en los últimos años (Dzebo et al., 
2018, 2019; Janetschek et al., 2020). Sin embargo, tal como 
afirman Dzebo et al., (2018), el análisis de interacciones 
posee un marcado carácter global y genérico, con, hasta 
el momento, pocos análisis focalizados a nivel nacional 
(Collste et al., 2017; Scobie, 2019; Stafford-Smith et al., 
2017; Weitz et al., 2018, 2019).

La revisión de Bennich et al. (2020) incluye un análisis de  
70 documentos diferentes sobre interacciones de los ods,  
de los cuales menos del 40 % de estos contenían informa-
ción relacionada con el estudio de interacciones a escalas 
diferentes a la global (Bennich et al., 2020). El conocimiento 
empírico sobre las interrelaciones en un contexto específico 
es todavía limitado, fragmentado y poco sistemático. En su 
revisión de los estudios piloto sobre las interacciones de los 
ods, Nilsson y Weitz (2019) encuentran que los vínculos 
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positivos parecen superar a los negativos, pero que, sin 
embargo, la comprensión específica del contexto es una pieza 
clave, sobre todo en aquellos casos donde las interacciones 
no son explícitas o carecen de interés político (Nilsson y 
Weitz, 2019).

A pesar de los avances alcanzados en esta área, la imple-
mentación coherente e integrada de políticas sigue mos-
trando limitaciones y barreras en este tipo de procesos 
(Dzebo et al., 2018, 2019). Verbigracia, Nilsson y Persson 
(2017) encontraron que los enfoques integrados de políti-
cas públicas tienen ciclos más largos y costosos, requieren 
más planificación y más colaboración interinstitucional 
(Nilsson y Persson, 2017; Scobie, 2016). Además, también 
se enfrentan con cambios de gobiernos y pérdida de interés 
y entusiasmo inicial para seguir adelante (Jordan y Lens-
chow, 2008). 

La Agenda 2030 y el Acuerdo de París son marcos que 
cuentan con la capacidad de vincular y armonizar esfuer-
zos para los intereses de coherencia política. Dada la gran 
importancia de lograr la armonización y coherencia de 
las dos agendas, es pertinente identificar los aspectos que 
permiten su aplicación conjunta.

2.2. Estado de coherencia e integración 
entre las dos agendas
Desde su adopción, la evaluación de interacciones entre 
el Acuerdo de París y la Agenda 2030 ha ganado cada vez 
más y más atención (Dzebo et al., 2018; Shine, 2017; Van 
Tilburg et al., 2018). Varios países han realizado esfuer-
zos en la implementación e integración de los diferentes 
objetivos y metas con el propósito de lograr un desarrollo 
sostenible y también en entender cómo los ods pueden 
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apoyar significativamente la acción climática, y viceversa, 
incluso en los casos en que las relaciones no se abordan 
de manera explícita (Dzebo et al., 2018; Shine, 2017; Van 
Tilburg et al., 2018).

Las ndc son consideradas el mecanismo central para 
aumentar la ambición climática, mientras que los ods son 
los encargados de promover principios de integración, uni-
versalidad, transformación y asociación mundial y social 
dentro de los límites biofísicos de la tierra (Cruz y Ospina, 
2019; Dzebo et al., 2019; Shine, 2017). La incorporación 
de objetivos ods-ndc se entienden como fundamentales en  
la intención de permitir a los encargados de la formulación 
de políticas identificar los vínculos y las oportunidades para 
la búsqueda conjunta de objetivos nacionales en materia de 
clima y desarrollo sostenible (Cruz y Ospina, 2019; Dzebo 
et al., 2019; Shine, 2017).

El High-level Political Forum —hlpf— (2018) con-
cluyó que las dos agendas comparten beneficios mutuos, 
y cada una incluye o considera objetivos y metas de la otra 
(United Nations Economic and Social Council, 2016). 
Por ejemplo, se encontró que 22 Reportes Nacionales 
Voluntarios presentados se refieren explícitamente a los 
planes climáticos (ndc) como elementos integrales de su 
estrategia para lograr los ods. Sin embargo, la alineación 
de objetivos ods a nivel nacional con medidas específicas en 
el marco de las ndc y los objetivos del Acuerdo de París es 
generalmente débil (Comisión Europea, 2019; hlpf, 2018; 
United Nations Economic and Social Council, 2016; wri 
y undesa, 2019).

Asimismo, el Acuerdo de París impacta igualmente 
todas las esferas del desarrollo sostenible —económica, 
social y ambiental—, pero se ha identif icado que las 
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potenciales sinergias entre las agendas se generan en algunos 
pocos sectores (Brandi et al., 2017; Dzebo et al., 2018, 2019). 
La energía, el transporte, los ecosistemas y el sector indus-
trial han sido identificados como particularmente impor-
tantes para la mitigación, la adaptación y la disminución  
de emisiones de carbono, así como también la reducción del 
riesgo de desastres y la capacidad de resiliencia y adaptación 
frente al clima (Dzebo et al., 2019). No obstante, también se 
han encontrado conflictos en los objetivos de ambas agen-
das, más específicamente en relación con las desigualdades 
sociales. Aquí, por ejemplo, los casos asociados a procesos 
de reestructuración económica —descarbonización—, que 
dentro de su planeación y desarrollo no consideran alter-
nativas o planes de transición profesional para la fuerza de 
trabajo, han generado pérdida de puestos de trabajo (Dzebo 
et al., 2019; Nakajima y Ortega, 2015; Pauw et al., 2020; 
unfccc Secretariat, 2017).

A pesar de los aspectos de convergencia y divergencia, 
se ha evidenciado que los objetivos de ambas agendas, en 
la práctica al menos, permanecen separados, implemen-
tados por instituciones nacionales con claras fallas de 
comunicación intersectorial y a que a menudo compiten 
por financiación (Fuso Nerini et al., 2019; Scobie, 2016, 
2019). Afirma Scobie (2016) que, en muchos casos, la 
persistente fragmentación de las competencias de las dis-
tintas instituciones que intervienen en estos procesos y la 
duplicación de esfuerzos son un obstáculo para el éxito de 
la implementación, y que, incluso, en los procesos donde las 
sinergias y potenciales beneficios entre objetivos y metas de 
los ods y las ndc son reconocidos, siguen existiendo retos 
en torno al entendimiento de los vínculos e interacciones 
entre estos (Scobie, 2016).
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Esto lleva a cuestionarse cuál es el estado de conocimiento 
sobre cómo deben incorporarse dichas medidas en los planes de 
desarrollo para que en efecto se cumplan y se eviten conflictos.

Para aumentar la coherencia en la implementación de 
ambas agendas, se necesita, entonces, más conocimiento 
sobre las interacciones y de los efectos en cadena de una y de 
otra tanto a nivel global como nacional y subnacional (Dzebo  
et al., 2019; Sellers et al., 2019; Weitz et al., 2018). Con esto 
se podría lograr la coherencia política entre las dos agendas, 
que sean compatibles, y se refuercen de forma positiva, se 
produzcan sinergias y eviten conflictos en la implementación 
y formulación de los objetivos (Dzebo et al., 2019; Meuleman, 
2018; Tosun y Lang, 2017; Tosun y Leininger, 2017).Uno de 
los estudios con mayor relevancia en este campo es el de Dzebo 
et al. (2019) en el cual los autores evalúa los vínculos entre las 
ndc y los ods y los clasifica con base en su nivel de relación, 
encontrando metas ods con niveles altos, medio y bajo de 
interacción con las metas ndc. A continuación, basados en 
el trabajo realizado por Dzebo et al. (2019), agrupamos estas 
interacciones a través de sectores estratégicos.

2.2.1. Sectores estratégicos de integración  
entre ods y ndc

2.2.1.1. Energía
Alrededor del sector energía se construyen importantes 
interacciones entre las ndc y los ods, particularmente con 
los ods 7 (energía), el ods 4 (educación), ods 5 (género), 
ods 8 (desarrollo económico), ods 11 (ciudades), ods 12 
(producción y consumo sostenible) y el ods 13 (acción por 
el clima) (Brandi et al., 2017; Dzebo et al., 2017, 2019; 
Janetschek et al., 2020). 
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Respecto al ods 7 (energía) se han identificado sinergias 
en torno a las transiciones dentro de las matrices energéticas 
nacionales, pasando del uso de fuentes de energía fósil al 
uso de fuentes de energía renovables, así como a esfuerzos 
por garantizar energía asequible y limpia para todos (Dzebo 
et al., 2019; McCollum et al., 2018; Rogelj et al., 2013; 
Stafford-Smith et al., 2017).

Del mismo modo, Dzebo et al., (2019) resaltan la exis-
tencia de sinergias entre las ndc y los ods alrededor de la 
electrificación de las zonas rurales, esfuerzos que tienen el 
potencial de ayudar a impulsar el desarrollo de infraestruc-
tura rural, y que a su vez impactarían de forma positiva al 
ods 4 (educación), facilitando el acceso a la educación y 
haciéndola más equitativa e inclusiva (Dzebo et al., 2019). 

Las ndc tienden a potenciar, por medio del uso de 
energía sostenible y de la eficiencia energética, a los ods 4 
(educación), ods 9 (industria e infraestructura) y ods 11 
(ciudades), a través beneficios en los esquemas de sumi-
nistro de energía a zonas vulnerables y no interconectadas. 
Asimismo, existen sinergias en torno a la modernización de  
los servicios de suministro de energía y la construcción  
de infraestructura que permitan el desarrollo de esta indus-
tria a nivel nacional (Dzebo et al., 2019; Janetschek et al., 
2020; Northrop et al., 2016). 

Asimismo, existen sinergias con relación al ods 6 
(agua limpia y saneamiento), ods 11 (ciudades), ods 13 
(acción por el clima) y ods 15 (ecosistemas terrestres) 
principalmente en el apoyo al desarrollo de la capacidad de 
adaptación de ecosistemas y ciudades frente al cambio cli-
mático, y el incremento de la resiliencia de las poblaciones 
vulnerables y esfuerzos de mitigación climática (Dzebo et 
al., 2017, 2019; Northrop et al., 2016). 
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Estas interacciones proponen y refuerzan estrategias que 
fomentan una rápida descarbonización de ciertos sectores 
económicos y la resiliencia climática, debido a que guardan 
cercana relación con las estrategias y desafíos fundamentales 
para los ods (Janetschek et al., 2020; Tosun y Leininger, 
2017). Si bien los objetivos concomitantes con la eficiencia 
energética y el cambio de los patrones y formas de transporte 
urbano generan vínculos predominantemente positivos, 
Bouyé et al., (2018) enfatizan que pueden darse efectos 
negativos asociados, principalmente relacionados a las ndc 
y los ods 1 (fin de la pobreza), ods 2 (hambre cero), ods 
6 (agua limpia y saneamiento) y el ods 15 (ecosistemas 
terrestres), particularmente con actividades de producción 
de bioenergía. Estas relaciones manifiestan un incremento 
en la competencia por el suelo y los recursos hídricos, los 
cuales pueden afectar los ecosistemas y la diversidad bio-
lógica (Bouyé et al., 2018; Dooley y Kartha, 2018; Dzebo 
et al., 2018).

2.2.1.2. Agricultura
Se han identificado un total de 94 ndc que mantienen rela-
ciones estrechas con el sector de la agricultura (Dzebo et al., 
2019). Si bien las ndc están dirigidas a cumplir objetivos de 
acción climática, de igual forma comparten acciones rela-
cionadas con el desarrollo sostenible. Sin embargo, Dzebo  
et al. (2019) hacen la precisión de que se encontró una notable 
carencia de interacciones entre el ods 7 (energía) y el ods 2 
(hambre cero), con menos del 1,5 % de actividades relaciona-
das entre ambas metas y las ndc (Dzebo et al., 2019). 

Ahora bien, en cuanto a las sinergias asociadas al sector 
agricultura, uno de los casos más llamativos son las generadas 
a través de la implementación de cultivos agrícolas resistentes 
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y resilientes al clima, los cuales, además, posibilitan garantizar 
la seguridad alimentaria en zonas altamente vulnerables al 
cambio climático ods 1 (fin de la pobreza) y ods 2 (hambre 
cero); (Brandi et al., 2017; Pelletier et al., 2011). 

Existen interacciones sinérgicas con el ods 6 (agua 
limpia y saneamiento) y el ods 15 (ecosistemas terrestres) 
en cuanto a las acciones dirigidas a la gestión integral de 
los recursos hídricos —contribuyendo a lograr un uso 
eficiente del recurso— y metas relacionadas a políticas de 
ordenamiento del uso del suelo para fines agrosilvopas-
toriles y otras actividades dirigidas a mejorar estrategias  
de mitigación del cambio climático, disminución de emisio-
nes de gases efecto invernadero y la reducción de la degra-
dación del suelo (Bonsch et al., 2016; Dzebo et al., 2019).

En cuanto a los conflictos, existen problemáticas asocia-
das al uso y vocación del suelo, debido a que los objetivos de 
poner fin al hambre y lograr la seguridad alimentaria se pue-
den ver truncados por la destinación de tierra cultivable para 
fines de bioenergía e implementación de paneles de energía 
solar o turbinas eólicas. Se genera, así, competencia por el 
uso del suelo (Bonsch et al., 2016; Dooley y Kartha, 2018). 

Lo anterior está respaldado por un estudio de Hase-
gawa et al. (2018) donde afirman que, para el año 2050, 
las políticas y esfuerzos de mitigación generarán conflic-
tos con las estrategias y acciones para eliminar el hambre y 
consumo de alimentos a nivel mundial debido a conflictos 
en la vocación y uso del suelo. En este orden de ideas, si 
bien la producción de bioenergía y energías renovables 
reducirá paulatinamente las emisiones gei, también existe 
la posibilidad de que afecte de manera negativa el precio de 
los alimentos debido a las razones expuestas anteriormente 
(Hasegawa et al., 2018; Kainuma et al., 2017).
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Del mismo modo, los biocombustibles tienen el poten-
cial de perjudicar a los ecosistemas y a la biodiversidad 
debido a la creciente expansión de los monocultivos, así 
como de afectar el suelo y el agua por el uso de fertilizantes 
y plaguicidas. Si estos riesgos no son considerados y abor-
dados de manera adecuada durante los procesos de diseño 
de políticas públicas, se generan conflictos entre el ods 7 
(energía) y los ods 2 (hambre cero), ods 6 (agua limpia y 
saneamiento) y el ods 15 (ecosistemas terrestres) (Dzebo 
et al., 2018; Hasegawa et al., 2018; Mosnier et al., 2013).

2.2.1.3. Agua
El sector agua se encuentran cercanamente relacionado 
con el avance del ods 6 (agua limpia y saneamiento), pero 
guarda relaciones estrechas con los ods 2 (hambre cero), 
ods 3 (salud y bienestar), ods 12 (producción y consumo 
sostenible) y el ods 13 (acción por el clima) (Brandi et al., 
2017; Janetschek et al., 2020). 

Los vínculos entre estos ods y las ndc alrededor del 
agua son variados. Se han reconocido sinergias relaciona-
das con objetivos de saneamiento básico debido a que estas 
acciones se aúnan para reducir los niveles de transmisión de 
enfermedades asociadas al consumo de agua contaminada, 
así como también para reducir el riesgo de inundaciones y 
sequías y facilitar la adaptación al cambio climático (Dzebo 
et al., 2019; Northrop et al., 2016). Además, frente al ods 13  
(acción por el clima) también existe la posibilidad de poten-
ciar las estrategias de implementación de alertas tempranas 
y adaptación al cambio climático en las agendas nacionales 
a través de la evaluación integrada de riesgos y desarrollo de 
modelos y tecnología (Northrop et al., 2016).
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Igualmente, ciertas metas ndc se conectan con el 
sector agua por medio de las estrategias de tratamiento 
de aguas residuales y reducción de contaminación de las 
cuencas hídricas. Estas relaciones pueden ayudar a ami-
norar la variación de disponibilidad de agua para el con-
sumo humano, sobre todo frente al aumento de fenómenos 
meteorológicos que acrecientan cambios en la distribución 
y abundancia del recurso (Dzebo et al., 2019; undp, 2018; 
Van Tilburg et al., 2018). Asimismo, el ods 13 (acción por 
el clima) es significativo para la formulación de medidas 
climáticas en las políticas sectoriales a nivel nacional. 

Sin embargo, dada la relevancia del sector agua, deben 
igualmente considerarse los posibles conflictos que puedan 
existir asociados a este sector, especialmente en torno al 
acceso y uso del recurso en la producción energética (Dzebo 
et al., 2018; Janetschek et al., 2020). 

2.2.1.4. Asuntos sociales
Finalmente, se ha reportado que, en cuestiones sociales, las 
ndc tienden a originar interacciones con los ods 3 (salud 
y bienestar), ods 4 (educación), ods 5 (género) y ods 10 
(reducción de desigualdades) (Dzebo et al., 2019; wri, 
2018). Esto debido a los impactos que tendrá el cambio 
climático, indistintamente, en la vulnerabilidad en salud, 
bienestar de las comunidades, en materia de género y dere-
chos humanos (Dzebo et al., 2018; IPCC, 2014).

El análisis de Dzebo et al. (2017, 2019) manifiesta 
que hay conexiones entre las actividades climáticas de las 
ndc y algunas dimensiones sociales de ciertos ods, pero 
en menor medida que frente a los sectores anteriormente 
indicados. Para ilustrar esto, algunos países conectan sus 
ambiciones climáticas con el ods 3 (salud y bienestar), 
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ods 4 (educación) y el ods 5 (género), y han empezado a 
promover la participación de mujeres y jóvenes en activi-
dades relacionadas con la adaptación al cambio climático 
y la conservación del medio ambiente para empoderarlos e 
incrementar su capacidad de adaptación. En algunos casos 
se resalta la implementación de programas de desarrollo 
rural con enfoque en mujeres y jóvenes rurales (Lobos et al.,  
2019; Northrop et al., 2016).

Además, se prevén efectos positivos por medio del 
uso de medidas de adaptación con el objetivo de proteger 
a la población, mejorar su capacidad de adaptación y sus 
medios de vida, así como también con el fin de proteger 
el desarrollo general del país en términos económicos y 
de bienestar social (Northrop et al., 2016; Scobie, 2016). 
Algunos países han generado planes y políticas en función 
de lograr mayores tasas de inclusión social de mujeres y 
jóvenes en los sectores económicos y productivos (Northrop 
et al., 2016). 

Aunque estas interacciones a menudo se refuerzan 
mutuamente, existen casos en los cuales se evidencian con-
flictos. A modo de ejemplo, se han identificado casos en 
que la implementación de sistemas de gestión sostenible 
de desechos reduce las emisiones gei, pero ha afectado las 
oportunidades de empleo de los grupos que trabajan en este 
sector, si bien dentro de la informalidad (European Commis-
sion, 2019; ILO, 2018).

Por último, cabe destacar la relevancia del ods 17 (alian-
zas para lograr los objetivos) debido a que este ods, entre 
otras cosas, se enfoca en la movilización de recursos finan-
cieros y para países en vías de desarrollo. El ods 17 juega 
un papel fundamental en la implementación de las agendas.
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A continuación, se presenta una tabla que recoge las 
principales sinergias y conflictos existentes entre los ods 
y las ndc.

Tabla 1.1. Interacciones entre las ndc y los ods

Objetivo de 
Desarrollo 
Sostenible

Sinergias Conflictos

ods 1: Fin de 
la pobreza

Sistemas energéticos bajos en car-
bono y con alto uso de biomasa a 
nivel local pueden generar empleos.

La promoción de sistemas ener-
géticos descentralizados puede 
crear puestos de trabajo.

Si no se garantiza la par-
ticipación de los pobres y 
vulnerables en las zonas 
donde se desarrollan los 
proyectos de biomasa, la 
pobreza podría continuar 
y hasta exacerbarse. 

ods 2: 
Hambre cero

La implementación de sistemas 
de producción de biomasa para 
energía y alimentos puede con-
tribuir a reducir los niveles de 
hambre y malnutrición.
 
Las prácticas agrícolas con 
enfoques climáticos pueden 
ayudar a prevenir o mitigar la 
disminución de la disponibilidad 
y producción de alimentos como 
resultado de las afectaciones del 
cambio climático.

La producción de bio-
masa para energía puede 
contribuir a acrecentar 
conflictos en el uso de la 
tierra. 

ods 3: Salud y 
bienestar

Cambios en los modelos de 
transporte urbano pueden reducir 
el número de muertes y lesiones 
por accidentes de tráfico.

El incremento de la 
productividad económica 
tiene el potencial de au-
mentar la contaminación.

ods 4:  
Educación

La educación puede generar 
conciencia y oportunidades para 
promover acciones climáticas.

ods 5: Género

Promover la igualdad de género 
puede disminuir la vulnerabilidad 
socioeconómica intensificada 
por el cambio climático sobre los 
medios de vida.

Continúa

Sinergias entre la Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible y el Acuerdo de París

19



Objetivo de 
Desarrollo 
Sostenible

Sinergias Conflictos

ods 6: Agua 
limpia y 
saneamiento

El uso sostenible de fertilizantes 
contribuye al mejoramiento y 
mantenimiento de la calidad del 
agua.

El desarrollo de las 
zonas urbanas puede ser 
una consecuencia de la 
negligencia de desarrollo 
de las zonas rurales. 
Cuando en ellas los 
bosques no se mantienen 
adecuadamente, se cau-
san daños a los cuerpos 
de agua.

La coproducción de 
biomasa para energía y 
comida puede interferir 
con los ecosistemas 
locales relacionados con 
el agua.

ods 7: Energía

Los incrementos en la proporción 
de recursos renovables en fuentes 
energéticas contribuyen al incre-
mento de la energía limpia. 

El incremento de las 
granjas para bioenergía 
puede generar conflictos 
con los objetivos de pre-
servación de los bosques. 

ods 9:  
Industria e 
infraestructura

El desarrollo de infraestructura 
para transporte nacional e in-
ternacional puede contribuir a 
una industria e infraestructura 
sostenible. 

El desarrollo urbano 
puede afectar las áreas 
rurales debido a procesos 
de conurbación.

ods 10:  
Reducción de 
desigualdades

La transferencia de tecnología 
puede contribuir a la reducción 
de desigualdades.

ods 11:  
Ciudades

El desarrollo de ciudades “com-
pactas” contribuye al desarrollo 
sostenible de las mismas.

Promover edificaciones 
bajas en carbono puede 
generar conflictos con los 
objetivos de protección 
del patrimonio.

ods 12: 
Producción 
y consumo 
sostenible

El uso eficiente de materiales y 
recursos promueve el consumo y 
producción responsable. 
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Objetivo de 
Desarrollo 
Sostenible

Sinergias Conflictos

ods 13: 
Acción por el 
clima

Se incluyen todos sus objetivos.

ods 14: Vida 
submarina

Las acciones para la conservación 
de bosques pueden también 
preservar ecosistemas marinos y 
costeros.

El incremento en trans-
porte fluvial y marítimo 
puede incrementar la 
polución marina. 

ods 15: 
Ecosistemas 
terrestres

Las acciones para la conservación 
de bosques pueden también pre-
servar ecosistemas continentales.

Las granjas bioener-
géticas pueden crear 
daños a los ecosistemas 
terrestres. 

ods 16: Paz, 
justicia e 
instituciones 
sólidas

La creación de sistemas y mar-
cos administrativos de gestión 
eficientes puede contribuir a la 
justicia.

ods 17: 
Alianzas para 
lograr los 
objetivos

Establecer negocios y asociacio-
nes justas y transparentes puede 
promover los objetivos de desa-
rrollo sostenible.

El objetivo de incre-
mentar el comercio de 
exportaciones globales 
puede afectar los recur-
sos naturales. 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de Kainuma et al. (2017).

Las relaciones presentadas anteriormente tienden a 
mostrar más sinergias que conflictos. Esto obedece básica-
mente a que se tiene más conocimiento sobre las potenciales 
interacciones positivas y sinérgicas de la implementación 
coordinada de ambas agendas que sobre aquellas interaccio-
nes negativas que generan conflictos. Esto puede implicar 
dos cosas. La primera, que existen áreas y objetivos donde 
las interacciones negativas son relativamente pocas o en su 
defecto inexistentes, o, por el contrario, que existen grandes 
vacíos de conocimiento para identificar conflictos entre las 
agendas y sus respectivos objetivos.
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Comprender estas relaciones resulta, entonces, fun-
damental para el éxito en el desarrollo e implementación 
de políticas públicas y objetivos que funcionen como ejes 
sinérgicos para ambas agendas y que, de paso, faciliten 
la planificación y formulación coherente en la toma de 
decisiones y movilización de recursos, particularmente en 
lo que tiene que ver con responsabilidades y capacidades 
institucionales (Stafford-Smith et al., 2017; Weitz et al., 
2018, 2019).

Es necesario mencionar, de nuevo, que la necesidad de 
lo nacional para estos análisis radica en que la aplicación  
de estos objetivos universales varía de acuerdo con los inte-
reses y prioridades de cada país, con lo cual cada uno ejerce 
diferentes enfoques de aplicación y promueve estrategias 
específicas para superar las barreras intranacionales (Dzebo 
et al., 2019; Keohane y Victor, 2016; Nilsson y Persson, 
2017; Persson et al., 2016). 

3. Conf lictos y sinergias entre  
los ods y las ndc en Colombia 

3.1. Análisis nacional: la implementación  
de la Agenda 2030 y el Acuerdo de París  
en Colombia
La implementación y coordinación entre la Agenda 2030 y 
el Acuerdo de París en el caso colombiano ha avanzado de 
forma diligente a partir de la suscripción del país de ambos 
acuerdos (Nilsson y Persson, 2017; Nilsson y Weitz, 2019). 
Muchas de estas interacciones se hicieron evidentes en los 
Reportes Nacionales Voluntarios y en nuestro análisis reali-
zado en 2020 con otros colegas (Lobos et al., 2020) a escala 
nacional y regional. Pudimos evaluar dichas interacciones 
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y la identificación tanto de sinergias como de conflictos en 
la formulación del desarrollo sostenible del país. 

Esta sección está integrada por dos partes. En la pri-
mera, se presenta el análisis multiescalar de las interacciones 
de la dimensión ambiental de los ods en Colombia inclui-
dos dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. 
En la segunda, se exponen los principales resultados del 
análisis de coherencia política y articulación entre las metas 
ndc y los ods a partir de los factores que intervienen en la 
implementación de las agendas y el potencial articulador 
de la política de Crecimiento Verde. 

3.1.1. Promoviendo una implementación coherente 
de la dimensión ambiental de los ods en Colombia
Durante el 2018 y 2019, expertos del Stockholm Environ-
ment Institute del centro regional para América Latina 
(sei) y el Programa de la Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (pnuma) llevaron a cabo una iniciativa piloto, 
junto con múltiples socios y actores a nivel nacional y 
regional, para evidenciar cómo las metas ods ambienta-
les incluidas dentro del Pacto IV del Plan Nacional de 
Desarrollo (pnd) sobre sostenibilidad ambiental (Depar-
tamento Nacional de Planeación, 2019) interactúan entre 
sí a la hora de la implementación de la Agenda 2030. Los 
socios nacionales que formaron parte del proyecto fueron 
el Departamento Nacional de Planeación (dnp), a través 
de la Secretaría Técnica de la Comisión ods, y el Minis-
terio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de Colombia 
(mads). Para el caso regional se trabajó en el departamento 
de Antioquia con el apoyo de la Corporación Autónoma 
Regional del Centro de Antioquia (Corantioquia), la Secre-
taría de Medio Ambiente de la Gobernación y la iniciativa 
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Antioquia Sostenible. Este es ha sido el primer ejercicio de 
este tipo que se lleva a cabo en América Latina y el Caribe 
en donde, además, resalta el potencial innovador de consi-
derar interacciones, sinergias y conflictos en la formulación 
e implementación de políticas públicas para lograr los ods 
a nivel multiescalar (Lobos et al., 2020).

Este análisis obtuvo tres resultados principales: i) se 
identificaron de forma preliminar las metas que pueden 
potencialmente acelerar una transición hacia la sostenibi-
lidad del país; ii) se exploraron relaciones potenciales entre 
metas y pactos del pnd que pueden impulsar el avance 
en la transversalización de la sostenibilidad ambiental;  
y iii) se evidenció la importancia de aplicar este enfoque a 
escala subnacional, presentando de forma resumida los hallaz-
gos para el caso de Antioquia, que difieren de los resultados a  
nivel nacional; ello indica que la forma en que los objetivos 
interactúan depende en gran medida de su contexto (Lobos 
et al., 2020).

3.1.1.1. Aproximación metodología 
Para este análisis se empleó el enfoque de Sinergias ods 
(sdg Synergies) con el objetivo de identificar y evaluar los 
puntos y áreas clave de intervención política que potencial-
mente pueden generar sinergias en los objetivos y metas 
ods ambientales a nivel nacional y regional (SEI, 2020). 
El enfoque de Sinergias ods cuenta con tres componentes 
clave: i) el abordaje sistemático de la Agenda 2030 y los 
ods, con especial atención a sus interacciones y a la co-
creación de conocimiento basados en expertos nacionales 
y locales; ii) facilita la evaluación de las interacciones clave 
en donde la intervención de política estratégica puede 
garantizar el avance en la Agenda y los ods, y iii) ofrece un 
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marco analítico que permite optimizar la eficiencia en la 
toma de decisiones (Lobos et al., 2020; Weitz et al., 2019).

El proceso metodológico estuvo integrado por tres pasos. 
I) Personalización: selección del subconjunto de metas a evaluar. 
En este paso, se seleccionaron un total de 35 metas, 20 para 
el análisis nacional y 15 metas para el análisis regional, que 
tuvo como caso de estudio al departamento de Antioquia. 
De estas 35 metas, 13 se repetían en ambos análisis (Lobos 
et al., 2020). Las metas ods evaluadas se seleccionaron 
procurando lograr una representatividad de la dimensión 
ambiental de los ods en Colombia, dándosele prioridad a 
las metas ods incluidas dentro del Pacto IV del pnd que 
presentaran una marcada relación con los ecosistemas, los 
recursos hídricos y alto grado de alineación de política en 
los principales instrumentos de planeación a nivel nacio-
nal y regional. II) Calificación de interacciones. Las metas 
seleccionadas se introdujeron dentro de la herramienta 
sdg Synergies desarrollada por el Stockholm Environment 
Institute (Lobos et al., 2020; sei, 2020). La calificación 
fue llevada a cabo por expertos nacionales y contó con una 
escala de siete puntos, desde –3 a +3, siendo –3 interacciones 
que se limitan fuertemente y +3 interacciones que se pro-
mueven fuertemente. Para la calificación de interacciones 
se buscó responder a la siguiente pregunta “Si se avanza en 
la meta ods x, ¿cómo influye en el progreso de la meta y?”.  
III) Análisis de redes, con el objetivo de evaluar el impacto 
directo e indirecto de las interacciones entre las metas ods 
evaluadas (Lobos et al., 2020).

3.1.1.2. Principales resultados
El análisis de interacciones realizado por Lobos et al. 
(2020) identificó las metas ods con mayor potencial de 
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crear sinergias en temas ambientales a nivel nacional y 
regional. Los resultados arrojan que, para el caso nacio-
nal, la meta ods 8.4 y meta ods 11.6, sobre disminuir la 
disposición de residuos sólidos y reducir el impacto en 
las ciudades, respectivamente, son las metas con mayor 
capacidad de generar sinergias en el sector ambiental  
de Colombia (Lobos et al., 2020). Estas metas influyen de 
manera positiva en muchas otras metas, dentro de las que 
destacan la meta ods 2.4, relacionada con la productividad 
y resiliencia agrícola, y el ods 6.1, enfocada en el acceso 
universal y equitativo del agua (Lobos et al., 2020). 

Estas metas ods presentan cercanas relaciones con 
metas ambientales asociadas a la conservación de ecosis-
temas, como es el caso de las metas ods 1.5 y ods 15.1, las 
cuales se enfocan en fomentar la resiliencia de los pobres y 
vulnerables, la disminución de las afectaciones por desastres 
naturales y acciones enfocadas en la conservación de bos-
ques y ecosistemas terrestres. Además, tienen la capacidad 
de estimular las metas del ods 2.4, sobre sostenibilidad de 
los sistemas de producción de alimentos y prácticas agrícolas 
resilientes genera efectos sinérgicos, las metas del ods 6.4, 
asociadas al uso eficiente del recurso hídrico, y las metas del 
ods 12.4, enfocadas en la reducción de la contaminación 
ambiental (Lobos et al., 2020).

Resalta también, a nivel nacional, la capacidad de gene-
rar sinergias alrededor de los ods 2 y 6 en relación con el sec-
tor afolu (agricultura, ganadería, forestación y otros usos 
del suelo, por sus siglas en inglés) frente a metas relacio-
nadas con la adaptación y mitigación de cambio climático. 
El avance en metas como la ods 2.4, sobre implementación 
de prácticas agrícolas resilientes al cambio climático, y la 
meta ods 6.4, dirigida a reducir la contaminación química 
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de fuentes hídricas, tiene la capacidad de catalizar la pro-
ducción agrícola sostenible por medio de la adopción de 
prácticas igualmente sostenibles en el uso y gestión de los 
recursos hídricos y suelo (Lobos et al., 2020).

Asimismo, Lobos et al. (2020) determinaron fuertes 
sinergias entre otros ods, como el resultado de avanzar en la 
disminución de producción de residuos sólidos (ods 8.4) que 
impactan de manera positiva los niveles de calidad de aire y la 
gestión de residuos sólidos (meta 11.6) a nivel nacional. En el 
mismo sentido, sobresalen sinergias entre el ods 7 (energía) 
en el caso nacional a través de las metas ods 7.2 y ods 7.a, 
dado que promueven la diversificación de la matriz energé-
tica a través del uso de energía limpia y no contaminante, 
la eficiencia energética y el acceso a global a energía (Lobos 
et al., 2020). Finalmente, se encontraron interacciones con 
el sector de la industria y transporte que permiten avanzar 
en las ndc, sobre todo en temáticas asociadas a la eficiencia 
energética, y el tratamiento y aprovechamiento de residuos 
(Lobos et al., 2020).

En términos generales, se resalta el potencial del ods 4  
(educación) en la generación de sinergias que promueven 
un mejor alistamiento e implementación de la dimensión 
ambiental en Colombia. El ods 4.7, verbigracia, aúna esfuer-
zos en garantizar el acceso al conocimiento. Fue considerado 
por los expertos nacionales como un ejercicio necesario para 
promover el desarrollo de mano de obra calificada, generando 
espacios para la investigación aplicada que aporten a la toma 
de decisiones de política a la luz del desarrollo sostenible y 
mitigación del cambio climático (Lobos et al., 2020).

En contraposición a las interacciones sinérgicas a nivel 
nacional, se identificaron a las metas ods 15.1, sobre incre-
mentar las acciones y esfuerzos de conservación de bosques, 
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y la meta 1.5, sobre fomentar la resiliencia de pobres y 
vulnerables frente a los efectos del cambio climático, 
como aquellas con mayor potencial de generar conflictos o  
retrocesos en su implementación según los expertos nacio-
nales (Lobos et al., 2020). Del mismo modo, la meta 
ods 2.3, sobre duplicar la productividad agrícola, puede 
potencialmente afectar de forma negativa el avance de la 
meta ods 6.3, sobre la calidad del recurso hídrico, debido 
a que, si se incrementa el área agrícola cultivada nacional 
sin considerar prácticas sostenibles o resilientes al clima, 
ello puede conllevar a la ampliación de la frontera agrícola, 
el cambio en el uso del suelo, mayores niveles de conta-
minación, así como a acrecentar las demás problemáticas 
asociadas al sector afolu en el país (Lobos et al., 2020).

En cuanto a los resultados a nivel regional para el depar-
tamento de Antioquia, a diferencia de lo encontrado a nivel 
nacional, indican los autores que la meta ods 2.4 encaminada 
a sistemas de producción de alimentos y prácticas agrícolas 
resilientes es la más influyente y sinérgica del sector ambien-
tal del departamento (Lobos et al., 2020).

El análisis arrojó que incrementar la sostenibilidad de la 
agricultura a nivel departamental tiene impactos positivos 
sobre el aumento de la resiliencia climática de los pobres y 
vulnerables (meta ods 1.5), reduce la contaminación quí-
mica de fuentes hídricas (ods 6.4), y muestra una marcada 
reducción en la contaminación por medio de productos 
químicos a la atmósfera, agua o suelo (ods 12.4) (Lobos 
et al., 2020).

En esta misma línea, se resaltan las sinergias que 
genera la meta ods 11.6, la cual se enfoca en reducir el 
impacto negativo en las ciudades (Lobos et al., 2020). 
Esta meta posee un importante potencial de disminuir  
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la contaminación marina, atmosférica, y los gei en relación 
con las ndc (ods 14.1), así como de impulsar la resiliencia 
de comunidades en condición de vulnerabilidad (ods 1.5). 
Aquí se debe precisar la relevancia de las sinergias asociadas 
a la meta ods 9.5, la cual, por medio de la inversión en 
ciencias y tecnología, fortalece la resiliencia y la capacidad 
de adaptación a los riesgos relacionados con el clima y 
los desastres naturales (Lobos et al., 2020).

Otras metas identificadas con potencial de generar 
sinergias a nivel regional con las ndc son las metas ods 
relacionadas con asegurar la disponibilidad de agua pota-
ble (6.1), el desarrollo del sector privado y la pequeña y 
mediana empresa (8.3) (Lobos et al., 2020). Se considera 
pertinente que se tomen medidas de adaptación y mitiga-
ción al cambio climático, en especial en asociación a metas 
ods que impacten esfuerzos de conservación ecológica 
(15.1) (Lobos et al., 2020).

Ahora bien, con relación a los conflictos a nivel regio-
nal, se identificaron más interacciones negativas que en 
el caso nacional. La gran mayoría de estas interacciones 
están ceñidas a relaciones con el ods 7.2, sobre aumentar 
la proporción de energía renovable, frente al desarrollo del 
sector privado (ods 8.3), y con el ods 6.1, sobre el acceso 
universal y equitativo a agua potable, frente a los impactos 
en la calidad del medio ambiente y los recursos naturales 
(ods 15.1) (Lobos et al., 2020). Dentro del análisis regional, 
finalmente, resaltan los conflictos asociados a las metas ods 
7.2 y 15.1, debido a que avanzar en estrategias de protección 
y conservación de ecosistemas terrestres puede paralela-
mente restringir el aumento del uso de energías renovables 
en la matriz energética nacional a causa de limitaciones y 
conflictos por el uso de tierra y por el acceso a distintos 
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recursos naturales, especialmente los relacionados con 
energía hidroeléctrica (Lobos et al., 2020).

Considerando los hallazgos más significativos de la 
investigación de Lobos et al. (2020), las principales con-
clusiones invitan a la necesidad de proseguir con la evalua-
ción y análisis detallado de las interacciones de sinergias y 
conflicto de la Agenda 2030, los ods y agendas como la del 
Acuerdo de París. El análisis ofrece un panorama parcial 
de los posibles resultados de aplicar esfuerzos y toma de 
decisiones de política pública considerando las posibles 
interacciones entre las metas evaluadas. Por ejemplo, se 
hace claro cómo el ods 8.4, sobre producción y consumo 
sostenible, es la meta más positivamente influyente a nivel 
nacional: avanzar en ella puede generar a su vez avances 
sistémicos sobre la reducción de impactos negativos de las 
ciudades y asentamientos humanos, y es un horizonte clave 
a la hora de desarrollar planes de usos sostenible para ecosis-
temas terrestres y de agua dulce a nivel nacional. Asimismo, 
para el caso regional se identificó a la meta ods 2.4 sobre 
sostenibilidad de los sistemas de producción de alimentos 
como un eje fundamental para impulsar el cumplimiento 
de la Agenda 2030 en el Departamento de Antioquia.

Por último, es necesario mencionar que la implemen-
tación de la Agenda 2003 y demás agendas que promue-
van el desarrollo sostenible requiere de aproximaciones y 
propuestas integrales que aborden los desafíos sociales, 
ambientales y económicos de los países de manera sis-
témica, y que reconozcan que el progreso de un objetivo 
puede potencialmente afectar el desarrollo de otro (Lobos 
et al., 2020).
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3.1.2. Evaluando la incoherencia entre 
el cambio climático y el desarrollo 
sostenible: perspectivas de Colombia
Las potenciales sinergias y conflictos entre las metas ndc 
y ods han sido abordadas desde diversos enfoques. Sin 
embargo, a pesar de los varios esfuerzos y estudios que se 
han llevado a cabo desde muchas aproximaciones y que han 
permitido identificar interacciones a nivel global, nacional 
y local, ello no se ha traducido en hallazgos de factores y 
estrategias dentro del plano institucional de un país que 
permitan apalancar estos procesos de implementación 
coordinada. Con el objetivo de cerrar esta brecha, el pre-
sente apartado evalúa el estado de coherencia de Colombia 
frente a la implementación integrada de los ods y las ndc 
por medio de áreas y sectores clave a nivel nacional. 

La investigación presentada a continuación responde a 
la necesidad de evaluar cuáles son los factores que influyen 
en la coherencia e implementación de las dos agendas. 
Asimismo, pretende facilitar el entendimiento de áreas 
quid que faciliten aprovechar y organizar a los tomadores 
de decisiones. En los siguientes párrafos se presentan 
los principales resultados del análisis sobre las sinergias, 
conflictos y la capacidad de utilizar otros programas para 
asegurar la coherencia política frente a los ods y las ndc 
en Colombia. 

3.1.2.1. Aproximación metodológica
Con el propósito de identificar los factores que interviene 
en la coherente implementación de las dos agendas en 
Colombia, se llevó a cabo una revisión de literatura basada 
en políticas, informes y programas que estuvieran relacio-
nados con el estado de la comprensión de la implementación 
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y el progreso de la Agenda 2030 y el Acuerdo de París en 
Colombia durante el periodo 2010-2020. La revisión de 
literatura incluyó la exploración de bases de datos globales 
tales como Web of Science y Google Scholar por medio de 
fórmulas de búsqueda con palabras clave tanto en inglés 
como en español.

Tabla 1.2. Palabras clave y fórmula de búsqueda empleada en 
la revisión de literatura en Google Scholar y Web of Science

Búsqueda de literatura colombiana

“[Colombia]” 
and

“Climate Change” and “sustainable development” and (“policy 
coherence” OR “coherence*”)

“SDGs” and “Agenda 2030” and (“policy coherence” OR “synergy”)

“Paris agreement” and “sustainable development” and (“policy 
trade-offs” OR “strategy*”)

“Climate Change” and “SDGs” and (“green growth” OR “ndc*”)

Palabras 
adicionales 
empleadas en 
la fórmula de 
búsqueda

‘Climate Change’ -- ‘Cambio climático’; ‘sustainable develop-
ment’ -- ‘desarrollo sostenible’; ‘policy coherence’ -- ‘coheren-
cia política’; ‘coherence’ -- ‘coherencia’; ‘synergy’ -- ‘sinergias’, 
‘sinergia’; ‘trade-off ’ -- ‘compensación’, ‘compensaciones’ --; 
‘conflict’ -- ‘conflicto’, ‘conflictos’; ‘sustainability’ -- ‘sostenibi-
lidad’; ‘Paris agreement’ -- ‘París’, ‘Acuerdo de París’; ‘Agenda 
2030’; ‘plan’; ‘strategy’ -- ‘estrategia’; ‘green growth’ -- ‘creci-
miento verde’; ‘ndc’; ‘intended nationally determined contribu-
tions’ -- ‘contribuciones nacionales determinadas’; ‘Sustainable 
Development Goals’ -- ‘Objetivos de Desarrollo Sostenible’; 
‘sdg’ -- ‘ods’; ‘Agenda 2030’.

Fuente: Elaboración propia. Las palabras de la segunda fila se utilizaron como 
términos intercambiables con las fórmulas descritas en la primera fila de la tabla.

Asimismo, se desarrolló la compilación de documen-
tos de política pública exclusivamente relacionados con 
la Agenda 2030 y las agendas de cambio climático en 
Colombia. Finalmente, se llevó a cabo un mapeo de actores 
nacionales y expertos involucrados en la implementación 
de la Agenda 2030 y el Acuerdo de París con el objetivo 
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de evaluar de forma más contextualizada el estado de las 
agendas en Colombia. Se realizaron seis entrevistas semies-
tructuradas con el propósito de identificar las instituciones, 
los actores y las sinergias y conflictos entre la Agenda 2030 
y el Acuerdo de París.

3.1.2.2. Principales resultados
Nuestro análisis (Lobos y Cárdenas, 2020) evaluó el estado 
de la coherencia política alrededor de la implementación de 
la Agenda 2030 y el Acuerdo de París usando a Colombia 
como caso de estudio. Los resultados arrojaron que la 
mayor cantidad de sinergias y conflictos existentes para 
la coherencia política se encuentran asociados a la falta de 
conciliación entre los objetivos ambientales y económicos 
del país De aquí sobresalen conflictos específicos que, como 
se pudo identificar, están asociados a la deforestación, los 
conflictos de uso del suelo y sus efectos sobre el cambio 
climático, agravados por actividades del sector extractivo 
y minero, y dinámicas como el despojo y apropiación ilegal 
de tierras, la expansión de la frontera agrícola y sus respec-
tivos impactos sociales y ambientales en el país (Lobos y 
Cárdenas, 2020).

El acrecentamiento de las actividades y dinámicas rela-
cionadas con el sector afolu representa uno de los mayores 
problemas para la acción climática colombiana debido a 
sus efectos de deforestación y de expansión de la frontera 
agrícola (Aparicio, S., entrevista personal, septiembre 28, 
2020; Informante anónimo, entrevista personal, septiembre 
19, 2020; Lobos y Cárdenas, 2020). Además, la explotación 
de recursos naturales, principalmente aquellos alojados en el 
subsuelo, intensificó las actividades mineras en Colombia y 
en algunos casos puso en riesgo la integridad de ecosistemas 
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estratégicos y vitales para el sustento social de la nación 
(Lobos y Cárdenas, 2020). 

Por otro lado, las sinergias más relevantes identificadas 
dentro del proceso de implementación de las dos agendas se 
encuentran alrededor de las políticas de desarrollo, que tiene 
el potencial de articular de manera coherente los ods y las 
ndc. Se destacan aquí las sinergias halladas dentro los metas 
del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2020 de Colombia, 
en donde se incluyen un total de 92 metas ods por medio 
de sus 13 pactos transversales que actúan como ejes temá-
ticos para el desarrollo sostenible, así como varios objetivos 
específicos para avanzar en la adaptación y mitigación del 
cambio climático, estrechamente relacionados con las ndc 
(Castellanos, 2017; dnp, 2018a; CONPES 3918; CONPES 3934; 
Gobierno de Colombia, 2016; Lobos et al., 2020). 

Dentro del pnd 2018-2022, las relaciones más explí-
citamente directas entre los ods y las ndc se encuentran  
a través de los ods 1 (fin de la pobreza), ods 2 (hambre cero),  
ods 4 (educación), ods 6 (agua limpia y saneamiento), ods 7 
(energía), ods 8 (desarrollo económico), ods 10 (reducción de  
desigualdades), ods 11 (ciudades), ods 12 (producción y con-
sumo sostenible), ods 13 (acción por el clima), ods 14 (vida  
submarina), ods 15 (ecosistemas terrestres) y el ods 17 (alian-
zas para lograr los objetivos), los cuales abarcan temas generales 
asociados al medio ambiente, energía, agricultura y al manejo 
de recursos naturales (Lobos y Cárdenas, 2020).

En esta misma línea, se identificó al Acuerdo de Paz de 
Colombia como un esquema catalizador al incluir un total 
de 50 metas que tienen relaciones sinérgicas con los ods y 
las ndc. Por último, sobresalen las relaciones encontradas 
en el Plan Nacional de Manejo del Riesgo, específicamente 
con relación a los componentes de mitigación y adaptación al 
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cambio climático y al ods 13 (acción por el clima) (dnp et al., 
2012; Minambiente, 2018; Unidad Nacional para la Gestión 
del Riesgo de Desastres, 2015; Lobos y Cárdenas, 2020).

De igual forma, se identificó a la Política de Creci-
miento Verde como un pilar en el proceso de lograr la 
coherencia política de los ods y las ndc en Colombia. 
Se encontró que el Crecimiento Verde, por medio de sus 
cuatros áreas de acción —crecimiento eficiente en el uso 
de los recursos, crecimiento que preserve el capital natu-
ral, crecimiento compatible con el clima, y crecimiento 
socialmente inclusivo— tiene el potencial de impulsar 
la eficiencia y sostenibilidad de la economía colombiana 
puesto que sus objetivos forjan sinergias con 9 de los 17 
ods y algunas ndc de Colombia (Castellanos, 2017); estos 
últimos principalmente relacionados con la ef iciencia 
energética, el uso de energías renovables y esfuerzos de 
adaptación y mitigación del cambio climático (Castellanos, 
2017; CEPAL, 2019; dnp, 2018b; Lobos y Cárdenas, 2020). 

Así pues, el potencial del Crecimiento Verde es rele-
vante a nivel nacional sobre todo por las posibilidades que 
ofrece para afrontar los conflictos con la explotación de 
recursos naturales y el sector afolu (Lobos y Cárdenas, 
2020). Respecto a las actividades extractivas, el Crecimiento 
Verde, dada sus sinergias con los ods y ndc, incluye ejes 
temáticos que influencian la implementación del desarrollo 
sostenible, la conservación y preservación del capital natu-
ral, al tiempo que es compatible con la agenda del clima 
y las desigualdades sociales del país (Lobos y Cárdenas, 
2020). Igualmente, ofrece posibilidades de superar conflic-
tos dentro del sector afolu, asegurando prácticas agrícolas 
sostenibles, con especial atención al no incremento de la 
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frontera agrícola, la degradación de la tierra y los recursos 
hídricos (Lobos y Cárdenas, 2020).

Conclusiones y propuestas de cambio
El desarrollo de esta investigación provee resultados ini-
ciales respecto a la coherencia entre la Agenda 2030 y el 
Acuerdo de París en Colombia y revela vacíos y puntos de 
acción. Es necesario comprender las sinergias y conflictos 
entre ambas agendas a más profundidad. Si bien tanto la 
revisión de interacciones a nivel global, nacional y local 
esbozaron relaciones, estas no son estáticas, lo cual hace 
imperativo que sean entendidas a profundidad. Como se 
mencionó anteriormente, la mayor cualidad de los ods y las 
ndc es el contexto y la potestad de cada país de establecer 
sus propios objetivos. 

Tres son las propuestas de cambio que surgen del estudio. 

1.	 Sinergias y conflictos necesitan ser estudiados y com-
prendidos a mayor profundidad: Actualmente, el 
estado de conocimiento sobre las sinergias a nivel 
nacional como global es alto, mas no lo es tanto el de  
los conflictos, y sigue habiendo áreas y metas en 
donde existen pocas o ningún tipo de conexión entre 
las agendas, lo cual podría acarrear conflictos polí-
ticos nacionales. Esto podría sobreponerse teniendo 
en cuenta las críticas entre las agendas, integrando la 
coherencia desde la aplicación y diseño de actuales 
y futuras estrategias nacionales.

2.	 Necesidad de análisis nacionales: Para aprovechar el 
potencial y la aplicabilidad de una mayor cohe-
rencia en la implementación de la Agenda 2030 
y el Acuerdo de París, es necesario identificar y 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

36



evaluar a nivel nacional y subnacional los puentes 
en común de ambas agendas y evitar los conflic-
tos. En muchos países ha sido evidente la falta de 
compresión sobre la coherente aplicación de los 
objetivos de ambas agendas y la desconexión en su 
aplicabilidad, siendo además allí donde la toma de 
decisiones tiene cabida. 

3.	 Evaluación del cuidado del ámbito institucional y 
jurídico: Es necesario que se lleven a cabo análisis 
y evaluaciones del ámbito institucional y jurídico 
para la implementación de las agendas en Colombia, 
como el que se presenta en este libro en los siguien-
tes capítulos, con el objetivo de lograr obtener un 
panorama general y más completo, incluyendo 
actores, instituciones y procesos en la toma de 
decisiones que son clave a la hora de implemen-
tar ambas agendas. Asimismo, es necesario que 
los enfoques de implementación de las agendas 
integren una mayor y mejor coordinación vertical 
y horizontal, así como de coherencia política en la 
toma de decisiones.
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Capítulo 2
Análisis institucional de la 
implementación articulada  

de la Agenda 2030 y el Acuerdo 
de París en Colombia

Manuel Alberto Restrepo Medina*

Introducción
El objeto del presente capítulo consiste en exponer el diseño 
institucional adoptado por el Estado colombiano para la 
implementación y monitoreo tanto de la Agenda 2030 y 
sus ODS como del Acuerdo de París y establecer si el mismo 
permite que ello se haga de manera integrada entre ambas 
agendas de desarrollo.

Para este efecto, se procederá con la identificación y 
presentación de los instrumentos normativos y de política 
pública por medio de los cuales se establecieron las insti-
tuciones encargadas de tales implementación y monitoreo 

*	 Abogado. Especialista en Legislación Financiera. Magíster en Estu-
dios Políticos. Magíster en Derecho Administrativo. Doctor en Derecho. 
Profesor emérito y director de la Escuela Doctoral de Derecho de la Univer-
sidad del Rosario. Miembro de la Academia Colombiana de Jurisprudencia. 
Correo electrónico: manuel.restrepo@urosario.edu.co.

47

mailto:manuel.restrepo@urosario.edu.co


y, utilizando el análisis institucional como método,1 se 
verificará si su diseño es un factor habilitador u obstacu-
lizador del propósito enunciado, y en este último evento 
se propondrán las reformas necesarias para su superación. 

1. El diseño institucional para  
la implementación de la Agenda 2030  
y sus ods
El esquema organizacional definido para lograr la debida 
coordinación y orientación superior de las acciones nece-
sarias para el alistamiento y efectivo cumplimiento de la 
Agenda 2030 y los ODS, fue el de una comisión interinsti-
tucional de alto nivel que permitiera la coordinación de las 
entidades del orden nacional y local para la implementación 
de los ODS, su seguimiento, monitoreo y evaluación.

En efecto, el Decreto 280 de 2015 dispuso la creación 
de la Comisión Interinstitucional de Alto Nivel para el 
Alistamiento y la Efectiva Implementación de la Agenda 
de Desarrollo pos-2015 —ADP— y sus Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible —ODS—, con el objeto de realizar el 
alistamiento y la efectiva implementación de los ODS a 
través de políticas públicas, planes, acciones y programas, 

1	 El análisis institucional plantea la comprensión de la  sociedad a 
partir de sus instituciones formales e informales, de su funcionamiento y 
su eficiencia. En sentido amplio, las instituciones son espacios en los cuales 
los diferentes actores sociales desenvuelven sus prácticas; en un sentido 
más restringido, las instituciones formales, que son las que constituyen el 
objeto de este análisis, son organismos públicos creados para desempeñar 
una determinada labor bajo numerosas reglas o normas que suelen ser poco 
flexibles y moldeables, y cuya finalidad es ordenar y normalizar el compor-
tamiento de determinados grupos de individuos. 
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con planificación prospectiva, y el monitoreo, seguimiento 
y evaluación de estos objetivos, con sus respectivas metas.

Esta figura de la comisión interinstitucional corresponde a 
lo que la Ley 489 de 1998 —que regula el ejercicio de la fun-
ción administrativa, determina la estructura y define los prin-
cipios y reglas básicas de la organización y funcionamiento de 
la Administración Pública— denomina comisión intersectorial.

La comisión intersectorial está concebida como una 
instancia de coordinación de la actuación administrativa de 
la rama ejecutiva del orden nacional, creada por la ley o por 
el Gobierno nacional, encargada de coordinar y orientar la 
ejecución de ciertas funciones y servicios públicos cuando, 
por mandato legal o en razón de sus características, estén 
a cargo de dos o más ministerios, departamentos adminis-
trativos o entidades descentralizadas, sin perjuicio de sus 
competencias específicas, y que se integra por los ministros, 
directores de departamento administrativo, superintenden-
tes y representantes legales de los organismos y entidades 
que tengan a su cargo tales funciones y actividades. 

En función del objeto de estas instancias, el Gobierno 
puede establecer la sujeción de las medidas y actos con-
cretos de los organismos y entidades competentes a la 
previa adopción de los programas y proyectos de acción 
por parte de la Comisión Intersectorial y delegar algunas 
de las funciones que le corresponden. 

En esa medida, para el Gobierno nacional la creación de 
esta Comisión Interinstitucional de Alto Nivel habría de faci-
litar los espacios de diálogo y coordinación interinstitucional, 
de manera que se optimizaran los recursos disponibles y que 
también se coordinaran y priorizaran acciones y actividades de 
monitoreo de los avances para la toma de medidas oportunas 
que permitieran la materialización de las metas propuestas. 
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Para el logro de su objeto, a la Comisión de nuestro 
caso se le confiaron las siguientes funciones:

Tabla 2.1. Funciones cids

1.	 Definir los mecanismos, metodologías y procesos necesarios para el alistamiento 
y la efectiva implementación de la ADP 2015 y alcanzar de manera irreversible 
los ODS.

2.	 Orientar a las entidades competentes en el cumplimiento de la ADP 2015, 
los ODS y sus respectivas metas establecidas para 2030. 

3.	 Identificar los sectores, públicos y privados con responsabilidades intersec-
toriales, con el mandato para contribuir al cumplimiento de las diferentes 
metas establecidas en la ADP 2015. 

4.	 Promover la coordinación entre todos los sectores administrativos y su articula-
ción con los actores territoriales, así como con el sector privado, la academia, la 
sociedad civil, los organismos internacionales y demás actores y grupos de inte-
rés, para el alistamiento y la efectiva ejecución de las políticas públicas, planes, 
programas, así como las estrategias que le permitan al país dar cumplimiento a la 
ADP 2015 y a los ODS.

5.	 Establecer una política nacional de implementación de los ODS con un 
método de planificación prospectivo, a través de planes de acción, progra-
mas y actividades a nivel nacional, regional y sectorial, garantizando una 
visión integrada y participativa de integración de las dimensiones social, 
ambiental y económica del desarrollo sostenible. 

6.	 Recomendar mecanismos de rendición de cuentas que permitan reportar sobre 
los avances, identificar las falencias y las brechas en cuanto a la implementación 
de las metas. Elaborar e implementar un mecanismo de seguimiento y monito-
reo de los ODS y generar coordinadamente los reportes nacionales e internacio-
nales que deba presentar el país relacionados con los ODS. 

7.	 Identificar las necesidades de recopilación y producción de datos idóneos 
que permita medir el estado de cumplimiento de los ODS y de sus metas 
y la toma de decisiones informada, basadas en la evidencia, así como 
recomendar la toma de medidas necesarias para fortalecer los sistemas de 
estadísticas del país. 

8.	 Estructurar esquemas de asociación público-privadas, promover espacios, 
mecanismos de cooperación nacional e internacional, de intercambio de 
experiencias e ideas, y de fortalecimiento de las capacidades de las entida-
des, que faciliten el logro de las metas de los ODS. 

9.	 Recomendar las medidas financieras necesarias e innovadoras que permitan 
una adecuada movilización de recursos financieros para la implementación de 
los ODS. 
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10.	Recomendar la contribución y acompañamiento de expertos nacionales e 
internacionales, centros de pensamiento y academia para emitir conceptos e 
insumos relacionados con el desarrollo sostenible. 

11.	Preparar y circular la relatoría de las diferentes reuniones de la Comisión.
12.	Organizar estrategias de comunicación y difusión sobre los avances en 

cuanto a la implementación de los ODS. 
13.	Las demás que sean necesarias para la adecuada implementación de los ODS 

y sus respectivas metas.
Fuente: Elaboración propia a partir del contenido del Decreto 280 de 2015.

La Comisión está conformada por el ministro de Rela-
ciones Exteriores, o su delegado; el ministro de Hacienda y  
Crédito Público, o su delegado; el ministro de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, o su delegado; el Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República, con la 
participación del ministro consejero para el Gobierno y el 
Sector Privado, o su delegado; el director del Departamento 
Nacional de Planeación, quien la presidirá, o su delegado; 
el director del Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística, o su delegado, y el director del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social, o su dele-
gado. En el caso de los ministros, la representación en las 
sesiones de la Comisión solamente podrá ser delegada en  
los viceministros, y en el caso de los directores, en los 
respectivos subdirectores generales. 

En el acto de creación, se previó que la Comisión 
Interinstitucional podría conformar comités técnicos y 
grupos de trabajo, tanto sectoriales como territoriales, 
para lo cual podría invitar a otros ministros del despacho, 
a otras autoridades que representaran entidades del orden 
nacional o territorial, así como a miembros de la sociedad 
civil, la academia o el sector privado, entre otros. 
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Así mismo, se dispuso que la Comisión operara a través 
de reuniones cada tres meses previa convocatoria realizada 
por el secretario técnico, y extraordinariamente a solicitud del 
presidente de la Comisión cuando se estimara necesario, de 
las cuales se deberían levantar actas para su aprobación por los 
miembros y posterior de firma del Presidente y el Secretario 
Técnico de la Comisión, cargos y funciones que corresponde 
ejercerlos al Departamento Nacional de Planeación. 

Esa frecuencia no se ha cumplido en la práctica y hasta 
la elaboración de este escrito, según consta en las actas de 
las respectivas sesiones, obtenidas en respuesta a un dere-
cho de petición formulado al DNP, la Comisión se había 
reunido en pocas oportunidades.2 

Tal vez esa circunstancia explique la demora de tres 
años desde la expedición del Decreto 280 de 2015 para 
que se formulara la estrategia para la implementación de la 
agenda de los ODS en Colombia, la cual se adoptó por medio 
del Documento CONPES 3218 del 15 de marzo de 2018, 
mediante la generación de una hoja de ruta para cada una 
de las metas establecidas, incluyendo indicadores, entidades 
responsables y los recursos requeridos para ejecutarlas.

En la Estrategia se señaló que el Crecimiento Verde, 
que en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 se adoptó 
como un enfoque transversal y envolvente que busca el 
bienestar económico y social de la población para asegu-
rar que la base de los recursos naturales provea los bienes 
y servicios ambientales que el país necesita para lograr 
un desarrollo económico sostenible, se constituye en un 

2	 Por ejemplo, en las siguientes fechas: 19 de mayo de 2015, 9 de julio 
de 2015, 4 de septiembre de 2015, 18 de abril de 2016 y, la última vez, el 
10 de noviembre de 2017.
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medio para avanzar hacia la implementación de los ODS y 
de otros instrumentos como la Declaración de Crecimiento 
Verde de la OCDE y los compromisos en materia de cambio 
climático suscritos por Colombia bajo el Acuerdo de París 
en 2015.

A partir de esa mención parecería que, aunque en prin-
cipio el diseño de la Comisión Interinstitucional creada por 
el Decreto 280 de 2015 no preveía la sinergia ODS/Acuerdo 
de París, con la Estrategia se fortalecería una visión inter-
sectorial en la formulación de acciones e intervenciones 
públicas de carácter transversal, teniendo en cuenta sus 
implicaciones en las mencionadas dimensiones del desa-
rrollo y, en tal sentido, se procuraría la integración de los 
ODS con otras agendas de desarrollo en todos los niveles.

Sin embargo, la formulación de los objetivos específicos 
de la Estrategia diluyó por completo ese alcance, y volvió 
a adoptarse la misma visión centrípeta del Decreto 280 de 
2015. En efecto, el Documento CONPES 3218 dispuso que 
tales objetivos específicos serían los siguientes:

1.	 Definir un esquema de seguimiento y reporte de los 
avances en la implementación de los ODS en Colombia, 
a partir de un conjunto de indicadores nacionales que 
cuenten con una línea de base y su respectiva meta a 
2030. 

2.	 Definir un plan de fortalecimiento de la producción 
y el manejo de datos para la medición del desarrollo 
sostenible, en particular para aquellos objetivos y 
metas para los cuales no se cuenta con información 
al momento de la elaboración de este documento 
CONPES. 
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3.	 Establecer las líneas estratégicas para el acompa-
ñamiento del Gobierno nacional a los gobiernos 
locales en la implementación de los ODS en los 
territorios. 

4.	 Desarrollar los lineamientos para la estrategia de 
interlocución con actores no gubernamentales, 
materializando así el enfoque multiactor de la 
Agenda 2030, y la definición de alianzas para su 
activo involucramiento y participación en la imple-
mentación y control social a través de ejercicios de 
rendición de cuentas.

Como se advierte de las referencias al Decreto 280 
de 2015 y a los objetivos específicos de la Estrategia de 
Implementación de los ODS contenidas en el Documento 
CONPES 3218, la perspectiva con la cual se ha abordado 
institucionalmente esta agenda, a pesar de que el ODS 13 de 
“Acción por el clima” está directamente relacionado con el 
cambio climático, no ha contemplado una visión transversal 
que permita integrarla con la agenda del Acuerdo de París.

2. El diseño institucional para la 
implementación del Acuerdo de París
Casi 30 años después de haber sido aprobada la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 
hecha en Nueva York el 9 de mayo de 1992, mediante la Ley 
164 de 1994, fue expedido por parte del Consejo Nacional 
de Política Económica y Social el Documento CONPES 
3700 de 2011 mediante el cual se adoptó la “Estrategia 
Institucional para la articulación de políticas y acciones 
en materia de cambio climático en Colombia”.
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Allí se estableció que la adaptación y mitigación al 
cambio climático requieren del desarrollo de estrategias 
de articulación tanto a nivel sectorial como en los ámbitos 
nacional y territorial, con el fin de generar una gestión 
compartida y coordinada, y una información pertinente y 
oportuna, que permita una adecuada toma de decisiones 
para contrarrestar de manera efectiva los efectos de este 
fenómeno en el territorio nacional, y que responda a la 
necesidad de abordar la problemática de manera integral 
y no solamente desde la perspectiva sectorial ambiental. 

En esa medida, la estrategia institucional definida para 
la articulación de políticas y acciones en materia de cambio 
climático fue la de organizar un Sistema Administrativo  
de coordinación interinstitucional que, basado en el princi-
pio constitucional de la colaboración armónica, articulara y 
ordenara los recursos, las normas, las estrategias, los planes, 
los programas, las actividades y que permitiera orientar y 
racionalizar los esfuerzos de los organismos y entidades que 
tienen competencias y responsabilidades en la formulación, 
ejecución y evaluación de las políticas en materia de cambio 
climático.

En el desarrollo del Plan de Acción de la estrategia 
institucional, se expidió el Decreto 298 de 2016, cinco 
años después de proferido el Documento CONPES 3700, por 
medio del cual se dispuso la creación del Sistema Nacional 
de Cambio Climático (sisclima), con el fin de coordinar, 
articular, formular, hacer seguimiento y evaluar las polí-
ticas, normas, estrategias, planes, programas, proyectos, 
acciones y medidas en materia de adaptación al cambio 
climático y de mitigación de gases de efecto invernadero.

El sisclima es el conjunto de políticas, normas, pro-
cesos, entidades estatales, privadas, recursos, planes, 
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estrategias, instrumentos, mecanismos, así como la infor-
mación atinente al cambio climático, que se aplica de 
manera organizada para gestionar la mitigación de gases 
de efecto invernadero y la adaptación al cambio climático.

De manera específica, al Sistema Nacional de Cambio 
Climático se le atribuyeron los siguientes fines:

1.	 Coordinar esfuerzos y compromisos de las instan-
cias del orden nacional, regional, local e interna-
cional respecto al cambio climático. 

2.	 Articular los planes y estrategias de cambio climático 
de manera integrada con el desarrollo económico, 
social y ambiental, teniendo en cuenta las necesi-
dades prioritarias para el logro de un crecimiento 
económico sostenido, la erradicación de la pobreza 
y la sostenibilidad de los recursos naturales. 

3.	 Articular las iniciativas de cambio climático públi-
cas y privadas en los diversos sectores económicos 
y de la sociedad civil. 

4.	 Identificar y aprovechar las oportunidades para 
favorecer el desarrollo sostenible derivadas de accio-
nes de adaptación al cambio climático y de mitiga-
ción de emisiones de gases de efecto invernadero.

5.	 Favorecer la reducción de la vulnerabilidad de la 
población más afectada por los efectos del cambio 
climático en Colombia. 

6.	 Fomentar la participación ciudadana para la toma 
de decisiones relacionadas con el cambio climático. 

7.	 Promover la implementación de medidas de adap-
tación al cambio climático y mitigación de gases 
efecto invernadero.

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

56



8.	 Armonizar criterios y mecanismos para hacer eva-
luación y seguimiento a responsabilidades y compro-
misos en materia de adaptación al cambio climático 
y mitigación de gases de efecto invernadero.

La figura del sistema administrativo está prevista en 
la Ley 489 de 1998, que regula el ejercicio de la fun-
ción administrativa, determina la estructura y define los 
principios y reglas básicas de la organización y funciona-
miento de la administración pública, como una instancia 
de coordinación de la actuación administrativa de la rama 
ejecutiva del orden nacional, creada por la ley o por el 
Gobierno nacional, encargada de la coordinación de las 
actividades estatales y de los particulares, en cuyo acto 
de creación deben preverse los órganos o entidades a los 
cuales corresponde desarrollar las actividades de dirección, 
programación, ejecución y evaluación.

En este caso, el acto de creación del sistema adminis-
trativo previó que su coordinación estuviera a cargo de la 
Comisión Intersectorial de Cambio Climático —CICC— y 
de los Nodos Regionales de Cambio Climático. A aquella 
se le confió la coordinación y orientación de la imple-
mentación de la Política Nacional de Cambio Climático, 
mientras que estos se crearon como instancias regionales 
responsables de promover, acompañar y apoyar la imple-
mentación de las políticas, estrategias, planes, programas, 
proyectos y acciones en materia de cambio climático en las 
regiones. Para el logro de su objeto, a la CICC se le confiaron 
las siguientes funciones:
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Tabla 2.2. Funciones cicc

1.	 Establecer las políticas, los criterios y las acciones asociadas al logro de 
los objetivos del Estado colombiano en materia de cambio climático, en 
concordancia con las políticas de desarrollo sectorial de cada uno de los 
ministerios. 

2.	 Acordar y señalar los criterios para la articulación de recursos en los pre-
supuestos de cada entidad, destinados a la implementación de la política 
nacional de cambio climático. 

3.	 Concertar los compromisos intersectoriales y las prioridades para la ejecu-
ción de los planes, programas y acciones adoptadas en materia de cambio 
climático. 

4.	 Señalar los lineamientos para formalizar los compromisos y acuerdos 
concertados en el seno de la Comisión. 

5.	 Impartir instrucciones generales y solicitar los informes que estime conve-
nientes a los agentes del Sistema. 

6.	 Impulsar la utilización de diferentes mecanismos entre el Gobierno na-
cional, las entidades territoriales y sector privado que permitan ejecutar 
políticas en forma conjunta, con el fin de evitar la duplicidad de esfuerzos y 
mantener la coherencia y articulación en materia de cambio climático. 

7.	 Coordinar y definir la estrategia de monitoreo, evaluación y reporte a la 
implementación de la política de cambio climático. 

8.	 Coordinar la articulación del sisclima con otros sistemas, programas 
y redes que participen en las acciones de cambio climático y gestión del 
riesgo de desastres. 

9.	 Crear los comités técnicos que sean necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones. 

10.	Adoptar su reglamento operativo. 

11.	Las demás funciones inherentes al cumplimiento de su objeto. 
Fuente: Elaboración propia a partir del contenido del Decreto 298 de 2016.

La Comisión Intersectorial de Cambio Climático como 
órgano de coordinación y orientación de la implementación 
de la Política Nacional de Cambio Climático está confor-
mada por el ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
o su delegado; el ministro del Interior o su delegado; el 
ministro de Hacienda o su delegado; el ministro de Agri-
cultura y Desarrollo Rural o su delegado; el ministro de 
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Minas y Energía o su delegado; el ministro de Transporte 
o su delegado; el ministro de Relaciones Exteriores o su 
delegado; el director del Departamento Nacional de Pla-
neación o su delegado; el Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo —adicionado por la Ley 1931 de 2018—; el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio —adicionado 
por la Ley 1931 de 2018—; la Unidad Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres y el Fondo Adaptación —adicio-
nado por la Ley 1931 de 2018—.

La designación del delegado de los ministros recaerá exclu-
sivamente en el viceministro de cada entidad. La delegación 
del director del Departamento Nacional de Planeación podrá 
recaer en el Subdirector Territorial y de Inversión Pública o en 
el Subdirector Sectorial. Además de sus integrantes, la CICC 
podrá invitar a sus sesiones a las instituciones y a las personas 
que puedan contribuir en los temas a tratar en desarrollo de 
sus funciones.

La Comisión es presidida bajo un esquema de alter-
nancia anual entre el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y el Departamento Nacional de Planeación. 
La Secretaría Técnica opera bajo el mismo esquema de 
alternancia anual entre esas entidades, en cabeza de aquella 
que no esté presidiendo. 

Por su parte, los nodos regionales tienen la finalidad 
de lograr la coordinación interinstitucional entre el nivel 
central y territorial para promover las políticas, estrategias, 
planes, programas, proyectos y acciones de mitigación de 
emisiones de gases de efecto invernadero y adaptación en 
materia de cambio climático, articulados con los procesos 
de planificación y ordenamiento territorial y gestión inte-
gral del riesgo.
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Cada Nodo Regional está integrado por, al menos, un 
representante de los departamentos,3 municipios, distritos,  
autoridades ambientales, gremios y/o asociaciones del 
sector privado, academia, entidades sin ánimo de lucro, 
Unidad de Parques Nacionales Naturales de Colombia, los 
centros e Institutos de Investigación y un representante del 
Consejo Territorial de Gestión del Riesgo de Desastres, 
asentados dentro del área de conformación del nodo y cuyo 
objeto se enmarque en temas de cambio climático.

Dos años después de la expedición del Decreto 298 de 
2016, se sancionó la Ley 1931 de 2018 con el objeto de esta-
blecer las directrices para la gestión del cambio climático 
en las decisiones de las personas públicas y privadas, de la 
nación, departamentos, municipios, distritos, áreas metro-
politanas y autoridades ambientales, principalmente en las 
acciones de adaptación al cambio climático, así como en  
las de mitigación de gases de efecto invernadero, con el 
objetivo de reducir la vulnerabilidad de la población y de 
los ecosistemas del país frente a los efectos del mismo y 
promover la transición hacia una economía competitiva, 
sustentable y un desarrollo bajo en carbono. 

Para apoyar las funciones de la CICC, la Ley 1931 creó 
el Consejo Nacional de Cambio Climático como órgano 

3	 El decreto crea los siguientes nodos regionales: Amazonía (depar-
tamentos de Amazonas, Caquetá, Guainía, Guaviare, Vaupés, Putumayo), 
Orinoquía (departamentos de Meta, Casanare, Vichada, Arauca), Centro 
Oriente Andino (departamentos de Boyacá, Cundinamarca, Tolima, Huila 
y el D. C.), Norandino (departamentos de Norte de Santander, Santander), 
Eje Cafetero (departamentos de Caldas, Risaralda, Quindío, Valle del Cauca), 
Antioquia (departamento de Antioquia), Caribe e Insular (departamentos de 
La Guajira, Bolívar, San Andrés y Providencia, Sucre, Córdoba, Magdalena, 
Atlántico, Cesar), Pacífico Norte (departamento del Chocó), Pacífico Sur 
(Cauca, Nariño, Valle del Cauca).
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permanente de consulta de la CICC, cuyo objetivo es brin-
darle asesoría en la toma de decisiones, con el fin de lograr 
una efectiva articulación entre esta y los gremios, las orga-
nizaciones sociales, las comisiones quintas del Congreso 
y la academia, en la gestión del cambio climático en el 
territorio nacional. 

Los integrantes del Consejo son elegidos para periodos 
de cuatro años y su integración es la siguiente: dos represen-
tantes gremiales; dos representantes de las organizaciones 
no gubernamentales que trabajen en asuntos atinentes al 
cambio climático; dos representantes de la academia; un 
representante de las organizaciones internacionales de apoyo 
y cooperación al desarrollo; un representante de la Comisión 
Quinta del Senado de la República, y un representante de la 
Comisión Quinta de la Cámara de Representantes. 

La elección de los integrantes del Consejo Nacional de 
Cambio Climático corresponde a la CICC con base en can-
didatos presentados por las respectivas agrupaciones. En el 
caso de las organizaciones no gubernamentales que trabajen 
asuntos atinentes al cambio climático, los candidatos son 
presentados por la Confederación Colombiana de ONG. En 
el caso de las universidades, los candidatos son presentados 
por el Consejo Nacional de Educación Superior. Para el 
caso de los representantes de las organizaciones interna-
cionales de apoyo y cooperación al desarrollo, la Agencia 
Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia es  
la encargada de presentar los candidatos. Y en el caso de 
los representantes de las Comisiones Quintas, estos son 
definidos por las mesas directivas de cada comisión. 

El Consejo Nacional de Cambio Climático tiene a su 
cargo las siguientes funciones: 
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1.	 Hacer recomendaciones a la CICC en materia de ges-
tión del cambio climático en el territorio nacional. 

2.	 Emitir conceptos sobre la implementación de la 
Política Nacional de Cambio Climático, y sus ins-
trumentos de planificación e implementación, así 
como los demás instrumentos relacionados con la 
gestión de cambio climático en el país. 

3.	 Recomendar a la CICC las acciones necesarias a 
seguir en la coordinación de actividades de gestión 
del cambio climático entre los sectores productivos, 
academia y organizaciones sociales, con las entida-
des públicas que la integran. 

4.	 Sugerir a la CICC directrices y criterios en la gestión 
del cambio climático para la coordinación de accio-
nes entre los niveles nacional y territorial. 

El Consejo Nacional de Cambio Climático corresponde 
a la figura prevista en la Ley 489 de 1998 de ser un orga-
nismo consultivo para una parte de la administración, en 
este caso la CICC, que funciona con carácter permanente y 
con representación de entidades estatales —la Cámara de 
Representantes y el Senado de la República— y del sector 
privado, en los términos definidos por la norma de creación.

Ahora bien, con el fin de articular las medidas de 
mitigación de gases de efecto invernadero y adaptación al 
cambio climático con las políticas y regulaciones de cada 
sector de la administración pública nacional y de lograr su 
implementación en el territorio, la Ley 1931 creó los Planes 
Integrales de Gestión del Cambio Climático Sectoriales y  
los Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Territoriales. 
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Con los primeros se pretende que cada ministerio 
identifique, evalúe y oriente la incorporación de medidas 
de mitigación de gases de efecto invernadero y adaptación 
al cambio climático en las políticas y regulaciones del res-
pectivo sector, así como que ofrezca los lineamientos para 
la implementación de medidas sectoriales de adaptación 
y mitigación de GEI a nivel territorial relacionadas con la 
temática de cada sector. 

Los segundos son los instrumentos a través de los cuales 
las gobernaciones y las autoridades ambientales regionales, 
partiendo del análisis de vulnerabilidad e inventario de 
GEI regionales, u otros instrumentos, identifican, evalúan, 
priorizan, y definen medidas y acciones de adaptación y de 
mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero, 
para ser implementados en el territorio para el cual han 
sido formulados. 

Esta referencia del diseño institucional establecido para 
la implementación del Acuerdo de París, más complejo que 
el previsto para el de la agenda de los ODS, porque emplea 
mayores mecanismos de organización —sistema adminis-
trativo, comisión intersectorial y consejo consultivo— e 
integra el nivel territorial, pone de presente que, a pesar 
de ello, también está focalizado en sus propios objetivos, 
omitiendo una visión transversal que permita un diálogo 
con la segunda agenda, y esta inferencia será materia del 
siguiente apartado.

3. Análisis institucional de los esquemas 
organizacionales de implementación  
de la Agenda 2030 y el Acuerdo de París
La presentación de los diseños institucionales adoptados 
para la implementación de la Agenda 2030 y el Acuerdo 
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de París muestra que para la orientación de la ejecución y 
el seguimiento de cada una de esas agendas se recurrió a 
esquemas propios de la estructura weberiana de la adminis-
tración pública, como el sistema administrativo, la comisión 
intersectorial y el consejo consultivo, pensados desde una 
visión fragmentada de la actividad administrativa estatal 
que parte de su ordenación sectorial. 

En esa medida, y aunque se reconoce, especialmente 
desde la estrategia para la implementación de la Agenda 
2030, que la misma entra en diálogo con otras agendas de 
desarrollo, en ninguno de los esquemas adoptados ni en 
las estrategias formuladas en los Documentos CONPES se 
tendieron puentes para conectar las dos agendas, a pesar 
no solo del conocimiento que se tenía de esa necesidad, 
sino del hecho de que, tanto de la Comisión Interinsti-
tucional de Alto Nivel para el Alistamiento y la Efectiva 
Implementación de la Agenda de Desarrollo pos-2015 y 
sus Objetivos de Desarrollo Sostenible, como de la CICC, 
forman parte en común tres ministros y un director de 
departamento administrativo.

Como lo dejan de presente algunas de las actas de las 
sesiones de ambas comisiones, no existe evidencia de pro-
pósitos de articulación entre las dos agendas para generar 
sinergias que permitan potenciar recíprocamente sus accio-
nes de implementación en el objetivo común de avanzar 
hacia un Crecimiento Verde. 

Resulta, al menos, llamativo que, para las fechas en que 
se definieron las estructuras para la implementación de las 
dos agendas, no se hubieran tenido en cuenta esquemas de 
organización de la administración pública que permiten 
gestionar agendas transversales como las que aquí se regis-
tran y que ya eran conocidas en el país, y que el CONPES 
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no lo hubiera advertido, a pesar de la simultaneidad en la 
construcción de los arreglos institucionales para abordarlas.

Esa falta de diálogo del aparato institucional para 
armonizar las dos agendas obedece, en parte, a que su cons-
trucción se ha hecho desde los fundamentos del modelo 
burocrático de la administración pública que, por su propia 
configuración por compartimentos estancos y rígidos orga-
nizados en sectores, dentro de los cuales cada institución se 
ocupa autónoma y separadamente de sus propias competen-
cias, no concibe un modelo de operación horizontal y no sola-
mente vertical, cooperativo y no únicamente jerarquizado, 
en el cual las perspectivas transversales e interterritoriales 
son de carácter excepcional y requieren una institucionalidad 
explícita para poder operar de esa manera.

En esa lógica, si bien las comisiones intersectoriales 
pueden coordinar y orientar la ejecución de las funciones y 
servicios que estén a cargo de dos o más órganos principales 
de la administración, cada entidad, en la medida en que 
responde por las funciones asignadas en el acto de creación, 
lo que hace es integrar las acciones que le competen sobre 
ODS o cambio climático a su gestión organizacional en los 
términos del modelo integrado de planeación y gestión,4 
en lugar de, por ejemplo, conformar grupos de trabajo 
integrados por funcionarios de las diferentes entidades de 
todos los sectores involucrados en ambas agendas. 

4	 Aunque el MIPG se anuncia como un instrumento de modernización 
de la gestión pública, puede afirmarse, siguiendo a Lumbierres (2010), 
que mantiene la rigidez y la falta de diálogo como rasgos distintivos de su 
funcionamiento, y aunque contribuye a mejorar las capacidades gerenciales 
y la eficiencia de la administración, no logra percibir a la sociedad como 
una pluralidad de subsistemas que están interconectados y con los que debe 
relacionarse permanentemente. 
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Para que un modelo de gestión administrativa pueda 
operar de manera transversal, es necesario romper la racio-
nalidad weberiana que, como lo refieren autores como 
Mularz (s. f.) y Repetto (1998), concibe a la administración 
pública como un sistema de gestión caracterizado por la 
organización jerárquica, la asignación de funciones en 
virtud de una capacidad objetivamente demostrada, la 
rigurosa delimitación de competencias de las diferentes 
ramas que la integran, y la estructuración con arreglo a 
normas y a reglas técnicas objetivas e impersonales.

Estructuras como los sistemas administrativos, las comi-
siones intersectoriales y los consejos consultivos son insuficien-
tes para integrar agendas que de suyo ya son intersectoriales, 
pues, como lo deja notar Grifo Benedicto (2009), ellas no 
emplean técnicas de relación e intercambio de información que 
refuercen la unidad de acción para la consecución de objetivos 
comunes, de manera que se requieren nuevos esquemas que 
permitan articular transversalmente tales agendas en una 
especie de intersectorialidad de segundo grado. 

Para lograr una gestión articulada y complementaria 
entre las dos agendas, advertida la ausencia de diálogo entre 
las dos instancias encargadas de liderar su implementación 
coordinada, se habría podido y eventualmente se podría aún 
reformular o complementar esa institucionalidad acudiendo 
a diseños basados en el paradigma de la gobernanza.5

5	 La difusión del concepto de gobernanza está estrechamente relacio-
nada con los cambios recientes en el escenario mundial. Como resultado 
de la globalización económica y financiera, los avances tecnológicos y 
otros fenómenos provocados por la globalización, el Estado ha perdido su 
predominio en las cuestiones relacionadas con el desarrollo y la regulación 
pública, lo que lo obliga a adoptar estrategias diferentes que incorporen 
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Para lograr esa interacción, y siguiendo a Parres García 
(2005), es necesario organizar un espacio público deli-
berativo que reconozca y oriente su gestión a partir de la 
interdependencia, lo cual exige reestructurar las funciones 
gubernamentales —articulación de las agendas de las dos 
comisiones— y que los intereses concernidos por el proceso 
decisional se encuentren simétricamente representados 
—equilibrio entre los objetivos de ambas agendas y no 
subordinación de los de una a los de la otra—.

No obstante, para propiciar una efectiva implementa-
ción de los ODS y de las medidas contra el cambio climático, 
no basta con establecer una articulación interdependiente 
entre las instancias de orientación y coordinación de las dos 
agendas, pues, como bien lo expresa el escritor colombiano 
William Ospina, gobernar no es manejar cubículos aislados 
sino producir armonía entre los distintos componentes de 
la vida social.

Se requiere pasar de la gobernabilidad a la gobernanza, 
de manera que el Gobierno, como agente de dirección de los 
recursos del poder público, convoque e integre a los actores 
del mercado y las redes de las organizaciones sociales, de 
manera que dicho proceso se estructure institucional y 
técnicamente a partir de la interlocución de estos grupos 
y sectores entre sí y con el Gobierno. 

El paso a la gestión por medio de la gobernanza implica 
dejar de lado el modelo jerárquico, donde el Estado formula 
políticas públicas universales y soluciones generales a los 
problemas, y asumir un modelo basado en la coordinación 
entre el gobierno, la sociedad civil, las empresas y diversas 

interacciones entre una creciente multiplicidad de actores públicos (nacio-
nales y territoriales) y privados (nacionales e internacionales).
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organizaciones sociales, culturales y económicas para poder 
dar respuestas concretas a problemas particulares. 

Tímidamente, la agenda de cambio climático da un paso 
en la dirección correcta con la creación del consejo consul-
tivo de la CICC, integrado mayormente por representantes 
de la sociedad civil, pero que no se refiere en manera alguna 
en su funcionamiento al Objetivo de Desarrollo Sostenible 
13 de “Acción por el clima”.

Se trata de reconocer que la obtención de resultados en 
la implementación de esta clase de agendas interdependien-
tes, como lo señala Aguilar (2007), no se logra solamente 
con mando y control gubernamental sobre una sociedad 
dependiente, como fue la estructura institucional adoptada 
en ambos casos, pero la solución tampoco es dejar que las 
acciones de implementación corran por cuenta de la auto-
rregulación y el mercado o de los vínculos de solidaridad 
de las organizaciones sociales. 

Así, una mejor funcionalidad de la articulación preten-
dida debería ser el resultado de un diálogo sobre valores 
compartidos que converja en la construcción del interés 
público, surgido como consecuencia de la intermediación 
de intereses entre ciudadanos y grupos de la comunidad, 
para lo cual el papel del Gobierno consiste en crear coali-
ciones de agencias públicas y privadas.6 

Para ello, como lo señala Cunill Grau (1999), se requiere 
generar incentivos institucionales a nuevos modos de  

6	 Esto es lo que podría llamarse una gestión pública colaborativa, 
que algunos denominan la administración pública posmoderna (Baena), 
en la cual la participación ciudadana, preferiblemente en el marco de una 
organización o asociación más que a título individual, de la cual se derive 
la concertación de la actuación de la administración pública con el resto de 
los agentes sociales, es su piedra angular (Restrepo, 2009).
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cooperación pública y privada mediante la recuperación de 
los roles redistributivos del Estado. El fin es superar la apro-
piación privada del aparato estatal y el sesgo particularista de  
las políticas públicas y promover el desarrollo de formas 
innovadoras de control que faciliten tanto la influencia directa 
de los ciudadanos sobre la administración pública, como su 
influencia indirecta a través de sus representantes políticos.

Es necesario adoptar nuevos métodos de decisión y de 
acción que sustituyan los procesos clásicos de la gestión 
pública,7 de manera que, frente a la complejidad de los proble-
mas que deben ser resueltos, se privilegien fórmulas flexibles de  
cooperación que permitan asociar a los diferentes actores 
implicados en la toma de decisiones mediante una acción 
colectiva que sea el producto de negociaciones realizadas por 
un conjunto muy diversificado de actores públicos y privados 
implicados en su elaboración.

Conclusiones y propuestas para la facilitación  
de una implementación articulada de  
la Agenda 2030 y el Acuerdo de París 
A partir de las reflexiones expuestas en el anterior apartado, 
en aras de facilitar un mejoramiento de la implementación 
articulada de ambas agendas, se propone impulsar una 
plataforma de coordinación para propiciar la cooperación 
de los agentes gubernamentales y los actores sociales, por 
medio de las siguientes acciones concretas:

7	 Siguiendo a Rodríguez A. (2015), puede afirmarse que ha llegado el 
tiempo de diseñar de otra forma las técnicas de la administración pública, 
de manera que los valores y parámetros constitucionales encaminados a 
garantizar la dignidad de todas las personas, al fin, dejen de ser un enunciado 
programático y comiencen a convertirse en una realidad.
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1.	 Establecer mesas de trabajo con las entidades territo-
riales, maximizando para ello el uso de los esquemas 
de asociatividad previstos en la Ley 1454 de 2011 o 
inclusive promoviéndolos, con el fin de generar espa-
cios de diálogo y no de imposición que favorezcan la 
apropiación y el compromiso de su parte en la eje-
cución de acciones concretas que complementen de 
manera coordinada y colaborativa la implementación 
de las políticas nacionales en estas materias, cuya 
convocatoria inicial esté a cargo, conjuntamente, de 
la Comisión Interinstitucional de Alto Nivel para 
el Alistamiento y la Efectiva Implementación de la 
Agenda de Desarrollo pos-2015 y sus Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, de la Comisión Intersectorial 
de Cambio Climático —CICC— y de los Nodos 
Regionales de Cambio Climático. 

2.	 Crear una red de acción pública,8 que podría ser 
promovida por el Consejo Nacional de Cambio 
Climático, con representantes del sector privado y 
de la sociedad civil para la revisión del avance en 
la ejecución articulada de las políticas públicas que 
corresponden a la implementación de la Agenda 
2030 y el Acuerdo de París y para la formulación de 

8	 Como lo explica Ruano (2010), las redes de acción pública son una 
forma particular de gobierno de los sistemas políticos contemporáneos, 
distinta de la relación jerárquica de la administración pública tradicional y 
de los mercados como modos organizativos, que corresponde a la noción de 
administración relacional (Lumbierres, 2010), concebidas como escenarios 
de convergencia de todos los actores participantes en el diseño y ejecución de 
una política, que tienen intereses distintos pero interdependientes, de manera 
que la creación de estos espacios de encuentro les permiten a los gobiernos 
orientar la movilización de recursos hacia una misma dirección, que de otra 
manera se dispersarían. 
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las recomendaciones pertinentes para los ajustes o 
inclusive reformulaciones a que pueda haber lugar a 
las instancias y entidades competentes, incluyendo 
la reorientación del gasto público. 

3.	 Diseñar y poner en práctica una estrategia de comu-
nicación tanto para informar a la ciudadanía sobre la 
existencia e implementación de acciones concretas 
para el logro de los ODS y de las medidas de mitigación 
y adaptación al cambio climático, orientada a com-
prometerla con comportamientos colaborativos con  
el desarrollo de las políticas públicas definidas para 
esos propósitos, como para obtener de ella datos 
relevantes que faciliten su seguimiento y monitoreo 
y de allí derivar insumos para diagnosticar rápida-
mente los ajustes que sean requeridos. Esta estrategia 
se podría financiar con recursos provenientes de la 
cooperación internacional y del sistema nacional de 
ciencia, tecnología e innovación. 

4.	 Formular y ejecutar proyectos concretos con las 
poblaciones identificadas como especialmente vul-
nerables a partir de la elaboración de una matriz que 
cruce las metas de los ODS y las acciones contra el 
cambio climático con los conflictos sociolaborales y 
socioambientales asociados a las mismas, de manera 
que se cuente con un inventario que permita la foca-
lización del gasto público en lugar de dispersar los 
recursos destinados a aquellas en programas gene-
rales que no se traducen en la reducción efectiva de 
las brechas sociales, que se podrían financiar con los 
recursos del sistema nacional de regalías. 
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Capítulo 3
Entidades y competencias para 

el desarrollo sostenible y el 
cambio climático en Colombia
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Introducción
El objetivo de este capítulo es presentar, de manera detallada, 
las competencias de cada entidad que permiten la implemen-
tación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible —ODS— y 
el cumplimiento de los compromisos internacionales en 
materia de cambio climático adquiridos por Colombia. Para 
ello, se hará una revisión jurídica e institucional en el marco 
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de las competencias de las principales entidades. Muchas de  
estas son competencias compartidas en los espacios de coor-
dinación y dirección de estas agendas, y se encuentran 
concentradas, en gran parte, en el Departamento Nacional 
de Planeación y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. 

Hay dos tipos de entidades: las que tienen competencias 
directas y las que tienen competencias indirectas. Las prime-
ras están encargadas de movilizar y coordinar acciones para el 
cumplimiento de las metas de los ODS o de los compromisos 
de cambio climático. Estas entidades son las encargadas del 
reporte de avance de las metas correspondientes (CONPES 
3918) y tienen, de manera expresa, responsabilidades rela-
cionadas con la implementación de dichas agendas inter-
nacionales. 

También pueden existir entidades acompañantes, con 
competencias que se definen como indirectas, encargadas 
de apoyar a las entidades con competencias directas para el 
cumplimiento de las metas de los ODS o de los compromisos 
de cambio climático (CONPES 3918). Las entidades que 
tienen una función indirecta son aquellas con competen-
cias relacionadas que deberían apoyar la implementación 
de la Agenda 2030 sobre el Desarrollo Sostenible o los 
compromisos de cambio climático de manera colateral o 
como apoyo en el marco de sus funciones. 

Los compromisos y metas depositados en las agendas 
son de tal amplitud, que llegan a requerir el esfuerzo y 
colaboración de toda la institucionalidad, no obstante que 
muchas entidades no cuenten con competencias expresas 
en tal sentido. Para efectos del presente capítulo, se hará 
referencia a la mayoría de las entidades con competencias 
directas, puesto que las indirectas pueden ser de índole 
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no estatal o involucrar prácticamente a toda la estructura 
del Estado debido a la amplitud de temas que rodean las 
agendas. Adicionalmente, el rol de estas últimas no se 
encuentra, necesariamente, fundamentado en una norma 
o documento de política pública del Estado colombiano, 
sino en la importancia de su labor con relación a los ODS. 

Esta revisión se hará desde la perspectiva de la gober-
nanza que se viene planteando desde el capítulo anterior, 
en la medida en que es un modelo de implementación y 
superación de los desafíos que se presentan (Restrepo, 
2011), y que puede aplicarse en Colombia en el proceso 
de implementación de los ODS y el Acuerdo de París. En 
primer lugar, se contextualizarán las dos agendas interna-
cionales en Colombia. En segundo lugar, se identificarán 
las principales entidades con competencias directas a nivel 
nacional y subnacional en el cumplimiento de la Agenda 
2030 y el Acuerdo de París. Finalmente, se expondrán 
algunas conclusiones y recomendaciones para potencializar 
el propósito de trabajo compartido de avance y coordina-
ción de las entidades frente a la Agenda 2030 y el Acuerdo 
de París en Colombia. 

1. Contextualización de las dos agendas 
internacionales en Colombia

1.1. Contextualización de la Agenda 2030 y sus ods
En el año 2000, Colombia suscribió la Declaración del Mile-
nio, la cual tenía como objetivo la reducción de la pobreza 
y la atención de las necesidades básicas de las personas más 
vulnerables del planeta. En el marco de esta implementación, 
el Gobierno nacional expidió el documento del Consejo de 
Política Económica y Sociales —CONPES— 91 de 2005 y 
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luego el CONPES 140 de 2011, donde se definieron las metas 
nacionales a 2015, los indicadores para hacer seguimiento 
de los avances y los lineamientos estratégicos para alcanzar 
las metas. 

La experiencia de implementación de los Objetivos del 
Milenio evidenció a nivel internacional varias dificultades 
de apropiación de los objetivos a nivel local y la necesidad de  
fortalecer los arreglos institucionales para coordinar los 
esfuerzos gubernamentales, particularmente en los pri-
meros años. A partir de lo anterior, el Gobierno nacional 
decidió activar de manera temprana los procesos de alis-
tamiento para la efectiva implementación de la Agenda 
2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible —ODS—. 

De esta manera, desde sus inicios, Colombia ha lide-
rado la construcción de los ODS, impulsándolos desde el 
2012 en la Cumbre de Río +20, siendo el primer país en 
convertir esta agenda en ley y en incorporarla en el Plan 
Nacional de Desarrollo —PND— 2014-2018. Todas las 
acciones desarrolladas a través de los pilares y estrate-
gias del Plan Nacional de Desarrollo y de los Planes de 
Desarrollo Territoriales para el período 2016-2019 fueron 
formulados por los 32 departamentos.

De hecho, antes de la adopción formal de la Agenda 
2030 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
Colombia, a través del Decreto Presidencial 280 de 2015 
en febrero de 2015, creó la Comisión Interinstitucional 
de Alto Nivel para el Alistamiento y Efectiva Imple-
mentación de la Agenda de Desarrollo pos-2015 y sus 
ODS —Comisión ODS—. Este acto dio origen a un arreglo 
interinstitucional con el objeto de velar por el alistamiento 
necesario al interior del Gobierno nacional y la efectiva 
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implementación de los ODS a través de políticas, planes, 
programas y acciones. 

En 2016, Colombia presentó su primer informe nacio-
nal voluntario, pues tan solo un año después de la adopción 
de la Agenda 2030 se presentaron varios avances para 
compartir con los demás países, particularmente en la 
etapa de alistamiento. Así mismo, se trazó una hoja de ruta 
nacional para alinear esfuerzos y definir prioridades hacia el 
cumplimiento de los ODS. En tal sentido, el 15 de marzo de 
2018 se aprobó una política nacional a través del documento 
CONPES 3918 como “Estrategia para la Implementación de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) en Colom-
bia”. Este documento contiene la visión del país a 2030, 
un esquema de seguimiento con indicadores nacionales, 
metas cuantificables y responsabilidades institucionales del 
Gobierno nacional con un enfoque intersectorial. 

Para cada una de las metas, se identificó la entidad que 
debe liderar y coordinar la acción del Gobierno —entidad 
líder—, las entidades que deben participar en las estrategias 
para el cumplimiento de cada una de las metas —entidad 
acompañante— y un ejercicio de priorización y regiona-
lización, mediante un conjunto de “metas trazadoras” con 
la capacidad de impulsar avances en las demás metas de 
cada ODS. Incorpora también un plan de fortalecimiento 
estadístico y una estrategia territorial, buscando maximizar 
la apropiación y utilidad de los ODS, respetando la autono-
mía y prioridades definidas por los gobiernos territoriales. 
Por último, comprende una estrategia de interlocución y 
promoción de alianzas con actores no gubernamentales, 
con el objetivo de institucionalizar el diálogo y consolidar 
la Agenda 2030 como un propósito de país. 
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En el 2018, Colombia presentó ante la ONU el Reporte 
Nacional Voluntario. Este fue liderado por la Secretaría 
Técnica de la Comisión ODS, en cabeza del Departamento 
Nacional de Planeación junto con la participación de los 
ministerios y departamentos administrativos miembros de 
la Comisión de ODS que, además de proporcionar informa-
ción, ejercieron la labor de revisión de pares.

En el marco de la estructuración del informe, la Secre-
taría Técnica mantuvo la apertura al diálogo con otros 
actores a través de encuentros regionales, el desarrollo de un 
piloto de medición de las contribuciones del sector privado 
y la socialización del documento en un evento público con 
participación de los diferentes actores de la sociedad civil. 
Este documento presenta los resultados del país en los cinco 
ODS priorizados para el reporte (ODS 6, 7, 11, 12 y 15) y los 
avances en los diferentes medios de implementación para 
alcanzar los ODS de manera transversal. 

1.2. Contextualización de la agenda  
climática nacional
Colombia ratificó la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre Cambio Climático —CMNUCC— mediante la 
Ley 164 de 1994 y el Protocolo de Kioto como su primer 
instrumento de implementación a través de la Ley 629 
de 2000. En el marco del Protocolo de Kioto se definió 
el mecanismo de desarrollo limpio (MDL) como uno de 
los tres mecanismos establecidos para facilitar la ejecu-
ción de proyectos de reducción de emisiones de gases de 
efecto invernadero con el objetivo de ayudar a los países 
desarrollados a cumplir con sus metas de limitación y 
reducción de emisiones de gases efecto invernadero (GEI) 
y a un mejoramiento en modelos de desarrollo sostenible.
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En 2011, dada la necesidad de una estructura insti-
tucional para la toma de decisiones en materia de cambio 
climático, el Consejo Nacional de Política Económica y 
Social aprobó el CONPES 3700, “Estrategia institucional 
para la articulación de políticas y acciones en materia de 
cambio climático en Colombia”. Este documento generó 
recomendaciones frente a la generación de espacios para 
que los sectores y los territorios integrasen dentro de sus 
procesos de planificación estrategias para enfrentar el 
cambio climático.

A partir de lo anterior, el país aceleró el proceso de 
planeación y puesta en marcha del marco institucional, 
político y legal en materia de cambio climático. Se dio 
inicio al proceso normativo para la creación del Sistema 
Nacional de Cambio Climático —SISCLIMA— (ver Comité 
de Gestión Financiera del SISCLIMA, s. f.), el cual fue final-
mente formalizado con la firma del Decreto 298 de 2016, 
y se avanzó en las cuatro estrategias priorizadas por el PND 
2010-2014: i) la Estrategia Colombiana de Desarrollo Bajo 
en Carbono (ECDBC), ii) el Plan Nacional de Adaptación al 
Cambio Climático —PNACC— (Departamento Nacional 
de Planeación [DNP], 2012), iii) la Estrategia Nacional de 
Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación 
de los Bosques —ENREDD+— y iv) la Estrategia para la 
Protección Financiera ante Desastres. 

A partir de los avances del periodo 2010-2014, en el PND 
2014-2018 —tanto el documento de bases del plan como la 
Ley 1753 de 2015— se indicaron acciones puntuales a ser 
desarrolladas. Entre otras de estas acciones, se encontraba la 
formulación de una política de cambio climático, la aproba-
ción de una Ley de cambio climático, la generación de una 
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estrategia de financiamiento climático y la definición de metas 
de corto, mediano y largo plazo sobre cambio climático.

Así a finales de 2014, se inició la formulación de la 
Política Nacional de Cambio Climático —PNCC—, articu-
lada a la elaboración de la Ley de Cambio Climático, con 
el objetivo de integrar y darle un sentido estratégico a los 
diferentes avances del país en materia de cambio climático 
y definir la senda de desarrollo bajo en carbono a corto, 
mediano y largo plazo.

En paralelo, Colombia participaba activamente en las 
discusiones internacionales que llevaron a adoptar, en la 
Conferencia de las Partes —COP21— llevada a cabo en 
París en diciembre de 2015, lo que luego se conoció como 
el “Acuerdo de París”. Como parte de su compromiso 
internacional, Colombia presentó en diciembre de 2020 la 
Contribución Nacionalmente Determinada —NDC— que 
consiste en:

emitir como máximo 169.44 millones de t CO2 eq en 
2030 (equivalente a una reducción del 51 % de las emi-
siones respecto a la proyección de emisiones en 2030 en 
el escenario de referencia), iniciando un decrecimiento 
en las emisiones entre 2027 y 2030 tendiente hacia la 
carbono-neutralidad a mediados de siglo. (Gobierno 
de Colombia, 2020)

Igualmente, se incluyeron acciones con respecto a 
medios de implementación, entre las que se destacan la 
estrategia de redes de universidades que apoyen la inves-
tigación en torno a la NDC, la formación de un clúster de 
innovación en cambio climático, la incorporación de enti-
dades nacionales a mecanismos de transferencia tecnológica 
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de la CMNUCC, el intercambio de experiencias y el forta-
lecimiento de alianzas regionales en materia de cambio 
climático, y la continua articulación y mejora del trabajo 
con el sector financiero. 

Finalmente, a partir de la ratificación del Acuerdo de 
París mediante la Ley 1844 de 2017, así como de la adop-
ción de la PNCC en el mismo año, se puede concluir que 
Colombia ha avanzado en la determinación de las medidas 
sectoriales para alcanzar la NDC de Colombia en el marco de  
la Comisión Intersectorial de Cambio Climático —CICC 
del SISCLIMA—. Igualmente, es posible afirmar que el país 
ha progresado en la formulación de Planes Integrales de 
Gestión del Cambio Climático Sectoriales —PIGCCS— y 
Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático Terri-
toriales —PIGCCT—, establecidos en la Ley 1931 del 27 de 
julio de 2018, por medio de la cual se dictan las directrices 
para la gestión de cambio climático en el país.

2. Identificación de las principales entidades  
con competencias en el marco de  
la implementación de las agendas
Esta sección está compuesta por tres partes. En primer 
lugar, se identifican las principales entidades que comparten 
competencias en el marco de la Agenda 2030 y del Acuerdo 
de París. Se analizan, en segundo lugar, las entidades con 
competencias exclusivas en la Agenda 2030 y, en tercer 
lugar, las entidades que tienen un rol fundamental en la 
agenda sobre cambio climático. 
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2.1. Identificación de las principales entidades  
que comparten competencias en el marco  
de la Agenda 2030 y el Acuerdo de París

2.1.1. Principales entidades nacionales  
con competencias tanto en la Agenda 2030  
como el Acuerdo de París
Se presentará el análisis de las competencias directas de las 
entidades frente a la implementación de las dos agendas 
internacionales. Se detallará particularmente el Ministerio 
de Relaciones Exteriores, el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, el Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público, el Departamento Nacional de Planeación y 
el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

2.1.1.1. Ministerio de Relaciones Exteriores
El funcionamiento de las entidades de orden nacional se 
encuentra regulado principalmente por la Ley 489 de 1998, 
la cual menciona que los ministerios tienen a su cargo la 
formulación y adopción de las políticas, planes generales, 
programas y proyectos del sector administrativo que diri-
gen. Para el caso del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
en el año 2016 el Gobierno nacional expidió el Decreto 
869 de 2016 sobre la estructura del sector de relaciones 
exteriores. 

Este decreto encomendó una serie de competencias y 
funciones de las cuales se resaltarán aquellas relacionadas 
con la implementación de la Agenda 2030 y el Acuerdo de 
París. En primer lugar, los artículos 4.o y 7.o del Decreto 869  
de 2016 tienen estrecha relación con el papel del Ministerio de  
Relaciones Exteriores frente a la política exterior, ya que es el 
órgano principal de ejecutarla. Así mismo, menciona que es 
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el interlocutor, coordinador y enlace para todas las gestiones 
oficiales que se adelanten entre las entidades nacionales y de 
otros países, organismos y mecanismos internacionales. 

En el marco de la implementación de las agendas, este 
Ministerio tiene de manera primordial la coordinación de 
la política exterior como representante de las relaciones 
internacionales del Estado colombiano, por lo que ejerce 
su liderazgo a través de la formulación, orientación, inte-
gración y armonización de las políticas y programas que 
el Estado tiene la intención de implementar. Otra de las 
funciones relevantes es la articulación de las acciones de 
las entidades del Estado en los diferentes niveles y secto-
res, que, para las agendas son: ambiente, desarrollo social, 
economía, comercio y derechos humanos. 

En segundo lugar, frente a las estrategias para la imple-
mentación de los ODS en Colombia, el documento CONPES 
3918 establece que el Ministerio de Relaciones Exteriores 
forma parte de la Comisión Interinstitucional de Alto Nivel 
para los ODS, dado que es el ente rector frente al relaciona-
miento bilateral y multilateral de Colombia.

Así mismo, el artículo 4.o, literal e) de la Ley 164 de 
1994 establece, dentro de sus funciones, la participación 
en los procesos de cooperación de las entidades naciona-
les, territoriales e instrumentos internacionales, así como 
la labor de realizar seguimiento, evaluar los resultados 
y verificar el cumplimiento. En tercer lugar, frente a la 
implementación del Acuerdo de París, de acuerdo con el 
mismo Decreto, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
forma parte de la Comisión Intersectorial de Cambio Cli-
mático —CICC— la cual tiene a su cargo la coordinación 
del Sistema Nacional de Cambio Climático (artículo 5.o).
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Frente a la agenda de cambio climático, este Minis-
terio tiene un rol fundamental dado que el ministro es el 
encargado del proceso de negociación y celebración de 
tratados y acuerdos internacionales. Así mismo, reza el 
mismo Decreto 869 de 2016 que la Dirección de Asuntos 
Jurídicos Internacionales conceptúa sobre la negociación, 
suscripción y perfeccionamiento de estos instrumentos.

2.1.1.2. Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible
La segunda entidad más importante que comparte funcio-
nes en la implementación de ambas agendas es el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Este Ministerio se 
creó mediante la Ley 99 de 1993, junto con el sector de 
la gestión y conservación del medio ambiente y los recur-
sos naturales renovables y el establecimiento del Sistema 
Nacional Ambiental —SINA—. 

Durante casi tres décadas, el Ministerio ha sido modi-
ficado varias veces tanto a nivel estructural como a nivel de 
competencias. En el año 2011, a través del Decreto 3570, 
se compilaron los objetivos, competencias y estructura del 
actual Ministerio, al igual que la integración de las entida-
des que componen el Sector Administrativo de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible.

Es así, entonces, en el marco de la función de “diseñar 
y formular la política nacional en relación con el ambiente y  
los recursos naturales renovables, y establecer las reglas 
y criterios de ordenamiento ambiental de uso del territo-
rio” y “las condiciones generales para el saneamiento del 
ambiente, y el uso, manejo, aprovechamiento, conservación, 
restauración y recuperación de los recursos naturales, a 
fin de impedir, reprimir, eliminar o mitigar el impacto de 
actividades contaminantes, deteriorantes o destructivas 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

86



del entorno o del patrimonio natural, en todos los sectores 
económicos y productivos” (Decreto 3570 de 2011), que el 
Ministerio, como entidad que forma parte de la Comisión 
Interinstitucional de Alto Nivel para el alistamiento y efec-
tiva implementación de la Agenda de Desarrollo pos-2015  
y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible ODS (Decreto 280 de 
2015), junto con las entidades que también forman parte de la 
Comisión, estableció la primera estrategia para la implemen-
tación de los ODS en Colombia: el CONPES 3918.

Dentro del análisis realizado, se evidenció que las fun-
ciones del Ministerio, establecidas en los artículos 2, 6, 9, 
10, 11 y 12 del Decreto 3570 de 2011, son transversales a 
la implementación de ambas agendas. Esto obedece a que 
muchas de las temáticas, tanto de la Agenda 2030 como 
del Acuerdo de París, son preeminentemente ambientales.

Los artículos 2.o, 6.o y 12.o del Decreto 3570 de 2011 
establecen que el Ministerio de Ambiente participa, con 
el Ministerio de Relaciones Exteriores, en la formulación 
de la política internacional en materia ambiental, así como 
en la definición de los instrumentos y procedimientos de 
cooperación, ejecución de tratados y convenios interna-
cionales sobre ambiente, recursos naturales renovables y 
desarrollo sostenible Según estas funciones, su labor fue 
primordial en la etapa previa al inicio de la implementación 
de las agendas. 

Así mismo, otra de las funciones es una de las conte-
nidas en el artículo 12.o, relativa a la Oficina de Asuntos 
Internacionales. Esta oficina participa en las negociaciones 
para la adopción y suscripción de instrumentos internacio-
nales del sector ambiente y desarrollo sostenible. Además, 
esta oficina apoya en la gestión de la cooperación inter-
nacional y en la elaboración de tratados e instrumentos 
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internacionales en materia de cooperación ambiental y 
desarrollo sostenible, labores que ejerce en coordinación 
con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

Finalmente, con respecto a la implementación de la 
agenda sobre cambio climático, este Ministerio, repre-
sentado por la Oficina de Asuntos Internacionales, tiene 
a su cargo la coordinación, con las entidades del sector 
administrativo, de “los programas, planes y proyectos 
que se desarrollen en asuntos de cooperación ambiental 
y desarrollo sostenible” (artículo 12, numeral 9, Decreto 
3570 de 2011).

2.1.1.3. Ministerio de Hacienda y Crédito Público
El Ministerio de Hacienda tiene a su cargo coordinar la 
política macroeconómica de Colombia, en gran medida a 
partir de la definición, formulación y ejecución de la política 
fiscal del país. Le corresponde también gestionar el gasto e 
inversiones de los recursos públicos de la Nación buscando 
el crecimiento económico sostenible. Tal carácter misional 
hace de este Ministerio una institución protagónica en la 
creación e implementación de las políticas públicas que 
guían el desarrollo del país, especialmente en términos de 
sostenibilidad.

En relación con la Agenda 2030 y los ODS, le corres-
ponden varias responsabilidades que se derivan del CONPES 
3918 de 2018 y el Decreto 280 de 2015. De acuerdo con 
el documento CONPES citado, el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, en conjunto con el Departamento Nacio-
nal de Estadística —DANE— y el DNP, debe buscar que las 
entidades encargadas de implementar y hacer seguimiento 
a los ODS prioricen los recursos necesarios para garanti-
zar la información estadística esencial que permita hacer 
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seguimiento al cumplimiento de dichos objetivos. También, en 
coordinación con el DNP, le corresponde identificar y definir: 

criterios para priorizar y establecer marcadores asocia-
dos con dichos objetivos en las principales fuentes de 
inversión pública que tienen programación y ejecución 
territorial, así como en instrumentos de planeación terri-
torial e instancias de articulación de acciones y recursos 
entre diferentes niveles de gobierno. (CONPES 3918)

Es decir, el Ministerio de Hacienda ocupa el rol prin-
cipal a la hora de definir los presupuestos necesarios para 
alcanzar los ODS, conforme se deriva de sus funciones 
legales y las que le corresponden como director de las polí-
ticas de hacienda pública que se derivan de la Constitución 
Política y están en cabeza del Ejecutivo nacional. La Ley 
152 de 1994 denomina a esta cartera como la encargada de  
velar por la consistencia de los aspectos presupuestales  
de los planes de desarrollo con las leyes anuales de presu-
puesto, así como la competente para presentar el proyecto 
de ley del Plan Nacional de Desarrollo al Congreso de la 
República. 

En materia de cambio climático, le corresponde, con el 
apoyo del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, el IDEAM  
y el DNP, la elaboración del Plan Nacional de Adaptación al 
Cambio Climático —PNACC—, conforme a la metodología 
aprobada por el CONPES 3918 y de conformidad con la Ley 
1451 de 2011. También, debe formular e implementar planes 
sectoriales de adaptación al cambio climático y planes de 
acción sectorial de mitigación de la Estrategia Colombiana 
de Desarrollo Bajo en Carbono, que deben contener metas 
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sectoriales cuantitativas de reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero a corto plazo, año 2020, y mediano 
plazo, años 2025 o 2030, de acuerdo con las indicaciones 
de la Ley 1753 de 2015.

Al igual que el DNP, el Ministerio de Hacienda forma 
parte de la CICC por lo dispuesto en el Decreto 298 de 2016, 
pero adquiere mayor relevancia en la Ley 1931 de 2018, o 
Ley de Cambio Climático. Por disposición de esta última, 
le corresponde impartir las directrices y adoptar las acciones 
necesarias para asegurar, en el marco de sus competencias, 
el cumplimiento de la meta de reducción de gases de efecto 
invernadero, concertada para cada sector en la CICC, y las 
metas de adaptación para lo relacionado con su sector. Así 
mismo, debe formular, implementar y realizar seguimiento 
a los Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Sectoriales —PIGCCS— y presentar un informe anual sobre 
la implementación de tales PIGCCS ante las comisiones 
quintas de Senado y Cámara.

Finalmente, debe generar y recopilar, de acuerdo con lo 
definido por el IDEAM, los insumos de información nece-
sarios para la actualización de los inventarios de gases de 
efecto invernadero, o cualquier otro reporte que surja de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático —CMNUCC—, de acuerdo con la CICC, y dar cuenta 
del avance en los medios de implementación en su sector 
con el apoyo de sus entidades de investigación o planeación.

2.1.1.4. Departamento Nacional de Planeación
El Departamento Nacional de Planeación —DNP— es un 
departamento administrativo de carácter nacional y cen-
tralizado, adscrito al Ministerio de Hacienda y encargado 
de coordinar, articular y apoyar la planificación de corto,  
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mediano y largo plazo del país. De acuerdo con su página 
web, “en 2030 el DNP será una entidad que incidirá efectiva-
mente en el desarrollo sostenible del país a través de la opti-
mización de la planeación, innovación e inversión pública”. 

A partir de la Ley Orgánica 152 de 1994, que regla-
menta, conforme el artículo 342 de la Constitución Política 
de 1991, lo relacionado con los procedimientos de elabora-
ción, aprobación y ejecución de los planes de desarrollo y 
dispone los mecanismos para que el presupuesto se sujete 
y armonice a dichos planes, el DNP se encarga de coordinar 
la formulación del Plan Nacional de Desarrollo para su 
evaluación por parte del Consejo Nacional de Planeación 
y del Consejo Nacional de Política Económica y Social 
—CONPES—, para su posterior presentación al Congreso 
de la República.

En consecuencia, el DNP es el articulador y coordinador 
en el diseño y elaboración del Plan Nacional de Desarrollo 
—PND—, teniendo un rol preponderante en la formulación 
de políticas públicas, que tienen la vocación de adquirir 
rango legal mediante la ley del plan, de acuerdo con lo dis-
puesto por el artículo 341 de la Constitución Política. El PND 
debe contener una parte general y un plan de inversiones. 
En la parte general “se señalizarán los propósitos y objetivos 
nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción 
estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones 
generales de la política económica, social y ambiental que 
serán adoptadas por el gobierno” (Constitución Política de 
Colombia, 1991, art. 339).

Es debido a lo anterior que el DNP tiene un rol deter-
minante en la configuración de las metas, prioridades, 
estrategias y orientaciones en el mediano y largo plazo, por 
lo que incide, como institución del Gobierno nacional, en la 
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priorización de determinadas políticas sociales, económicas 
y ambientales en el país. En ese sentido, es un actor funda-
mental en los procesos de implementación de las agendas 
de desarrollo sostenible y cambio climático.

En particular, en lo que tiene que ver con la Agenda 
2030, como ya se indicó, es evidente la relación entre las 
funciones de coordinación y direccionamiento del DNP en 
materia de planeación nacional y los ODS. Ello se evidencia 
en el “Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022: Pacto por 
Colombia, pacto por la equidad”, cuyas bases conceptuales 
y empíricas están sostenidas en la Agenda 2030 y forman 
parte de dicho plan por expresa disposición del artículo 2 
de la Ley 1955 de 2019, que eleva a rango legal dicho plan. 
En tales bases, el DNP establece una relación inescindible 
entre cada uno de los capítulos, propósitos, inversiones y 
disposiciones del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 
y los diferentes ODS, con lo que crea un compromiso de 
cumplimiento de la Agenda para este periodo.

La centralidad del DNP en este cumplimiento se ve 
reforzada por el hecho de que forma parte de la Comisión 
ODS en calidad de Secretaría Técnica, como lo dispone el 
Decreto 280 de 2015, así como por su rol en la construcción 
del CONPES 3918 de 2018, que eleva a política pública la 
“Estrategia para la implementación de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) en Colombia”. En el CONPES 
3918 se solicita: 

[…] al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al 
Departamento Nacional de Planeación acompañar a las 
entidades en la priorización de recursos, de acuerdo con el 
Marco de Gasto de Mediano Plazo y el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo vigentes, con el fin de dar cumplimiento 
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a las acciones que les correspondan en el marco del cum-
plimiento de la Agenda ODS. (CONPES 3918)

En materia de cambio climático, el DNP tiene a su cargo y 
entre otras tareas, según la Ley 1451 de 2011, la de coordinar 
la elaboración del Plan Nacional de Adaptación al Cambio 
Climático. La metodología de elaboración de este plan es 
realizada junto al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
y al IDEAM, para ser presentado al CONPES. Así también, le 
corresponde, por disposición de la Ley 1753 de 2015, rea-
lizar el seguimiento a los planes sectoriales de adaptación 
y mitigación del cambio climático que deben realizar cada 
una de las carteras del Gobierno nacional. 

De manera más puntual, el DNP debe ejercer la Secre-
taría Técnica de la Comisión Intersectorial de Cambio 
Climático —CICC— en alternancia con el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, como lo dispone el 
Decreto 298 de 2016. En dicha Comisión, le correspondió 
al DNP, ejerciendo la labor de Secretaría Técnica, la expe-
dición del Reglamento Operativo de la CICC a través del 
Acuerdo 001 de 2016. También, en similar sentido, con 
sus funciones legales en la elaboración del Plan Nacional 
de Desarrollo, le corresponde efectuar los ajustes a los 
lineamientos de formulación de proyectos de inversión 
pública para que estos últimos incorporen la gestión del 
cambio climático, función que le otorga la Ley de Cambio 
Climático (Ley 1931 de 2018).

2.1.1.5. Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación
Colciencias fue creado en el año 1968 bajo la forma de 
Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e 
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Innovación encargado de promover las políticas públicas 
para fomentar la CTI en Colombia. Así mismo, era el 
coordinador del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnolo-
gía e Innovación —SNCTI— y se encargaba, entre otras 
labores, de la definición de los programas estratégicos 
para el desarrollo del país y la cooperación internacional. 
Mediante el Decreto 1951 del 2019, se estableció el Minis-
terio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Este decreto 
establece que, para que el ministerio inicie sus labores, no 
deben generarse gastos adicionales a los que ya estaban 
presupuestados para el Departamento Administrativo de 
Ciencia, Tecnología e Innovación. 

La importancia de esta entidad radica en su capacidad de 
articulación entre el sector académico, privado, gubernamental 
y la sociedad civil, teniendo como herramienta vinculante la 
generación de nuevo conocimiento, la innovación y la apro-
piación social en todo el territorio colombiano. Su relevancia 
también radica en el establecimiento de estrategias para un 
desarrollo sostenible, ambiental, social y cultural, objetivo 
alineado con la implementación de la Agenda 2030 y el 
Acuerdo de París. 

En relación con la implementación de la agenda sobre 
desarrollo sostenible, Minciencias solicitó formar parte 
de la comisión interinstitucional para el alistamiento de 
la Agenda 2030. Dentro de los motivos expuestos por la 
entidad, se encuentra la necesidad de aportar al desarro-
llo sostenible desde las políticas de ciencia, tecnología e 
innovación, así como de la necesidad de realizar políti-
cas transformativas para enfrentar los retos sociales para 
soluciones a grandes desafíos. En ese sentido, si bien no 
se trata de una entidad directamente involucrada en los 
espacios institucionales que hoy son determinantes para la 
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implementación de los ODS en Colombia, sí debería ocupar 
un lugar protagónico, pues la entidad ha sido fundamental 
en la definición de los principales desafíos del país y en la 
priorización de las metas y objetivos en la construcción de 
políticas públicas. 

2.1.2. Principales entidades subnacionales  
con competencias en la Agenda 2030  
y el Acuerdo de París

2.1.2.1. Autoridades ambientales regionales 
(Corporaciones Autónomas Regionales)
Las Corporaciones Autónomas Regionales tienen un rol 
constitucional y legal dirigido a la protección y cuidado 
de los ecosistemas, fauna y flora de los territorios. Bajo 
dicha competencia inciden en la política pública del sector 
ambiental, bien sea en materias de desarrollo o acción cli-
mática, dentro de la jurisdicción territorial que les corres-
ponde. 

A partir de la expedición de la Ley 99 de 1993, que 
crea y organiza el Sistema Nacional Ambiental, las Cor-
poraciones tienen funciones relacionadas con la promo-
ción e implementación de políticas públicas de desarrollo 
sostenible. Esa labor la cumplen generando espacios de 
promoción y participación, para la ciudadanía, comuni-
dades y colectivos, que permitan a estos actores incidir 
en la construcción e implementación de política pública 
sobre desarrollo sostenible, así como en los procesos de 
generación de permisos y licencias para determinadas 
actividades que pueden llegar a afectar el ambiente sano 
o los ecosistemas, y en las labores coordinadas con enti-
dades territoriales y otras instituciones para llevar a cabo 
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proyectos y programas en pro del desarrollo sostenible, 
descontaminación y recuperación del medio ambiente 
(Ley 99 de 1993). 

En materia de cambio climático, se les ha otorgado recien-
temente nuevas competencias a las Corporaciones a través 
de la Ley de Cambio Climático. Esta última precisa que 
corresponde a estos entes regionales elaborar e implementar, 
de manera conjunta con las entidades territoriales, los Planes 
Integrales de Gestión del Cambio Climático Sectoriales 
— PIGCCS— de tipo territorial (Ley 1931 de 2018). Así mismo, 
inciden en la creación de programas y proyectos de adaptación 
al cambio climático y mitigación de gei, previamente definidos 
dentro de los PIGCCS, para lo cual se pueden coordinar con 
y apoyar en los ministerios y sectores con competencia en el 
sector particular. 

En ese sentido, las Corporaciones tienen la vocación 
y capacidad para intervenir en el desarrollo de ambas 
agendas, de manera separada, con el desarrollo de polí-
ticas públicas independientes unas de otras y a través de 
funciones que están en marcos normativos diferenciados.

2.1.2.2. Entidades territoriales  
(municipios y departamentos)
De acuerdo con la Constitución Política de 1991, los 
municipios son las entidades fundamentales de la división 
político-administrativa del Estado y están encargados 
de ordenar el desarrollo de sus territorios. En similar 
sentido, los departamentos tienen a su cargo la planifi-
cación y promoción del desarrollo económico y social, en 
complementariedad y coordinación con los municipios 
(Constitución Política, 1991). Es decir, por voluntad consti-
tucional, ambas entidades territoriales definen los procesos 
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e instrumentos que definen las políticas de desarrollo en 
sus respectivas jurisdicciones. 

Sin embargo, al observar la normativa dispuesta en el 
Código de Régimen Departamental (Decreto Ley 1222 de 
1986) y en el Régimen Municipal (Ley 136 de 1994 y Ley 
1551 de 2012), se observa que las entidades territoriales 
están limitadas, en múltiples sectores, por las disposicio-
nes y marcos de política pública que se expiden desde la 
nación. En consecuencia, no existe una libertad absoluta en 
términos de la implementación de objetivos de desarrollo, 
sino que ello depende de las indicaciones y espacios de 
apreciación que brinde la nación. 

En similar sentido sucede con los asuntos relacionados 
con el cambio climático. Por ejemplo, los PIGCCS expe-
didos por los territorios, como se describió en el acápite  
anterior, deben formularse de forma articulada con las auto-
ridades ambientales regionales y de acuerdo con los linea-
mientos del SISCLIMA (Ley 1931 de 2018).

Lo anterior implica que los territorios, como unidades 
más pequeñas, se encuentran limitados para apropiarse de 
formulaciones de desarrollo o planes de acción climática 
que les sean del todo propios y acordes con las caracterís-
ticas diferenciadoras de los espacios y poblaciones sobre 
las que ejercen jurisdicción, evidenciando la construcción 
de una política de arriba-abajo que se ajusta al modelo 
centralizador del Estado colombiano. 
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2.2. Identificación de las principales entidades 
con competencias directas en la Agenda 2030 
y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible

2.2.1. Principales entidades con competencias 
directas en la agenda de ods

2.2.1.1. Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (dane)
El DANE fue creado mediante Decreto 2666 en el año de 
1953, si bien ya existían antecedentes relacionados con sus 
funciones desde el año 1938. En el año 2015, mediante 
el Decreto 1170, Reglamentario Único del Sector Admi-
nistrativo de Información Estadística, se compilaron sus 
funciones, competencias y estructura organizacional. El 
artículo 1.o de este decreto establece que el DANE tiene como 
objetivos “garantizar la producción, disponibilidad y calidad 
de la información estadística estratégica, y dirigir, planear, 
ejecutar, coordinar, regular y evaluar la producción y difu-
sión de información oficial básica”. Así mismo, el Decreto 
1170 establece que es la cabeza del sector de estadística y que 
tiene a su cargo la orientación del ejercicio de sus funciones 
y las de las entidades del sector, así como su participación en 
la formulación de la política y en la elaboración y ejecución 
de los programas sectoriales. 

En relación con la Agenda 2030 y los ODS, el docu-
mento CONPES 3918 establece varias tareas fundamentales. 
En primer lugar, el Ministerio de Hacienda y el Departa-
mento Nacional de Estadística —DANE— tienen un tra-
bajo en conjunto para indagar los avances de las entidades 
encargadas de implementar y hacer el seguimiento a los 
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ODS. Así mismo, el DANE es el encargado de liderar la 
definición y priorización de indicadores nacionales desde 
el año 2016, labor que se realizó entonces mediante talle-
res y la participación de 235 personas de 44 entidades del 
Gobierno nacional. 

Otra de las tareas relevantes en la Agenda 2030 es el 
liderazgo del DANE frente al reporte del avance anual por 
parte de las entidades y la actualización del portal web 
www.ods.gov.co. Esta tarea, al igual que las labores descri-
tas, evidencian el papel fundamental por parte del DANE en 
cuanto a las cifras, valores de cumplimiento de los objetivos 
y porcentajes de implementación. Esto quiere decir que, en 
últimas, el cumplimiento cuantitativo de la implementación 
de los ODS recae en esta entidad. 

El papel del DANE frente a la agenda de cambio cli-
mático también tiene un rol relevante con motivo de su 
análisis poblacional, económico y territorial. Sin embargo, 
no tiene más funciones establecidas de manera detallada y 
puntual, por lo que, frente al marco de sus competencias, 
las tareas en la implementación de esta agenda pueden 
considerarse flexibles. 

2.2.1.2. Departamento para la Prosperidad Social
El contexto de creación del Departamento para la Prosperi-
dad Social (DPS) se origina con posterioridad a la expedición 
de la Ley 1448 de 2011. El Gobierno nacional, mediante el 
Decreto 4155 de 2011, transformó la Agencia Presidencial 
para la Acción Social y la Cooperación Internacional en 
el mencionado Departamento, con la finalidad de crear 
políticas, planes y proyectos para la atención y reparación 
de las víctimas de “de la violencia, la atención a grupos 
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vulnerables, población discapacitada y la reintegración social 
y económica y la atención y reparación a víctimas” (Decreto 
4155 de 2011).

Las funciones de este departamento administrativo se 
encuentran compiladas a través del Decreto 1084 de 2015. 
En esta normatividad, se establece que esta entidad es la 
cabeza del sector de inclusión social y reconciliación y su 
objetivo principal es la elaboración de políticas, planes, 
programas y proyectos relacionados con la superación de 
la pobreza, la inclusión social, la reconciliación, entre otros 
relacionados con la reparación de las víctimas de la vio-
lencia, grupos vulnerables, protección de primera infancia, 
niñez, la adolescencia y las familias.

Frente a la agenda de implementación de los ODS, el DPS 
tiene a su cargo como entidad líder algunas metas del obje-
tivo 1.o, “Poner fin a la pobreza en todas sus formas y en todo el 
mundo”, y 17.o, “Alianza para lograr los objetivos”. Así mismo, 
es entidad acompañante frente a los objetivos 2.o, 3.o, 4.o, 5.o, 
8.o, 9.o, 10.o, 15.o y 17.o y tiene a su cargo algunos indicadores 
e información relacionada en el marco de sus competencias. 

De acuerdo con su misión, esta entidad tiene un valor 
fundamental en la implementación de esta agenda, espe-
cialmente con el objetivo 17 “Alianza para lograr los objeti-
vos” y la meta 17.7, de la cual es líder: “Alentar y promover 
la constitución de alianzas eficaces en las esferas pública, 
público-privada y de la sociedad civil, aprovechando la 
experiencia y las estrategias de obtención de recursos de 
las asociaciones” 

A pesar de lo anterior y de que su labor es transversal en  
la implementación de los objetivos y metas establecidas  
en el documento CONPES 3918, su rol como institución líder 
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no es visible en relación con otras entidades, por lo que se 
recomienda que se le concediera una relevancia mayor a 
este Departamento. 

2.2.1.3. Departamento Administrativo de la Presidencia 
de la República - Participación de la Alta Consejería 
Presidencial para el Sector Privado y Competitividad
El Decreto 1616 de 2005, con su artículo 1.o, crea la Con-
sejería para la Competitividad y le asigna, entre otras fun-
ciones, las de asesorar al Gobierno nacional en los temas 
relacionados con la cooperación multilateral y en el diseño 
de programas para hacer competitivo al país, y las demás 
que correspondan y le sean asignadas por el Presidente de 
la República. 

Esta consejería tuvo varias modificaciones en los últi-
mos períodos presidenciales. La última reestructuración se 
realizó a través del Decreto 672 de 2017, el cual estableció 
la Dirección de Competitividad e Innovación en la Alta 
Consejería para el Sector Privado y Competitividad con 
el objetivo de coordinar el sector y facilitar la articulación 
de las “políticas nacionales y regionales en materia de 
competitividad, ciencia, tecnología e innovación” (Decreto 
672 de 2017).

Esta consejería forma parte de la Comisión Interins-
titucional de Alto Nivel para el alistamiento y la efectiva 
implementación de la Agenda de Desarrollo pos-2015 y 
sus Objetivos de Desarrollo Sostenible de acuerdo con el 
artículo 3.o del Decreto 280 de 2015. Sus competencias se 
relacionan con dos funciones específicas de la comisión: 

Entidades y competencias para el desarrollo sostenible y el cambio climático en Colombia

101

http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30030502
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30030502
http://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30030502


1.	 Identificar los sectores, públicos y privados con 
responsabilidades intersectoriales, con el mandato 
para contribuir al cumplimiento de las diferentes 
metas establecidas en la AOP 2015. 

2.	 Promover la coordinación entre todos los sectores 
administrativos y su articulación con los actores terri-
toriales, así como con el sector privado, la academia, 
la sociedad civil, los organismos internacionales y 
demás actores y grupos de interés, para el alistamiento 
y la efectiva ejecución de las políticas públicas, planes, 
programas, así como las estrategias que le permitan 
al país dar cumplimiento a la AOP 2015 y a OOS.

En el CONPES 3918 no se establece acompañamiento o 
liderazgo por parte de esta consejería en las metas u objetivos 
planteados por el Gobierno nacional, y se observa, de acuerdo 
con las reuniones lideradas por el DNP, que solamente asistió 
a la quinta sesión como invitado de la Comisión. 

2.2.1.4. Agencia Presidencial de Cooperación  
Internacional de Colombia (apc)
La Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de 
Colombia tiene como misión gestionar, orientar y coordinar 
la Cooperación Internacional pública, privada, técnica y 
financiera del país, así como apoyar la canalización y eje-
cución de recursos, programas y proyectos de Cooperación 
Internacional según la política exterior y el Plan Nacional 
de Desarrollo (Decreto 4152 de 2011, art. 5 y Decreto 
1649 de 2014, art. 4).
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De acuerdo con los Decretos 4152 de 2011 y 1649 de 
2014, la Agencia está encargada de asesorar al Gobierno en 
la estrategia de cooperación internacional en coordinación 
con el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Departa-
mento Nacional de Planeación. Frente a la implementación 
de la Agenda sobre Desarrollo Sostenible, la APC asistió 
como invitada a cuatro de las cinco sesiones de la Comisión 
interinstitucional de alto nivel para el alistamiento. Es un 
ente articulador frente a los actores y los recursos del país 
en los ODS y tiene a su cargo las tareas de: (i) identificación 
de oportunidades de Cooperación Norte-Sur y Sur-Sur que 
complementen los esfuerzos técnicos y financieros a nivel 
nacional y local para implementar los ODS, (ii) promoción 
de la participación del sector privado internacional en 
diversas iniciativas y proyectos que fortalezcan la imple-
mentación de los ODS en los territorios y, (iii) documentar 
las buenas prácticas de desarrollo local sostenible “Saber 
Hacer Colombia” que guarden relación con la agenda de 
desarrollo sostenible 2030. 

Aunque no existen comunicados sobre tareas especí-
ficas de la APC frente a la implementación de la Agenda 
de Cambio climático, se considera que su rol de órgano 
coordinador es igual de importante, ya que tiene a su cargo 
la cooperación internacional del país. 
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2.3. Identificación de las principales entidades 
con competencias directas en el Acuerdo 
de París sobre cambio climático

2.3.1. Principales entidades con competencias 
directas en el Acuerdo de París 

2.3.1.1. Ministerio de Agricultura y Desarrollo  
Rural, Ministerio de Comercio, Industria y Turismo,  
Ministerio de Salud y Protección Social,  
Ministerio del Interior, Ministerio de Minas  
y Energía y Ministerio de Transporte
A las seis carteras ministeriales mencionadas en este acápite, 
les corresponde elaborar y promover la implementación de 
la política pública climática del sector cuya rectoría ejercen. 
En ese sentido, deben elaborar los planes y objetivos que 
impactarán en los sujetos, tanto públicos como privados, 
que desarrollan actividades relacionadas con el asunto que 
compete a cada ministerio. 

De acuerdo con la Ley 1451 de 2011, los ministerios 
deben elaborar, con apoyo del MADS, del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, del IDEAM y del DNP, el Plan 
Sectorial de estrategias de Adaptación al cambio climático, 
conforme a la metodología aprobada por el CONPES. Estos 
planes serían transformados o complementados con la 
Ley 1753 de 2015, que encarga a dichas carteras formular 
e implementar planes sectoriales de adaptación al cambio 
climático y planes de acción sectorial de mitigación de la 
Estrategia Colombiana de Desarrollo Bajo en Carbono, 
los cuales deben contener metas sectoriales cuantitativas 
de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero a 
corto plazo, año 2020, y mediano plazo, años 2025 o 2030.
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En la medida en que tienen tal importancia para el 
desarrollo de los diferentes sectores, los seis ministerios 
mencionados forman parte de la CICC, como lo establece 
el Decreto 298 de 2016. Un insumo para las competencias 
que les corresponden se halla en la ley de cambio climá-
tico, o Ley 1931 de 2018, que les establece las siguientes 
competencias:

1.	 Impartir las directrices y adoptar las acciones nece-
sarias para asegurar en el marco de sus competen-
cias el cumplimiento de la meta de reducción de 
gases de efecto invernadero, concertada para cada 
sector en la CICC, y las metas de adaptación para lo 
relacionado con su sector.

2.	 Formular, implementar y realizar seguimiento a los 
Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Sectoriales (PIGCCS).

3.	 Coordinar la gestión del cambio climático en su 
respectivo sector.

4.	 Generar y recopilar, de acuerdo con lo definido por 
el IDEAM, los insumos de información necesarios 
para la actualización de los inventarios de gases 
de efecto invernadero, o cualquier otro reporte 
que surja de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), de 
acuerdo con la CICC, y dar cuenta del avance en los 
medios de implementación en su sector con el apoyo 
de sus entidades de investigación y/o planeación.

5.	 Presentar un informe anual sobre la implementación 
de los Planes Integrales de Gestión de Cambio 
Climático Sectoriales ante las comisiones quintas 
de Senado y Cámara. 
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En ese sentido, los ministerios son los encargados 
de elaborar e implementar la normativa que incide en el 
desarrollo de sus respectivos sectores, en particular de las 
políticas climáticas necesarias para la efectiva generación de 
los comportamientos e insumos requeridos por el Acuerdo 
de París. 

2.3.1.2. Fondo Nacional de Adaptación
A esta entidad, adscrita al Ministerio de Hacienda, le corres-
ponde, por disposición de la Ley 1753 de 2015, estructurar y 
ejecutar proyectos integrales de reducción del riesgo y adap-
tación al cambio climático, en el marco del Sistema Nacional 
de Gestión del Riesgo de Desastres y en coordinación con 
los respectivos sectores, con el propósito de fortalecer las 
competencias del sistema y contribuir a la reducción de la 
vulnerabilidad fiscal del Estado. Todo lo anterior desde una 
perspectiva regional, que atienda a las particularidades del 
territorio y las regiones, y multisectorial. 

También, como lo declara la Ley 1931 de 2018, forma 
parte de la CICC y debe identificar, estructurar y gestionar 
todos sus proyectos de adaptación al cambio climático, 
de conformidad con la política pública nacional que se 
construye al interior de esta comisión. 

2.3.1.3. Unidad Nacional de Gestión del Riesgo
Esta unidad, como su nombre lo indica, se encarga de 
gestionar todo riesgo de origen natural, socionatural, tec-
nológico y humano no intencional. Dicha gestión implica 
la coordinación de todo el sector público, privado y ciu-
dadanía en general, frente a la prevención y reacción ante 
el riesgo. 
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En materia específica de cambio climático, de acuerdo 
con el Decreto 298 de 2016, le corresponde ser una entidad 
invitada en la CICC y orientar la incorporación de la ges-
tión del cambio climático dentro de los instrumentos de 
planeación del riesgo; esto por disposición explícita de la  
ley que regula el Sistema de Gestión de Riesgo en Colom-
bia, que es la Ley 1523 de 2015. 

Conclusiones y propuestas de cambio
De acuerdo con los resultados de la investigación, conse-
cuencia de la revisión del marco institucional frente a las 
competencias de cada entidad, se propondrán a continuación 
unas medidas necesarias para la implementación coordinada 
e integral de la Agenda 2030 y el Acuerdo de París en 
Colombia, esenciales para avanzar en este propósito:

1.	 Mejorar la coordinación y articulación institucional a 
partir de tareas concretas: La labor de coordinación 
por parte de las entidades con competencias directas 
e indirectas es fundamental, ya que las diferentes 
entidades comparten un mismo propósito en mate-
rias de desarrollo sostenible y cambio climático. 
Sin embargo, la falta de comunicación entre ellas 
dificulta la implementación de ambas agendas, lo 
cual genera duplicidad de funciones y reprocesos. 
Así mismo, existe una ausencia de articulación 
decidida entre cronogramas, tareas e indicadores 
concretos que permitan la eficiente implementación 
horizontal por parte de las entidades con competen-
cias relacionadas con las agendas internacionales. 

2.	 Identificar oportunidades de trabajo conjunto en la imple-
mentación de las agendas: Las diferentes instituciones 
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del orden nacional deben identificar oportunidades de  
implementación de las agendas en el marco de sus 
competencias existentes y los sectores con los que se 
encuentran involucrados. Así, por ejemplo, todos los 
ministerios están llamados, como entes rectores de sus 
sectores, a buscar oportunidades que permitan avanzar 
en las agendas interinstitucionales, en el marco de los 
espacios que hoy en día coordinan en todo el territo-
rio nacional y que les permitan armonizar múltiples 
objetivos con diferentes actores. 

3.	 Reconocimiento de las dinámicas territoriales y regionales: 
A nivel local y regional, debe fomentarse la realización 
de los espacios que son de su competencia, por ejemplo 
en el marco de las Corporaciones Autónomas Regio-
nales y los Nodos Regionales de Cambio Climático,  
y es necesario que se reconozcan como actores esen-
ciales y fundamentales en la implementación de las 
agendas, bien sea a través de la creación de políticas 
públicas, en los planes de desarrollo territoriales o en 
los planes integrales de gestión de cambio climático.  

4.	 Involucrar diferentes actores, con independencia de sus 
competencias, generando capacidades de incidencia: 
Aquellos sujetos, públicos o privados, que no están 
expresamente mencionados en la reglamentación, 
pero cuyos objetivos y fines se relacionan con los 
postulados de las agendas de desarrollo y cambio cli-
mático, no cuentan con espacios para la participación 
real y efectiva. Los actores públicos y privados deben 
tener la capacidad de incidir en la formulación de las 
políticas públicas que conllevan a la materialización 
de las agendas en el Estado.
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5.	 Dejar de lado la mirada centralista en la implemen-
tación de las agendas: El fuerte centralismo en la 
toma de decisiones se ha constituido como una 
barrera en la implementación de las agendas. No 
se entregan suficientes funciones y competencias 
a entidades territoriales, a pesar de ser un Estado 
descentralizado, tanto por territorios como por ser-
vicios, y que promueve la autonomía territorial. En 
ese sentido, se requiere otorgar un rol protagónico 
a las entidades descentralizadas en la implemen-
tación de las agendas. De lo contrario, se limita 
el compromiso y articulación de lo central con 
lo regional, o de lo subnacional con lo nacional y 
global, y, en consecuencia, se dificulta la ejecución 
de las agendas. Además, se construyen políticas sin 
la visión y participación de los actores territoriales. 
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Capítulo 4
Un modelo de tres brechas  

y los escenarios del desarrollo 
sostenible en Colombia  
con enfoque territorial

José Luis Samaniego*

Jimmy Melo** 
José Eduardo Alatorre*** 

Introducción
Desde la perspectiva del diseño, implementación y moni-
toreo de la política de desarrollo, la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible plantea para Colombia la definición 
de un conjunto de objetivos, bajo el compromiso definido  
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en los ODS, y, para su logro, unos instrumentos coherentes en  
tres dimensiones: social, económica y ambiental, tanto a nivel  
nacional como territorial. Este proceso supone el recono-
cimiento de las diferentes tensiones en la dinámica estructural 
de las relaciones económicas y sociales, como base para la iden-
tificación de las oportunidades que emergen de las sinergias 
existentes entre los instrumentos de política para potenciar el 
logro de los ODS. En esta línea, la CEPAL argumenta que, en 
América Latina, la estrategia de desarrollo adoptada ha indu-
cido una relación contradictoria entre las dimensiones social,  
económica y ambiental, relación reflejada en el tímido avance 
en los indicadores de desarrollo sostenible. En particular,  
la estrategia implementada afianza la tensión entre creci-
miento económico y bienestar socioambiental (CEPAL, 2020).

En la Agenda 2030, el crecimiento económico aparece 
como vehículo canalizador de diferentes objetivos, en espe-
cial si se entiende como condicionado por ellos. Es decir, 
los ODS suponen que las dimensiones ambiental, económica 
y social interactúan en el diseño e implementación de la 
política. Comprender estas interacciones define la capacidad 
de acción de los actores involucrados. Bajo este enfoque, 
las interacciones mencionadas pueden estudiarse a luz de 
tres de tasas de crecimiento condicionadas por las relacio-
nes estructurales de cada economía. En primer lugar, está 
la tasa de crecimiento compatible con el balance externo, 
condicionada particularmente por los requerimientos de 
divisas para financiar el desarrollo. En segundo lugar, se 
tiene la tasa de crecimiento condicionada por la reducción 
de la pobreza y la desigualdad. En tercer lugar, se halla la 
tasa de crecimiento que incorpora la necesidad de mitigar 
los efectos del cambio climático.
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La dinámica de las interacciones entre estas tres tasas 
define las condicionantes del proceso de crecimiento, es decir, 
la trayectoria que la economía seguiría bajo las condiciones 
actuales y las transformaciones para propiciar un crecimiento 
armónico. De esta manera, las secciones 1 y 2 de este capítulo 
exploran, en primer lugar, la concepción del modelo de las 
tres brechas para evaluar el rol de crecimiento económico en 
perspectiva a los ODS; y, en segundo lugar, la capacidad de la 
economía colombiana para el logro de estos objetivos, reco-
nociendo que Colombia aparece en el mapa como una econo-
mía con islas de desarrollo industrial con mayores niveles de  
productividad respecto a un mar de regiones desarticuladas  
de los beneficios del cambio técnico, lo cual limita su baja pro-
ductividad (CEPAL, 2020). En este contexto, el alcance de los 
ODS supone la coordinación interinstitucional y la alineación 
de las agendas territoriales para la configuración de instru-
mentos que garanticen el flujo de recursos desde los diferentes 
niveles de Gobierno, aspectos a discutir en la sección 3.

1. Modelo de tres brechas
Las economías de América Latina y el Caribe están caracteri-
zadas por la concentración de sus actividades de producción y 
exportación en bienes con una baja transformación industrial. 
En consecuencia, los procesos de innovación tecnológica ocu-
rren con una baja velocidad, o no orientados endógenamente o, 
en general, limitados a la adopción de tecnologías importadas. 
Este fenómeno implica tanto un cambio técnico limitado, 
como una estructura productiva doméstica desacoplada de 
los cambios en los patrones de consumo articulados, cada vez 
más, a las transformaciones globales, tendencias traducidas 
en una creciente demanda por importaciones para alimen-
tar la adopción de nuevas tecnologías en la producción y el 
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consumo. Por lo tanto, el crecimiento económico para ampliar 
la capacidad de compra de los agentes económicos supone un 
flujo constante de esos beneficios a las economías con mayores 
ritmos de innovación tecnológica (Chami, 2004).

De otro lado, las exportaciones están sujetas a fuer-
tes periodos de desaceleración de la demanda, los cuales 
condicionan la capacidad de generación de ingresos para 
realimentar el proceso de crecimiento y las derramas que 
este supone; en Colombia, tal ha sido el caso del petróleo 
y el café. De esta manera, los beneficios de la innovación 
tecnológica no fluyen hacia las economías de América 
Latina y el Caribe porque “sus exportaciones no responden 
con la misma intensidad a los cambios en el ingreso que 
se producen en el resto del mundo” (CEPAL, 2020, p. 74).

La reproducción de la estructura de innovación mundial 
en las economías latinoamericanas y caribeñas implica la 
formación de focos de desarrollo al interior de cada país, de 
tal manera que los efectos del cambio técnico se concentran 
en las áreas metropolitanas, en donde las industrias con 
ritmos de crecimiento basados en tecnologías de baja pro-
ductividad no generan los efectos de derrama evidenciados 
en otras economías (Bielschowsky y Torres, 2018). En 
consecuencia, el proceso de formación de los salarios está 
apalancado en salarios de subsistencia e induce el desaco-
plamiento del crecimiento de la productividad en todos los 
sectores y un proceso espiral de reducción de la capacidad 
de negociación de los trabajadores en su conjunto con un 
rol creciente de la informalidad (CEPAL, 2020, p. 75).

El círculo virtuoso de especialización, productividad y 
beneficios socioambientales no parece factible en las eco-
nomías de América Latina y el Caribe. Por el contrario, 
se evidencia una espiral que anquilosa la desigualdad e 
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induce una ruptura en la capacidad de mejorar las capaci-
dades necesarias para fortalecer el cambio técnico endó-
geno, generador de crecimiento económico con beneficios 
ambientales y salarios anclados a la productividad (Alatorre 
et al., 2014). Esta narrativa del crecimiento económico 
planteó la necesidad de tolerar niveles altos de desigual-
dad y de degradación ambiental. El planteamiento de  
la Agenda de los ODS y del Acuerdo de París marca así una  
ruptura en la narrativa dominante y plantea la posibilidad 
real y concreta de transformar las interacciones en las dimen-
siones social, ambiental y económica. Un cambio que parte 
por replantear las preguntas y los problemas en las agendas 
de los hacedores de política y los actores involucrados en los 
procesos de planeación.

Esta ruptura en el paradigma del crecimiento parte 
del reconocimiento de tres crisis: social, ambiental y eco-
nómica. En el documento “Construir un nuevo futuro: 
una recuperación transformadora con igualdad y soste-
nibilidad” (CEPAL, 2020), la CEPAL propone comprender 
la dinámica de estas crisis en un marco analítico que 
posibilite cuestionar las tensiones y sinergias emanadas de  
la interacción entre estas crisis. Como punto de partida, la 
tasa de crecimiento del producto se entiende como una tasa 
condicionada a las relaciones de largo plazo que determinan 
la dinámica en cada una de estas tres dimensiones. Así, en 
primer lugar, está la tasa de crecimiento compatible con el 
balance externo, en particular, condicionada por los reque-
rimientos de divisas para financiar el desarrollo ( y E ). En 
segundo lugar, se tiene la tasa de crecimiento condicionada 
por la reducción de la pobreza y la desigualdad ( y S ). En 
tercer lugar, se encuentra la tasa de crecimiento asociada 
a la necesidad de mitigar los efectos del cambio climático 
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( y A ). Un proceso de crecimiento armónico implica igual-
dad de las tres tasas ( y E  y S  y A ). 

En esta perspectiva analítica, la dinámica de heteroge-
neidad estructural, el rezago técnico y la elevada desigualdad 
definen las crisis social, externa y ambiental ( y S  y E  y A ). 
Reducir la desigualdad exige elevadas tasas de crecimiento 
del producto, específicamente en una región de elevada 
desigualdad, en donde la informalidad refuerza procesos de 
formación de los salarios por debajo de la productividad y, 
por ende, mecanismos de redistribución que incrementan la 
inequidad. Fenómeno potenciado por el patrón de especia-
lización en recursos naturales y mano de obra barata, para 
el cual la tasa de crecimiento compatible con la restricción 
externa y E es baja. Se configura así la brecha social: y S  y E. 

Tanto y E como y A dependen de las capacidades tecnoló-
gicas. De un lado, se encuentra la posibilidad de un cambio 
estructural para transformar la dinámica de exportacio-
nes e importaciones, y de otro, la capacidad del progreso  
técnico para desanclar la producción de contaminación de 
la producción de bienes y servicios. De esta manera, el atraso 
tecnológico y baja innovación se traducen en la brecha ambien-
tal y E  y A. La brecha de sostenibilidad y S  y A emerge como 
consecuencia lógica de este proceso de crecimiento. 

La figura 4.1 ilustra el escenario Business As Usual 
— BAU— para América Latina comparando la tasa de cre-
cimiento con la tasa de carbonización. Bajo las condiciones 
estructurales, las economías latinoamericanas requieren 
tasas de crecimiento del producto superiores al 4 % para 
reducir la pobreza, pero se encuentran limitadas a crecer 
entre 2 % y 4 % por el patrón de especialización orientado 
por ventajas comparativas estáticas: brecha social. Aun-
que estos niveles de crecimiento aparecen compatibles con 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

118



∆%
PI

B
∆%

PI
B

Br
ech

a
so

cia
l

Br
ech

a
am

bi
en

ta
l

Br
ech

a 
so

ste
ni

bl
e

∆%
 C

ar
bo

ni
za

ció
n

Br
ech

a 
so

ste
ni

bl
e

R
eco

nv
er

sió
n 

en
er

gé
tic

a

Br
ech

a
so

cia
l

Br
ech

a
am

bi
en

ta
l

∆%
 C

ar
bo

ni
za

ció
n

10 8 6 4 2

10 8 6 4 2

-7
 

-6
 

-5
 

-4
 

-3
 

-2
 

-1
 

0 
1 

2 
3 

4 
5 

6 
7

-7
 

-6
 

-5
 

-4
 

-3
 

-2
 

-1
 

0 
1 

2 
3 

4 
5 

6 
7

(a
) E

sc
en

ar
io

 b
au

(b
) E

sc
en

ar
io

 re
co

nv
er

sió
n 

en
er

gé
tic

a

Fi
gu

ra
 4

.1
. T

re
s b

re
ch

as
: t

en
sio

ne
s y

 si
ne

rg
ia

s

Un modelo de tres brechas y los escenarios del desarrollo sostenible en Colombia

119



diferentes niveles de carbonización de la economía, desde la 
perspectiva del bienestar socioambiental y a los objetivos del 
Acuerdo de París y ODS, resulta necesario alcanzar niveles 
de descarbonización, los cuales, dada la dinámica actual de 
incorporación de tecnologías sustentables, son compatibles  
con tasas de crecimiento del producto inferiores al 2 %, e 
incluso negativas: brecha ambiental. Así, la brecha de sos-
tenibilidad es el correlato de la dicotomía social y ambiental 
caracterizada por las tasas condicionadas de crecimiento del 
producto. De esta manera, el escenario BAU está configurado 
como un escenario de tres brechas (CEPAL, 2020). 

En la perspectiva de la Agenda ODS, el modelo de 
las tres brechas sitúa al crecimiento económico como un 
objetivo intermedio o que media en la política económica, 
social y ambiental. Resolver el trilema planteado implica 
identificar las posibles sinergias en los instrumentos de 
política para el desarrollo sostenible. Ejemplo de estas 
sinergias es la reconversión energética necesaria para alcan-
zar las metas ODS de descarbonización. En primer lugar, la 
reconversión energética, como escenario de convergencia 
de esfuerzos tecnológicos que desacoplan la producción de 
bienes y servicios de la producción de emisiones, poten-
cialmente permitiría crecer a tasas altas con mayores tasas 
de descarbonización, ello orientado a las metas de reduc-
ción de emisiones y neutralidad en carbono. En segundo 
lugar, esta reconversión supone un cambio de los patrones 
de demanda de combustibles fósiles importados por las 
naciones latinoamericanas, lo cual, acompañado de cambios 
en las reglas de comercio, impulsaría el relajamiento de la 
restricción externa, es decir, induciría una mayor tasa de  
crecimiento compatible con los balances comercial y ambien-
tal (figura 1b). 
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En tercer lugar, los cambios tecnológicos necesarios 
para la reconversión suponen la creación de mercados en  
los cuales las industrias nacionales pueden encontrar espa-
cios tanto en la renovación de la infraestructura como en 
la producción de insumos y productos. De esta manera, 
una mayor capacidad de crecimiento verde con balance 
comercial puede traducirse en la creación de empleos con 
salarios anclados a la productividad. Este sería un escenario 
para “gran impulso para la sostenibilidad” como base para 
reducir inequidad y pobreza (figura 1b) (CEPAL, 2020). 
Identificar estas posibles sinergias de nivel micro, meso y 
macroeconómico posibilitaría a los países de América Latina 
y el Caribe el diseño e implementación de políticas para el 
logro de ODS, como soluciones a las crisis de orden ecológico, 
económico y social, agudizadas en el contexto de la pandemia 
de covid-19. 

Bajo este contexto, la siguiente sección presenta avan-
ces, tensiones y sinergias en la economía colombiana, a fin 
de visualizar la capacidad de crecimiento económico en el 
país para potenciar el logro de los objetivos de desarrollo 
sostenible.

2. Colombia: tensiones y sinergias

2.1. Restricción externa 
La economía colombiana concentra alrededor del 80 %  
de la canasta exportadora en productos primarios, y un 
pálido 8 % de las exportaciones puede asociarse a manu-
facturas con alto contenido tecnológico (CPC, 2020). Desde 
la perspectiva estructuralista: 
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[…] los países con estructuras productivas muy con-
centradas en actividades de baja intensidad tecnológica 
tienden a generar una alta demanda de importaciones 
al crecer, mientras que sus exportaciones no responden 
con la misma intensidad a los cambios en el ingreso que 
se producen en el resto del mundo. (CEPAL, 2020, p. 74) 

En esta concepción, las tasas de crecimiento de un país y  
la de sus socios están vinculadas a través de las demandas 
por exportaciones e importaciones. En el largo plazo, las 
exportaciones están determinadas por el comportamiento 
del ingreso de los socios, y las importaciones por la evo-
lución del ingreso propio. En ambos casos, los términos 
de intercambio tienen un rol en el proceso de ajuste de 
corto plazo. 

A largo plazo, para las economías que no emiten una 
moneda de reserva, el equilibrio en la balanza de pagos 
implica que el nivel y el crecimiento de los ingresos de 
exportación deben ser suficientes para financiar el con-
tenido importado de los otros componentes del gasto. 
Las exportaciones tienen tanto el efecto directo sobre la 
demanda, como un efecto indirecto al financiar la expan-
sión de los otros componentes de la demanda (Thirlwall, 
2003). De esta manera, para evaluar el rol de importacio-
nes y exportaciones debe considerarse la sensibilidad de 
estas a las variaciones de los ingresos. Para mantener en 
equilibrio sus cuentas externas, las economías exportado-
ras de productos primarios o manufacturas básicas, cuya 
elasticidad ingreso (ε) es baja, e importadoras de produc-
tos industriales, de alta elasticidad ingreso (π), crecerán 
a un ritmo menor respecto a las economías exportadoras 
de productos industriales de alta elasticidad ingreso. Las 
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primeras se verán restringidas a exportar las ganancias en 
productividad de su sector exportador a un ritmo cada vez 
mayor, a fin de soportar los requerimientos de importacio-
nes para implementar su estrategia de desarrollo y mantener 
el equilibrio comercial (Thirlwall, 2003). En síntesis, la 
tasa de crecimiento de un país compatible con la restricción 
externa y E, en la tradición de la ley de Thirlwall, es la tasa 
máxima a la cual el país crecería sin generar desequilibrios 
insostenibles en la balanza comercial, condicionada al 
patrón de especialización capturado por el cociente ε/π y 
la tasa de crecimiento del resto del mundo ( y * ). Esto es:

y E � y *
�
ε

En el caso de América Latina, los estudios proveen 
evidencia de que la elasticidad-ingreso de la demanda de 
importaciones mostró una tendencia ascendente no acom-
pañada por un aumento similar en la elasticidad-ingreso de  
las exportaciones, fenómeno agudizado desde la década  
de 1980 (Clavijo y Melo, 2021). Estas tendencias en Amé-
rica Latina contrastan con el patrón exhibido por países 
de Asia Oriental, quienes transformaron sus estructuras 
económicas a favor de sectores con mayor capacidad de 
generar efectos directos del crecimiento de las exporta-
ciones en el lado de la demanda y, a su vez, se movieron 
secuencialmente hacia sectores donde la demanda crece 
más rápido, lo cual supone el desarrollo de capacidades a 
largo plazo para la creación de nuevos mercados y susten-
tar la competitividad internacional (Cimoli et al., 2010). 
Gerstenfeld e Infante (2013) proveen evidencia adicional 
centrada en el análisis de Argentina, pero comparada con 
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otros países latinoamericanos. Para el caso colombiano, 
García y Quevedo (2005) y Márquez (2006) presentan 
evidencia de la restricción externa y argumentan que los 
elementos subyacentes a esta noción explican el proceso 
de crecimiento colombiano a largo plazo. De esta manera, 
el patrón de especialización seguido por la economía 
colombiana alcanza rápidamente sus tasas potenciales de 
crecimiento, es decir, las industrias extractivas y los tér-
minos de intercambio favorables, motores tradicionales del 
crecimiento, no potencian un crecimiento mayor en largo 
plazo (OCDE, 2019).

Con el fin de evaluar esta relación en el caso colombiano, 
se consideran tres grupos de socios comerciales de Colombia. 
El primer grupo consiste en Estados Unidos (USA), el principal 
socio comercial del país. Considerando la muestra de princi-
pales socios comerciales de Colombia definida por el Banco 
de la República para el cálculo del índice de tipo cambio real 
(ITCR), el segundo grupo (socios) lo constituyen 22 países: 
Alemania, Argentina, Bélgica, Brasil, Canadá, Chile, China, 
Corea, Ecuador, España, Estados Unidos, Francia, Holanda, 
Inglaterra, Italia, Japón, México, Panamá, Perú, Suecia, Suiza 
y Venezuela (Banrep, 2021). Finalmente, para formar el tercer 
grupo (socios-LA) se excluyen de estos 22 los 8 socios lati-
noamericanos. Como muestra la figura 4.2, las exportaciones 
tienen un alto grado de concentración en estos destinos. 

Para los 23 países en cuestión, se usa la información 
de Penn World Table —PWT— (Feenstra et al., 2015) en 
el periodo 1950-2019. Para cada país y grupo, se obtiene 
PIB real del lado del gasto —en PPA en millones de USD  
de 2017—; el logaritmo natural de la serie se nota Yit, 
donde i  Colombia, EE. UU., socios y socios-LA. Para 
Colombia se obtienen las series de (log) exportaciones de 
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mercancías (xt ) y (log) importaciones de mercancías (mt ) 
—PPA en millones de USD de 2017—. Para construir los (log) 
términos de intercambio de Colombia (Zt), se utilizan los 
niveles de precios de las exportaciones y de las importaciones 
—nivel de precios del PIB de EE. UU. en 2017—. 

Controlando por los términos de intercambio (Zt ), para 
estimar la elasticidad-producto de las exportaciones (ε) deter-
minada por la relación de largo plazo entre las exportaciones 
colombianas (xt ) y el producto de sus socios (Yt ), se utiliza la 
estrategia de identificación definida por el siguiente modelo 
autorregresivo con retardos distribuidos: 

usa
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Figura 4.2. Principales mercados de exportación 2016
Fuente OCDE (2019, p. 92)
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∆xt � θx[xt �1 � εYt � λZt ] �       δk∆xt �k �       βl ∆Yt �l �       μl ∆Zt �l � ξt∑
k�1

p

∑
l�1

q1

∑
l�1

q2

La elasticidad así estimada (tabla 4.1) es consistente con 
estimaciones en la literatura (Gerstenfeld e Infante, 2013; 
García y Quevedo, 2005; Márquez, 2006). La velocidad de 
ajuste θx es significativa, es decir, existe evidencia estadís-
tica de la relación de largo plazo, tal que el 18,3 % de las 
distorsiones de corto plazo se desvanecen en un periodo.

Tabla 4.1. Elasticidad producto de las exportaciones. 
Principales socios comerciales

  Variable USA Socios Socios-LA

EC
T θx

-0,183**  
(0,043)

-0,114** 
(0,040)

-0,121**  
(0,051)

La
rg

o 
pl

az
o Yt

1,736***  
(0,138)

1,705** 
(0,208)

1,674***  
(0,191)

Zt
-0,943 
(0,733)

0,974
(1,299)

0,824 
(1,232)

R2 0,298 0,325 0,283

N 64 64 64
Nota: ARDL(1,5,0) USA, ARDL(2,1,1) socios y ARDL(2,1,1) socios-LA. Estimaciones 
de corto plazo en apéndice. ***, ** y *: Parámetros significativos al 1 %, 5 % y 10 %, 
respectivamente.

De manera análoga se procede identificando la relación 
de largo plazo entre las importaciones (mt ) y el PIB (xt 

COL
  ) de 

la economía colombiana, para estimar la elasticidad-producto 
de las importaciones (π), bajo la siguiente fórmula:

∆mt � θm[mt �1 � �Yt     � γZt ] �       δk∆mt �k �       βl ∆Yt �l  �       μl ∆Zt �l � ξt∑
k�1

p

∑
l�1

q1

∑
l�1

q2

COL
 

COL
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Bajo esta estrategia de identificación, la elasticidad pro-
ducto de las importaciones es similar a la reportada por la 
literatura (Gerstenfeld e Infante, 2013; Márquez, 2006). 
La velocidad de ajuste θm estimada en 0,118 es significativa 
(tabla 4.2).

Tabla 4.2. Elasticidad producto de las importaciones

  Variable Parámetro 

EC
T θm

-0,118**  
(0,053)

La
rg

o 
pl

az
o COLYt 

1,608***  
(0,229)

Zt
1,818 

(1,864)

C
or

to
 p

la
zo COL∆Yt�1 

2,029***  
(0,540)

Intercepto -1,217**  
(0,491)

R2 0,297

N 64
Nota: ARDL (1,1,0). ***, ** y *: Parámetros significativos al 1 %, 5 % y 10 %, respectivamente.

De esta manera, la tasa de crecimiento de la economía 
Colombia responde a la relación de largo plazo:

y E � y SOC

�
ε

La tabla 4.3 sintetiza los resultados de las estimaciones 
y presenta el cálculo del cociente entre las elasticidades ε/π. 
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Tabla 4.3. Elasticidades producto importaciones 
y exportaciones, y cociente de elasticidades

Parámetro USA Socios Socios-LA
ε 1,736 1,705 1,674
π 1,608 1,608 1,608

ε/π 1,079 1,060 1,041

α≅ε/π 1,162 1,096 1,095

Como ejercicio de robustez, se considera α≅ε/π y se 
estima la relación de largo plazo definida por el cociente de 
elasticidades y la tasa de crecimiento de los socios comer-
ciales, usando como control los términos de intercambio 
(Clavijo y Melo, 2021). Es decir, se estima la especificación:

∆Yt      � θy[Yt �1  � αYt � ηZt ] �       δk∆Yt �k  �       βl ∆Yt �l �       μl ∆Zt �l � ξt∑
k�1

p

∑
l�1

q1

∑
l�1

q2

COL
 

COL
 

COL
 

La tabla 4.3 permite comparar los resultados entre las esti-
maciones y arroja evidencia de la robustez de los parámetros 
estimados. La tabla 4.4 presenta los parámetros estimados 
a través de esta estrategia de identificación de la relación de 
largo plazo. Una ventaja de esta representación es que permite 
obtener intervalos de confianza para el parámetro asociados 
al cociente de elasticidades α. 

En línea con los argumentos de la teoría de la restricción 
externa, aunque los términos de intercambio son variables, 
estos son relevantes como control y para el mecanismo de 
ajuste de corto plazo. En el caso colombiano, Márquez 
(2006) encuentra un resultado análogo usando el índice de 
tipo de cambio real. En general, la literatura plantea que una 
economía se encuentra restringida por su posición externa 
si α  1. Considerando los grupos de socios comerciales, se 
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tiene αUSA  (0.997,1.326), αSOCIOS   (0.913,1.277) y αSOCIOS-LA 
(0.933,1.256). Con estos intervalos de confianza, la eviden-
cia sugiere para la economía colombiana una restricción no 
tan severa respecto de otras economías latinoamericanas. 

Las estimaciones implican que Colombia crecería a tasas 
cercanas a las de sus socios desarrollados. Sin embargo, esta 
tasa de largo plazo debe ponderarse frente a las necesidades 
del proceso de desarrollo del país. Como sugiere el modelo de 
las tres brechas, debe evaluarse la relación de esta estimación 
en el contexto de los objetivos de desarrollo sostenible, es 
decir, la capacidad de crecimiento económico con balance 
externo y su interacción con los ámbitos social y ambiental. 
En este sentido, deben considerarse las alternativas para 
reducir el cociente entre las elasticidades a través la gene-
ración de políticas orientadas a modificar la estructura de 
la producción (García y Quevedo, 2005), elemento crucial 
para el logro de los ODS. 

Tabla 4.4. Estimación de relación de largo 
plazo crecimiento restringido

  Variable USA Socios Socios-LA

EC
T θy -0,081*** (0,027) -0,061* 

(0,034) -0,067** (0,033)

La
rg

o 
pl

az
o Yt 1,161*** (0,081) 1,095*** (0,090) 1,094*** (0,080)

Zt
-1,290 
(0,815)

-0,333 
(0,778)

-0,240 
(0,677)

R2 0,584 0,544 0,527

N 64 64 64
Nota: ARDL(2,5,5) USA, ARDL(3,2,1) SOCIOS y ARDL(3,2,1) SOCIOS-LA. Estimaciones 
de corto plazo en apéndice. ***, ** y *: Parámetros significativos al 1 %, 5 % y 10 %, 
respectivamente.
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2.2. Brecha social
Como meta compatible con los ODS, Colombia propone alcan-
zar una incidencia de la pobreza monetaria de 18,7 % para 2030 
(Herrera, 2018, p. 12), esto es, pasar de 13 029 793 personas 
en situación de pobreza monetaria en 2018 a 10 411 801 en 
2030. Aunque esta meta suena moderada, e incluso alejada 
del eslogan “Poner fin a la pobreza en todas sus formas en 
todo el mundo” (Herrera, 2018, p. 11), solo se considera una 
dimensión de la pobreza. Otras dimensiones suponen retos y 
objetivos distintos, como los asociados a alcanzar 8,4  % de la 
población en pobreza multidimensional para 2030. A su vez, 
ello supone la puesta en marcha de programas para alcanzar 
gradualmente ese logro (DNP, 2021).

Ahora bien, al evaluar el objetivo particular de pobreza 
monetaria, la figura 4.3 sugiere que este objetivo está ali-
neado con una tendencia de largo plazo. Hasta 2015, este 
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monetaria en Colombia: 2002-2018

Fuente: DANE (2021).
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indicador se redujo a una tasa media de 2,3 %, proceso que 
se ralentizó a partir de ese año. En este escenario, los fenó-
menos subyacentes a este proceso permitirían ponderar la 
posibilidad de alcanzar ese objetivo. 

La literatura plantea que el crecimiento económico y la 
reducción de la desigualdad reducen la pobreza (Alatorre  
et al., 2014). Como muestra la figura 4.4, la reducción ace-
lerada de la pobreza coincide con un periodo de crecimiento 
sostenido del ingreso per cápita, y la posterior ralentización 
del proceso coincide con la desaceleración del ingreso per 
cápita. Un comportamiento análogo puede visualizarse con 
el coeficiente de Gini (Núñez y Ramírez, 2002). De esta 
manera, al considerar la relación instrumentos-objetivos, la 
promoción del crecimiento y el impulso de mecanismos de  
relaciones de distribución más equitativos serían dos aspec-
tos claves para alcanzar las metas en pobreza a 2030. 

Para evaluar el rol de este mecanismo, se calculó la rela-
ción entre las tasas de crecimiento de indicadores de pobreza, 
ingresos medio per cápita e índice de Gini. Con base en las  
estimaciones del DANE, obtenidas de la Gran Encuesta Inte-
grada de Hogares (GEIH) y la Encuesta Continua de Hoga-
res (ECH), se construyó un panel para 24 departamentos de 
Colombia en el periodo 2002-2018.1 Siguiendo a Alatorre  
et al. (2014), se estima la ecuación: 

∆pit � β1∆yit  � γ1∆Giniit � uit 	 [1]

1	 Para los años 2006 y 2007, no se cuenta con observaciones por el cambio 
en la metodología de la ECH que conllevó la GEIH. Para el año 2008, la tasa de 
crecimiento se estima como la tasa media anual respecto a 2005.
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donde ∆pit es la tasa de crecimiento del indicador de 
pobreza para el i-ésimo departamento, se incluyen inci-
dencia de la pobreza monetaria (IPM), brecha de la pobreza 
monetaria (BPM) y severidad de la pobreza monetaria (SPM) 
y los mismos indicadores para pobreza monetaria extrema, 
IPME, BPME y SPME, respectivamente. ∆yites la tasa de cre-
cimiento del ingreso medio per cápita y ∆Giniit  la tasa de 
crecimiento del índice Gini para el i-ésimo departamento. 
En línea con los resultados presentados por la literatura, la 
sensibilidad de los indicadores al crecimiento económico 
y a la mejora en la distribución del ingreso es mayor para 
los indicadores de pobreza monetaria extrema. 

Tabla 4.5. Correlaciones entre indicadores de pobreza, ingreso 
medio per cápita, índice de Gini. Tasas de crecimiento

  Línea de pobreza monetaria Línea de pobreza monetaria 
extrema

Especificación IPM BPM SPM IPME BPME SPME

∆yit
-0,846 
(0,045)

 -1,310 
(0,054)

-1,633 
(0,071)

 -0,669
(0,026)

 -2,211 
(0,126)

-2,521 
(0,177)

∆Giniit
1,045 

(0,076)
2,057 

(0,100)
2,830 

(0,137)
1,118

(0 ,049)
4,502 

(0,269)
 5,173 

(0,360)

R2 0,715 0,814 0,782 0,8099  0,6777 0,621

Departamentos 24 24 24 24 24 24

Observaciones 336 336 336 336 336 336
Nota: Parámetros significativos al 1 %. Estimación pooled dado pruebas de Hausman y 
de multiplicador lagrangiano de Breusch-Pagan. Se incluyen efectos fijos temporales 
y errores robustos. 

La estimación de la ecuación 1 considera constante la 
elasticidad de la pobreza con respecto al crecimiento. Dentro 
del panel, la estimación pooled supone que los efectos fijos o 
aleatorios entre los departamentos no son estadísticamente 
relevantes y, por ende, las diferencias entre los departamentos 
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en la respuesta de pobreza, al crecimiento y la desigualdad, 
dependen de las diferencias en los niveles de estas variables. 
De esta manera, la posible inestabilidad de los parámetros y los 
efectos dinámicos en la estimación se incorporan a través de 
una estimación similar a la sugerida por Bourguignon (2003):

∆pit �  β1 � β2Ginii,t�1 � β2          ∆yit �   γ1� γ2Ginii,t�1 � γ3          ∆Giniit � νit
zit

eit
(( zit

eit
(( 	 [2]

donde zit es la línea de pobreza monetaria y eit el ingreso 
medio per cápita para el i-ésimo departamento. En las esti-
maciones sobre indicadores de pobreza monetaria extrema 
se toma zit como la línea de pobreza monetaria extrema. 

Tabla 4.6. Correlaciones entre interacciones, 
indicadores de pobreza, ingreso medio per cápita 

e índice de Gini. Tasas de crecimiento

Línea pobreza monetaria Línea pobreza monetaria  
extrema

Especificación IPM BPM SPM IPME BPME SPME

∆yit
-3,794*** 
(0,359)

-4,317*** 
(0,491)

-4,752*** 
(0,747)

-0,757** 
(0,373)

-6,273*** 
(1,553)

-6,957*** 
(2,022)

∆yit * Ginii,t1
3,630*** 
(0,704)

3,977*** 
(0,938)

4,386*** 
(1,371)

0,211
(0,694)

6,376** 
(2,884)

7,527* 
(3,871)

zit
eit

∆yit * 1,609*** 
(0,158)

1,413*** 
(0,257)

1,246 *** 
(0,381)

-0,037
(0,159)

1,053 
(0,732)

0,702 
 (0,980)

∆Giniit
4,071*** 
(0,653)

5,370*** 
(0,878)

6,744*** 
(1,408)

0,885
(0,791)

13,859*** 
(3,105)

14,233*** 
(4,115)

∆Giniit 

* Ginii,t1

-1,579 
(1,237)

-2,043 
 (1,607)

-3,077 
(2,653)

1,427
(1,411)

-14,654** 
6,311

-15,423* 
(8,421)

zit
eit

∆Giniit  * 
-3,270*** 
(0,367)

-3,341*** 
(0,458)

-3,437*** 
(0,733)

-0,787*** 
(0,279)

-2,514 
(1,599)

-1,401
(2,231)

R2 0,8381 0,8610 0,8111 0,8154 0,6970 0,6333
Departamentos 24 24 24 24 24 24
Observaciones 336 336 336 336 336 336

Nota: ***, ** y *: Parámetros significativos al 1 %, 5 % y 10 %. Estimación pooled dado 
pruebas de Hausman y de multiplicador de lagrangiano Breusch-Pagan. Se incluyen 
efectos fijos temporales y errores robustos.
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La figura 4.5 presenta los resultados de la elasticidad 
dinámica de la pobreza al crecimiento, esto es, el término:

estimado para la ecuación 2. En línea con la evidencia 
de la figura 4.4, la figura 4.5 permite apreciar cómo los 
indicadores de pobreza exhiben una mayor sensibilidad al 
crecimiento económico en la medida en que el desarrollo 
económico se traduce en mejores niveles de ingreso y dis-
tribución de los ingresos.

En este contexto, la figura 4.6 presenta evidencia de 
que las diferencias en los niveles de ingreso y desigualdad 
implican diferencias significativas en la respuesta correlacio-
nada de la incidencia de la pobreza monetaria al crecimiento 
económico. En buena medida, estas diferencias están asocia-
das a las características propias de las áreas metropolitanas 
(grupo 12) donde se concentra la producción industrial. 
Consistente con los patrones espaciales identificados por 
Galvis y Meisel (2012), existen amplias brechas al interior 
del país respecto del ingreso per cápita. Como se señaló, si se 
mapeara a la economía colombiana, esta aparecería como un  
puñado de islas de desarrollo industrial con mayores niveles 
de productividad en un mar de regiones desarticuladas de  
los beneficios del cambio técnico (CEPAL, 2020). Estas tram-
pas espaciales (Galvis y Meisel, 2012) en los mercados 
laborales de cada región interactúan con altos de niveles 
de informalidad laboral (Ariza y Montes-Rojas, 2017), 
discriminación de género (UNFPA-PNUD, 2017) y el proceso 

2	 Con excepción de Caquetá, los departamentos en el grupo 1 tienen 
como capital las principales áreas metropolitanas del país. 
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Figura 4.5. Elasticidad “dinámica” de la pobreza al crecimiento 
Con base en las estimaciones en tabla 4.6. 
Fuente: Cálculos propios.

secular de incorporación de capital humano (Melo, 2020), 
fenómenos que condicionan las respuestas de la distribución 
de los ingresos y la capacidad de los actores en cada territorio 
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para lograr los objetivos de reducción de la pobreza tanto en 
el ámbito urbano como en el rural (Jaramillo, 2006).

Bajo este escenario, para 2018 a nivel nacional se estima 
en -1,244 la elasticidad media de la pobreza al crecimiento; 
esta elasticidad estimada para el grupo 1 es -1,443 y para el  
grupo 2 es -1,045. De esta manera, considerando la tasa 
media de crecimiento poblacional de 1,2 %, proyectada 
por el DANE para el periodo 2018-2030, para alcanzar el 
objetivo de 18,7 % en incidencia de pobreza monetaria a 
2030, la media tasa de crecimiento del producto se estima 
en 3,62 % a nivel nacional; esta tasa se estima en 3,29 % y 
4,08 %, tomando como referencia el grupo 1 y el grupo 2, 
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Figura 4.6. Elasticidad “dinámica” de la pobreza al 
crecimiento con base en las estimaciones en tabla 4.4

Grupo 1: Antioquia, Atlántico, Bogotá, D. C., Caldas, Caquetá, Cundinamarca, 
Meta, Quindío, Risaralda, Santander, Tolima, y Valle del Cauca. Grupo 2: Bolívar, 
Boyacá, Cauca, Cesar, Chocó, Córdoba, Huila, La Guajira, Magdalena, Nariño, 
Norte de Santander y Sucre.
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respectivamente. Esto permite evaluar los escenarios de 
crecimiento económico en perspectiva a diversos niveles 
de desarrollo reflejados en las diferencias en desigualdad e 
ingreso medio per cápita de cada grupo frente a la media 
nacional. En otras palabras, si las regiones convergen a las 
condiciones de desarrollo del grupo 1, el escenario de la tasa 
de crecimiento compatible con el ODS de pobreza es 3,01 %; 
pero si las regiones se mueven a los niveles de desigualdad, 
como en el grupo 2, esta tasa de crecimiento sería 4,08 %. Un 
crecimiento significativo para mejorar indicadores sociales 
como tasas de desempleo, asistencia escolar y seguridad 
social directamente asociados a la persistencia de la pobreza 
monetaria (Baldión y Nina, 2001).

Bajo estos escenarios de crecimiento compatibles con 
el ODS de incidencia de pobreza monetaria a 2030, la pre-
gunta es si, dadas las características de la vinculación de 
la economía colombiana con el resto del mundo, resulta 
factible alcanzar el objetivo propuesto, en particular, en 
un escenario de crecimiento de 2,8 % para sus principales 
socios comerciales (CEPAL, 2020). Con las estimaciones 
mostradas en la tabla 4.4, la figura 4.7 muestra las dimen-
siones de la brecha social para la economía colombiana. 
Si bien la economía colombiana puede crecer al ritmo de 
sus principales socios comerciales, este crecimiento resulta 
insuficiente para saldar los compromisos de reducción 
de la pobreza. En la figura 4.7 se aprecia que la brecha 
social se desvanece en un escenario donde la restricción 
se relaja, moviéndose al límite superior de la relación de 
largo plazo estimada, y las regiones del país convergen en 
términos de mejoras en sus niveles de ingreso per cápita y 
de distribución del ingreso.
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2.3. Brecha ambiental y brecha de sostenibilidad
La figura 4.8 muestra la serie de intensidad carbónica (IC) 
de la economía de Colombia 1990-2014. La tendencia de 
esta serie implica una tasa de descarbonización promedio 
anual de 3,17 % (figura 4.9). Esta tendencia significa que 
la economía colombiana tiene la capacidad de crecer man-
teniendo bajos niveles de intensidad carbónica, incluso 
compatibles con las metas para tener un calentamiento 
global por debajo de 2 °C (Samaniego et al., 2019). Para el 
caso colombiano, estos indicadores pueden asociarse a una 
matriz energética concentrada en la generación eléctrica 
a través de recursos hídricos, aproximadamente el 70 % 
(Contreras, 2021). 
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Figura 4.8. Intensidad carbónica, Colombia 1990-2014
Fuente: Cálculos propios con base en IDEAM et al. (2018).
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Figura 4.9. Tasa de descarbonización, Colombia 1990-2014
Fuente: Cálculos propios con base en IDEAM et al. (2018).
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Para caracterizar el escenario de planeación definido 
por la trayectoria de la intensidad carbónica y la tasa de 
descarbonización, es necesario evaluar estos indicadores en 
detalle, en particular, la tasa descarbonización (figura 4.9).

La tasa de carbonización δt puede escribirse como:

δt � log             ≈ yt � µt 
ICt

ICt�1 ((
donde yt es la tasa de crecimiento del producto y μt es 

la tasa de crecimiento de las emisiones de CO2. 
Como vimos, Colombia necesita crecer a una tasa media 

anual de 3,62 % a fin de alcanzar el objetivo de reducción de 
pobreza monetaria. De otro lado, el objetivo ODS de emitir 
como máximo 169,44 millones de toneladas CO2 en 2030 
supone una reducción del 27,5 % respecto a la situación en 
2015 (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2021). Dada la falta de avance entre 2015 y 2020, esto se 
traduce en una tasa de crecimiento media anual de las emi-
siones de -5,27 % entre 2020 y 2030. Conjuntamente, las 
metas ODS de reducción de pobreza y de emisiones implican 
la tasa media anual de descarbonización de: 

δODS  3,62 %  (5,27 %)  8,89 %

En este contexto, emerge la pregunta con respecto a la 
compatibilidad de esta meta con las relaciones estructurales 
de largo plazo de la economía colombiana. Como mues-
tra la tabla 4.7, la tasa de crecimiento de las emisiones en  
el largo plazo puede escribirse como μ  0,14, dadas las con-
diciones técnicas de producción de la economía colombiana, 

Un modelo de tres brechas y los escenarios del desarrollo sostenible en Colombia

141



bajo las cuales se produce contaminación por medio de la  
producción de bienes y servicios. Así, en un escenario favo-
rable al cumplimiento de la meta social, la tasa anual de 
descarbonización sería: 

δS  3,62 %  0,14 * 3,62 %)  3,11 %

Al incorporar la restricción externa definida en la tabla 
4.4 y una tasa de crecimiento de los socios comerciales de 
2,8 %, se tiene la siguiente tasa de descarbonización com-
patible con las relaciones de largo plazo determinadas por 
el balance externo y las condiciones tecnológicas:

δE  (1  0,14)1,096 * 2,8 %)  2,63 %

De esta manera, se tiene δODS  δS  δE, relación que 
pone manifiesto la existencia de las brechas ambiental y de 
sostenibilidad dentro de la economía colombiana. 

Tabla 4.7. Tasa de crecimiento y tasa de descarbonización

  Variable Parámetro 

EC
T θIC

-0,891*** 
(0,159)

La
rg

o 
pl

az
o COLYt

0,1410* 
(0,752)

R2 0,223

N 19
Nota: ARDL(1,5). ***, ** y *: Parámetros significativos al 1 %, 5 % y 10 %, respectivamente.

Las estimaciones de tabla 4.7 significan que a largo plazo 
crecer supone dejar de emitir contaminantes y gases de efecto 
invernadero, fenómeno que, puesto en perspectiva a la brecha 
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ambiental, reafirma la necesidad de potenciar el progreso 
técnico para desacoplar el crecimiento económico de las 
emisiones. Puesto en el contexto definido por la figura 4.10, 
cerrar las brechas ambientales y, su correlato, de sostenibilidad, 
requiere definir una frontera de emisiones totales y responder 
cómo distribuir esa capacidad de emisiones (presupuesto de 
carbono) entre los sectores de la economía. 

El sector agropecuario (figura 4.10a), en su conjunto, 
exhibe unos índices elevados de intensidad carbónica 
(incluso sin corregir el evidente problema de medición en 
el año 2000) y una tasa moderada de descarbonización, 
entre otras porque el nivel de emisión del sector parece 
no responder a los cambios en su nivel de producción. 
La literatura colombiana ubica este sector como un reto 
mayúsculo en términos del cierre de la brecha ambiental. La 
agricultura, la silvicultura y otros usos de la tierra, generan  
alrededor de un 50 % de emisiones de CO2. Estas caracterís-
ticas de la producción agropecuaria delimitan los escenarios 
de planeación para los objetivos de descarbonización, toda 
vez que se proyecta un incremento en la demanda de tierra 
para la producción agropecuaria (Delgado et al., 2020) 
Aunque, en la agenda política, la reconversión energética 
en el transporte, la industria y el consumo de los hogares 
son el centro de atención, el espacio para el crecimiento 
económico sostenible demanda incorporar en la agenda 
y dar solución a esta tensión entre los procesos de cambio 
técnico en los dos sectores. 

Como enfatizan Delgado et al. (2020), otro elemento 
que debe tenerse en cuenta es la deforestación, en particu-
lar, en un escenario donde el incremento en las actividades 
agropecuarias se acompaña de una expansión de la frontera 
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Figura 4.10. Intensidad carbónica, Colombia 1990-2014
Fuente: Cálculos propios con base en IDEAM et al. (2018).
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agrícola, con una presión creciente sobre la tasa deforesta-
ción. En este escenario, la intensificación de la producción 
ganadera que cambie la densidad de ganado de 0,8 cabezas 
por hectárea a 2 cabezas por hectárea permitiría liberar 
12 millones de hectáreas para otros usos agropecuarios 
y, con los incentivos adecuados, procesos de reforestación 
(Delgado et al., 2020, p. 32). 

En términos de la frontera de emisiones, el sector 
transporte juega un rol crucial para las áreas metropolita-
nas: una contribución superior al 60 %. En ciudades como 
Bogotá, los vehículos de carga contribuyen con el 43 % 
de las emisiones del sector. Con los diseños cuasiexpe-
rimentales asociados a los “días sin carro”, se estima una 
reducción en 1380 toneladas de CO2, la cual luce baja y 
explica el énfasis en la renovación del parque automotor de 
carga y de transporte masivo. Delgado et al. (2020) llaman 
la atención sobre el proceso secular de urbanización en el 
país, lo cual incrementaría a futuro las emisiones del sector. 
A la par, bajo los planes de acción climática, se proyecta 
que alrededor del 64 % del transporte público sea renovado 
a uno de energías limpias.

La reconversión energética en el sector transporte 
supone, en general, un esfuerzo fiscal para las áreas metro-
politanas, así como una carga en fletes y tarifas de transporte 
masivo. Los esfuerzos de descarbonización planteados de 
esta manera pueden no encontrar el soporte de los actores 
involucrados. De manera análoga ocurre en otros sectores: 
plantear la intensificación de la ganadería y la reasignación 
de ese uso del suelo ha sido un factor de resistencia histórica 
en el sector. Por esta razón, resulta crucial que, en el proceso 
de reconversión energética, necesario para asumir el reto de 
la descarbonización, se identifiquen riesgos y oportunidades 
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de inversión (Deloitte, 2020), así como sus efectos en térmi-
nos de bienestar socioeconómico y socioambiental. El reto 
consiste en ampliar beneficios e incentivos a favor de energías 
sostenibles como base para lograr las inversiones requeridas al  
modernizar la matriz energética (Contreras, 2021). Estos 
son desafíos propios de la agenda del crecimiento verde que 
interactúan con el alto grado de informalidad y pobreza, 
así como con los límites a la definición de instrumentos de 
política (DNP-GGGI, 2016). 

3. Reactivación económica incluyente
A la luz de la transformación del discurso sobre crecimiento 
económico, el modelo de las tres brechas permite identificar 
el escenario base para la planeación y el logro de los ODS. 
La convergencia de las necesidades económicas, sociales y 
ambientales conlleva la puesta en marcha de una agenda en 
donde el crecimiento figure como instrumento que media en el 
diseño, implementación y monitoreo de la política para cerrar 
la brecha social, la ambiental y la de sostenibilidad. Como 
señalan Lobos et al. (2020), la meta ODS con mayor potencial 
catalizador en Colombia es la meta 8.4, sobre la “producción 
y consumo eficientes y la desvinculación del crecimiento 
económico de la degradación ambiental”, meta emparentada 
a la necesidad de desacoplar el desarrollo económico del uso 
y acceso de recursos naturales. Este aspecto está trazado en 
el Plan Nacional de Desarrollo de Colombia y en la Misión 
de Crecimiento Verde del DNP. Los cambios en la estructura 
productiva asociados a esta meta suponen el concierto entre 
el sector privado y el sector público, potenciando el logro de, 
al menos, otros ocho ODS (Lobos et al., 2020). 

El país ha trabajado en la construcción y redefinición 
de su marco legal y normativo, concentrándose en tres 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

146



prioridades ambientales: “a) el manejo de las cuencas fluviales 
y la conservación de los recursos hídricos, b) la reforestación y 
c) la conservación de la biodiversidad” (Sánchez-Triana et al., 
2007, p. 1), esto como base del marco jurídico general sobre  
el cual departamentos y municipios definen sus planes de 
acción climática y de gestión para el cambio climático. Los 
municipios muestran un gran número de sinergias económicas 
y ambientales, toda vez que la construcción de la resiliencia 
frente al cambio climático requiere mejorar las condiciones  
de comunidades más vulnerables tanto en términos de su 
capacidad de gestión como de la construcción de una cesta 
integral de servicios públicos, sociales y ambientales. Estos 
son elementos propios del enfoque de Crecimiento Verde 
implementados, por ejemplo, a través del Plan Nacional de 
Desarrollo (PND) 2014-2018 (Ley 1753 de 2015). Como 
mandato de ley, aunque con un tono vertical, acoger este 
enfoque en los planes de desarrollo territorial propende por 
el desarrollo económico sostenible, la competitividad y la 
reducción de vulnerabilidades frente a los impactos por el 
cambio climático (DNP-GGGI, 2016).

Estas agendas, en perspectiva de hacer frente cambio 
climático, son relativamente recientes y buena parte de los 
entes territoriales han articulado en sus planes de desarrollo 
y en los planes de gestión para el cambio climático poste-
riores a 2015 explícitamente estrategias asociadas a ODS, 
pero no así al Acuerdo de París (ver, por ejemplo, Alcaldía 
de Medellín, 2020; Alcaldía de Cali et al., 2020). Buena 
parte de las acciones centradas en la mitigación datan de 
la ratificación por Colombia de la Convención Marco 
de Naciones Unidas sobre Cambio Climático en 1994. 
El esfuerzo de los últimos años, particularmente en las 
áreas metropolitanas, puede asociarse a una demanda con 
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origen en el Gobierno central, quien trata de incorporar 
acuerdos de escala global, pero también puede asociarse a 
los efectos mismos del cambio climático. Por evidenciar la 
vulnerabilidad y falta de capacidad de respuesta a lo largo 
y ancho del país, particular atención merece el efecto del 
fenómeno de La Niña y, asociado a este, del periodo de 
lluvias intensas entre 2010 y 2011, hecho que marcó un 
punto de quiebre en la gestión del cambio climático y la 
gestión del riesgo en el país, desembocando en las bases 
para la creación del Sistema Nacional del Cambio Climá-
tico —SISCLIMA— (AFC et al., 2014).

En el marco del proyecto “Perspectivas de la implemen-
tación de la Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo 
Sostenible en Colombia a la luz del Acuerdo de París sobre 
cambio climático”, se realizaron talleres en Barranquilla, 
Bogotá, Cali y Medellín con actores territoriales de la aca-
demia, el Estado, los gremios y la sociedad civil. En ellos 
se buscó establecer los diferentes aspectos institucionales 
involucrados en la puesta en marcha de las agendas ODS y 
Acuerdo de París. A la luz de los planes de gestión para el 
cambio y el plan de acción climática, puestos a discusión 
con miras al cierre de las brechas social, ambiental y de sos-
tenibilidad, se identificaron algunos de los sectores claves  
en ese proceso. Como punto de partida, un eje transversal 
de la discusión está vinculado a la necesidad de fortalecer los 
procesos de educación ambiental para potenciar, en los dife-
rentes actores, la apropiación de los objetivos en las agendas 
y el trazado de una ruta común. 

Desde la óptica de los sectores económicos que definirán 
la capacidad de cada región para transitar a una trayectoria 
armónica con el ambiente, resaltan:
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	• Generación de energía con recursos renovables.
	• Transporte eléctrico, con énfasis en el transporte 

masivo, y renovación del parque automotor de carga.
	• Infraestructura para incrementar la resiliencia de 

las ciudades frente al cambio climático, fomentar 
medios de transporte limpios —eléctrico, bici-
cleta, trenes y fluvial— e implementar acciones 
de reverdecimiento de las áreas metropolitanas y 
recuperación de recursos hídricos.

	• En algunos casos, la articulación de la producción 
agropecuaria de las áreas metropolitanas con sus 
mercados a nivel de región.

	• Manejo de residuos sólidos, tanto desde la pers-
pectiva de la infraestructura que requiere, como 
en términos de los esfuerzos educativos y de con-
cientización de la ciudadanía en general.

La mayoría de estos puntos se encuentran en los planes 
de gestión de las ciudades. En Barranquilla y Atlántico los 
problemas de erosión costera demandan una infraestruc-
tura específica y presentan desafíos asociados al patrón de 
crecimiento y la falta de planificación de la zona portuaria, 
además de problemáticas tales como el drenaje pluvial y la 
formación de arroyos (Alcaldía de Barranquilla et al., 2013; 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2015). 
Por su parte, Bogotá (IDEAM et al., 2014), Cali (Alcaldía 
de Cali et al., 2015) y Medellín (Alcaldía de Medellín, 
2020) presentan algunos elementos claves de articulación 
regional a través de los sistemas de transporte y demanda 
de energía.

El énfasis puesto en los documentos en la necesidad 
de la reconversión de la matriz energética no se expresa 
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con claridad acerca de sus efectos económicos, aunque sí 
de los ambientales por parte de los actores territoriales. 
La reconversión supone una rama de actividad económica 
dinámica en cada región. Los actores territoriales ubican 
los esfuerzos en la producción de energía limpia, el primer 
elemento del eslabón, pero no está claro cómo se dará el 
tránsito a la incorporación o producción de las tecnolo-
gías adecuadas para el uso de estas energías, es decir, si 
se atenderá esta demanda con importaciones o industria 
nacional. En la Estrategia Municipal de Desarrollo Bajo 
en Carbono para Cali se reseña que, en 2014, se “presentó 
el primer bus eléctrico, hecho en la ciudad por el Centro de 
Desarrollo Tecnológico de Cali, entre las empresas EPSA, 
EMCALI, MAC, Carrocerías Colombianas y Creative Labs, 
Johnson Controls, entre otras” (Alcaldía de Cali et al.,  
2015). Este tipo de estrategia supone la coordinación inte-
rinstitucional y vínculos con la empresa privada que redu-
cirán los requerimientos de importaciones para garantizar 
la viabilidad a largo plazo de los planes de reconversión 
energética en los sistemas de transporte masivo de las 
áreas metropolitanas. Con ello se relajaría la restricción 
externa y se podrían lograr tasas más altas de crecimiento 
y descarbonización, reduciendo la brecha de sostenibilidad. 

Los actores territoriales tienen intuición respecto de los 
eslabones y efectos de derrama propios de los proyectos de 
infraestructura. Los actores vinculados al Estado tienen 
un marco más amplio, pues este llega hasta los límites 
de su responsabilidad administrativa. Los proyectos de 
infraestructura vinculados a la mitigación de los efectos 
de cambio climático, infraestructura vial, navegabilidad, 
entre otros, serán dinamizadores de las economías locales 
a corto y mediano plazo. En la medida en que la pandemia 
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por covid-19 implicó un paro en la implementación de la 
agenda y un retroceso en los avances logrados en los indica-
dores sociales, la puesta en marcha de estos proyectos puede 
ayudar a menguar estos efectos y aproximar a las economías 
locales a una situación de “rebote” de corto plazo. 

Para retomar la trayectoria de largo plazo en los indi-
cadores de pobreza, conviene retomar la discusión plan-
teada en los primeros meses de la pandemia con respecto 
al ingreso básico universal o la perspectiva del ingreso 
básico focalizado en pobreza extrema. Pero este tipo de 
ingresos han encontrado poco apoyo en círculos de política 
económica e incluso en los académicos, porque no resultaría 
viable en el contexto de la regla fiscal. Una transferencia 
monetaria cercana al 40 % del salario mínimo mensual 
legal vigente (400 000 COP) a 5 millones de pobres costaría 
cerca de 2,5 % del PIB, esto es entre el 15 % y el 20 % de los 
ingresos tributarios (Portafolio, 2020).

En las discusiones sobre las perspectivas de política que 
emanaron de la pandemia, figura la discusión respecto de 
la soberanía farmacéutica, entendida como la capacidad del 
país de producir insumos para la atención de la emergencia 
sanitaria: ventiladores, medicamentos, tapabocas, entre una 
larga lista de insumos, y vacunas. Esta política de sustitución 
de importaciones tendría efectos de corto y largo plazo en 
términos de relajar la restricción externa y el fomento a la 
innovación. Sin embargo, la discusión se tornó coyuntural 
y se desvaneció una vez se desataron los cuellos de botella 
en el mercado mundial de insumos. 

Conclusiones y propuestas de cambio
La incorporación de la agenda de los ODS implicó una rup-
tura en el paradigma dominante del crecimiento económico. 
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Los ODS cuestionan las estrategias de desarrollo seguidas 
por las economías latinoamericanas a partir de la década 
de 1980. Aspectos como igualdad, reducción de la pobreza, 
discriminación, soberanía alimentaria y cambio climático 
entraron en la agenda de diseño, implementación y moni-
toreo de la política de desarrollo de las naciones. Persiste 
aún un amplio margen de contradicciones entre las distin-
tas políticas y un rezago en el desarrollo de instrumentos 
adecuados para el logro de los ODS. Sin embargo, gobiernos 
como el colombiano han implementado estos objetivos en 
su plan de desarrollo y desde los entes territoriales se hace 
eco de estos objetivos. 

El cambio inicial en la narrativa puede expresarse en 
instrumentos concretos de desarrollo de las naciones y sus 
entes territoriales. En este nuevo contexto paradigmático, 
es posible resolver las crisis económica, ambiental y social, 
promovidas por el patrón de desarrollo seguido por las eco-
nomías de América Latina y el Caribe. Acogiéndolos como 
punto de partida, los ODS y el Acuerdo de París implican 
transformaciones profundas en los aparatos productivos 
de los países y de sus territorios. 

La necesidad de las transformaciones, además, se mate-
rializa en las presiones propias del cambio climático que 
exigen territorios resilientes y capaces de enfrentar la mayor 
volatilidad de los patrones climáticos. Los efectos adversos 
del cambio climático sobre las ciudades colombianas, por 
ejemplo, implican la renovación del capital de las ciudades 
para poder resistir los embates de las precipitaciones. La 
puesta en marcha de esta renovación tendrá efectos de 
corto plazo en el empleo y de largo plazo en la resiliencia 
de estas ciudades.
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Colombia cuenta con una matriz energética relativa-
mente limpia por el peso de la producción hidroeléctrica. En 
las ciudades, sin embargo, los sistemas de transporte generan 
un gran volumen de emisiones. En su momento, esto ha 
implicado la declaratoria de alertas rojas ambientales por el 
volumen de material particulado en el aire. Este fenómeno 
realza en la agenda nacional la necesidad de reconvertir a 
energías limpias las flotas de transporte masivo y de carga 
del país. Dicha reconversión supone importantes efectos 
macroeconómicos: reducir la demanda de combustibles 
fósiles del país, potenciar industrias locales de autopartes, 
producir energía de fuentes renovables, y mantener y cons-
truir la infraestructura vial. Estas metas se traducen en 
capacidad para crecer dentro de los límites impuestos por 
la naturaleza y los requerimientos de divisas, crecimiento 
que, a su vez, implicaría avances en la reducción de pobreza 
por la vía de la generación de empleos.

Los actores de los entes territoriales tienen muy claro 
los efectos y la necesidad de incorporar objetivos de desa-
rrollo amigable con el medioambiente. No todas las siner-
gias son intuitivas y algunas escapan al ámbito local que 
gobierna la acción de estos actores. Esto realza la necesidad 
de construir balances entre las tensiones existentes y las 
sinergias para lograr definir las trayectorias de desarrollo 
del país. 
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Apéndice 
Estimaciones de corto plazo

  Variable USA Socios Socios-LA

EC
T θy -0.081*** (0.027) -0.061* 

(0.034) -0.067** (0.033)

La
rg

o 
pl

az
o Yt 1.161*** (0.081) 1.095*** (0.090) 1.094*** (0.080)

Zt -1.290 (0.815) -0.333 
(0.778)

-0.240 
(0.677)

C
or

to
 p

la
zo

∆Yt 1
COL 0 .366*** (0.126) 0.399*** (0.116) 0.418*** (0.115)

∆Yt 1
COL   0.227** (0.105) 0.230** 

(0.107)

∆Yt
-0.027 
(0.171) 0.577*** (0.213) 0.473** 

(0.213)

∆Yt1  -0.433*** (0.161) -0.294 
(0.222)

-0.317 
(0.217)

∆Yt2
-0.157 
(0.164)    

∆Yt3 -0.380** (0.161)    

∆Yt4
-0.222 
(0.166)    

∆Zt 0.203*** (0.056) 0.108** (0.048) 0.113** 
(0.049)

∆Zt1
0.030 

(0.062)    

∆Zt2 0.152*** (0.054)    

∆Zt3
0.0547 
(0.054)    

∆Zt4
0.106** 
(0.048)    

Intercepto -0.461** 
(0.221) -0.395* (0.204) -0.422** (0.204)

R2 0.584 0.544 0.527

N 64 64 64

Continúa
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  Variable USA Socios Socios-LA
EC

T θx -0.081* (0.043) -0.069* 
(0.041) -0.071* (0.421)

La
rg

o 
pl

az
o

Yt 0.704** (0.307) 0.827** 
(0.362) 0.763** (0.337)

Zt
1.063 

(1.915)
2.624

(2.780)
2.163 

(2.547)

C
or

to
 p

la
zo

∆xt1 0.212* (0.122)   0.195* (0.115)

∆xt2 -0.212* (0.119)   -0.155 
(0.114)

∆Zt1 -0.363** (0.182) -0.529*** 
(0.174) -0.462*** (0.176)

∆Yt1  
2.589*** 
(0.716) 2.049*** (0.755)

Intercepto -1.126** (0.583) -1.243** 
(0.507)

-1.178**
(0.515)

R2 0.215 0.295 0.309

N 64 64 64
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Capítulo 5
El Acuerdo de Escazú:  

un factor habilitador de la acción 
climática y de la Agenda 2030 para el 

desarrollo sostenible en Colombia

Alejandra Cifuentes Guerrero*

Introducción 
La democracia ambiental, a través de los derechos de 
acceso a la información, la participación pública y la justicia 
en asuntos ambientales, promueve el empoderamiento y 
compromiso de diferentes actores con la acción climática  
y los ODS.1 La formulación de políticas locales que permitan 

*	 Ingeniera ambiental, especialista en Derecho Ambiental y magíster 
en Derecho y Gestión Ambiental. Se ha desempeñado como investigadora en  
universidades y centros de investigación en temas como cambio climático, 
conflictos ambientales, enfoque de género en la minería, ciudades sostenibles 
y Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), entre otros. Correo electrónico: 
julie.cifuentes@urosario.edu.co. 

La autora agradece los comentarios y aportes de Valeria Torres, de la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe - CEPAL.

1	 La CEPAL (2018) afirma que, si bien no se tiene una definición única 
de democracia ambiental, en la comunidad internacional existe un consenso 
en el que el elemento central de este concepto es que, como lo establece 
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alcanzar objetivos globales aumenta la transparencia y la 
confianza en las instituciones públicas, así como la legiti-
mación de las políticas y normas. De especial importancia 
para Colombia es que, al garantizar la protección de los 
derechos humanos, se reduce la conflictividad ambiental. 

La investigación que se presenta en este capítulo tuvo 
como objetivo establecer las oportunidades para el cumpli-
miento de la NDC de Colombia y las metas de los ODS derivadas 
de la implementación efectiva de los estándares del Acuerdo de 
Escazú sobre el acceso a la información, la participación pública y 
la justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe 
(CEPAL, 2018) —de aquí en adelante Acuerdo de Escazú—, 
adoptado el 4 de marzo de 2018, en Escazú, Costa Rica. 

Este acuerdo se constituye en un tratado ambiental y 
de derechos humanos al incluir, como uno de sus pilares 
fundamentales, la protección de las personas defensoras 
del ambiente; además, contempla nociones sobre gober-
nanza y fortalecimiento de la democracia que permitan 
que la ciudadanía tenga voz en la toma de decisiones que 
afectan a su territorio, así como principios fundamentales 
para el logro del desarrollo sostenible y la acción climática 
como la transparencia, la rendición de cuentas, la máxima 

el Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo de 1992, la toma de decisiones en asuntos ambientales debe ser 
participativa, abierta e inclusiva. De esta manera, la democracia ambiental 
integra tres derechos relacionados entre sí e interdependientes, que también 
son denominados derechos de acceso, a saber: el derecho de acceso a la infor-
mación ambiental de manera efectiva y oportuna, el derecho a participar 
en la toma de decisiones que puedan afectar el ambiente, y el derecho a 
acceder a la justicia, con el fin de asegurar el cumplimiento de la legislación 
ambiental, la garantía de los derechos ambientales y/o la compensación de 
los daños ambientales.
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publicidad y la participación temprana y efectiva de la 
sociedad civil (CEPAL, 2018). 

Colombia firmó el Acuerdo de Escazú el 11 de diciem-
bre de 2019, como resultado de la demanda de la sociedad 
civil en el marco de la Mesa de Medio Ambiente de la Gran 
Conversación Nacional y fue ratificado por el Gobierno 
nacional el 5 de noviembre de 2022 a través de la Ley 2273 
de 2022. A pesar de que el Acuerdo de Escazú se ha consi-
derado como uno de los tratados ambientales y de derechos 
humanos más importantes de las últimas dos décadas,2 en 
Colombia —al igual que en otros países de la región— su 
ratificación ha sufrido una campaña de desinformación 
que muestra las dificultades de avanzar en las agendas 
de transparencia y participación en asuntos ambientales.3 

En este orden de ideas, la ratificación del Acuerdo de 
Escazú en el país abre la posibilidad de investigar sobre las 
interacciones que existen entre este acuerdo, los ODS y la 
NDC de Colombia, que puedan aprovecharse para crear las  
condiciones habilitadoras para la implementación efectiva 

2	 Así lo señaló John Knox, relator especial de Naciones Unidas sobre 
Derechos Humanos y Medio Ambiente, en el marco de su comparecencia en el 
37.o período de sesiones Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 

3	 Otros argumentos utilizados para desestimar la ratif icación del 
Acuerdo de Escazú incluyen las afectaciones que generaría sobre la soberanía 
de los países, aspecto que no tiene fundamento, toda vez que el Acuerdo no 
involucra temas territoriales, limítrofes o fronterizos; o los impactos sobre la 
seguridad de las inversiones que traería la implementación de sus estándares, 
posición que ha sido ampliamente abordada por los organismos multilaterales 
y especialmente por la banca, al considerar que, precisamente la información 
clara y oportuna, así como la participación y la justicia en asuntos ambientales 
constituyen las herramientas para garantizar la transparencia y el recono-
cimiento de las empresas cuyas actuaciones son coherentes con la promoción 
del desarrollo sostenible y la garantía de los derechos humanos y por tanto, 
la sostenibilidad de las inversiones.

El acuerdo de Escazú: un factor habilitador de la acción climática y de la Agenda 2030

163



de políticas, estrategias y normas, así como para abordar los 
cuellos de botella y romper los silos sectoriales que restringen 
la implementación coherente e integral de estas tres agendas. 

Los resultados de la investigación se muestran a través del  
análisis de las oportunidades derivadas de los estándares  
del Acuerdo de Escazú para aprovechar las condiciones habili-
tadoras con las que cuenta el país, así como para crear nuevas 
que permitan la implementación integrada de las agendas. 
Metodológicamente, y desde el punto de vista cualitativo, 
se realizó el abordaje de las sinergias entre las tres agendas 
a partir del estudio de las principales políticas públicas, nor-
mas e instrumentos de planificación y gestión que Colombia 
ha definido para cumplir su NDC y las metas de los ODS. 
Finaliza con las conclusiones producto de la investigación.

1. Los estándares de la democracia  
ambiental en los medios de implementación  
fundamentales sobre cambio climático  
y ods en Colombia

1.1. Acceso a la información
Dentro de los retos nacionales para el cumplimiento de la 
Agenda 2030, se destaca la capacidad del gobierno colombiano 
para cerrar las brechas de información a nivel regional, cuan-
tificar el progreso de las metas de los ODS y contar con datos 
desagregados “que permitan establecer de manera efectiva  
las diferencias entre los territorios en las distintas dimensiones 
del desarrollo”, como reza el CONPES 3918 (p. 27) y garantizar 
el proceso de toma de decisiones oportuno y efectivo.

Lo anterior se evidencia en el Índice de ODS del Cen-
tro de Desarrollo Sostenible para América Latina (CODS), 
que resalta la necesidad que tiene el país de mejorar la 
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producción de indicadores para medir el progreso de la 
Agenda 2030 (Centro de Desarrollo Sostenible para Amé-
rica Latina [CODS], 2020). En línea con lo que reporta la 
CEPAL (2019a), Colombia solo produce indicadores para el 
25 % de las metas de los ODS, para el 27 % no se produce pero 
se puede producir con fuentes de información existentes, 
para el 32 % se tiene alguna información pero es necesario 
mejorarla para generar indicadores, y para el 12 % de las 
metas no se cuenta con información para medir su progreso. 

Dentro de las acciones que el Gobierno nacional ha 
desarrollado para superar este reto, está el desarrollo del 
“esquema de seguimiento, reporte y rendición de cuen-
tas”. El país ha definido indicadores nacionales para las 
16 metas que se ha trazado para 2030. Como se señala 
en el documento CONPES 3918 citado, el diseño, conso-
lidación y priorización de dichos indicadores contó con 
la participación de diversos actores de 44 entidades del 
Estado colombiano, a través de una serie de talleres en los 
que se evaluó su factibilidad, relevancia e idoneidad y se 
asignaron los respectivos responsables. Los indicadores 
se irán alimentando de acuerdo con la información que se  
vaya generando, y por ello se busca la articulación con 
otras agendas, como el Acuerdo de París (CONPES 3918). 

En cuanto al “Plan de fortalecimiento estadístico”, que 
forma parte del CONPES 3918, se destaca la visión integral 
adoptada por Colombia en el proceso de generación de 
datos, en el que deben participar todos los miembros y 
entidades del Gobierno nacional, en atención a lo cual, 
por medio del Decreto 1743 de 2016, se reglamentó el 
Sistema Estadístico Nacional (SEN), cuyo objetivo se puede 
resumir en garantizar la producción y difusión de estadís-
ticas oficiales a nivel nacional y territorial, a partir de un 
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proceso organizado, sistemático y articulado entre enti-
dades y organizaciones del Gobierno nacional. Sumado a 
lo anterior, como parte de las metas del Plan Estadístico 
Nacional (PEN) 2017-2022 —el principal instrumento de 
política estadística del país—, se incluye: “atender al menos 
el 50  % de los vacíos de información estadística que corres-
ponden a los requerimientos de ODS, OCDE y crecimiento 
verde en el marco de la ONU” (Consejo Asesor Nacional 
de Estadística, 2017, p. 21).

Un asunto de gran relevancia en la implementación 
de la Agenda 2030 es la transparencia en el reporte de la 
información. Para garantizar este requisito, el DANE ha 
establecido un proceso para la evaluación y certificación 
de la calidad de la información generada, mediante el cual 
“se identifica el nivel de cumplimiento de los atributos de 
calidad establecidos internacionalmente para la producción 
estadística” (DANE, 2017). 

En términos de accesibilidad a la información sobre 
ODS, el CONPES 3918 establece tres productos, definidos 
desde la perspectiva de datos abiertos, en los que plasma 
el progreso en el cumplimiento de las metas, así como las 
limitaciones en la implementación de la Agenda 2030. 
Estos son: el reporte anual, que se construye a partir de 
la información emitida por las entidades responsables 
de la medición de los indicadores y está abierto para su 
consulta pública; el portal web ods.dnp.gov.co, en el que 
se encuentran datos disponibles para todos los actores de 
la sociedad; y el balance anual sobre el proceso de los ods, 
que se constituye en un documento de carácter público y 
representa el insumo para la elaboración de los Reportes 
Voluntarios Nacionales —RVN— (CONPES 3918) que el país 
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presenta desde 2016 en el marco del Foro Político de Alto 
Nivel de las Naciones Unidas. 

Lo anterior abre la posibilidad de generar nuevos datos, 
mejorar los existentes, avanzar en la estandarización de la 
información, y aumentar la confianza en el reporte, moni-
toreo y verificación del progreso de la Agenda 2030 en el 
país. La información consignada en dichos mecanismos se 
encuentra abierta al público en general, lo que posibilita 
avanzar hacia una mayor transparencia en el cumplimiento 
de los ODS y el seguimiento por parte del público. 

A este respecto, en materia de cambio climático la PNCC 
establece como parte de sus líneas instrumentales la produc-
ción de información,4 con el fin de proveer el “conocimiento 
necesario para el análisis, diseño e implementación de medi-
das de mitigación y adaptación” (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible [MADS], 2017, p. 73). 

En esta misma línea, el Estado colombiano reconoce que, 
dada la naturaleza transversal de la información relacionada 
con mitigación y adaptación al cambio climático y la multi-
plicidad de fuentes sectoriales y territoriales que se requieren 
para formular e implementar las acciones necesarias para 
enfrentar este fenómeno, existen grandes retos asociados 
a la gestión de la información (Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales [IDEAM] et al., 2018). 

De esta forma, la PNCC establece que lograr una acción 
climática efectiva solo será posible si se cuenta con un acervo 

4	 Las líneas instrumentales son las herramientas que aseguran la eficien-
cia, efectividad y concurrencia institucional para el logro de los objetivos 
planteados en la pncc. Estas son: Planificación de la gestión del cambio 
climático; Educación, formación y sensibilización de públicos; Información, 
ciencia, tecnología e innovación; y Financiación e instrumentos económicos.
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de información pertinente, accesible a todo el público y de 
calidad que permita analizar las relaciones entre economía-
población-ecosistemas-clima y así identificar las medidas 
más eficaces para los diferentes sectores, actores y territorios 
(MADS, 2017). 

En consecuencia, la producción de información sufi-
ciente, en la escala adecuada y generada a partir de la 
coordinación con los diferentes actores públicos y priva-
dos, así como el desarrollo de mecanismos para garantizar 
su consulta y uso efectivo, se constituyen en una pieza 
fundamental del proceso de implementación de la PNCC 
de Colombia. Además, en este instrumento se considera 
que la divulgación de información puede utilizarse como 
herramienta de concientización del público, aspecto nece-
sario para promover el cambio en el comportamiento y los 
hábitos de consumo de la población, en línea con el desa-
rrollo resiliente al clima y bajo en carbono al que le apunta 
el país (MADS, 2017). 

Lo que se ha expuesto se refleja en el ámbito normativo 
en la Ley 1931 de 2018, al asignarle a los Ministerios 
que forman parte del SISCLIMA, dentro de sus com-
petencias, la responsabilidad de generar y recopilar 
los insumos e información necesaria para reportar el 
progreso de los “Planes Integrales de Gestión de Cam-
bio Climático Sectoriales” —PIGCCS— y los “Planes 
Integrales de Gestión del Cambio Climático Terri-
toriales” —PIGCCT—, como los principales medios de 
implementación que tienen las entidades territoriales y 
las autoridades ambientales regionales para identificar, 
evaluar, priorizar y definir las medidas y acciones de 
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adaptación y mitigación a nivel sectorial y territorial. 
(IDEAM et al., 2018)

En 2022, el MADS publicó la “Guía para la formula-
ción, implementación, seguimiento y evaluación” de los 
PIGCCT, que incluye seis etapas para la revisión y ajuste de 
los planes que ya están formulados y la elaboración de los 
nuevos: alistamiento, perfil territorial, análisis estratégico, 
plan de acción, monitoreo, seguimiento y evaluación e 
implementación.

Además, la ley en cuestión crea el Sistema Nacional de 
Información sobre Cambio Climático —SNICC —, con el 
fin de proveer datos e información transparente y oportuna 
que soporte la toma de decisiones.5 Vale la pena señalar que 
el SNICC aún no ha sido reglamentado y forma parte de las 
metas del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 (DNP, 
2019b). Este sistema representará un aspecto fundamental 
para fortalecer la democracia ambiental en el país al mejorar 
la producción, calidad y el reporte y acceso de la información 
a todo el público en general. 

Por otra parte, la NDC de Colombia es considerada por 
el Estado como una oportunidad para catalizar los esfuer-
zos nacionales a nivel sectorial y territorial para la planifi-
cación de una economía competitiva, resiliente al cambio 
climático y baja en carbono (IDEAM et al., 2018). En lo que 
se refiere a la generación de la información, el proceso de 
preparación de la primera NDC del país se soportó en datos 

5	 Que, entre otros, debe incluir instrumentos para la generación de 
información oficial, como el Registro Nacional de Reducción de las Emi-
siones de Gases de Efecto Invernadero —RENARE—, el Sistema Nacional de 
Información Forestal —SNIF—, el Inventario Forestal Nacional —IFN— y 
el Sistema de Monitoreo de Bosques y Carbono —SMBYC—.
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técnicos sobre las emisiones de GEI sectoriales registradas 
en el Inventario Nacional de GEI —INGEI— para el periodo 
1990-2012, el cual, según se indica en la Tercera Comu-
nicación Nacional de Cambio Climático, fue sometido a 
un “riguroso proceso de aseguramiento de calidad, por 
parte de prestigiosas instituciones internacionales como la 
Agencia de Protección del Medio Ambiente de los Estados 
Unidos (EPA) y la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (FAO-Roma)” (IDEAM 
et al., 2016, p. 5), además de insumos en otras áreas como 
análisis macroeconómicos realizados por el DNP, en los 
que se indicaron los impactos del cambio climático en la 
economía (MADS, 2015b). 

En términos de mitigación, se presentan avances en la 
gestión de la información consignada en el Sistema de Inven-
tarios de GEI —SINGEI— y el Registro Nacional de Reducción 
de Emisiones de Gases de Efecto Invernadero —RENARE— 
(IDEAM et al., 2018). La plataforma RENARE se encuentra 
abierta a los ciudadanos, quienes pueden consultar el perfil de  
las diferentes acciones, en el que se incluye la descripción  
de la iniciativa, el ámbito de aplicación, las emisiones de GEI 
reducidas y verificadas, entre otros datos.6

En lo que se refiere a adaptación, en la NDC se incluye 
como meta la estructuración de un “Sistema Nacional 
de Indicadores de Adaptación”, que permita monitorear 
y evaluar la implementación de medidas de adaptación. 
Dicho sistema se conformó en 2015 y fueron integrados 
en la metodología de análisis de vulnerabilidad y riesgo 
climático de la Tercera Comunicación Nacional de Cambio 

6	 A la fecha de escritura de este documento, disponible en http://
renare.siac.gov.co/GPY-web/#/ingresar  
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Climático (MADS, 2020e). Si bien, su definición repre-
senta un reto dada la complejidad técnica y los supuestos 
necesarios que se deben establecer para su cuantificación 
(Lema et al., 2016), el país ha realizado un esfuerzo para 
avanzar en este fin, tanto así que, en la segunda NDC, se 
establece que, específicamente con respecto al compo-
nente de adaptación, el SNICC se articulará con el Sistema 
Integrado de Información sobre Vulnerabilidad, Riesgo y 
Adaptación —SIIVRA—, el cual facilitará el monitoreo de 
las metas de adaptación del país a través de indicadores  
de gestión (Gobierno de Colombia, 2020). 

De otra parte, en el mismo documento de actualización 
de la NDC, se señala que la producción de información en 
materia de cambio climático considera un enfoque dife-
rencial “que ayude a describir las circunstancias sociales  
de diferentes grupos en el territorio nacional” (Gobierno de 
Colombia, 2020, p. 10). Esto incluye datos diferenciados por 
género, así como datos de las diferentes etnias y comunida-
des campesinas, que permitan identificar las desigualdades 
relevantes para la implementación de acciones de adaptación 
y mitigación, que lleven a establecer un panorama más 
robusto de las circunstancias nacionales para la gestión del 
cambio climático en el país.

En cuanto a medios de implementación, desde 2013 
el país ha avanzado en la estructuración del Sistema de 
Monitoreo, Reporte y Verificación —MRV—, bajo el enfo-
que de interacción, coherencia e interdependencia de los 
flujos de datos entre emisiones de GEI generadas, reducción 
y remoción de emisiones de GEI y financiamiento. Contar 
con información de dichos componentes, contribuye a la 
evaluación y seguimiento de las iniciativas relacionadas 
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con mitigación, adaptación y financiamiento climático 
(IDEAM et al., 2018). 

Finalmente, la disponibilidad y acceso de información 
sobre el progreso en la implementación de las normas, 
políticas públicas e instrumentos de planificación y ges-
tión del cambio climático y los ODS en el país, constituyen 
los insumos esenciales para monitorear el cumplimiento 
de los compromisos internacionales de Colombia ante la 
CMNUCC y el progreso de la Agenda 2030. Además, es 
una condición para garantizar la efectiva participación y 
gobernanza climática y para el desarrollo sostenible por 
parte del público. La falta de información en muchas 
ocasiones conduce a la inacción de los sectores y actores 
de la sociedad, ya que dificulta su participación profunda 
por la ausencia de argumentos fuertes para entrar a ser 
parte de los procesos de toma de decisiones (Rodríguez y 
Muñoz Ávila, 2009). 

1.2. Acceso a la participación pública 
La política pública para la implementación de la Agenda 
2030 en Colombia define la participación como una estra-
tegia de movilización, que trasciende la comunicación de la 
información y abre las puertas al trabajo conjunto con actores 
no gubernamentales, de tal manera que estos se conviertan 
en amplificadores de los ODS y veedores de su cumplimiento, 
además de contribuir a la generación de conocimiento clave 
para el desarrollo sostenible (CONPES 3918). 

Esta visión se refleja en los objetivos y funciones de la 
Comisión de ODS, al constituirse como un espacio formal 
para garantizar la visión integrada y participativa de los 
ODS en las dimensiones ambiental, social y económica, 
así como promover la articulación con actores del sector 
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privado, la academia y la sociedad civil, entre otros grupos 
de interés, “para el alistamiento y la efectiva ejecución de  
las políticas públicas, planes, programas, así como las estrate-
gias que le permitan al país dar cumplimiento a la ADP 2015 
[Agenda de Desarrollo pos-2015] y a los ODS” (Decreto 280 
de 2015, artículo 4). 

Sin embargo, actualmente los miembros de la Comi-
sión, en su mayoría, corresponden a entidades del Gobierno 
nacional y solo se incluye un líder del sector privado como 
invitado permanente (DNP, 2019a), a pesar de que en el 
CONPES 3918 se reconoce que la participación de diferentes 
actores —como la academia, las empresas, y la sociedad 
civil organizada— es un asunto esencial para la toma de 
decisiones (CONPES 3918). 

En lo que respecta a los mecanismos de participación 
pública en materia de ODS, el documento CONPES citado 
establece la plataforma multiactor, definida como “un espa-
cio de diálogo y participación continua y formal” (CONPES 
3918, p. 48), que se constituye en la máxima instancia de 
participación en la implementación de la Agenda 2030 
y representa el escenario de interlocución oficial entre la 
Comisión de ODS y los actores no gubernamentales. Tanto 
el Comité Técnico y la Comisión de ODS deben presentar a 
los miembros de dicha plataforma los avances en la imple-
mentación de las metas priorizadas por el país, con el fin de 
recibir su retroalimentación para mejorar la coordinación  
y colaboración entre las instancias del Gobierno nacional y  
los actores de la sociedad civil (CONPES 3918). 

Otra de las instancias de participación en la gestión 
de los ODS en Colombia se define como “una red que 
integre a los diferentes actores y les permita compartir y 
difundir todo el conocimiento generado para el desarrollo 
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sostenible” (CONPES 3918, p. 55). El tercer espacio de 
participación de la sociedad civil y los demás actores 
involucrados en materia de ODS corresponde al proceso de 
elaboración de los RVN (CONPES 3918, p. 37). El primer 
Reporte Voluntario se presentó en 2016, un año después 
de la adopción de la Agenda 2030, y se concentró en el 
proceso llevado a cabo por Colombia para el alistamiento 
de los ODS, el cual incluyó un diálogo con los diferentes 
actores. Para el caso del segundo RVN del país (presentado 
en 2018), se llevaron a cabo cinco talleres nacionales en los 
que se abordaron proyectos promovidos por organizacio-
nes comunitarias, con el objetivo de destacar el rol de las 
alianzas como herramientas de acción para avanzar hacia 
las metas ODS, así como el desarrollo de un piloto enfocado 
en medir cuantitativamente el aporte de la contribución 
de empresas de diferentes sectores a la Agenda 2030 y un 
evento de socialización del RVN, en el que se recibieron 
comentarios, los cuales fueron incluidos en la versión final 
del documento (DNP, 2020a).

En lo que respecta al cambio climático, y al igual que 
ocurre con el acceso a la información, la PNCC establece 
como uno de sus lineamientos la participación del público 
y especialmente de los grupos vulnerables como condición 
de la cual depende el diseño de medidas de adaptación y 
mitigación adecuadas para avanzar hacia una senda de 
desarrollo resiliente al clima y baja en carbono, así como 
para garantizar la integración de las diferentes instituciones 
y dependencias de la administración pública relacionadas 
con la gestión del cambio climático (MADS, 2017). 

Además, con el objetivo de incluir de manera efectiva 
el cambio climático en la toma de decisiones sectoriales, 
de desarrollo y en la planificación del territorio, la PNCC 
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propone cinco líneas estratégicas en los ámbitos territorial 
y sectorial,7 cuya implementación deberá contar con la 
participación del sector privado y las comunidades involu-
cradas. Es así como la línea de “Planificación de la Gestión 
del Cambio Climático” establece que los PIGCCT deben 
ser producto de un proceso de planificación concertado a 
través de la participación amplia de actores, quienes a su 
vez adquieren responsabilidades para la consecución de 
sus objetivos (MADS, 2017). 

A pesar de lo anterior, y teniendo en cuenta el pro-
ceso participativo adelantado para la construcción de 
la PNCC —durante 2014 y 2015— (MADS, 2020a), en el 
documento final se reconoce que, si bien se ha avanzado 
en la materialización de la participación en asuntos climá-
ticos, principalmente a través de la Estrategia Nacional de 
Educación, Formación y Sensibilización de Públicos sobre 
Cambio Climático,8 hacen falta acciones más concretas y 
coordinadas con las líneas estratégicas que define dicha 
política que promuevan: “espacios de concertación y trabajo 
conjunto entre las instituciones de los diferentes sectores 

7	 Desarrollo rural bajo en carbono y resiliente al clima; Desarrollo 
urbano bajo en carbono y resiliente al clima; Desarrollo minero-energético 
bajo en carbono y resiliente al clima; Desarrollo de infraestructura baja en 
carbono y resiliente al clima; y Manejo y conservación de los ecosistemas 
y servicios ecosistémicos para un desarrollo bajo en carbono y resiliente 
al clima, esta última como línea transversal que afecta el desarrollo de las 
otras líneas.

8	 Esta estrategia tiene el objetivo de “establecer directrices para la 
implementación de programas y proyectos que promuevan el acceso a la infor-
mación, la conciencia pública, la capacitación, la educación, la investigación 
y la participación, para contribuir en la creación de capacidades a nivel local, 
regional y nacional en el tema de cambio climático” (ideam et al., 2010, p. 8).
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y las organizaciones de la sociedad civil involucrados en 
el tema” (MADS, 2017, pp. 138-139). 

De este modo, el enfoque participativo de la gestión del 
cambio climático en Colombia se incluye en el trasfondo de 
varios de los principios orientadores para la implementación 
y reglamentación de la Ley de Cambio Climático del país. 
Así, por ejemplo, los principios de autogestión y correspon-
sabilidad consagrados en su artículo 2 establecen que “las 
personas naturales o jurídicas, públicas o privadas tienen la 
responsabilidad de participar en la gestión del cambio climá-
tico”, y, por consiguiente, desarrollarán acciones tendientes 
a contribuir a enfrentarlo (Ley 1931 de 2018). 

De igual manera, uno de los fines del SISCLIMA es 
fomentar la participación ciudadana para la toma de deci-
siones relacionadas con el cambio climático. Como parte 
de las funciones de la Comisión Intersectorial de Cambio 
Climático (CICC), se establece la de impulsar el uso de 
diferentes mecanismos entre el Gobierno nacional, las 
entidades territoriales y el sector privado para ejecutar 
políticas de manera articulada y así evitar la duplicidad 
de esfuerzos (Decreto 298 de 2016). 

Dentro de los escenarios de participación del público en 
el marco del SISCLIMA, se encuentra el Consejo Nacional 
de Cambio Climático —CNCC—, el cual actualmente se 
encuentra en proceso de reglamentación (MADS, 2020d). 
Se estableció como un órgano de consulta permanente de 
la CICC con el fin de prestar asesoría en la toma de deci-
siones que permitan la articulación efectiva entre esta, 
los gremios, las organizaciones sociales, las comisiones 
quintas del Congreso y la academia. Los miembros de la 
sociedad civil que integran el CNCC corresponden a repre-
sentantes de gremios, organizaciones no gubernamentales 
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que trabajan en temas de cambio climático, universidades, 
organizaciones internacionales de apoyo y cooperación al 
desarrollo (Ley 1931 de 2018). 

En las regiones, los “Nodos Regionales de Cambio Cli-
mático” —NRCC— se constituyen en la primera instancia 
de decisión y diálogo a nivel territorial (IDEAM et al., 2018) 
y representan un escenario de participación del público en 
materia climática, al incluir entre sus miembros represen-
tantes de la sociedad civil pertenecientes a los gremios y/o 
asociaciones del sector privado, la academia y entidades 
sin ánimo de lucro (Decreto 298 de 2016). Además, bajo 
criterio y autonomía de los NRCC y según lo establecido en 
su reglamento operativo (del que trata en Decreto 298 de 
2016), podrán vincular a otros actores (MADS, 2020c). Los 
actores interesados en formar parte de estas instancias pue-
den ponerse en contacto con la secretaría técnica del respec-
tivo nodo, la cual procederá de acuerdo con el reglamento 
correspondiente (MADS, 2020c). La incidencia en la toma 
de decisiones como resultado de la participación pública 
en estos escenarios debe reflejarse en la formulación de  
los PIGCCT (MADS, 2017). 

En lo que se refiere a la primera NDC, de acuerdo con el 
Documento de soporte de la iNDC del país, que establece los 
fundamentos técnicos y las circunstancias nacionales para 
la formulación de los compromisos climáticos, “la iNDC de 
Colombia es el resultado de un riguroso proceso técnico y 
participativo que contó con valiosos aportes suministrados 
por entidades e individuos del sector público, el sector pri-
vado y la sociedad civil” (MADS, 2015b, p. 2). 

El citado documento menciona que, en materia de 
mitigación, de manera paralela a los avances técnicos para 
la definición de la meta nacional de emisiones, se llevaron 
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a cabo una serie de encuentros, en los cuales “se realizaron 
socializaciones y discusiones sobre los avances y resultados 
del proceso” (MADS, 2015b, p. 18) de la iNDC. Dentro de los 
medios utilizados para recibir la retroalimentación pública 
de la meta de mitigación, se encuentran la publicación de 
documentos con información acerca de los avances del 
proceso de la iNDC en la página web del MADS, el desarrollo 
de una encuesta en línea disponible en dicho sitio web, 
eventos académicos apoyados por universidades y ONG 
nacionales e internacionales, talleres, mesas y sesiones de 
trabajo con actores públicos y privados así como con los 
diferentes sectores priorizados para la reducción de emi-
siones, y reuniones de alto nivel entre entidades del Estado 
(MADS, 2015a). Los resultados de dichos espacios sentaron  
las bases para la construcción del escenario Business as Usual 
(BAU) en el país, además de identificar y priorizar las medidas 
de mitigación en línea con los objetivos de desarrollo secto-
riales (IDEAM et al., 2018). 

De esta forma, en la primera NDC de Colombia se esta-
blece el enfoque territorial y sectorial, con el fin de priorizar 
y diseñar estrategias diferenciadas de cambio climático 
bajo las circunstancias regionales. Así, se buscó conciliar 
los enfoques de la gestión del cambio climático Bottom-up 
y Top-down con el fin de lograr una mayor coordinación y 
participación de los distintos actores, niveles de gobierno  
y organización territorial para el cumplimiento de las metas 
internacionales del país (MADS, 2015a). 

En cuanto a la actualización de la NDC del país, según 
el MADS, este proceso “se lleva a cabo y comunica bajo los 
principios de transparencia y los lineamientos establecidos 
por el Libro de Reglas del Acuerdo de París a través de 
las decisiones 4/CMA.1, 9/CMA.1, 18/CMA.1 y sus anexos”, 
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para lo cual, con el apoyo técnico de la ONG WWF se está 
formulando la “estrategia de participación para el proceso 
de actualización de la NDC” (MADS, 2020a, p. 7).

Pese a lo anterior, como lo reporta el informe de la ONG 
colombiana Ambiente y Sociedad, en el que se analizan 
aspectos sobre la participación pública en la actualización 
de la NDC, en la práctica, la percepción de la sociedad civil 
de dicho proceso es que no contó con el suficiente grado de 
involucramiento y participación de la sociedad civil, repre-
sentantes u organizaciones de pueblos indígenas, afrodes-
cendientes, campesinos o de mujeres y jóvenes y que, además, 
los espacios desarrollados se enfocaron en la recolección 
de perspectivas sobre cambio climático y no en el abordaje 
específico de las metas de la segunda NDC del país y su rela-
ción con las circunstancias y necesidades de los territorios y 
las comunidades locales, como ocurrió con los talleres “Mi 
promesa climática”, apoyados por el Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo — PNUD— (Aguilar, 2020).

En cuanto a la consulta pública del documento de 
actualización, la participación fue limitada, puesto que 
se definió un plazo de tan solo 20 días para la recepción 
de comentarios. A pesar de lo anterior, la sociedad civil 
realizó importantes apreciaciones que se incorporaron 
en el numeral 1, Elementos transversales e integradores, del 
documento que el país presentó ante la CMNUCC el 30 de 
diciembre de 2020. Estos fueron los elementos definidos 
para el cumplimiento de los compromisos climáticos más 
ambiciosos de Colombia a 2030, tales como la inclusión de 
los enfoques de género, de derechos humanos y diferencial 
de las comunidades étnicas y los grupos vulnerables. 

Así mismo, el elemento integrador de enfoque diferen-
cial con comunidades étnicas y vulnerables “reconoce el papel 
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central que desempeñan las comunidades locales en la con-
secución de los objetivos de acción climática” (Gobierno de 
Colombia, 2020, p. 3), por lo que establece la participación 
particular de comunidades indígenas, afrocolombianas y 
campesinas en la definición de acciones climáticas y en el 
fortalecimiento de su gobernanza climática en el territorio. 

En materia de igualdad de género y empoderamiento de la 
mujer, la segunda NDC del país incluye como elemento inte-
grador el reconocimiento del impacto diferenciado que el  
cambio climático tiene entre hombres y mujeres, así como 
el rol que desempeñan estas últimas en la conservación 
ambiental y la resiliencia de las comunidades, en razón de lo 
cual estableció incluir, como meta a 2025, consideraciones 
de género en la gestión del cambio climático en el país, 
teniendo en cuenta los objetivos de la Versión Mejorada 
del Programa de Trabajo de Lima y su Plan de Acción de 
Género (Gobierno de Colombia, 2020). 

Finalmente, como parte de los 5 ámbitos de los medios 
de implementación definidos en la segunda NDC del país, 
en el componente de educación, formación y sensibilización 
se define la participación del público como un elemento 
esencial para avanzar hacia la apropiación y transparencia 
de la gestión del cambio climático en el país. 

2. Oportunidades para fortalecer la gobernanza 
climática y de los ods en Colombia a partir 
de los estándares del acuerdo de Escazú 
Los análisis presentados en las secciones anteriores muestran 
que, como parte del proceso de formulación y seguimiento 
de las políticas públicas, normas e instrumentos de plani-
ficación y gestión en materia de cambio climático y ODS, el 
Estado colombiano ha incluido garantías para el ejercicio 
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de los derechos de acceso a la información y la partici-
pación pública, principalmente a través del desarrollo de 
sistemas de información; evaluaciones de la calidad de los 
datos; difusión mediante sitios web y documentos impresos; 
escenarios de participación como talleres, foros, mesas de 
trabajo y consultas públicas; e instancias de coordinación 
como la Comisión de ODS, la CICC y los NRCC. 

Dichas medidas se constituyen en factores habilitadores 
que contribuyen al cumplimiento de metas, así como a la crea-
ción de condiciones que facilitan la implementación coherente 
e integral de agendas de desarrollo con objetivos comunes 
(Nilsson et al., 2016). Pero, si bien en el país aún persisten 
retos para fortalecer el ejercicio pleno de dichos derechos en 
la acción climática y de los ODS, estos sí pueden abordarse a 
partir de la implementación efectiva del Acuerdo de Escazú.

A continuación, se describen las oportunidades identi-
ficadas en las políticas públicas, normas e instrumentos de 
planificación y gestión analizados con las que, a partir del 
Acuerdo de Escazú, se contribuye al fortalecimiento de las 
condiciones habilitadoras descritas, o a la creación de nuevas, 
para superar los factores que restringen la implementación 
coherente e integrada de estas agendas.

2.1. Desde la perspectiva de aprovechar las condiciones 
habilitadoras con las que cuenta Colombia 
En materia de cambio climático, la futura creación del 
SINCC de Colombia constituye una oportunidad para for-
talecer los derechos de acceso a la información y la parti-
cipación pública, ya que, como lo establece la PNCC, este 
sistema: “deberá contener disposiciones para la publicación, 
difusión y aprobación ciudadana de la información sobre la 
gestión del cambio climático” (MADS, 2017, p. 135).
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Este escenario abre la posibilidad para incluir, como parte 
del SINCC, el conocimiento tradicional de los pueblos indíge-
nas, los grupos étnicos, los campesinos y las comunidades rura-
les que habitan el territorio colombiano. La estrecha relación 
entre estas comunidades con la naturaleza y la dependencia 
directa de los recursos naturales para desarrollar sus medios 
de vida aumenta su vulnerabilidad a los efectos del cambio 
climático (Naciones Unidas, 2017). Por lo tanto, incluir sus 
visiones y asegurar su participación en la gestión de este 
fenómeno es un asunto determinante para el cumplimiento 
de los compromisos internacionales del país.  

A pesar de que diferentes Acuerdos Ambientales Mul-
tilaterales de los cuales Colombia forma parte, como el 
Convenio sobre Diversidad Biológica y el Acuerdo de París, 
reconocen que la valoración del conocimiento tradicional 
es un criterio primordial para la conservación y uso sos-
tenible de los ecosistemas (Naciones Unidas, 1992) y para 
integrar las acciones de adaptación al cambio climático 
en las políticas y medidas socioeconómicas y ambientales 
(CMNUCC, 2015), en los mecanismos de implementación 
analizados sobre cambio climático y ODS en Colombia no 
se incluye el conocimiento tradicional como una fuente de 
información que soporte la toma de decisiones. 

La EICDGB —Estrategia Integral de Control de la Defo-
restación y Gestión de los Bosques— reconoce la importan-
cia de los conocimientos tradicionales de las comunidades 
indígenas y afrocolombianas para la gestión sostenible de los 
bosques. Sus acciones están orientadas a proteger, recuperar 
y promover los conocimientos: 

asociados a la conservación y uso del bosque y al forta-
lecimiento de la gobernanza a través de la construcción 
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e implementación de instrumentos propios de ordena-
miento territorial como una medida para prevenir y 
responder al problema de la deforestación y degradación 
de los bosques. (MADS e IDEAM, 2017, p. 119)

Sin embargo, no se hace alusión a integrar a dichas 
comunidades como parte esencial de la gestión de la infor-
mación sobre el cambio climático. 

Lo anterior resulta de especial importancia para el cumpli-
miento de la NDC de Colombia. En primer lugar, el desarrollo 
de acciones climáticas orientadas a detener la deforestación 
y asegurar la conservación y el uso sostenible de los bosques 
puede tener mejores resultados si se incluye el conocimiento 
tradicional de las comunidades mencionadas, el cual es pro-
ducto de años de experimentación e innovación y les ha per-
mitido conocer profundamente las dinámicas del bosque, los 
mejores periodos de siembra o las actividades que se pueden 
desarrollar para su aprovechamiento sostenible. 

En esta misma línea, y en segundo lugar, que es lo que 
debe reforzarse, el conocimiento local representa una fuente de  
información valiosa para comprender las necesidades de polí-
tica pública o la forma más efectiva y costo eficiente de imple-
mentar una acción para que genere múltiples beneficios en 
un contexto social, cultural, ambiental, político y económico 
específico. 

Por esta razón, la creación del SINCC abre la oportu-
nidad para incluir, como parte de sus componentes, las 
llamadas ciencias ciudadanas y así contribuir a la generación 
de información a escala local, identificar los riesgos climá-
ticos a los que están expuestos sus habitantes y generar las 
acciones necesarias para reducir su exposición y aumentar 
su resiliencia. Esta iniciativa se alinea con el tercer objetivo 

El acuerdo de Escazú: un factor habilitador de la acción climática y de la Agenda 2030

183



específico de la PNCC, que establece “crear condiciones 
habilitantes de ciencia, tecnología e innovación necesarias 
para avanzar por una senda de desarrollo resiliente al clima 
y baja en carbono” (MADS, 2017, p. 74). 

Las ciencias ciudadanas son iniciativas innovadoras que 
involucran a los diferentes actores sociales en actividades de 
investigación para conocer el estado actual de una situación 
o problema, así como ayudar a encontrar respuestas a sus 
necesidades y preocupaciones, por medio de herramientas 
y recursos que se encuentren a su alcance (Irwin, 2018).

La aplicación de estas iniciativas también representa 
una herramienta para el monitoreo comunitario de los ODS, 
al conectar el empoderamiento de la sociedad civil con los 
vacíos de información para el cumplimiento de la Agenda 
2030 (Naciones Unidas, 2018), como lo demuestran expe-
riencias mundiales en las que los ciudadanos han apoyado la 
generación de datos sobre el ODS 3 (Salud y bienestar) y el 
ODS 6 (Agua y saneamiento) (United Nations Educational, 
Scientific and Cultural Organization [UNESCO], 2018).9 

9	 Este tipo de iniciativas se han desarrollado ampliamente en el mundo 
como una estrategia para monitorear la calidad del agua, así como para evaluar 
la efectividad de los esquemas y estrategias de protección de las fuentes hídricas 
de las cuales se abastecen las comunidades, lo cual está directamente relacio-
nado con su salud. Así, por ejemplo, en el Reino Unido se han desarrollado 
programas de monitoreo de la calidad del agua utilizando dispositivos de bajo 
costo que se han entregado a más de 2000 personas y han permitido monito-
rear más de 1600 puntos. Este programa ha demostrado la efectividad de las 
ciencias ciudadanas para complementar el trabajo de las autoridades locales, así 
como para ampliar el área de monitoreo a puntos que de otra forma hubieran 
sido imposibles de muestrear, teniendo en cuenta las limitadas capacidades 
de las autoridades ambientales (Brooks et al., 2019). Esto puede contribuir a 
identificar poblaciones vulnerables, evitar el impacto sobre su salud y tomar 
medidas oportunas para controlar el daño.
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De esta manera, los conocimientos tradicionales y las 
iniciativas de Ciencia Ciudadana pueden proporcionar 
insumos valiosos al Comité de Información Técnica y 
Científica para el Cambio Climático de la CICC. Para 
tal fin, resulta necesario la inclusión, como miembro de 
dicho comité, de al menos un representante del Comité 
Interétnico Nacional sobre Conocimientos Tradicionales. 
Este tipo de iniciativas se pueden articular a las líneas de 
investigación de la Mesa de Cambio Climático en la Edu-
cación Superior, teniendo en cuenta que estas responden “a 
las necesidades en investigación de los sectores y territorios 
en materia de cambio climático que están surgiendo de 
los Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Sectoriales y Territoriales” (MADS, 2020c, p. 5).

En términos de participación pública en materia cli-
mática, los PIGCCS y PIGCCT tienen como horizonte de 
planeación inicial el año 2029 y luego tendrán un periodo 
de 20 años, lo que representa una oportunidad para el 
fortalecimiento de la gobernanza climática local y sectorial 
que permita garantizar la trascendencia de sus acciones 
más allá de los periodos de gobierno, lo cual solo se logra a 
partir de la participación amplia y efectiva de los diferentes 
sectores y actores.

En este sentido, se considera necesario incluir, como 
parte de los miembros del CNCC, al menos a un represen-
tante de los resguardos indígenas, los territorios colectivos 
de las comunidades negras, los grupos étnicos y las asocia-
ciones campesinas y de comunidades rurales, de tal manera 
que las sugerencias y recomendaciones a la CICC tengan 
en cuenta la protección de los derechos y el respeto por 
las visiones, deseos y expectativas de estas comunidades.
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Una instancia de participación en materia climática 
que hubiera podido fortalecerse con la implementación de 
los estándares del Acuerdo de Escazú es la “Mesa Nacional 
de Educación y Sensibilización de Públicos sobre Cambio 
Climático”. Esta mesa estaba o estaría “conformada por 
entidades públicas y privadas, institutos de investigación, 
organizaciones de la sociedad civil, la academia” (MADS, 
2017, p. 282), entre otros actores, y tiene como misión “liderar 
el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de la 
Estrategia de Educación, Formación y Sensibilización de 
Públicos sobre Cambio Climático, promoviendo la participa-
ción de diferentes actores institucionales y sociales” (CONPES 
3700, p. 25). Sin embargo, este grupo fue reemplazado por 
la “Mesa de Cambio Climático en Educación Superior”, 
por considerar que: “se ha evidenciado mayor productividad 
interinstitucional desde el trabajo focalizado para cada uno 
de los niveles del servicio educativo establecidos en Colom-
bia, como la Educación Formal, Educación para el Trabajo 
y el Desarrollo Humano y la Educación Informal” (MADS, 
2020a, p. 1).

Si bien la Mesa de Cambio Climático en Educación 
Superior contribuye a “la implementación, seguimiento, 
acompañamiento y evaluación de medidas que promuevan 
el acceso a la información, fomenten la conciencia pública” 
(IDEAM et al., 2010, p. 39), como lo establece el objetivo  
de la Estrategia Nacional de Educación y Sensibilización de  
Públicos sobre Cambio Climático, su acción se ha enfo-
cado en responder a las necesidades de investigación y 
formación derivadas de las metas de país y los instrumen-
tos de gestión del orden nacional, así como la promoción 
de la educación en cambio climático a nivel de pregrado, 
posgrado y formación para el trabajo (MADS, 2020c),  
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y no en “estimular la participación más amplia posible”, ni en 
procurar la incidencia de los actores “en el estudio del cambio 
climático y sus efectos y en la elaboración de las respuestas 
adecuadas”, como lo establece el Artículo 6 de la CMNUCC. 
Además, solo se permite que formen parte de ella actores 
institucionales (MADS, 2020c), limitando la participación 
de otros actores de la sociedad civil, los pueblos indígenas, 
los grupos étnicos y las comunidades campesinas y rurales. 

En línea con las directrices de la PNCC con respecto  
a la conformación y operación del SISCLIMA, así como con 
las funciones de la CICC, se abre la oportunidad de incluir 
en la gestión del cambio climático “la participación de 
nuevas entidades o un rol diferenciado de estas, así como 
la creación de nuevas instancias que permitan la parti-
cipación amplia de nuevos actores no gubernamentales” 
(MADS, 2017, p. 157), dentro de las cuales se encuentran 
los comités técnicos. Por lo tanto, se sugiere la creación del 
“Comité Técnico sobre pueblos indígenas, grupos étnicos 
y comunidades campesinas y rurales para la gestión mul-
ticultural y pluriétnica del cambio climático en Colombia” 
como un órgano consultivo de la CICC que garantice que 
las decisiones adoptadas para el cumplimiento de los com-
promisos climáticos respeten y protejan sus tradiciones y 
prácticas para el manejo del territorio. Esta instancia puede 
contribuir a la articulación de la CICC con los NRCC, que 
actualmente cuentan con participación de pueblos indígenas, 
grupos étnicos y comunidades campesinas —Caribe e insu-
lar, Pacífico Norte, Pacífico Sur y Amazonía—, favoreciendo 
así la coherencia en la toma de decisiones. 

En lo que se refiere a la Agenda 2030, dentro de los miem-
bros de la Comisión de ODS no se cuenta con representación 
de la sociedad civil, ni de los pueblos indígenas, grupos étnicos, 
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campesinos y comunidades rurales. Por lo tanto, se propone 
la creación de dos comités técnicos o grupos de trabajo para la  
consulta y participación de la sociedad civil y de dichas comu-
nidades. Estas instancias se constituyen en verdaderos escena-
rios de participación en la gobernanza de la Agenda 2030 al 
tener comunicación directa con la instancia de mayor jerarquía 
para la gestión de los ODS en Colombia. 

En cuanto a la transparencia de la acción climática y la 
Agenda 2030, los estándares del Acuerdo de Escazú pue-
den fortalecer el proceso de elaboración del BTR (Informes 
Bienales de Transparencia, por sus siglas en inglés) que 
Colombia debe presentar ante la CMNUCC en 2024, como 
parte del Marco de la Transparencia del Acuerdo de París 
(artículo 13),10 y de los RVN sobre el progreso de los ODS. 
Los estándares del Acuerdo de Escazú pueden fortalecer 
estos procesos porque promueven la generación de datos 
a partir de un proceso articulado con otras entidades del 
Gobierno, así como la descentralización de la información 
en los niveles subnacional y local, lo que aumenta la rigu-
rosidad en la medición y permite conocer el estado real de 
la implementación de la NDC y las metas de los ODS. 

Sobre este aspecto, vale la pena señalar que, actual-
mente (hasta la fecha de redacción de este capítulo), el DNP 
no cuenta con un proceso definido para la incorporación 
de estrategias no gubernamentales en los RVN y el país 
no tiene planificado la presentación de un tercer Reporte 

10	 Este marco se considera como la columna vertebral del Acuerdo de 
París, ya que impulsa a que los países establezcan planes de acción climática 
basados en principios como integridad ambiental, exactitud, exhaustividad, 
comparabilidad, coherencia, complementariedad y consistencia, y que en la 
medición de su progreso se evite la doble contabilidad. Por ello, disponer 
de datos abiertos e inclusivos se convierte en una condición indispensable.
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(DNP, 2020a), lo que muestra aún más las oportunidades del 
Acuerdo de Escazú para avanzar en la consolidación de un 
proceso participativo de monitoreo, reporte y verificación 
de la Agenda 2030.

En esta misma línea, los estándares del Acuerdo de 
Escazú pueden promover la creación de un marco de trans-
parencia sólido para el acceso a la información sobre finan-
ciamiento climático. Una oportunidad para materializar 
lo anterior es la creación de los mecanismos financieros 
contemplados en la Ley de Cambio Climático de Colom-
bia, como los Cupos Transables de Emisiones.11 Como parte 
de la puesta en marcha de dichos mecanismos, la Ley en 
cuestión establece la formulación del Programa Nacional 
de Cupos Transables de Emisión de GEI —PNCTE— (MADS, 
2020b), el cual “comprenderá la verificación y certificación 
de reducciones de emisiones o remociones de GEI que se 
produzcan como resultado de la implementación voluntaria 
de iniciativas públicas o privadas” (Ley 1931 de 2018). 

Teniendo en cuenta que actualmente el PNCTE se 
encuentra en fase de diseño, los procesos de participación 
adelantados “se han focalizado al interior de las institu-
ciones que están liderando el proceso”, dentro de las que 
se encuentra el MADS, el DNP y el Ministerio de Hacienda, 

11	 La Ley 1931 de 2018 define los Cupos Transables de Emisión de 
GEI como: “un derecho negociable que autoriza a su titular para emitir 
una tonelada de CO2 u otro Gas de Efecto Invernadero por una cantidad 
equivalente a una tonelada de CO2. Un cupo se redime cuando se utiliza 
para respaldar la emisión de una tonelada de CO2 o su equivalente, durante 
una vigencia anual. Puede ser redimido en vigencias posteriores a la de su 
adquisición, pero una vez redimido, no podrá ser utilizado nuevamente” 
(artículo 29).
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y han abordado únicamente aspectos de construcción y 
fortalecimiento de capacidades (MADS, 2020b). 

Para garantizar la gestión transparente y la efectividad 
de dichos mecanismos, el acceso a la información y la parti-
cipación pública cobran especial importancia al contribuir a 
evitar la doble contabilidad y verificar el uso de los recursos 
generados por la nación provenientes de subastar los Cupos de  
Emisiones, los cuales se destinarán a iniciativas de reducción 
de emisiones de GEI, medidas adaptación y generación de la 
información necesaria para la gestión efectiva del cambio 
climático (Ley 1931 de 2018).  

Desde una visión más amplia y en línea con los propó-
sitos de largo plazo del Acuerdo de París, la implementa-
ción de la Estrategia de Largo Plazo 2050 de Colombia 
— e2050— representa un escenario para fortalecer la 
gobernanza en la gestión del cambio climático a partir de 
la implementación efectiva de los estándares de protección 
de derechos humanos y justicia ambiental del Acuerdo de 
Escazú. La e2050 se fundamenta en el principio de inte-
gralidad, en función del cual considera aspectos como el 
enfoque de género, la transición justa de la fuerza laboral 
y el abordaje participativo de las medidas para promover 
el desarrollo del país de manera congruente con la meta 
de limitar el aumento de la temperatura global en 1,5 °C 
(Esmeral, 2019). 

De esta manera, la e2050 se constituye en una opor-
tunidad para incluir, dentro de la gestión del cambio 
climático en Colombia, el enfoque de derechos, así como 
para fortalecer las garantías para el acceso a la justicia en 
asuntos climáticos, con el fin de contribuir a la salvaguardia 
de los derechos humanos y a la distribución equitativa de 
cargas, responsabilidades y beneficios, tanto de los impactos 
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del cambio climático, como de las acciones desarrolladas 
para enfrentarlo. Este enfoque, además, puede contribuir 
considerablemente a la implementación efectiva de las 
acciones de mitigación y adaptación para el cumplimiento 
de la NDC, haciéndolas más inclusivas, equitativas y no 
discriminatorias (ACNUDH, 2015).

Adicional a lo anterior, para lograr la acción climática 
integral y en pro del cumplimiento de los ODS en Colombia 
se requiere el desarrollo de medidas afirmativas para dar 
respuesta a expresiones concretas de injusticia ambiental 
derivadas del cambio climático que someten a ciertos gru-
pos sociales a situaciones de riesgo, producto de una apro-
piación injustificada y desproporcionada de la naturaleza en 
general o de los diferentes subsistemas que la conforman 
(Mesa Cuadros, 2018); en este caso, el sistema climático. 

En efecto, en Colombia resulta necesaria la creación de 
órganos especializados en materia ambiental y con cono-
cimientos en cambio climático, que permitan fortalecer 
los mecanismos judiciales ya existentes para la defensa 
del ambiente —como las acciones populares— así como 
garantizar la efectividad, transparencia, inclusividad e 
imparcialidad de las decisiones judiciales y administrativas 
y el desarrollo de medidas que permitan prevenir, hacer 
cesar, mitigar o reparar los daños causados por los efectos 
del cambio climático, con especial énfasis en las personas, 
grupos y ecosistemas vulnerables. En Colombia los con-
flictos ambientales continúan en aumento, a pesar de que 
los fallos en materia ambiental han evolucionado hasta 
incluir decisiones vanguardistas, como la declaración de la 
naturaleza como sujeto de derechos, o el reconocimiento de 
la importancia de la participación en la toma de decisiones 
ambientales y del principio de equidad intergeneracional 
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para hacer cesar actividades que impulsan el daño ambiental 
como la deforestación, entre muchas otras disposiciones. 
Se requiere que cuando este tipo de situaciones llegue a 
manos de los jueces, estos cuenten con las capacidades que 
les permitan integrar un balance entre los aspectos jurídicos, 
técnicos, sociales y económicos en sus decisiones, fortale-
ciendo de esta manera el derecho a la justicia ambiental y 
la legitimación activa en defensa del derecho al ambiente 
sano y al desarrollo sostenible. 

Vale la pena señalar que la creación de este tipo de 
instancias por sí solas no garantizan que los conflictos 
ambientales disminuyan en Colombia. Es necesario que el 
país empiece a buscar otros mecanismos de gestión ambien-
tal enfocados en las actividades o actuaciones que propician 
los conflictos, lo que requiere una reestructuración de las 
instituciones ambientales existentes y especialmente de 
cambios en la planificación del desarrollo sectorial del 
país que lleven a desligar el crecimiento económico de 
las emisiones de GEI y el aprovechamiento sostenible del 
espacio geográfico poco intervenido con el que aún cuenta. 

2.2. Desde la perspectiva de crear condiciones 
habilitadoras para superar los factores 
obstaculizadores que restringen el cumplimiento 
de la ndc y los ods en Colombia
Como se ha mencionado, en Colombia se presentan fac-
tores obstaculizadores o cuellos de botella que restringen 
la implementación coordinada, coherente, articulada y 
efectiva de la Agenda 2030 y los compromisos climáticos 
del país. Estos factores pueden ser de tipo institucional, 
político y normativo o de gobernanza, y afectar una o 
más dimensiones del desarrollo sostenible, obstruyendo el 
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cumplimiento de metas y objetivos (Nilsson et al., 2016; 
United Nations Development Programme [UNDP], 2017). 
Los factores obstaculizadores identificados, que se consi-
dera pueden abordarse a partir de la implementación efec-
tiva de los estándares del Acuerdo de Escazú en Colombia, 
se muestran en la figura 5.1. 

Gobernanza

Alta con�ictividad 
ambiental.

Poca o nula integración 
entre agendas. 

Falta de inclusión de pueblos
indígenas, grupos étnicos,

campesinos y comunidades 
rurales.   

Ambiente no propicio para 
ejercer la labor de los 

defensores/as de derechos
humanos en asuntos 

ambientales.   

Político y normativo

Institucional

Capacidades limitadas de los 
entes territoriales para la 

implementación
de las agendas.   

Debilidad de gobernanza 
territorial multinivel para 

el cumplimiento de los ods 
(prevalece el enfoque bottom

up en lugar de top down

 
  

Poca información y 
divulgación sobre las agendas 

para la sociedad civil.  

Falta de articulación 
del Gobierno con el sector 

privado.  

Fijación de metas de corto 
plazo en los periodos 

presidenciales. 

Falta de coherencia política 
y normativa para la 

implementación
de las agendas.   

Falta de inclusión 
del enfoque integrado del 
desarrollo en las políticas 

públicas.  

Falta de articulación 
y coordinación institucional.  

Poca inclusión de las metas 
y objetivos de las agendas 

en los instrumentos de 
plani�cación del desarrollo 
y ordenamiento territorial.

Figura 5.1. Factores obstaculizadores que pueden abordarse 
a partir de los estándares del Acuerdo de Escazú

Fuente: Elaboración propia. 

De manera general, las oportunidades derivadas del 
Acuerdo de Escazú para abordar los factores obstaculizadores 
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señalados se agrupan en las dos ideas fuerza. La primera de  
ellas se refiere a que la garantía plena y efectiva de los derechos 
de acceso a la información y la participación pública en el 
proceso de toma de decisiones sobre cambio climático y ODS 
permite superar la falta de articulación y coordinación insti-
tucional, promueve la coherencia política y normativa para 
el cumplimiento integrado de la NDC y los ODS, propicia la  
gobernanza territorial multinivel en la implementación de 
la Agenda 2030 y el cumplimiento de las metas climáticas, 
e impulsa a que estas agendas sean vistas como políticas de 
Estado y, por lo tanto, se fijen metas que trascienden los 
periodos de cada Gobierno. La segunda idea fuerza es el 
alto potencial de los estándares de la democracia ambiental, 
incluidas las garantías para la protección de los derechos de 
las personas que defienden y promueven asuntos ambientales, 
son camino para la reducción de la conflictividad ambiental 
en Colombia.

Desde la perspectiva institucional, la falta de articu-
lación y coordinación entre los ministerios, autoridades, 
instancias y demás organismos encargados de la implemen-
tación y seguimiento de la Agenda 2030 y los compromisos 
climáticos de Colombia lleva a que la toma de decisiones 
se realice en silos sectoriales que inhiben los esfuerzos del 
país para la efectividad de las políticas públicas, normas 
e instrumentos de planificación y gestión sobre la NDC 
y los ODS. Con respecto a este asunto, de acuerdo con 
la clasificación de los niveles de alineación de la acción 
climática con otras agendas de desarrollo propuesta por 
Dazé et al. (2018), Colombia se clasifica en el nivel de 
Alineación estratégica, que se refiere a que el país ha desa-
rrollado mecanismos de coordinación formal para facilitar 
la implementación de diversas agendas de desarrollo, mas 
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no existe un mecanismo que garantice la comunicación y 
articulación entre ellas (DNP, 2020b). 

A pesar de que el DNP, como entidad que coordina y 
apoya la planeación de corto, mediano y largo plazo de los 
sectores que orientan la definición de políticas públicas, 
participa tanto de la Comisión de ODS como de la CICC, 
con el objetivo de lograr la consecución y la articulación 
de la Agenda 2030 y las metas trazadas en torno al cambio 
climático, el análisis de las actas de las reuniones de la CICC 
y de la Comisión de ODS muestra que no existe comuni-
cación entre ellas y, por lo tanto, las decisiones continúan 
tomándose desde una perspectiva simple que no reconoce 
la integralidad de la Agenda 2030 y su alto grado de com-
plementariedad con la acción climática. 

Si bien aquí no se propone la creación de una instancia 
de coordinación adicional que articule las dos comisiones, 
pues, de acuerdo con lo que establece el proyecto de sim-
plificación y optimización de las instancias del Gobierno 
Nacional, lo que actualmente busca el país es aprovechar las 
instancias ya existentes para la articulación de temas estra-
tégicos (Díaz Baquero, 2015), sí resulta necesario establecer 
un mecanismo de comunicación entre dichas comisiones 
que permita alinear esfuerzos y articular acciones para el 
cumplimiento integrado de objetivos y metas. 

Sobre este asunto, a través de respuesta al derecho de 
petición interpuesto por la autora (MADS, 2020a), el MADS 
señaló que durante 2019 elaboró un primer borrador de 
decreto reglamentario del CNCC y fortalecimiento del SIS-
CLIMA, en el cual se propone “la definición de espacios y 
mecanismos para fortalecer la interlocución y coordinación 
entre los nodos y la Comisión Intersectorial de Cambio 
Climático - CICC” (MADS, 2020a, p. 3). Según dicha entidad, 
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el borrador del decreto ya ha sido revisado con los NRCC y la 
CICC y a la fecha de la respuesta (2020) se estaban realizando 
los ajustes necesarios para someterlo a consulta. Como parte 
de este proceso de reglamentación, surge la oportunidad de  
proponer, que dentro de los elementos establecidos para el  
fortalecimiento del SISCLIMA, se incluya un canal, mecanismo, 
procedimiento o estrategia de comunicación con la Comisión 
de ODS para el cumplimiento articulado de las agendas. 

De otra parte, la coherencia política y normativa se 
consagra en la meta 17.14 de la Agenda 2030 como una 
de las cuestiones sistémicas para cumplir los ODS. Desde 
la perspectiva de los Enfoques Integrados del Desarrollo, 
esta meta consiste en la adopción de medidas políticas que 
ayuden a alcanzar mutuamente los objetivos de diferentes 
agendas o a la evaluación de los efectos que los objetivos 
de una política, norma o instrumento de planificación 
y gestión tiene en el logro de las metas en otro ámbito 
(Tousen y Leininger, 2017). 

Este aspecto es el que es posible fortalecer a partir de la 
participación amplia y efectiva del público y los diferentes 
sectores, al permitir conocer si dos o más medidas de política 
se contradicen entre sí y, por lo tanto, socavan el logro de 
objetivos en una dimensión, o incluso en varias; por ejemplo, 
la evidente contradicción de los modelos de desarrollo con la  
zonificación ambiental y los planes de vida de los pueblos 
indígenas de la Amazonía colombiana. La Amazonía es la 
región que concentra la mayor área de bosques naturales y 
poco intervenidos del país. Sin embargo, políticas de desarrollo 
erráticas continúan promoviendo proyectos de hidrocarburos, 
desarrollos viales, la minería y la apertura de nuevas áreas 
para la ganadería y la agroindustria, como lo reporta la 
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investigación de Botero y Rojas (2018), lo cual aleja al país 
de la consecución de los objetivos de la EICDGB.

De esta manera, los estándares del Acuerdo de Escazú 
permiten que el Estado colombiano fortalezca la coordina-
ción e integración horizontal de las políticas, de tal manera 
que se formulen objetivos intersectoriales, denominados por 
Nilsson et al. (2016) como habilitadores y multisectoriales. 
Para lograrlo, se propone abarcar dos enfoques de la cohe-
rencia política: el sustantivo y el procedimental. El primero 
se refiere a la necesidad de identificar las reformas institucio-
nales necesarias en materia de competencias y responsabili-
dades de las instituciones y las entidades territoriales para 
cumplir con políticas intersectoriales y multisectoriales, y el 
segundo, a los procedimientos inmersos en la formulación, 
implementación y evaluación de las políticas públicas, en los 
que el acceso a la información y la participación pública se 
convierten en determinantes del ciclo de las políticas sobre 
los ODS y la acción climática. 

Colombia tiene una débil gobernanza multinivel para el 
cumplimiento de los ODS, es decir, existe poca articulación 
entre el Gobierno central y las entidades territoriales. A pesar 
de que, como parte de la estrategia para la implementación de 
la Agenda 2030, Colombia le apuesta a la localización de las 
políticas en materia de desarrollo sostenible a través de “un 
enfoque territorial” (CONPES 3918, p. 10),12 aún persisten retos 
para que los municipios y departamentos incluyan los ODS de 

12	 La CEPAL (2019b) define el enfoque de localización o territorializa-
ción de los ODS como un “proceso mediante el cual los actores territoriales 
se apropian de los compromisos globales adoptados en la Agenda 2030, lo 
que se visibiliza en la implementación de estrategias y acciones para avanzar 
en el cumplimiento de los ODS” (p. 2).
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manera efectiva en sus planes de desarrollo y participen acti-
vamente en la gobernanza de la Agenda 2030. La prevalencia 
del enfoque bottom up en la toma de decisiones se refleja en 
la ausencia de representantes de las entidades territoriales 
en la Comisión de ODS, la falta de capacidades técnicas para 
la implementación de la Agenda 2030 y la poca asignación 
presupuestal para el cumplimiento de las agendas.

En desarrollo de la segunda idea fuerza, como se men-
cionó, el Atlas Mundial de Justicia Ambiental ubica a 
Colombia como el segundo país con el mayor número de 
conflictos ambientales de América Latina, después de Bra-
sil, y el quinto en el mundo, con 129 casos reportados en 
2018, de los cuales el 34  % se relaciona con proyectos, obras, 
actividades o decisiones administrativas que intensifican 
los efectos del cambio climático, como los cambios en el 
uso del suelo, la deforestación, la agroindustria y la gana-
dería (13 %); la exploración y explotación de combustibles 
fósiles y la producción de energía (15 %) (Atlas de Justicia 
Ambiental, 2018). 

Así las cosas, la implementación efectiva del Acuerdo 
de Escazú en el país tiene el potencial para reducir la con-
flictividad ambiental relacionada con el cambio climático 
al permitir que los diferentes actores sociales sean parte 
de las decisiones que afectan su territorio y cuenten con 
los garantías para acceder a instancias y procedimientos 
judiciales y administrativos efectivos, oportunos, públicos e  
inclusivos, así como para establecer un entorno propicio 
para el trabajo de quienes defienden los derechos humanos 
en asuntos ambientales a partir de medidas adecuadas para 
reconocer, proteger y promover sus derechos. 

Esto último resulta de especial importancia para la imple-
mentación de la segunda NDC del país, ya que los principios 
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transversales e integradores para el cumplimiento de sus com-
promisos en materia de mitigación y adaptación —que, como 
se mencionó, incluyen los enfoques de derechos humanos, 
igualdad de género y empoderamiento de la mujer, diferencial 
con comunidades étnicas y vulnerables, equidad intergene-
racional e inclusión territorial— son los que viabilizan una 
transición justa hacia la carbono neutralidad a tiempo que 
abordan las inequidades y desigualdades preexistentes sobre 
los grupos más vulnerables de las sociedad —que son exacer-
badas por la crisis climática— y se reducen los riesgos sobre 
las y los defensores del ambiente (Gobierno de Colombia, 
2020). Este escenario posiciona los estándares del Acuerdo 
de Escazú como facilitadores de la implementación de dichos 
enfoques, que lleven al país al cumplimiento de sus metas 
climáticas internacionales sin que en este camino se vulneren 
derechos humanos. 

Finalmente, y atendiendo a la situación del mundo 
luego de la covid-19, el Acuerdo de Escazú se convierte 
en un poderoso instrumento para proteger los derechos 
humanos, colectivos y ambientales, durante una situación 
de emergencia social, económica y ecológica,  así como un 
acuerdo clave dentro de la reactivación económica verde 
de Colombia pospandemia. La covid-19 se constituyó en 
un limitante del acceso a la información, la participación 
y la justicia en asuntos ambientales de manera oportuna y  
efectiva, ya que las medidas de distanciamiento social, 
cuarentena y aislamiento que el Gobierno colombiano 
adoptó aumentaron los tiempos de respuesta a solicitu-
des de información,13 retrasaron los procesos judiciales 

13	 De acuerdo con el Decreto 491 de 2020 “Por el cual se adoptan 
medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los 
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y restringieron los escenarios de participación, como las 
audiencias públicas en el marco de los procesos de licen-
ciamiento ambiental, que se realizaron de manera virtual. 
Llevar a cabo este tipo de escenarios de participación de 
manera virtual restringe que las comunidades que habitan 
las zonas con acceso limitado a servicios de energía eléctrica 
e internet participen y, por lo tanto, se intensifica aún más 
que se reduzcan a espacios de socialización. Además, se está 
garantizando que se cumplan los términos de la Constitu-
ción Política de Colombia, es decir, que la audiencia pública 
sobre licenciamiento ambiental sea previa, informada, 
amplia, deliberada, consciente, responsable, efectiva y 
eficaz. Finalmente, en el escenario pospandemia se pueden 
abrir nuevas brechas de desigualdad que se intensifican 
con la crisis climática. El Acuerdo de Escazú debe verse 
como una oportunidad para abordarlas y avanzar hacia 
una Colombia justa, equitativa, sostenible y resiliente a la 
crisis climática.

Conclusiones y propuestas de cambio
No existen fórmulas perfectas ni únicas que generen solu-
ciones radicales a los complejos problemas ambientales 
que se presentan en Colombia. Sin embargo, el Acuerdo 
de Escazú representa una buena práctica de gobernanza 
ambiental que, a partir de las garantías para el acceso opor-
tuno a la información, la participación amplia y efectiva del 

servicios por parte de las autoridades públicas y los particulares que cumplan 
funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y de los 
contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco 
del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, se señala que: 
“Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta 
(30) días siguientes a su recepción” (art. 5).
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público, el acceso a instancias judiciales y administrativas 
especializadas en asuntos ambientales, y el entorno propicio 
para el trabajo de las personas, grupos y organizaciones 
que defienden los derechos humanos ambientales, fortalece 
el Estado de derecho como condición necesaria para el 
cumplimiento del objetivo de la Agenda 2030 de alcanzar 
sociedades sostenibles, justas, equitativas y en paz.

El análisis presentado muestra que Colombia cuenta con  
un robusto marco institucional, jurídico y de política pública 
en materia de cambio climático y ODS. Este marco incluye 
garantías para el ejercicio de los derechos de acceso a la 
información y la participación pública, como lo muestra su 
inclusión en los principios orientadores de la PNCC; el enfo-
que de apropiación territorial de la Agenda 2030, inmerso 
en los instrumentos de planificación y desarrollo depar-
tamental y municipal del país y en los planes sectoriales y 
territoriales de cambio climático; así como el establecimiento 
de instancias de coordinación interinstitucional, como la 
Comisión de ODS, la CICC y los NRCC. Dichos elementos de 
este marco estatal se constituyen en factores habilitadores 
que pueden fortalecerse a partir de la democracia ambiental 
y así contribuir al cumplimiento de metas y a la creación 
de condiciones que faciliten la implementación coherente e 
integral de las agendas analizadas. 

Dentro de las oportunidades derivadas de la implemen-
tación efectiva de los estándares del Acuerdo de Escazú, 
que aprovechan las condiciones habilitadoras señaladas, 
se encuentra el fortalecimiento de la Mesa Nacional de 
Educación, Formación y Sensibilización de Públicos sobre 
Cambio Climático; la inclusión del conocimiento tradi-
cional de los pueblos indígenas, los grupos étnicos, las 
comunidades campesinas y rurales y las ciencias ciudadanas 
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en el SNICC y en el monitoreo de los ODS; y el reforzar la 
transparencia en la toma de decisiones en lo que se refiere 
al progreso de las agendas. 

Desde la perspectiva de abordar los factores obstaculiza-
dores, el Acuerdo de Escazú contribuye a superar la falta de 
articulación y coordinación institucional que lleva a que las 
decisiones se tomen en silos sectoriales; promueve la coheren-
cia política y normativa para el cumplimiento integrado de la 
NDC y los ODS; propicia la gobernanza territorial multinivel 
en la implementación de la Agenda 2030 y el cumplimiento 
de las metas climáticas; e impulsa a que estas agendas sean 
vistas como políticas de Estado y, por lo tanto, se fijen metas 
que trascienden los periodos de cada Gobierno. 

Finalmente, implementar el Acuerdo de Escazú posibi-
lita la reducción de la conflictividad ambiental en materia 
de cambio climático al permitir que los diferentes actores 
sociales sean parte de las decisiones que afectan su terri-
torio y cuenten con los garantías para acceder a instancias 
y procedimientos judiciales y administrativos efectivos, 
oportunos, públicos e inclusivos, así como para establecer 
medidas adecuadas que reconozcan, protejan y promue-
van las garantías fundamentales de quienes defienden los 
derechos humanos en asuntos ambientales, de modo que 
cuenten con un entorno propicio para su labor.
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Capítulo 6
Ciudades sostenibles:  

una alternativa para superar  
la crisis climática y cumplir con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible

Karol Tatiana Sanabria Rodríguez*

Introducción
Las ciudades, como centros de crecimiento económico que 
ofrecen oportunidades de ingreso (Carreño y Alfonso, 2018) 
y que tienen en la actualidad en sus objetivos mejorar la 
calidad de vida de sus habitantes, enfrentan desafíos ambien-
tales, sociales y económicos, que se incrementan cada vez 
más al concentrarse mayor población por fenómenos como 
las migraciones, motivadas por violencia o desplazamiento 
(Monroy Rosas, 2008). La transición a las sociedades indus-
trializadas ha alterado la base socioeconómica de la existencia 
humana junto con un aumento de uso de recursos. Dados 
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los recursos finitos, existe el riesgo de colapso al crecer las 
ciudades más rápido de lo que pueden innovar o adaptarse 
al cambio ambiental (Burnside et al., 2012) hasta el punto 
de que, en un largo tiempo, los recursos no puedan ser 
renovados y tengan una capacidad limitada de recuperación, 
generando impactos a escala local, regional y global (Carreño 
y Alfonso, 2018).

La presión de la urbanización se presenta a nivel mun-
dial y se espera que siga aumentando exponencialmente la 
población que habita en centros urbanos (Departamento de 
Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas, 
2013; Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de 
las Naciones Unidas, 2018). En Colombia, de acuerdo con 
el informe del Censo Nacional de Población y Vivienda, 
desde 1905 al 2018 hemos aumentado 43 895 410 habitan-
tes, distribuidos en su mayoría (77,1 %) en las cabeceras 
municipales y apenas un 15,8 % en la ruralidad (Depar-
tamento Administrativo Nacional de Estadística [DANE], 
2018). Específicamente en América Latina, la expansión 
urbana se debe a procesos informales que tienden a las 
afueras y en áreas aledañas, de tal manera, que sus habi-
tantes terminan dependiendo de la ciudad en términos 
de movilidad o trabajo (Carreño y Alfonso, 2018, p. 4). 
Dentro de los retos que enfrentan las ciudades, es esencial 
abordar acciones de mitigación y adaptación al cambio 
climático, la seguridad alimentaria, la calidad del entorno 
urbano, el consumo responsable, el uso inteligente del 
espacio (Ontiveros Baeza et al., 2017) y tener como pilar 
la participación, la transparencia y la información como 
una forma de gobernar. 

La ciudad se ha caracterizado como un hábitat social 
“donde se desarrolla la vida en comunidad, satisfacen sus 
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necesidades y generan recursos” (Aponte Páez, 2007). 
Esta definición ha predominado principalmente por ser 
un espacio donde interactúan y se concentran una gran 
cantidad de personas que genera una urbanización ligada 
directamente con el crecimiento económico a tal punto 
que ha permitido impulsar el crecimiento de las economías 
nacionales (Carreño y Alfonso, 2018; Suzuki et al., 2010). 
Las ciudades se convierten en un lugar estratégico para que 
el crecimiento no siga demandando una gran cantidad de 
materia y energía, sino que, por el contrario, se cambien 
los modelos de consumo y producción para lograr una 
sostenibilidad (Seguel Aburto y Samaniego, 2020). 

Este capítulo se propone abordar el concepto de ciuda-
des sostenibles como una alternativa para superar la crisis 
climática y cumplir con objetivos internacionales para mejo-
rar la calidad de vida de las personas y de nuestro entorno. 
En primer lugar, se reúnen diferentes definiciones signifi-
cativas para poder extraer las principales características de 
las ciudades sostenibles. Luego, se destaca el rol de las ciu-
dades sostenibles tanto en el Acuerdo de París como en la 
Agenda 2030 para, entonces, destacar instrumentos como 
la Agenda Nueva Urbana, los Planes de Ordenamiento  
Territorial y una política local de crecimiento verde para 
impulsar la implementación conjunta de las agendas. Final-
mente, se concluye que se necesitan dichos instrumentos 
para que los centros urbanos planifiquen su territorio con 
una línea coherente, posicionando a las ciudades sostenibles 
como un medio para superar la crisis climática y cumplir 
los objetivos de desarrollo sostenible a través de un modelo 
de gobernanza.
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1. Un abordaje teórico al concepto 
de ciudades sostenibles 
A nivel mundial, la sostenibilidad de la ciudad se ha deba-
tido desde principios de la década de 1990. Se ha establecido 
que las ciudades deben satisfacer las necesidades de desarro-
llo de sus habitantes sin imponer demandas insostenibles a 
los recursos y sistemas naturales locales o globales (Depar-
tamento de Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones 
Unidas, 2013, p. 61). Las primeras aproximaciones a un con-
cepto de sostenibilidad se reflejan en la Declaración de Río 
de 1992, donde se integró el desarrollo social y económico, 
la gestión ambiental y la gobernanza urbana. Posterior-
mente, en 1996, se debatió la sostenibilidad urbana como 
algo que requiere una integración armoniosa de los elemen-
tos económicos, sociales y ambientales en la Agenda 21.  
Esta agenda reconoce el papel clave de las autoridades 
locales y de los ciudadanos al contemplar nuevas formas de 
gobierno en las que participan amplios sectores en la toma 
de decisiones y hay conciencia y educación de la ciudadanía 
(Aguado Moralejo, 2005). 

Más adelante, en el Foro Urbano Mundial del 2002, 
se reafirmó que las ciudades sostenibles debían conjugar 
las cuestiones económicas, sociales, medioambientales y de 
gobernanza. En este contexto, a nivel internacional, se ha 
consolidado un discurso sobre el desarrollo sostenible que lo 
entiende como un desarrollo que permite usar los recursos, 
pero sin que lleguen a un punto que no puedan ser renovados; 
reducir los modos de producción, integrando los pilares de 
desarrollo social, económico, gestión ambiental a través de la 
gobernanza urbana (Departamento de Asuntos Económicos 
y Sociales de las Naciones Unidas, 2013, p. 62); y donde el 
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proceso de intervención cambia y prioriza la participación de 
la ciudadanía y la rendición de cuentas en la gestión estatal 
(Restrepo Medina, 2009).

Sin duda, el concepto de ciudades sostenibles está ligado 
al concepto de desarrollo sostenible, el cual surge en el docu-
mento “Nuestro Futuro Común”, liderado por la científica 
Gro Harlem Brundtland, dado que las ciudades deben 
garantizar “un desarrollo duradero que satisfaga las nece-
sidades y las aspiraciones del presente sin comprometer la 
facultad de continuar haciéndolo en el futuro” (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 1987, p. 55). Desde 1972, 
en la Declaración de Estocolmo, se contempló que se nece-
sita garantizar todas las necesidades, tanto sociales, como 
culturales, económicas y ambientales. El desarrollo soste-
nible tiene una doble apuesta: primero, satisfacer y mejorar 
las condiciones de vida y de trabajo incluyendo a los más 
vulnerables y, en segundo lugar, asegurarse de que esas mis-
mas garantías las puedan disfrutar las generaciones futuras, 
incluyendo el acceso asequible a la vivienda, saneamiento 
y electricidad (Departamento de Asuntos Económicos y 
Sociales de las Naciones Unidas, 2013). 

Carreño y Alfonso (2018) enfocan la noción de soste-
nibilidad en lo urbano e indican que, para que la sosteni-
bilidad sea posible en un largo plazo, se deben articular 
las ideas de la economía y de la ecología. Con la pre-
misa de que el crecimiento económico, la producción y la 
urbanización están ligadas, es necesario que las ciudades 
internalicen los costos ambientales y sociales del desarrollo 
e implementación de estrategias de producción más lim-
pias (Carreño y Alfonso, 2018). Para pagar estos costos 
ambientales, gracias a la teoría económica, se han pro-
puesto instrumentos de regulación que permiten resolver 
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las externalidades negativas, como el resolver la contami-
nación con los impuestos o subsidios (Viladrich, 2004).1 
Estas externalidades negativas suceden cuando el sujeto 
económico realiza actividades que afectan a terceros que 
no reciben una compensación a cambio o sin que el sujeto 
económico asuma el costo (Rodríguez Cely et al., 2014). 

Serbanica y Constantin expresan que se han asignado 
diferentes etiquetas a las ciudades que integran el desa-
rrollo social, económico y económico y existen diferentes 
conjuntos de indicadores para definirlos: “ciudades eco-
lógicas”; “ciudades sostenibles y eficientes en el uso de 
los recursos”; “ciudades verdes” o simplemente “ciudades 
sostenibles” (2017, p. 55; traducción de la autora). Ini-
ciando por el concepto de ciudades ecológicas, se destacan 
a Suzuki et al. como los autores principales. En Ciudades 
Eco2: ciudades ecológicas como ciudades económicas, las defi-
nen como aquellas que, por medio de “una planificación y 
administración urbana […]aprovechan los beneficios de los 
sistemas ecológicos y protegen y cuidan estos activos para 
las futuras generaciones” (Suzuki et al., 2010; traducción 
de la autora) reduciendo el daño al ambiente, a la vez que 
mejoran el bienestar de sus habitantes.

Al igual que Carreño y Alfonso, Suzuki et al. pretenden 
una sinergia de la sostenibilidad ecológica y económica. Esto 
quiere decir que los gobiernos locales dirigen un proceso de 

1	 Se atribuye a Pigou el tratamiento de las externalidades. Según el 
economista, existen externalidades cuando, en la producción o en el con-
sumo, los costos o beneficios privados son diferentes a los costos o benefi-
cios sociales. Para ello, propone lo que se ha denominado como “impuesto 
pigouviano”: aquel que incrementa los costos privados de producción de 
aquellas actividades que generan externalidades negativas con el fin de que 
se aproximen a los costos sociales.
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desarrollo y planificación donde los elementos ecológicos 
suministran múltiples servicios. Asimismo, analizan el pano-
rama de las ciudades frente a la energía, el agua, el transporte 
y los residuos sólidos. En otro texto titulado Transformando 
las ciudades con el transporte público, Suzuki et al. abordan 
el concepto de ciudades sostenibles cuando se vinculan 
exitosamente las inversiones en transporte público con el 
desarrollo urbano, aumentando su capacidad y utilizando 
residuos para convertirlos en energía, por ejemplo (Suzuki 
et al., 2013). 

Por su parte, el Programa de las Naciones Unidas para 
el Medio Ambiente —PNUMA— es el primero en destacar 
que las ciudades sostenibles ofrecen una oportunidad para 
reducir no solo la huella ambiental sino las emisiones de 
gases de efecto invernadero. Adicionalmente, considera a 
estas ciudades como aquellas que realizan una transición 
a una producción y consumo sostenible, resiliencia y sos-
tenibilidad ambiental. El PNUMA promueve un enfoque de 
eficiencia y de sostenibilidad para el diseño de políticas que 
solo se puede lograr si se fortalece la institucionalidad y 
la articulación. A pesar de que el informe sobre Eficiencia 
en el uso de los recursos en América Latina concluye que “el 
impacto ambiental de las actividades económicas es tan 
grande que, por más que se mejore la eficiencia en el uso 
de los recursos, difícilmente se logre alcanzar la sosteni-
bilidad” (UN Environment Programme, 2017), es esencial 
continuar con los esfuerzos para reducir las desigualdades 
y lograr un menor impacto ambiental. 

Las ciudades verdes se enmarcan en el objetivo del 
crecimiento verde, promovido por la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Este 
concepto se entiende como la oportunidad de crear puestos 
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de trabajo, atraer empresas e inversiones, y a la vez se busca 
mejorar la calidad del ambiente y se afrontan los retos 
ambientales, particularmente el del cambio climático (OECD, 
2013). El crecimiento verde se define como nuevas fuentes de 
crecimiento urbano que permiten el desarrollo al tiempo que 
se garantiza que los recursos ofrezcan servicios ambientales, 
de lo que depende el bienestar humano. 

Para lograr esta meta, es necesario implementar polí-
ticas que aborden los costes de la reducción del impacto 
ambiental, es decir, internalizar las externalidades ambien-
tales negativas, como la contaminación y emisiones de 
gases efecto invernadero, tal como lo proponen Carreño 
y Alfonso (2018). 

La diferencia entre crecimiento verde y desarrollo sos-
tenible radica en que el primero se centra en dos de los tres 
pilares: la eficiencia económica y la protección al ambiente. 
No aborda el de la equidad social, a pesar de que pueda pro-
porcionar beneficios colaterales en este sentido (OECD, 2013). 

Frente a este aspecto, Cohen (2018), al abordar los ele-
mentos de la ciudad sostenible, incluye elementos sociales  
que conducen a elecciones de consumo y comportamiento que 
minimizan el impacto humano sobre el ambiente, siendo 
clave el rol del sector privado y del Gobierno para gene-
rar fuentes de financiamiento y así desarrollar y mantener 
infraestructuras sostenibles y, en línea con la OCDE, abordar 
fuentes de crecimiento urbano. Sin duda, estos nuevos tér-
minos han surgido y contribuido a difundir la idea de que 
se debe realizar una transición y un cambio de paradigma 
para gestionar las ciudades, incluyendo una planificación que 
tenga en cuenta la sostenibilidad urbana, es decir, con bajas 
emisiones de carbono, planificación sensible a los alimentos, 
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eficiencia de los recursos urbanos y resiliencia urbana 
(Swilling, 2016). 

Con base en las definiciones consultadas, es posible 
observar los siguientes elementos comunes entre las dis-
tintas aproximaciones: (i) la economía, la ecología y la 
cohesión social son pilares para una ciudad sostenible;  
(ii) se debe fomentar el desarrollo económico mediante 
actividades urbanas que internalicen los costos ambientales 
y sociales del desarrollo; (iii) se deben implementar nuevas 
formas de medir y examinar el crecimiento económico;  
(iv) se debe buscar el uso eficiente de la energía, transporte 
sostenible, acceso y calidad del agua, calidad del aire y 
producción sin residuos; (v) se debe abordar el cambio cli-
mático y contemplar acciones para reducir los gases efecto 
invernadero y, (vi) para lograr una transición a las ciudades 
sostenibles, se requiere fortalecimiento institucional y una 
forma de gobierno basada en la interrelación de actores, 
priorizando la participación de la ciudadanía y la rendición 
de cuentas. 

2. Relación de las ciudades sostenibles  
con el Acuerdo de París y la Agenda 2030 
El concepto de ciudades sostenibles, abordado desde la planifi-
cación y administración urbana, se convierte en una estrategia 
de cambio con un papel central en la agenda global de desa-
rrollo para abordar conjuntamente los retos sociales —para 
alcanzar la equidad y reducción de la pobreza—, económicos 
y de sostenibilidad ambiental (Suzuki et al., 2010, p. 15). Para 
iniciar con las estrategias que deben abordarse en el marco de 
agendas internacionales, se deben precisar las causas que llevan 
a buscar implementar ciudades sostenibles: (i) generalmente, 
la urbanización y construcción de edificios ha cambiado 
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el uso de la tierra, limitando el intercambio de humedad y 
temperaturas promedio en la zona; (ii) el aumento de gases 
de efecto invernadero ha contribuido al cambio climático;  
(iii) hay un alto consumo de energía (Carreño Alfonso, 2018) 
y, (iv) se producen altas emisiones de contaminantes que 
afectan la atmósfera como recurso y la salud de las personas, 
tales como material particulado (PM10 y PM2,5), dióxido 
de carbono (CO2) y dióxido de nitrógeno (NO2), entre otros. 

Iniciando por la limitación del intercambio de humedad 
y temperaturas y el aumento de las emisiones de gases efecto 
invernadero, se destacan los postulados del Acuerdo de 
París adoptado en el 2015 como un instrumento internacio-
nal que “reconoce la necesidad de una respuesta progresiva y 
eficaz a la amenaza del cambio climático” (Naciones Unidas, 
2015). Según este acuerdo, se deberá abordar el cambio 
climático mediante la reducción de gases efecto inverna-
dero en los sectores donde cada ciudad realice mayores 
emisiones y mediante la adaptación ecológica, promoviendo 
la resiliencia y trabajando en estrategias que enfrenten los 
efectos adversos del cambio climático especialmente para 
las personas más vulnerables en las ciudades. 

Dentro de los principales retos de adaptación que 
enfrentan las ciudades, se pueden mencionar las inunda-
ciones, el incremento en la contaminación del aire, la sequía, 
incremento de la demanda de agua, disminución de la dis-
ponibilidad de agua dulce, y los fenómenos meteorológicos 
extremos, que son cada vez más frecuentes (Oltra y Marín, 
2013; ONU-Habitat, 2018). Para superar estos impactos, 
se deben desplegar inversiones, acciones e investigaciones 
que puedan dar a conocer previamente los efectos a los que 
es vulnerable cada ciudad de acuerdo con su localización 
geográfica y los enfoques territoriales, sectorial, de género 
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y diferencial con comunidades étnicas y vulnerables. Estos 
enfoques son de gran relevancia, pues los impactos del cam-
bio climático pueden acrecentar otros problemas urbanos 
y socioambientales. Por ejemplo, las olas de calor pueden 
causar cientos de muertos entre la población más vulnerable 
(Oltra y Marín, 2013). 

Para superar estos retos, se requiere del desarrollo e 
implementación de estrategias con destinación de recursos, 
apuestas en la tecnología, en la ciencia, en las capacidades y 
en la información accesible para la toma de decisiones (Oltra 
y Marín, 2013). Como ejemplo de iniciativas, se resaltan las 
redes de ciudades c40, que tienen como objetivo aumentar 
la ambición climática de las ciudades. Dentro de las acciones 
propuestas, se encuentran programas de información a los 
ciudadanos para que cambien sus cocinas de energía fósil, 
construcción de plantas que transforman el metano de los 
residuos sólidos en energía, aprobación para acelerar la 
transición energética, promoción de bicicletas y, en el caso 
de Bogotá, integración del transporte y rehabilitación de 
zonas de alto riesgo (Ruiz Campillo, 2021). 

Concretamente, para la reducción de emisiones y para 
promover la sostenibilidad de las ciudades, Carreño y 
Alfonso han propuesto que “deben internalizarse los cos-
tos ambientales y sociales del desarrollo, por lo que es 
imperativo estructurar nuevas formas de medir y examinar 
el crecimiento económico” (2018, p. 23). Esta idea debe 
estar dirigida no solo al Estado, expidiendo normas que, 
por ejemplo, en temas de calidad del aire, prohíban la 
descarga al aire en concentraciones superiores a las normas 
de emisión, sino que los entes privados, en sus actividades 
económicas, deben incluir el costo de recuperación de la 
contaminación que generan. 
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Avanzar en estas estrategias no solo permite frenar las 
repercusiones generadas por el cambio climático, sino que, 
a su vez, permite simultáneamente el cumplimiento de la 
Agenda 2030. Esta agenda se ha considerado como un 
“marco complementario indispensable para incorporar la 
acción por el clima” (Ferrero y de Loma-Osorio, 2018) y está 
pensada para que sea implementada por parte de los países, a 
través de un modelo de gobernanza con un conjunto de 169 
metas y 17 objetivos,2 conocidos como Objetivos de Desa-
rrollo Sostenibles – ODS, y con mecanismos de seguimiento y 
revisión que abarcan las causas fundamentales de la pobreza, 
las desigualdades, los límites planetarios y los patrones de 
consumo, entre otros (Ferrero y de Loma-Osorio, 2018). 

La integración de los pilares de las ciudades sostenibles 
—desarrollo social, económico, y ambiental, y la gober-
nanza urbana— pueden generar sinergias, por ejemplo, 
entre la producción y distribución de fuentes de energía 
renovables y el acceso a energías verdes (Departamento de 
Asuntos Económicos y Sociales de las Naciones Unidas, 
2013, p. 8) o entre la reducción de gases efecto invernadero 
y la calidad del aire, reduciendo a su vez significativamente 
el número de muertes asociadas como, por ejemplo, por 
infecciones respiratorias (Ubajoa Osso, 2021). De esta 
manera, las acciones que se implementen pueden contribuir 

2	 Se enuncian los ODS del orden 1 al 17: Fin de la pobreza, Hambre 
cero, Salud y bienestar, Educación de calidad, Igualdad de género, Agua 
limpia y saneamiento, Energía asequible y no contaminante, Trabajo decente 
y crecimiento económico, Industria, innovación e infraestructuras, Reduc-
ción de las desigualdades, Ciudades y comunidades sostenibles, Producción 
y consumo responsable, Acción por el clima, Vida submarina, Vida de 
ecosistemas terrestres, Paz, justicia e instituciones sólidas, y Alianzas para 
lograr objetivos. 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

222



tanto al cumplimiento del Acuerdo de París como a la 
Agenda 2030. 

Específicamente, el ODS 11, que consiste en promover 
ciudades más inclusivas, seguras, resilientes y sostenibles, 
tiene una relación directa con el resto de los ODS porque 
“las ciudades actúan como cadenas invisibles que conectan 
todos los objetivos enlazando la economía, la energía, el 
ambiente y la tecnología” (Sánchez-Miranda Gallego, 2018). 
Así, una comprensión de la dinámica de la forma urbana 
puede mejorar, en gran proporción, los indicadores, como 
los asentamientos, movilización sostenible, la calidad del 
agua, aire, fauna silvestre, suelo, vegetación, el manejo de 
desastres y el aumento de los espacios verdes. Todo ello 
beneficia a los habitantes y, al mismo tiempo, disminuye la 
vulnerabilidad (Duque et al., 2019, p. 2). 

A nivel nacional, el CONPES 3918 traza una estrategia 
para la implementación de los ODS. Reconoce que existe 
una interrelación entre varios planes y, por ello, es esencial 
implementarlos todos: “92 metas ODS se relacionan con el 
PND 2014-2018, 86 metas con la estrategia de Crecimiento 
Verde y 68 metas relacionadas con la implementación del 
Acuerdo de Paz” (CONPES 3918, p. 29).3

Para su efectivo cumplimiento, el documento CONPES 
3918 contempla metas nacionales a 2030 por cada ODS. Sin 
embargo, se evidencian dos problemas. El primero es que 
no todas las metas son ambiciosas, es decir, para el 2030 se 
siguen previendo pérdidas. Y, en segundo lugar, se evidencia 
que no todas las metas relacionadas a ciudades sostenibles 

3	 Los documentos expedidos por el Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social (CONPES) se citarán a lo largo de este libro como “CONPES” 
y el número correspondiente.

Ciudades sostenibles: una alternativa para superar la crisis climática

223



contienen indicadores ni metas, lo que dificulta, por una 
parte, su seguimiento y control y, por otra, un consecuente 
desencadenamiento de efectos negativos en los demás obje-
tivos al estar estrechamente conectados entre sí (Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe [CEPAL], 2018, 
p. 58). 

Tabla 6.1. Metas del Objetivo 11 

Meta Descripción Línea 
base 2015

Meta a 
2030

Diferencia 
o aumento

11.1

Hogares que requieren vivienda 
urbana 6,7 % 2,7 % 4 %

Hogares con carencias habitacio-
nales 11,0 % 7,0 % 4 %

11.2 No se contempla ni indicador ni metas para garantizar el acceso a 
sistemas de transporte.

11.3 No se contempla ni indicador ni metas para garantizar una urbaniza-
ción con elementos inclusivos, participativos y sostenibles. 

11.4 Hectáreas inscritas en el RUNAP 23 617 30 620 7003

11.5
Muertes por desastres 89 80 9

Afectados por desastres 989,79 890,82 98,97

11.6

Estaciones que cumplan con los 
lineamientos en el material parti-
culado inferior a PM2,5

25 % 70 % 45 %

Estaciones que cumplan con linea-
mientos en el material  
particulado inferior a PM10  
y representatividad de datos

14,9 % 70 % 55,1 %

Sitios de disposición final adecua-
dos y autorizados por autoridad 
competente

97,2 % 100 % 2,8 %

11.7 Hombres víctimas de agresión 
sexual 9,4 % 5 % 4,4 %

Mujeres víctimas de agresión sexual 17,9 % 8 % 9,9 %

11.a No se contempla ni indicador ni metas para garantizar los vínculos 
entre zonas urbanas, periurbanas y rurales. 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

224



Meta Descripción Línea 
base 2015

Meta a 
2030

Diferencia 
o aumento

11.b

Planes de desarrollo con inclusión 
de componente de CC 0 % 100 % 100 %

Entidades territoriales departa-
mentales que incorporan acciones 
de adaptación y mitigación

5 32 27

Incorporación de criterios de CC en 
ciudades y departamentos 0 50 50

11.c No se contempla ni indicador ni metas para garantizar asistencia 
financiera o técnica para construir edificios sostenibles y resilientes. 

Fuente: Elaboración propia basado en el CONPES 3918. 

Avanzar en la meta 11.1 permite al mismo tiempo 
generar efectos positivos en el ODS 1, dado que, garanti-
zando acceso a vivienda y servicios básicos, se podrá reducir 
las desigualdades y múltiples dimensiones de la pobreza. 
Asimismo, el fomentar la resiliencia de personas que se 
encuentran en situaciones vulnerables o en pobreza reduce 
su exposición a los fenómenos extremos relacionados con 
el clima, contribuyendo directamente a la meta 11.5 y al 
Acuerdo de París, específicamente en la adaptación. 

La relación de la meta 11.2 con los ODS 8, 9, 10 y 13 y 
el Acuerdo de París consiste en la modernización tecno-
lógica y la innovación que genera un valor añadido con la 
reconversión de las industrias para que sean sostenibles y 
promueve la adopción de tecnologías limpias que contri-
buyen directamente a la mitigación del cambio climático. 
Adicionalmente, la meta 11.6 también contribuye a lograr 
los ODS 8, 9, 12 y 13 y el Acuerdo de París, dado que 
reducir la contaminación del aire y reducir la gestión de 
los desechos conlleva actividades de prevención, reduc-
ción, reciclado y reutilización, así como al crecimiento 
económico bajo energías y proyectos que disminuyan los 
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contaminantes que producen calentamiento y CO2. Por 
último, es importante resaltar la relación de la meta 11.b 
y 11.3 con el Acuerdo de París: adoptar planes de miti-
gación y adaptación al cambio climático genera un mejor 
desempeño de la planificación urbana debido a que se 
piensa en aquellos retos de conservación de ecosistemas 
y diversidad biológica, se fortalecen las instituciones y se 
aumenta la proporción de energía renovable para garantizar 
los servicios energéticos.

Finalmente, la última actualización de la Contribución 
Determinada a Nivel Nacional de Colombia presentó sus 
prioridades de adaptación y de mitigación con la correspon-
diente relación de cada ODS. Específicamente, se contemplan 
avances para el ODS 11 en los siguientes aspectos: (i) fortaleci-
miento de los procesos de planeación territorial; (ii) acciones 
de adaptación en el sector transporte; (iii) implementación de  
infraestructura verde vial; y (iv) mejorar los sistemas de infor-
mación para la toma de decisiones al incrementar el porcentaje 
de la red de monitoreo dedicado al sistema de alertas tempra-
nas (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible [MADS], 
2020, pp. 13-21). 

3. Instrumentos que impulsan la implementación 
conjunta de la agenda climática y de desarrollo 
sostenible en el marco del crecimiento verde

3.1. Marco internacional 
La Agenda 2030 y la Nueva Agenda Urbana (NAU), suma-
das al Acuerdo de París “identif ican claramente a las 
ciudades como los lugares donde las metas deberán ser 
implementadas si se quieren resolver problemas urgen-
tes a nivel global, nacional y local” (Dávalos y Romo 
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Pérez, 2017, p. 117). Para la implementación conjunta de 
la Agenda 2030 y el Acuerdo de París, específicamente en 
las ciudades, es necesario integrarlas con la NAU, la cual fue 
aprobada en Quito en 2016 en la conferencia Hábitat III.  
“En ella se presenta la urbanización y las ciudades como 
espacios donde repercuten cada vez más los mayores desa-
fíos” (CEPAL, 2018, p. 48). De esta manera, se enfatiza 
en garantizar igualdad de derechos, esto es, y garantizar 
los beneficios que puedan ofrecer las ciudades según las 
necesidades de las personas, con enfoques diferenciados 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 2016). 

La NAU contempla, en su parte inicial, la declaración 
de Quito y, posteriormente, su plan de aplicación junto 
con compromisos, seguimiento y revisión (Matovic y 
San Salvador del Valle, 2020). Todas estas disposiciones 
apuntan a una visión común de ciudades y asentamientos 
humanos que se relacionan directamente con los ODS y que, 
sin duda, generarían un impacto positivo para la disminu-
ción de los GEI. Son compromisos que apuntan a adoptar 
medidas para generar prosperidad urbana con inclusión 
social y erradicación de pobreza bajo la coherencia entre 
las políticas nacionales y territoriales y el fortalecimiento 
de capacidades, sin olvidar el papel de la cultura y las ini-
ciativas que deben tomar los ciudadanos. 

Aunque en mayor o menor proporción según el caso, la 
NAU se relaciona con los 17 ODS, demostrando que las ciuda-
des son un espacio que permiten el logro de la Agenda 2030. 
La priorización de los ODS no es la misma en la medida que 
dependerá de las necesidades de cada ciudad. El ODS 11 de 
ciudades sostenibles es el que mayor relación directa tiene con 
la NAU, seguido por el ODS 3 de salud y bienestar, el ODS 16 de 
sociedades justas, pacíficas e inclusivas, el ODS 1 sobre poner fin 
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a la pobreza, el ODS 17 que trata de la alianza por los objetivos 
y el ODS 13 de la acción por el clima. En este sentido, la NAU 
es un instrumento que proporciona un conjunto de estrategias 
que pueden contribuir a mejorar la vida urbana con un marco 
regulatorio transparente (Sánchez-Miranda Gallego, 2018). 

3.2. Informes locales voluntarios 
Teniendo en cuenta que “al menos el 65 % de las 169 metas 
de los ODS depende del trabajo de las comunidades y los 
gobiernos locales urbanos” (Cities Alliance, 2015; traduc-
ción de la autora), se debe resaltar el papel que juegan las 
entidades territoriales en la localización de la Agenda 2030 
mediante los informes locales voluntarios. Estos informes 
son una herramienta que reconoce que los gobiernos sub-
nacionales pueden traducir objetivos globales en acciones 
locales y generar transformaciones de los modelos de pro-
ducción y consumo que promuevan la inclusión y el uso 
eficaz de los recursos naturales. Afirma la CEPAL (2019):

La territorialización de la Agenda 2030 permite una 
aproximación más integral de las políticas públicas al 
facilitar la comprensión de interrelaciones y ha conlle-
vado a el fortalecimiento de capacidades para identificar 
cuellos de botellas y de esta forma formular políticas 
más eficientes. 

La importancia de estos informes locales voluntarios 
radica, por una parte, en “permitir a las ciudades generar 
información, fomentar la participación de diferentes actores 
y fortalecer la rendición de cuentas” (Institute for Global 
Environmental Strategies [IGES], s. f.; traducción propia). 
Por otra parte, su relevancia radica en permitir compartir 
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experiencias, desafíos y lecciones aprendidas con otras 
ciudades y territorios.

Debe resaltarse que, más allá de redactar un documento, 
la elaboración de un informe voluntario como este se ha 
caracterizado por ser un proceso de revisión local que incluye 
diferentes actores con transparencia para permitir la incor-
poración de los ODS en planes y herramientas subnacionales. 
Asimismo, también permite generar información, lo cual es 
una línea base que, en un futuro cercano, deberá disminuir 
brechas, pensar en las alianzas e instrumentos necesarios 
para la implementación y financiamiento de los planes, y 
ajustar políticas, marcos normativos e instituciones por 
fortalecer para su monitoreo (Ojeda Medina, 2020, p. 16). 

La localización de los ODS apunta a funcionar como un 
acelerador de la implementación de la Agenda 2030 pues 
al generar información a nivel local permite comprender 
las necesidades y prioridades de los territorios, para 
luego, sobre esa base, atender eventuales disparidades o 
inequidades territoriales en las estrategias de desarrollo 
o planes nacionales. (Freigedo et al., 2020, p. 123)

En Colombia, se han resaltado líneas de acción para 
implementar los ODS a nivel territorial. Entre ellas, se cuen-
tan: pedagogía sobre los objetivos, implementación de indica-
dores en los instrumentos de planeación, seguimiento de sus 
avances, acompañamiento diferenciado teniendo en cuenta 
las características propias de cada territorio y, por último, 
intercambio de buenas prácticas (Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo [PNUD] et al., 2020, p. 9). 

En el contexto latinoamericano, Colombia se ha desta-
cado por contar con una Comisión Interinstitucional de la 
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Agenda 2030 y además por ofrecer, desde el 2016, un apoyo 
técnico a las entidades territoriales para localizar los ODS. 
Frente a los avances de las entidades locales, el DNP generó 
una metodología para analizar e identificar la inclusión de 
los ODS en los Planes de Desarrollo Departamental (PDD). 
La entidad concluyó que, a pesar de su inclusión, aún debía 
mejorarse en su implementación principalmente porque 
“no se prioriza o no se asocian los componentes del plan y 
su contribución al cumplimiento de los ODS ni tampoco se 
asocia con programas específicos o componentes estratégi-
cos” (Departamento Nacional de Planeación [DNP], 2017, 
p. 44). Frente al análisis de ciudades, el DNP determinó que: 

14 ciudades los incorporaron de manera general, 9 aso-
ciaron los ODS con ejes estratégicos en los que se estruc-
turaron dichos instrumentos de planificación y 8 ciudades 
realizaron una alta incorporación, al vincularlos directa-
mente con programas, subprogramas o metas específicas 
de sus planes de desarrollo. (2017, p. 58)

Finalmente, se resalta la labor del departamento de 
Nariño. Desarrolló un plan que contiene no solo accio-
nes en el ámbito local: fue más allá al generar acciones 
regionales con la provincia ecuatoriana de Carchi para 
que recíprocamente se beneficien del intercambio de expe-
riencias y conocimientos metodológicos sobre localización 
y articulación de los proyectos locales con los ODS, especí-
ficamente los ODS 2, 5, 8, 13 y 16 (Medina, 2019, p. 33). 
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3.3. Fortalecimiento de los procesos 
de planeación territorial
Otro instrumento de planeación y control de gran impor-
tancia son los Planes de Ordenamiento Territorial —POT— 
y la formulación de planes de cambio climático aterrizados 
a las características propias de cada centro urbano, con 
acciones en el corto, mediano y largo plazo acordes a 
los retos que impone el cambio climático (Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible [MADS], 2018, p. 5). 

A nivel nacional, desde 1997, bajo la Ley 388, ya se 
contemplaba que el ordenamiento territorial se debía carac-
terizar por ser un desarrollo que estuviera en armonía 
con el ambiente. Además de los Planes de Ordenamiento 
Territorial, existen otros instrumentos para implementar de 
manera más coordinada y eficaz las agendas, como los Pla-
nes de Ordenamiento y Manejo de Cuencas Hidrográficas, 
los Planes Municipales de Gestión del Riesgo, los Planes 
Municipales de Gestión Integral de Residuos Sólidos y los 
Planes de Adaptación al Cambio Climático.

Sin lugar a duda, en Colombia no sufrimos por ausencia 
de regulación. Por el contrario, existen diversos instrumen-
tos que, bajo instituciones y estrategias que logren inte-
grarse y coordinarse, podrían llegar a que, por ejemplo, las 
entidades territoriales realmente favorezcan la capacidad de  
respuesta de los territorios, disminuyan los impactos socia-
les y económicos de la ocurrencia de fenómenos climáti-
cos, e incrementen acciones de conservación. Esto puede 
alcanzarse si se planifica el territorio a través de normas 
para el ordenamiento territorial y considerando el cambio 
climático (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
[MADS], 2018, p. 18). 
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Concretamente, el cumplimiento de la meta 11.b, refe-
rente al porcentaje de territorio que deben adjudicar el POT 
o los Planes de Ordenamiento Departamental —POD— 
para abordar el componente de cambio climático, ha sido 
mínimo. Según la información de la página oficial de la 
aplicación de la Agenda 2030, al 2018 prácticamente no 
hubo avances (figura 6.1).
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Figura 6.1. Seguimiento al cumplimiento de la meta 11.b
Fuente: DNP (2021).

Los grandes beneficios de la implementación conjunta 
de las agendas internacionales solo se podrán ver materia-
lizados en planes locales que permitan a su vez responder 
por los desafíos y necesidades. Sin este ejercicio de plani-
ficación, no se ofrecen respuestas ni acciones coordinadas 
para enfrentar la crisis climática y los ya mencionados retos 
urbanos, que traen consigo retos ambientales, sociales y 
económicos. 
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4. El crecimiento verde y las ciudades
Mantener el crecimiento económico bajo el modelo actual 
es inviable e insostenible a largo plazo y, por ello, la imple-
mentación y el logro de los objetivos de la Agenda 2030 
y el Acuerdo de París deben contar con un crecimiento 
económico que permita “a las empresas integrar en su 
actividad económica o proceso productivo los costos de 
las externalidades negativas y así, sean más competitivas 
con menos impactos” (CONPES 3934, p. 3). 

El marco de referencia para lograr este escenario sería 
el crecimiento verde, “una herramienta para impulsar y 
promover el desarrollo económico, garantizando que los 
activos naturales continúen proporcionando los recursos y 
servicios ambientales necesarios para el bienestar humano” 
(CONPES 3934, p. 25). 

Hay diferentes nociones de qué es el crecimiento verde.4 
Bowen y Fankhauser (2011) explican que, aunque todavía 
falta una definición clara, se relaciona principalmente con 
la economía del cambio climático, pero no se limita a los 
efectos adversos, sino que su narrativa permite reposicionar 
los debates internacionales y nacionales sobre el cambio cli-
mático ofreciendo oportunidades de mercado. Es así como 
Hammer et al. (2011) explican que el crecimiento verde no 
se trata únicamente de evitar las externalidades ambientales 
negativas del crecimiento, sino de crear oportunidades, 
de tal manera que el capital natural sea utilizado como un 
incentivo para alimentar la base de activos de los países.

4	 Para citar algunas entidades que lo definen: Green Growth Leaders, 
Instituto Global de Crecimiento Verde, la OCDE, el Banco Mundial y la 
Conferencia de las Naciones Unidas Río +20 en el 2012. 
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Asimismo, otro aspecto en común a todas las defini-
ciones es que: 

[…] proponen un nivel de protección ambiental que no 
cumple con los patrones de desarrollo o de ejecución de 
los negocios implementados en los modelos tradicionales. 
Además, están enfocadas a promover el uso eficiente de 
los recursos naturales, la innovación y la industria verde. 
(Palacio Flórez y Pérez Arcila, 2019, p. 58)

A nivel internacional, la OCDE, en 2009, formuló una 
“Estrategia de Crecimiento Verde” para hacer frente a la 
crisis económica desencadenada por el agotamiento del 
capital natural y el cambio climático y lograr con ello 
una recuperación económica y un crecimiento económico 
sostenible ambiental y socialmente. Bajo este panorama, 
Colombia se comprometió, a través del CONPES 3934, a 
implementar acciones específicas de carácter intersectorial 
dirigidas por el sector público y privado para “explotar en 
el país la biodiversidad y desarrollar bioproductos y generar 
oportunidades en el capital natural” (p. 11).

El objetivo, entonces, es impulsar a 2030 el aumento 
de la productividad y la competitividad económica del 
país, al tiempo que se asegure el uso sostenible del capital 
natural y la inclusión social. Esto se logra bajo diferentes 
estrategias que se enfocan en promover la bioeconomía con 
un esquema de gobernanza, poner en marcha una autoridad 
con un plan de manejo forestal, promoción de la inversión 
en proyectos de energías renovables, fortalecimiento del 
sector energético para mitigar los efectos climáticos, for-
talecimiento de instrumentos hídricos y fomento de los 
negocios verdes. 
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A continuación, en la figura 6.2, se ilustran las estra-
tegias y entidades que impulsan las acciones de la política 
de crecimiento verde por cada plan de acción y línea de 
acción contemplada en el CONPES 3934. Aquellas que están 
en color verde son las comisiones o estrategias que se han 
creado por medio de una ley o un decreto, y aquellas que 
están en color azul son aquellas que aún no se han materia-
lizado. De las 21 estrategias y acciones que se identificaron, 
solo faltan por implementar, a la fecha de elaboración de 
este texto, 2.

Por otra parte, cabe resaltar en esta política algunas 
instituciones que permitirían mayor coordinación a nivel 
nacional y territorial, como el Comité Asesor de Política 
Forestal, así como la creación del Sistema de Comercio de 
Emisiones como instrumento económico que provocaría 
avanzar en el desarrollo bajo en carbono. Por último, se 
destaca el Observatorio de Energía, donde se busca garan-
tizar el acceso, control y seguimiento de las políticas por 
parte de cualquier interesado.

Esta estrategia de crecimiento verde se debe imple-
mentar a nivel local para que, en línea con el concepto de 
ciudades verdes, se prioricen proyectos y oportunidades 
económicas basadas en el uso sostenible del capital natu-
ral aprovechando la biodiversidad del país, desarrollando 
diagnósticos que permitan generar estrategias para posi-
cionar sectores como el forestal en la economía y que, con 
el transcurso del tiempo, se cambie la dependencia de 
recursos finitos. 

El Plan de Crecimiento Verde y Desarrollo Compatible 
con el Clima para el Oriente Antioqueño formulado en el 
2017 es un referente de gran importancia para que las demás 
regiones del país transiten —en un futuro cercano— una senda 
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Figura 6.2. Estrategias y entidades para impulsar las 
acciones de la Política de Crecimiento Verde

Fuente: Elaboración propia basado en el CONPES 3934 de 2018.
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similar con la participación del sector público, privado y de 
la sociedad civil. Dicho plan contempló, para 2032, “generar 
una región que impulsa su desarrollo pero de forma compa-
tible con el clima, es decir, teniendo en cuenta la reducción 
de emisiones GEI, el manejo integral del recurso hídrico y las 
tradiciones culturales” (Zapata et al., 2017, p. 11).

A manera general, en dicho plan se describe una de las 
metas más cercanas al ODS 11, que es el desarrollo de capaci-
taciones sobre la inclusión de crecimiento verde y desarrollo 
compatible con el clima en el ordenamiento territorial, diri-
gida a generar capacidades a funcionarios que trabajan en las 
entidades ambientales territoriales. Asimismo, se destaca la 
revisión y ajuste del POT para verificar la inclusión de variables 
de cambio climático (CC) tanto en los municipios como en la 
academia (Zapata et al., 2017, p. 99). Por otra parte, este plan 
pretende mejorar las condiciones habitacionales de la población 
asentada en zonas urbanas de los municipios bajo un enfoque 
de adaptación al CC con el apoyo de empresas privadas en el 
marco de estrategias de RSE y programas de compensación, 
lo que permitirá el cumplimiento del ODS 11.1, 11.3, 13 y el 
Acuerdo de París (Zapata et al., 2017, p. 101). 

Adicionalmente, el plan señala 74 actores de diferentes 
sectores como investigación, academia, sector público y 
privado que inciden en su implementación, y enuncia la 
creación del Comité de Crecimiento Verde para el Oriente 
antioqueño, el cual está conformado por CORNARE como 
Secretaría Técnica; la Corporación Empresarial del Oriente 
(CEO) junto con el Consejo Subregional de Turismo (CCOA), 
encargados del componente de competitividad; las alcaldías 
y la Secretaría de Infraestructura, encargadas del com-
ponente de entornos resilientes; y el Proceso Estratégico 

Ciudades sostenibles: una alternativa para superar la crisis climática

237



Regional (PER) junto con la Secretaría de Agricultura en el 
componente de Desarrollo Rural (Zapata et al., 2017, p. 156). 

Conclusiones y propuestas de cambio
Nuestras ciudades deben ser sostenibles. Para llegar a este 
fin, se deben superar retos y cambiar de paradigma para 
gestionarlas adecuadamente. Es esencial que la economía, la 
ecología y la cohesión social sean los tres pilares que orienten 
las políticas urbanas, junto con el fomento de actividades 
que internalicen los costos ambientales buscando un uso 
eficiente de los recursos y la disminución de la contamina-
ción y emisiones de gases efecto invernadero. 

Este cambio de paradigma también implica la desapa-
rición del papel tradicional del Estado, incluyendo forta-
lecer y fomentar la relación con diferentes actores como la 
academia, el sector privado y el sector público, así como 
garantizando la participación, la transparencia y la rendición 
de cuentas en la gestión estatal. 

El concepto de ciudades sostenibles no es unívoco, 
pero es posible extraer elementos comunes que consisten, 
en síntesis, en superar la crisis climática al planificar y 
administrar la ciudad aprovechando los beneficios de los 
sistemas ecológicos y a su vez cuidando su capacidad de 
recuperación para garantizar las necesidades de las gene-
raciones futuras.

A nivel internacional, y afortunadamente a nivel nacio-
nal, se han integrado dos instrumentos de gran valor: la 
Agenda 2030 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible y 
el Acuerdo de París. Estos son compromisos y guías que 
permiten conjuntamente avanzar en estrategias y accio-
nes a nivel urbano para reducir las emisiones de gases 
efecto invernadero y enfrentar los efectos adversos de 
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cambio climático, especialmente, en el caso de las ciuda-
des, teniendo en cuenta enfoques de género, territoriales, 
sectoriales y diferenciales que abordan problemáticas como 
la pobreza, las desigualdades o los patrones de consumo. 

Las ciudades sostenibles son un medio para superar 
la crisis climática y cumplir los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible. Al mismo tiempo, las bases de las agendas 
internacionales permiten que las ciudades transiten hacia 
la sostenibilidad, pues sus pilares son el desarrollo social, 
el económico y el ambiental a través de un modelo de 
gobernanza. Este modelo, que contempla la Agenda 2030, 
implica un cambio de paradigma que deja atrás un modo 
tradicional y pasa a ser un ejercicio participativo y trans-
parente. 

Los ODS permiten una comprensión de la dinámica de 
la forma urbana para mejorar diversos indicadores, como 
los asentamientos, movilización sostenible, la calidad del 
agua, aire, fauna silvestre, suelo, vegetación, el manejo 
de desastres y aumentar los espacios verdes, todo lo cual 
beneficia a sus habitantes y, al mismo tiempo, disminuye 
la vulnerabilidad (Duque et al., 2019, p. 2). Sin embargo, 
a nivel nacional se dificulta el seguimiento y control del 
ODS 11 por no contemplarse indicadores ni metas más 
específicas y no ser del todo ambiciosos. 

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta la Nueva 
Agenda Urbana, los informes locales voluntarios, los pro-
cesos de planeación territorial y una política de crecimiento 
verde local. El primero es un instrumento que proporciona 
un conjunto de estrategias que pueden contribuir a la 
implementación conjunta de las agendas al relacionarse  
con los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible. Por su parte,  
los informes locales voluntarios posibilitan que los 
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gobiernos locales traduzcan los objetivos globales con sus 
propias necesidades y características, así como fortalecer 
su modelo de gobernanza y el monitoreo a sus metas e 
indicadores. En línea con lo anterior, los planes territoriales 
también son herramientas que los gobiernos locales pueden 
utilizar para implementar de una manera más coordinada 
y eficaz las agendas. La idea es utilizar los mecanismos que 
están en nuestro ordenamiento jurídico colombiano y que 
tienen como base alcanzar un desarrollo territorial que esté 
en armonía con el ambiente. 

Por último, y a modo de síntesis, las ciudades deben 
abordar estrategias de crecimiento verde con la finalidad 
de fomentar un desarrollo que garantice que los recursos 
empleados ofrezcan servicios ambientales, esto es, inter-
nalizando y planificando los costos ambientales, pues de 
ello depende nuestro bienestar. 
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Capítulo 7
La planeación del ordenamiento 

territorial en Antioquia:  
un escenario para la implementación 

de los ods y los compromisos 
derivados del Acuerdo de París*

Diana Carolina Sánchez-Zapata**

Introducción 
La planeación es un escenario imprescindible para la con-
creción tanto de las contribuciones climáticas como de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Para el caso de la 
planeación del desarrollo, su rol es indiscutible, como se ha 
concluido con antelación por autores como García (2017), 
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al reconocer la relevancia de los planes de desarrollo para 
estructurar la acción gubernamental e impulsar diversas 
acciones públicas desde el punto de vista normativo, pro-
gramático, administrativo, financiero y económico. 

En concordancia con la planeación del desarrollo, el 
ordenamiento territorial —OT— se expresa en decisiones 
concretas de actuación territorial y pública. No en vano 
se considera el OT como “la dimensión espacial del desa-
rrollo” (Quinchía et al., 2018, p. 29), en tanto articula un 
conjunto de estrategias, mecanismos e instrumentos de  
la administración pública para resolver las dificultades 
que surgen de los procesos de ocupación del espacio físico, 
además de orientar las acciones para el logro de una serie 
de objetivos y finalidades (artículos 1-3 de la Ley 388 de 
1997 y artículo 2 de la Ley 1454 de 2011), que incluyen 
aspectos en consonancia con los ODS y que pueden llegar a 
contribuir desde la perspectiva de la sostenibilidad al logro 
de los propósitos del Acuerdo de París.

Este capítulo se propone analizar el escenario de la pla-
neación territorial en Colombia como un campo necesario 
para la acción climática y sus posibilidades para la concre-
ción de los ODS en Colombia. Se presenta la experiencia del 
Plan de Ordenamiento Departamental —POD— de Antio-
quia en la inclusión de la Agenda 2030 y los compromisos 
climáticos y sus desafíos frente a la centralidad estatal. 
Metodológicamente, se presentan las características de la 
planeación del OT en Colombia y se destacan las funciones 
departamentales. Luego, se identifican los principales refe-
rentes normativos y de política que convierten en un impe-
rativo la inclusión del cambio climático y de los ODS en el  
OT y su articulación territorial multiescalar. Se presenta 
el caso del departamento de Antioquia y se reconocen las 
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iniciativas para la implementación de esta temática en el OT, 
para concluir evidenciando los desafíos latentes que en este 
ámbito deben ser superados para avanzar en los cometidos 
de la Agenda 2030 y en el cumplimiento de las NDC. 

1. La planeación del ot en Colombia
El OT ha sido asumido en Colombia como un proceso y 
una práctica institucional de la que han sido principalmente 
responsables los municipios desde la consagración de la 
competencia para la reglamentación de los usos del suelo 
(Constitución Política de Colombia, 1991, art. 313-317)  
y en virtud de la expedición de la Ley 388 de 1997 (Quin-
chía et al., 2018). Desde una perspectiva jurídica y política 
más amplia, el ordenamiento territorial se concibe como la 
acción de estructurar orgánicamente la división político-
administrativa del territorio y de definir las competencias 
de las autoridades que integran la administración en los 
distintos niveles territoriales. 

Esta definición es equivalente a lo que autores como San-
taella (2018) consideran como las bases inequívocas para esta 
disciplina jurídica en Colombia, con ocasión de la compleja 
frontera conceptual entre nociones como las de organización, 
ordenación del territorio y planeación del OT, y la confluencia 
de diversas disciplinas que concurren en el ejercicio de ordenar 
el territorio, como el urbanismo, la economía, el derecho y las 
ciencias ambientales, entre otras (Vélez et al., 2013). 

De acuerdo con Hernández (2020), la idea de OT, en 
términos constitucionales, alude al propósito asignado a 
la Ley Orgánica de OT (Ley 1454 de 2011) de continuar y 
profundizar el proceso de descentralización iniciado con 
la Constitución de 1991. En esta línea, la Ley Orgánica 
establece que “El OT es un instrumento de planificación 
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y de gestión de las entidades territoriales y un proceso de 
construcción colectiva de país, que se da de manera progre-
siva, gradual y flexible (…)”, que busca, entre otros aspectos 
facilitar, el desarrollo territorial, entendido como aquel “(…) 
económicamente competitivo, socialmente justo, ambiental 
y fiscalmente sostenible, regionalmente armónico, cultu-
ralmente pertinente, atendiendo a la diversidad cultural y 
físico-geográfica (…)” (Ley 1454 de 2011). 

Por otra parte, en la Ley 388 de 1997, el OT se enmarca 
en el ámbito de la regulación de las finalidades económicas, 
sociales y ambientales en un contexto predominantemente 
urbano. De esta manera, la planeación del OT constituye un 
ámbito de intervención administrativa, que se desarrolla a 
través del plan de OT como “el más poderoso instrumento 
de intervención de la propiedad privada” (Hernández, 
2020, p. 15). 

Se entiende también el OT como una disciplina trans-
versal, una política pública y, desde el punto de vista jurí-
dico, como una función pública dirigida al cumplimiento 
de finalidades relacionadas con la garantía de acceso a 
equipamientos e infraestructura, para hacer efectivos los 
derechos constitucionales de la vivienda y los servicios 
públicos domiciliarios; para enfrentar las transforma-
ciones en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés 
común, en armonía con la función social y ecológica de la 
propiedad y con el desarrollo sostenible; para posibilitar 
el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios 
del desarrollo, la preservación del patrimonio cultural y 
natural; y para mejorar la seguridad ante los riesgos natu-
rales (artículo 3 de la Ley 388 de 1997).
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La función pública del OT se vale de la planificación 
como la principal herramienta para fusionar la formulación 
de políticas públicas, ofrecer respuestas técnicas frente a 
los conflictos por los usos territoriales y como estrategia 
normativa que posibilita la articulación de decisiones sobre 
el territorio contenidas en normas sectoriales y planes  
de desarrollo. Para ello, la legislación previó la existencia de  
instrumentos como los planes, planes básicos y esquemas 
de OT para el caso municipal (artículo 9 de la Constitu-
ción Política de Colombia, 1991). Estos instrumentos son 
considerados parte de los planes de acción de las entidades 
territoriales (artículo 41 de la Ley 152 de 1994). Debido 
a que la regulación de la Ley 388 de 1997 se enmarcó en 
el protagonismo del municipio y a que la distribución de 
competencias entre niveles territoriales efectuada en el 
artículo 7 fue declarada inexequible (Corte Constitucional 
de Colombia, Sentencia C-795 de 2000), no fue sino hasta 
la Ley 1454 de 2011 que se previó la incorporación de los 
departamentos para dictar lineamientos de OT, definir 
directrices y formular planes de OT departamental. 

De este modo, los departamentos pueden, a escala 
regional o supramunicipal, dar orientaciones para armoni-
zar los usos del suelo y las relaciones con el medio ambiente 
derivadas de los procesos productivos; orientar la localiza-
ción de las actividades económicas en función del interés 
general y en armonía con el medio natural y construido; 
apoyar la declaratoria, manejo efectivo y consolidación de 
las áreas de conservación y protección ambiental; identi-
ficar la estructura ecológica del territorio; y armonizar su 
crecimiento urbano, el desarrollo productivo y rural de los 
municipios (Acuerdo 010 de 2016 [Comisión de Ordena-
miento Territorial]).
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2. La gestión del cambio climático  
como un imperativo de los procesos  
de planeación del ordenamiento territorial
Con el establecimiento del Sistema Nacional de Cambio 
Climático —SNCC— se plantearon labores de mitigación 
y adaptación frente a los gases de efecto invernadero de 
acuerdo con las implicaciones territoriales del cambio cli-
mático. Este sistema se orienta por un principio de corres-
ponsabilidad entre los niveles territoriales, la sociedad civil 
y el sector privado. Con la Ley 1931 de 2018, se planteó la 
concurrencia de los niveles territoriales y de autoridades 
ambientales y la obligatoriedad de incluir en instrumen-
tos municipales, distritales y departamentales, como los 
planes de OT, la formulación, adopción e implementación 
de acciones de adaptación al cambio climático, así como 
la necesidad de formular, por parte de los entes territoria-
les, Planes Integrales de Gestión del Cambio Climático 
Territoriales —PIGCCT— para la toma de medidas en esta 
materia (Ley 1931 de 2018).

Sin embargo, los antecedentes y fundamentos de la 
incorporación del cambio climático y de aspectos contem-
plados en los ODS como un asunto a intervenir desde los pro-
cesos de planificación del OT, datan de disposiciones por las 
cuales se han adoptado los instrumentos jurídicos ambienta-
les más importantes en el país, tales como la Ley 99 de 1993, 
que define el ordenamiento ambiental del territorio (art. 7) 
y le atribuye finalidades para la consecución del desarrollo 
sostenible. Así mismo, con la Ley 164 de 1994, Colombia 
adquirió, entre otros compromisos, los de formular, aplicar, 
publicar y actualizar regularmente programas, nacionales y 
regionales, que contengan medidas orientadas a mitigar el 
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cambio climático; prepararse para la adaptación al cambio 
climático y desarrollar planes apropiados e integrados para la  
ordenación de las zonas costeras, los recursos hídricos y 
la agricultura; considerar estos asuntos en las políticas 
sociales, económicas y ambientales; y acudir a métodos y a 
los instrumentos económicos y administrativos apropiados 
para conseguir los objetivos de la Convención.

A partir de las Leyes 1450 de 2011 y 1753 de 2015, 
como indica Guardela (2020), se trazan las directrices para 
incorporar, de manera transversal, la sostenibilidad y el 
cambio climático, a través de acciones como la formulación 
del Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático. 
Además, con el CONPES 3700 se plasman orientaciones a 
las entidades territoriales para la elaboración de acciones 
de adaptación y articulación con diversos instrumentos; 
entre ellos, los relativos a la planificación.

A su vez, en la Tercera Comunicación Nacional de Cambio 
Climático de Colombia se analizaron los factores de vulnera-
bilidad territorial y se compilaron las acciones de mitigación. 
En su actualización, se incluyó la participación y el enfoque 
territorial. Posteriormente, con la ratificación del Acuerdo 
de París (Ley 1844 de 2017) se impulsa la elaboración de la 
Política Nacional de Cambio Climático —PNCC—,1 que ubica 
el cambio climático como elemento indispensable para el desa-
rrollo territorial y propende por la articulación de estrategias, 
sectores y acciones en el marco de la gobernanza ambiental 
y la participación (Ley 1844 de 2017). En concordancia con 
esto, en materia de OT se ha precisado que el desarrollo de 
las potencialidades ambientales en los instrumentos de OT 

1	 En Sentencia C-048 de 2018, se revisa la constitucionalidad de la 
Ley 1844 de 2017 (Corte Constitucional de Colombia, 2018).
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permitirá la preservación de zonas ambientalmente estraté-
gicas, la mitigación del riesgo ambiental y la adaptación al 
cambio climático (CONPES 3870).

Estos referentes forman parte del marco normativo y de 
política que convierten en un imperativo del OT la inclu-
sión del cambio climático y su articulación con estrategias 
territoriales y multinivel. Sumado a esto, las directrices 
internacionales de Planificación Urbana y Territorial (ONU, 
2015) apuntaron a que desde los planes de ámbito regio-
nal se promovieran las economías regionales de escala, el 
fortalecimiento de los vínculos entre las zonas urbanas y 
rurales, la adaptación, la reducción del riesgo de desastre, 
la lucha contra las desigualdades y la promoción de la 
cohesión territorial, en coincidencia con los ODS.

3. Iniciativas desde la planeación del ot 
en Colombia para la implementación de 
la Agenda 2030 y el Acuerdo de París: 
el caso del pod para Antioquia
A través de la Ordenanza N.o 31, se adoptó el POD en Antio-
quia (Ordenanza 31 de 2019 [Asamblea Departamental de 
Antioquia]). Mediante este instrumento, los departamentos 
cumplen un rol de coordinación supramunicipal en materia 
de OT al expedir directrices o estándares de referencia para 
guiar la actividad ordenadora en lo territorial e identificar, 
diseñar o prever escenarios de ocupación y usos del suelo. 
No reglamentan directamente los usos del suelo, función 
esta última que es exclusiva de los concejos municipales. 

A través del POD, Antioquia efectuó un ejercicio de articu-
lación de políticas, directrices y estrategias de OT, entre las 
que incluyó el componente del cambio climático como una 
pieza central a partir de la identificación espacial de los lugares 
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con mayor cantidad de fenómenos climáticos y de amenazas 
en los que se advierten cambios significativos con relación 
al aumento de temperatura o precipitaciones, con el fin de 
implementar acciones inmediatas en relación con la gestión 
del riesgo y tomar medidas para la mitigación y adaptación.

Las directrices y lineamientos relacionados con esta mate-
ria están en concordancia con las disposiciones de la Ley 1523 
de 2012 y el Decreto 1081 de 2015 y cumplen la función de 
articular y concertar los planes nacionales y departamenta-
les de gestión del riesgo de desastres, las disposiciones del  
Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático, la Estra-
tegia Nacional para la Reducción de Emisiones por Defo-
restación y Degradación Evitada, la Estrategia Colombiana 
de Desarrollo Bajo en Carbono, la Estrategia Integral de 
Control a la Deforestación y Gestión de los Bosques, y las 
demás estrategias para la adaptación al cambio climático en 
Colombia de acuerdo con la Ley 1931 de 2018. Así mismo, 
vincula instrumentos existentes como el Plan de Ordenación 
y Manejo Integrado de las Unidades Ambientales Costeras 
POMIUAC, y la zonificación ambiental elaborada en el marco 
del POMIUAC Darién, como instrumento de planificación, 
norma de superior jerarquía y determinante ambiental; los 
instrumentos para el Monitoreo y Seguimiento de los Bosques 
y Carbono, el Sistema Nacional de Información Forestal y el 
Inventario Nacional Forestal.

En atención a la metodología que orientó la formula-
ción del plan a partir de la identificación de tensiones por 
el uso, apropiación y explotación de los recursos naturales 
y de potencialidades en el territorio, se formularon un con-
junto de directrices y lineamientos orientados a minimizar 
y revertir las tensiones y a catalizar o fortalecer las poten-
cialidades mediante un conjunto de instrumentos de gestión  
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(de política pública, normativos, de carácter programático, 
de financiación, y de seguimiento y evaluación) (Goberna-
ción de Antioquia, 2018). En el caso de la gestión del riesgo 
y el cambio climático, estas directrices buscan minimizar 
los impactos en las cabeceras municipales de las amenazas 
por movimiento en masa, inundación y avenida torrencial; 
potenciar el conocimiento y la reducción del riesgo; y mini-
mizar las tensiones de las amenazas por movimiento en masa 
e inundación derivadas de usos agrícolas y pecuarios y de la 
realización de algunas obras de infraestructura consideradas 
megaproyectos como las autopistas 4G. 

De igual forma, los planteamientos se orientan a equi-
librar los efectos de la erosión costera en las cabeceras 
municipales y centros poblados, teniendo en cuenta la 
alta vulnerabilidad del departamento y las significativas 
afectaciones del fenómeno de erosión costera en algunos 
tramos del litoral antioqueño. Por último, contribuyen a 
contrarrestar la afectación antrópica asociada al Proyecto 
Hidroeléctrico Ituango en las cabeceras municipales y 
centros poblados de influencia. 

Bajo la perspectiva integradora del POD y ante la evi-
dencia del cambio climático, en esta experiencia de OT se 
acogió el concepto de Estructura Ecológica Territorial 
Adaptativa —EETA— propuesto por el IDEAM (2014) para 
dirigir la adaptación basada en ecosistemas más allá de la 
conservación de la diversidad biológica, con el fin de man-
tener la integridad ecológica y preservar los ecosistemas 
en el largo plazo. Esta figura responde a enfoques como el 
crecimiento verde (OCDE), incorporados en la Ley 1753 de 
2015, y a compromisos relacionados con la implementación 
de los ODS y de cambio climático derivados del Acuerdo de  
París en el 2015 y a la Agenda 2030.
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De acuerdo con la ordenanza que aprueba el POD, la 
EETA es el marco de la ordenación territorial con el que 
se busca racionalizar la protección de áreas naturales 
atendiendo a la sensibilidad de algunos ecosistemas al 
cambio climático y a la relación de alta dependencia de 
las concentraciones poblacionales con estos. El eje central 
es la preservación del recurso hídrico. De ahí que reviste 
alta importancia para las directrices y lineamientos for-
mulados desde el POD la protección de los ecosistemas de 
páramo, alta montaña, los humedales, las zonas de recarga 
de acuíferos y las rondas hídricas. También resulta esencial 
la formulación de propuestas que apuntan a aprovechar el 
potencial forestal que caracteriza el territorio antioqueño 
y a contemplar alternativas de sustitución, reconversión y 
diversificación de sistemas productivos. Ello está en armo-
nía con los ODS 6, sobre agua limpia y saneamiento, 13, 
sobre acciones por el clima, 15, sobre vida en ecosistemas 
frágiles, y 17, sobre alianzas para lograr los objetivos, y en 
general con la Agenda 2030 y la búsqueda por garantizar la 
sostenibilidad del recurso hídrico como base del desarrollo 
local y regional de las generaciones presentes y futuras.

El POD acoge el enfoque de los derechos bioculturales, 
de acuerdo con la Sentencia T-622 de 2016 (Corte Cons-
titucional de Colombia, 2016) y el reconocimiento de la 
cuenca del río Atrato y de sus afluentes como sujetos de  
derecho, así como el aporte a los objetivos del cambio 
climático de esta decisión. Las medidas que apuntan a 
la mitigación y adaptación procuran transitar hacia el 
enlace entre las esferas económica y ambiental, a gestionar 
prospectivamente el riesgo y a aumentar la resiliencia de 
ecosistemas y comunidades étnicas, rurales y urbanas que 
los habitan, y que aprovechan los servicios ecosistémicos 
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de la base natural departamental. Así mismo, mediante la 
ordenanza se reconoce también a los bosques que hacen 
parte de la EETA como sujetos de derecho. 

Teniendo en cuenta la perspectiva orientadora de la 
EETA en la Ordenanza 31, se plantea la implementación de 
alternativas económicas que permitan, con eficacia y cele-
ridad, frenar la transformación ambiental y la pérdida de 
biodiversidad y de ecosistemas desde la visión y modelo del 
OT para avanzar en la descarbonización. Esto se busca reali-
zar fortaleciendo la pequeña y mediana producción agraria 
a través de iniciativas como los distritos agrarios, recono-
ciendo los ámbitos territoriales en los que las potenciali-
dades mineras y de hidrocarburos, agrícolas, pecuarias, y 
forestales son viables, pero, al mismo tiempo, proponiendo 
acuerdos multilaterales que propicien la reconversión de 
actividades, la renuncia voluntaria a concesiones mineras 
y la participación de los concesionarios en el territorio en 
los planes de gestión del riesgo regional. 

En materia de la estructura productiva departamental, 
el POD, sin desconocer las actividades productivas depar-
tamentales, busca promover la diversificación de la canasta 
productiva exportadora y propiciar la formulación de una 
política minera que involucre distintas instancias territoria-
les, en la que se respete y reconozca la EETA como soporte 
estructural para la adaptación al cambio climático. De 
conformidad con esta política, se recomienda ratificar la 
prohibición de la minería en páramos y en otras categorías 
de áreas protegidas que tienen el carácter de determinantes, 
fomentando acciones desde diferentes instancias en coopera-
ción con los sectores económicos, para un adecuado proceso 
de armonización que, a posteriori, sirva de insumo para los 
procesos de OT municipal. 
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4. Conclusiones y desafíos desde el escenario de  
la planeación del ot para el cumplimiento  
de la Agenda 2030 y las contribuciones climáticas 
De las finalidades señaladas para el OT, se derivan varias 
consecuencias. En primer lugar, la consideración de la 
planeación como función pública involucra a los poderes 
públicos, entre ellos a la Administración, hacia el logro del 
interés general y demás principios de la función adminis-
trativa, y compromete la responsabilidad del Estado hacia 
el cumplimiento de obligaciones internacionales (Consti-
tución Política, 1991, art. 209). En segundo lugar, es una 
función que busca garantizar y hacer efectivos los derechos 
humanos, de donde surge como corolario el compromiso 
progresivo con el mejoramiento de las condiciones de 
vida de la población y con el otorgamiento de la garantía 
de derechos como el derecho a un ambiente sano. En ter-
cer lugar, el OT tiene en la sostenibilidad y en la función 
ecológica y cultural un enfoque orientador, en tanto se 
asume que es solo a partir de una práctica planificadora del 
desarrollo que se puede lograr la “meta de equilibrio entre 
las expectativas de la sociedad y el territorio” (Quinchía 
et al., 2018, p. 21).

Aunque en la Sentencia C-138 de 2020 (Corte Consti-
tucional de Colombia, 2020) se precisó el rol de los depar-
tamentos en materia de OT como entes intermediadores y  
coordinadores entre los intereses nacionales, regionales  
y locales de acuerdo con el artículo 298 de la Constitu-
ción, y se determinó la constitucionalidad de las funciones 
departamentales de proferir directrices en materia de OT y 
de expedir planes (literales a y e, numeral 2, art. 29, Ley 
1454 de 2011), el POD de Antioquia se encuentra hoy en vilo 
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para su implementación como consecuencia de una acción 
de nulidad promovida por el Ministerio de Minas y Energía 
(2020) con la que se desconoce su perspectiva articuladora.

Esta situación pone en riesgo un instrumento apto para 
la toma de decisiones territoriales con base en los escena-
rios climatológicos a escala regional, lo que constituye un 
obstáculo para la implementación a nivel territorial de las 
NDC de Colombia, teniendo en cuenta que este POD encuen-
tra en la EETA un eje para materializar los compromisos 
climáticos y avanzar en la consecución de los ODS y en el 
Acuerdo de París. 

Surgen grandes desafíos, especialmente para la con-
certación del componente de productividad con los ODS 
y para propiciar acciones frente al cambio climático, en 
tanto persista, desde el nivel central, la discusión sobre el 
régimen competencial con los diferentes niveles territoria-
les y se promuevan estrategias o políticas contradictorias 
con la PNCC. 

En el marco de la Ley 1523 de 2012, se dispuso que, 
desde las políticas orientadas por los sectores adminis-
trativos de Hacienda, Agricultura y Desarrollo Rural, 
Minas y Energía, Transporte, Salud y Protección Social, 
Vivienda, Ciudad y Territorio, y otros, se implementaran 
Planes de Acción Sectoriales (PAS) de mitigación. Los entes 
territoriales están procurando avanzar en la articulación 
de las políticas de cambio climático con las políticas de 
desarrollo y en su concreción a través de instrumentos 
como el POD. Sin embargo, es preciso que, además de estas 
metas cuantitativas, desde los órganos centrales del Estado 
se reconozcan los esfuerzos y la gestión de las entidades 
territoriales y se sumen a la PNCC y a las estrategias promo-
vidas por los territorios desde instrumentos que, como los 
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POD, son expresión de su autonomía constitucional para la 
administración y planificación de sus asuntos seccionales. 
Los planes de OT constituyen los instrumentos más idóneos 
para la adecuada coordinación de las diversas funciones 
concurrentes y las estrategias de gestión en materia cli-
mática. Así deben ser entendidos por los distintos sectores 
económicos y administrativos. 

De esta manera, la planeación del OT se constituye en 
un ejercicio de política pública y de acción administrativa 
multiescalar en tanto participan en él los diferentes niveles 
territoriales para armonizar instrumentos normativos y 
políticas de distintas autoridades, con el fin de hacer cohe-
rentes las competencias coincidentes en el territorio, para 
complementar la planificación económica y social con la 
dimensión territorial, racionalizar las intervenciones sobre 
el territorio, y orientar su desarrollo y aprovechamiento 
sostenible.

Los ODS y las contribuciones frente al cambio climático 
convocan al Estado en su conjunto. Las restricciones a la 
autonomía y la participación de las entidades territoriales 
para promover desde el OT sus visiones y propuestas de 
desarrollo económico y social están llevando, como en el 
caso del POD, a dejar en manos de los jueces la posibilidad 
de liderar decisiones para garantizar la justicia climática 
y encarar los valores de la democracia ambiental que per-
mitan superar la dicotomía entre ambiente y desarrollo. 
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Capítulo 8
Retos de la educación y la 

comunicación para el cumplimiento  
de los ods y el Acuerdo de París:  
una propuesta desde y para Medellín 

Hernán Alberto Villa Orrego*

Nora Helena Villa Orrego** 

Introducción
El gobierno colombiano se ha comprometido con la reduc-
ción de gases efecto invernadero —GEI— mediante la 
ratificación del Acuerdo de París, la adopción de la Agenda 
2030 y las posteriores adecuaciones para la implementación 
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de los Objetivos de Desarrollo Sostenible —ODS— en el 
ámbito nacional, departamental y municipal, además de 
todas aquellas acciones para enfrentar el cambio climá-
tico. La administración de Medellín no ha sido ajena a 
dicho propósito. De allí que se haya construido el Plan 
de Acción Climática 2020-2050 —PAC— (Secretaría de 
Medio Ambiente de Medellín, 2020) y se haya establecido 
la línea estratégica de Ecociudad en el Plan de Desarrollo 
Medellín Futuro 2020-2023 —PDM—, en el cual se incor-
poran íntegramente los ODS (Alcaldía de Medellín, 2020). 

Para un adecuado cumplimiento de estos propósitos, 
debe fortalecerse el componente de educación en materia 
ambiental y la implementación de unas adecuadas estrate-
gias comunicativas a partir de las cuales el ciudadano del 
común pueda entender claramente, con un lenguaje sencillo, 
cuál es la importancia de comprometerse con este tipo de 
propósitos en el contexto de su vida cotidiana. 

Por lo anterior, el propósito del presente capítulo es 
contribuir, desde la academia, a la revisión de experiencias 
y propuestas para una mejor implementación de la agenda 
de desarrollo sostenible y climática mediante la estrate-
gia de educación y comunicación ambiental desde y para 
Medellín, con la misión fundamental de encontrar nuevos 
caminos que conduzcan a proponer opciones viables para 
la solución de los problemas del deterioro ambiental. 

La investigación que se llevó a cabo fue cualitativa, 
y la selección, organización y análisis de las fuentes de 
conocimiento se hizo de forma sistemática. Las decisio-
nes de inclusión o exclusión de los materiales recopilados 
estuvieron condicionadas por la pertinencia de estos con 
el objeto de la investigación y de conformidad con la natu-
raleza crítica, dinámica y exploratoria que requiere una 
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investigación de este tipo. Además, se realizaron entrevis-
tas semiestructuradas con una profesional de la Secretaría 
de Medio Ambiente de Medellín1 y dos profesionales 
adscritas a la Facultad de Educación de la Universidad de 
Antioquia,2 las cuales están a cargo de la coordinación de 
las estrategias orientadas a la educación medioambiental 
del municipio.

1. Acciones para la implementación del Acuerdo 
de París y de los ods en el municipio de  
Medellín a partir de la estrategia 
de educación ambiental
El gobierno central ha venido incorporando los compromi-
sos climáticos y en materia de ODS en los planes nacionales 
de desarrollo y en el documento CONPES 3918 de 2018, con 
lo cual ha generado un impacto sobre sus departamentos y 
municipios. Estos, a su vez, de manera particular también 
los han integrado a sus planes de desarrollo territorial, y 
además han creado planes de acción especiales para hacerle 
frente al cambio climático.3

1	 Mireya Ossa Villegas. Licenciada en Educación, Administradora Ambien-
tal y de los Recursos Naturales, Especialista en Gerencia Social. Especialista 
en Proyectos y Especialista en Proyectos de Cooperación para el Desarrollo. 
Profesional Universitaria de la Secretaría de Medio Ambiente de Medellín, 
Subsecretaría de Gestión Ambiental, Equipo de Educación y Buenas Prácticas.

2	 Lucrecia Ester Zapata Múnera. Licenciada en Educación Preescolar. 
Especialista en Gestión Ambiental. Docente asesora para el contrato con la 
Secretaría del Medio Ambiente del municipio de Medellín 2020. Leny Yohana 
Cano Agudelo. Profesional en Planeación y Desarrollo Social. Especialista en 
Gerencia Social. Coordinadora del contrato con la Secretaría de Medio Ambiente 
del municipio de Medellín 2020.

3	 Dentro de las consecuencias más significativas del cambio climático 
se cuentan: el deshielo de los casquetes polares, el aumento de enfermedades 
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Con la elaboración y posterior puesta en marcha del 
PDM y el PAC, se esperaría que la sociedad medellinense 
tomara medidas para la prevención, mitigación y adapta-
ción frente al cambio climático y comprendiera, holística 
y sistémicamente, las problemáticas derivadas del dete-
rioro ambiental. Con ello se generarían beneficios para las 
personas, los animales y para todos los ecosistemas de la 
misma territorialidad, el país y el mundo pues es claro que 
este es un problema complejo de dimensiones globales cuyo 
afrontamiento y resolución requiere de la actuación en todos 
los niveles. Sin embargo, la tarea más difícil es asimilar 
que, para alcanzar esa meta, el papel de la educación y la 
comunicación ambiental es fundamental.

La actual administración municipal (2020-2023) cons-
truyó el PDM enmarcado dentro de un gran compromiso con 
el cumplimiento de los ODS y con el propósito de orientar a la 
ciudad en la dirección de tener progresivamente una menor 
huella de carbono, con unas metas a corto (5 %), mediano 
(20 %) y largo plazo (carbono neutro) de reducción de GEI, 
trazadas para los años 2023, 2030 y 2050, respectivamente, 
que quedaron establecidas en el PAC. Adicionalmente, en 
ambos planes programáticos se incorporaron aspectos relati-
vos a la educación y la comunicación ambiental con cuestio-
nes a mejorar, lo cual se desarrollará con más profundidad 
en un apartado propositivo al final del presente escrito.

tropicales, el aumento de las precipitaciones lluviosas, las oleadas de calor, la 
elevación en el nivel del mar, el desplazamiento de la población y, en general, 
todas las demás afectaciones en el clima, propias de dicho fenómeno con 
implicaciones negativas para la especie humana y para los ecosistemas. Por 
tal razón, los países y sus entes territoriales deben crear planes de acción 
para la prevención, mitigación y adaptación frente al cambio climático.
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El PDM se estructuró tomando como eje articulador los 
17 ODS. También tuvo como referente la Nueva Agenda 
Urbana celebrada en Quito en 2016. Para su cumplimiento, 
se establece un marco programático integrado por cinco 
líneas estratégicas, a saber: 1) Reactivación Económica y 
Valle del Software, 2) Transformación Educativa y Cultu-
ral, 3) Medellín Me Cuida, 4) Ecociudad, y 5) Gobernanza 
y Gobernabilidad. Por razones obvias, se esperaría que en 
la línea de transformación educativa y cultural hubiera un 
fuerte componente dirigido a la educación ambiental. Sin 
embargo, en esta línea no se incluye la variable ambiental 
como un componente o programa de manera particular con 
título y desarrollo teórico propio. En la línea de Ecociudad 
fue donde quedó plasmado con más fuerza este tema.4 

Como ya se dejó sugerido en el párrafo anterior, la 
línea estratégica de Ecociudad, además de ser una de las 
más comprometidas con la problemática ambiental de la 
ciudad de Medellín, es la que mejor presenta una propuesta 

4	 En el capítulo IV, que hace referencia a retos de ciudad y de manera 
particular en el numeral 2 que se denomina “Por una educación del siglo XXI”, 
se lee: “La Transformación Educativa y Cultural se potenciará desde el diálogo 
con los retos económicos de la ciudad, el desarrollo sostenible y la preocupación 
por la construcción de nuevas formas de relacionamiento e inclusión social” 
(Alcaldía de Medellín, 2020, p. 63). En igual sentido, en algunos pocos apar-
tados de la línea estratégica de transformación educativa y cultural aparecen 
alusiones similares, como lo estipula el objetivo del componente de cultura 
ciudadana: “Promover, transformaciones culturales a través de la gestión local 
de la cultura ciudadana que contribuyan a […] la confianza interpersonal y la 
sostenibilidad ambiental, la construcción de una ciudadanía cultural demo-
crática y a la paz territorial en la ciudad de Medellín” (Alcaldía de Medellín, 
2020, p. 289). Las implicaciones del déficit programático en lo que atañe a 
incorporar de manera efectiva el componente de la educación ambiental en la 
línea estratégica de educación se analizarán brevemente en el último apartado 
de este texto. 
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concreta en materia de educación ambiental. No obstante, 
esta variable no está en la totalidad de los respectivos com-
ponentes y programas que integran esta línea. Aparece, por 
ejemplo, en el componente de movilidad sostenible e inteli-
gente y específicamente en su programa de transformación 
cultural para la movilidad sostenible y segura (Alcaldía 
de Medellín, 2020, p. 366); en el componente de servi-
cios públicos, energías alternativas y aprovechamiento de 
residuos sólidos, puntualmente en el programa de ahorro, 
consumo racional y gestión de servicios públicos (Alcaldía 
de Medellín, 2020, p. 370), todas ellas incorporadas en los 
objetivos de los respectivos programas, haciendo referencia 
a la posibilidad de implementar estrategias pedagógicas y 
comunicacionales. 

De manera especial, el componente de conservación y 
protección de todas las formas de vida integra, en varios 
de sus programas, la variable de educación ambiental, y 
adicionalmente es el único componente dentro de todas las 
líneas estratégicas del Plan de Desarrollo que cuenta con 
un programa que se denomina “Educación y sostenibilidad 
ambiental” (Alcaldía de Medellín, 2020, p. 378). En cuanto 
al tema particular del cambio climático en perspectiva 
educativa, el PDM incluye un componente de urbanismo 
ecológico y en el que hay un programa que se titula “Gestión 
del riesgo de desastres, del medioambiente y adaptación al 
cambio climático”. En uno de sus objetivos específicos figura 
algo relativo a la educación y comunicación del riesgo de 
desastres (Alcaldía de Medellín, 2020, p. 389). 

El componente de educación ambiental y las estrategias 
de comunicación y divulgación están mejor tratadas en el 
PAC que en el PDM y, aunque ambos están estructurados 
con fundamento en los ODS, es necesario considerar que el 
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cambio climático es posiblemente uno de los principales 
problemas en materia ambiental, pero no el único, y aún 
hace falta, desde la perspectiva municipal, un enfoque 
más sistémico alrededor de la educación y la comunicación 
ambiental. 

Entrando en materia, se puede afirmar que el PAC esti-
pula especialmente las variables educativa y comunicacional 
en el “Sector estratégico: procesos socio culturales para la 
gestión del Cambio Climático”. Este componente presenta 
la siguiente estructura: inicialmente se enuncia una acción y 
posteriormente una serie de acciones transversales, las cuales 
están compuestas por una descripción, unas subacciones, las 
metas, indicadores e instrumentos de gestión. Se desarrolla 
de la siguiente manera: 

1)	 Una acción dirigida a gestionar procesos de investi-
gación, innovación y desarrollo de proyectos orienta-
dos a enfrentar el cambio y la variabilidad climática 
en Medellín.

2)	 Una acción transversal orientada a implementar 
estrategias de comunicación y divulgación que 
permitan garantizar el acceso a la información para 
la gestión del cambio climático, y que está dirigida 
a diferentes públicos. 

3)	 Una acción transversal encaminada a desarrollar 
mecanismos de cooperación interinstitucional, 
intersectorial, empresarial e internacional, para 
implementar las medidas y acciones establecidas en 
el PAC que permitan enfrentar el cambio y varia-
bilidad climática, destacándose la articulación de 
los distintos comités intersectoriales de educación 
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ambiental en los niveles municipal, metropolitano 
y departamental. 

4)	 Una acción transversal conducente a implementar 
procesos y programas formativos para la generación 
y gestión de conocimiento, apropiación y desarrollo 
de propuestas para enfrentar el cambio y la varia-
bilidad climática en Medellín, y que está dirigida 
a todos los públicos 

5)	 Una acción transversal que apunta a impulsar pro-
cesos de formación y generación de conocimiento y 
gestión, enfocados en iniciativas comunitarias y de 
ciudadanía activa. (Secretaría de Medio Ambiente 
de Medellín, 2020, pp. 130-137)

2. Estrategias desde la educación ambiental  
para la implementación de los ods  
y el cumplimiento del Acuerdo de París  
en el municipio de Medellín
La educación y la comunicación ambiental se constituyen 
en estrategias fundamentales para la generación de con-
ciencia ciudadana, en tanto que permiten conocer las con-
secuencias derivadas del deterioro ambiental y comprender 
cuál es el rol que cumple cada individuo y comunidad en 
favor de la búsqueda de posibles soluciones. 

En este sentido, y considerando que el actual Plan de 
Desarrollo de Medellín está estructurado principalmente 
sobre la base programática del cumplimiento de los ODS, la 
Secretaría de Medio Ambiente del Municipio de Medellín, 
con la intención de dar cumplimiento a las líneas estraté-
gicas, a través de los distintos programas y proyectos en 
materia de educación ambiental, suscribió con la Facultad 
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de Educación de la Universidad de Antioquia un con-
trato interadministrativo que le permitió “el desarrollo de 
acciones educativo ambientales y de gestión en las dife-
rentes comunas y corregimientos de Medellín” (L. Cano y  
L. Zapata, comunicación personal, 21 de mayo de 2021).5 
“Cabe mencionar que el componente educomunicacional es 
una línea transversal a todo el accionar pedagógico de esta 
propuesta” (M. Ossa, comunicación personal, 24 de mayo 
de 2021).

En la actual administración municipal, la Facultad 
de Educación de la Universidad de Antioquia es la única 
entidad que, a través de su Departamento de Extensión, 
ha estado ejecutando todos los programas relacionados 
con educación ambiental para el Municipio de Medellín. 
A continuación, se presentan los componentes que se 
abordaron en el marco del referido contrato, cuyas accio-
nes tuvieron lugar durante el año 2020. Para los fines 
del presente texto, los componentes constitutivos se han 
agrupado en tres líneas básicas, de acuerdo con el tipo de 
acción a la que se orientan principalmente: participación, 
formación e intervención. 

1.	 Participación. Esta línea está integrada por los com-
ponentes que permiten a los ciudadanos intervenir 
en las acciones que tienen impacto en el medio 

5	 Información basada en el Documento Síntesis de la Experiencia 
2020 de la Facultad de Educación, Departamento de Extensión, de la 
Universidad de Antioquia, elaborado por Leny Yohana Cano Agudelo y 
Lucrecia Ester Zapata Múnera, y que las entrevistadas hicieron llegar a los 
autores de este texto por correo electrónico (p. 3), como resultado del acopio 
de información que se derivó de dos entrevistas que tuvieron lugar en dos 
momentos diferentes el 21 de mayo de 2021. 
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ambiente en el que habitan, a saber: a) Proyec-
tos Ciudadanos de Educación Ambiental —PRO-
CEDA—. Se acompañaron 80, distribuidos en cuatro 
comunas: 6, 15, 80 y 50, con 7322 participantes;  
b) Acciones en el aula ambiental de Manzanares y 
de fortalecimiento a la mesa ambiental. Se llevaron 
a cabo 75 y tuvieron lugar en la comuna 15, con 
8604 participantes; c) Planes de Acción de las Juntas 
de Acción Comunal —JAC— y Agenda del sector 
ambiental. La estrategia impactó a la comuna 6, 
con 23 encuentros y 575 participantes; d) Difusión 
y posicionamiento del Plan de Acción Ambiental 
Local —PAAL—. Se llevó a cabo en la comuna 50, 
se realizaron 5 encuentros con 2475 participantes; 
e) Actualización del PAAL. Se llevó a cabo en la 
comuna 80, todo el corregimiento se benefició;  
f) Formulación del PAAL en sus tres fases iniciales. 
Se llevó a cabo en la comuna 8, beneficiando a toda 
la comuna. 

2.	 Formación. En esta línea se agruparon aquellas ini-
ciativas orientadas a emprender procesos formativos 
de las personas en temas medio ambientales, tales 
como: a) Formación de gestores ambientales. Se 
formaron 103 personas en las comunas 1, 6, 7, 14, 
15; b) Actividades multiplicadoras de los aprendi-
zajes. Se llevaron a cabo 1030, en las comunas 1, 
6, 7, 14, y 15, con 10 300 participantes; c) Jornadas 
pedagógicas con maletas viajeras. Se realizaron en 
las comunas 1 y 6, tuvieron lugar 33 intervenciones, 
con 1985 participantes; d) Memoria histórica de una 
microcuenca. Impactó a la comuna 80. Para elaborar 
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la memoria histórica se realizaron 10 intervenciones 
pedagógicas. Participaron 250 personas; e) Escuela 
ambiental itinerante. Se llevó a cabo en la comuna 
50, se implementaron 5 acciones pedagógicas con 
225 participantes. 

3.	 Actuación. Esta línea comprende aquellas activida-
des que conducen a un cambio positivo concreto, 
en el medio ambiente que rodea a los individuos, 
como: a) Buenas prácticas ambientales en los hoga-
res. Se llevaron a cabo en las comunas 80, 15 y 11. 
Se acompañaron 110 hogares, con 466 participan-
tes; b) Buenas prácticas en el sector comercio. Se 
acompañaron 113 unidades comerciales en buenas 
prácticas ambientales en las comunas 7, 11 y 15, 
con 297 participantes; c) Convites comunitarios.6 
Se llevaron a cabo 122 en las comunas 15, 7 y 1, 
que contaron con 20 871 participantes; d) Estable-
cimiento de ecohuertas. Esta acción se llevó a cabo 
en la comuna 14. Se instalaron 15 ecohuertas, con 
225 participantes; e) Atención animal: La feria en 
tu casa. Se llevaron a cabo en las comunas 7 y 11. 
Se atendieron 487 animales y participaron 1050 
personas. 

6	 “Los convites son una invitación a reflexionar, a identificar necesidades, 
problemáticas y gestionar juntos el territorio, que desde el encontrarse con 
el otro, favorece el tejido social, la convivencia y la construcción conjunta de 
alternativas para abordar la problemática ambiental que se presenta en un lugar 
específico de la zona” (Documento Síntesis de la Experiencia 2020, p. 13). 
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Participaron directamente en estas iniciativas un total 
de 46 144 personas (L. Cano y L. Zapata, comunicación 
personal, 21 de mayo de 2021).7 

3. Retos desde la educación y la comunicación 
para la implementación de los ods y del Plan  
de Acción Climática de Medellín
Tradicionalmente, la comunicación ha permeado directa o 
indirectamente las organizaciones, los proyectos, las comu-
nidades; por un lado, los medios de comunicación les han  
brindado visibilidad a sus acciones y, por el otro, les han ser-
vido de soporte mediante la divulgación de información  
de interés. Sin embargo, la comunicación abarca mucho 
más. Por eso, referirse a la comunicación ambiental implica 
transitar por el territorio conceptual y metodológico de 
una “disciplina emergente y necesaria acorde a los retos 
ambientales que enfrenta la humanidad” (Aparicio Cid, 
2016, p. 210). 

Una aproximación a la comunicación ambiental, acorde 
con el presente escrito, asume que esta:

Permite adquirir conocimientos básicos y aprender a 
buscar las informaciones pertinentes para mejorar la 
comprensión de los fenómenos y de las problemáticas 
ambientales con el fin de emitir diagnósticos y tomar 

7	 Información basada en el Documento Síntesis de la Experiencia 
2020 de la Facultad de Educación, Departamento de Extensión, de la 
Universidad de Antioquia, elaborado por Leny Yohana Cano Agudelo y 
Lucrecia Ester Zapata Múnera y que las entrevistadas hicieron llegar a los 
autores de este texto por correo electrónico (pp. 4-5), como resultado del 
acopio de información que se derivó de dos entrevistas que tuvieron lugar 
en dos momentos diferentes el 21 de mayo de 2021.  
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decisiones acertadas, formando a los individuos para 
propiciar el cambio de actitudes, valores, prácticas y 
comportamientos respecto del manejo de los ecosiste-
mas. (Aparicio Cid, 2016, p. 228)

3.1. Logros y tareas pendientes, 
derivadas de la experiencia
La experiencia asociada a la implementación de determi-
nadas estrategias en distintas comunas y corregimientos de 
Medellín, así como los aprendizajes que se han derivado de la 
ejecución de diversos proyectos e iniciativas desde la Secretaría 
de Medio Ambiente de Medellín, permiten valorar algunos 
logros y dejan tareas pendientes. Lo más relevante se presenta 
a continuación.

3.1.1. Desde la institucionalidad
Las iniciativas orientadas a la educación ambiental deben ten-
der a elevar los niveles de conciencia de los ciudadanos sobre 
las problemáticas ambientales y brindar elementos para que 
exploren alternativas de solución individuales y colectivas. Por 
lo tanto, se sugiere disponer de mayor tiempo para el desarrollo 
de las propuestas y para la evaluación de su impacto a largo 
plazo en los ciudadanos, con independencia de los cambios 
de administración (L. Cano, comunicación personal, 21 de 
mayo, 2021).8 

Pese a los aspectos que ameritan algún tipo de ajuste 
o mejora, se han percibido cambios favorables que pueden 
concebirse como logros: 

8	 La construcción de este párrafo se hizo con apoyo en la entrevista 
hecha a la especialista Leny Yohana Cano Agudelo. 
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Las dinámicas sociales, las motivaciones de las perso-
nas y la organización social alrededor de lo educativo 
ambiental cada vez se refleja [más] en el liderazgo que 
se ejerce en las iniciativas ciudadanas en los diferentes 
territorios. La defensa por nuestros recursos naturales, 
las dinámicas culturales, artísticas, el comercio justo, 
el consumo sostenible, el bienestar animal, entre otras 
temáticas, hacen que las comunidades se movilicen y 
cambien sus hábitos, por unos hábitos en beneficio de 
nuestros recursos naturales y ambientales. (M. Ossa, 
comunicación personal, 24 de mayo, 2021)9

3.1.2. Desde la academia
Con miras al cumplimiento de los ODS y del Acuerdo 
de París, teniendo como norte las metas que se ha fijado 
Colombia en este sentido, entre las que se encuentra la 
“reducción del 51 % de las emisiones de gases efecto inver-
nadero del país para el año 2030” (Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, 2020), y la contribución que pueda 
hacer el municipio de Medellín para alcanzarlas, es preciso 
decir que, si bien las iniciativas que se han desarrollado 
en materia de educación ambiental y comunicacional son 
un aporte relevante, es necesario activar otros frentes de 
actuación y de producción de conocimiento, ya que los 
efectos que pueda generar este compromiso compartido 
serán el patrimonio colectivo que nos permitirá hacer 
frente, desde una apuesta por la promoción y prevención, 

9	 Texto enviado por la licenciada Mireya Ossa Villegas, a través de 
correo electrónico a los autores del presente capítulo. 
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a los desafíos presentes y futuros que plantea la supervi-
vencia en el planeta. 

El PDM se estructura adecuadamente con base en la 
implementación de los ODS. Sin embargo, en relación 
con la variable de educación y comunicación ambiental 
se observa que la temática está dispersa en solo algunas 
líneas estratégicas, con especial presencia en la línea de 
Ecociudad. Por lo tanto, se sugiere que en la construcción 
de próximos planes de desarrollo se contemple la posibi-
lidad de que haya una línea estratégica, o lo que haga sus 
veces, dedicada especialmente a abordar de manera integral 
la educación ambiental y la comunicación ambiental con 
programas y proyectos específicos. Y, por supuesto, con 
mayor financiación, de manera que los recursos no proven-
gan mayoritariamente del Presupuesto Participativo (PP), 
que solo atiende las iniciativas ciudadanas, como sucede 
en la actualidad, sino también con una mayor destinación 
de recursos propios, los cuales son necesarios para los 
proyectos creados desde lo institucional.10 

Otro aspecto por considerar es que pareciera que la 
educación ambiental estuviera muy concentrada en la Secre-
taría de Medio Ambiente. De acuerdo con el Decreto 
1743 de 1994, todas las instituciones de educación formal 
—educación preescolar, básica y media— deben incluir 

10	 Los recursos propios del año 2020 fueron de 150 millones de pesos, en 
el 2021 fueron 0 pesos, y para el 2022 fueron de 1300 millones de pesos. Los 
recursos provenientes del presupuesto participativo para el año 2020 fueron de 
4469 millones de pesos, en el 2021 fueron de 4100 millones de pesos, y para el 
año 2022 fueron de 6600 millones de pesos. Estos datos fueron suministrados 
por Mireya Ossa Villegas, funcionaria de la Secretaría de Medio Ambiente 
de Medellín, Subsecretaría de Gestión Ambiental, Equipo de Educación y 
Buenas Prácticas.
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dentro de su Proyecto Educativo Institucional —PEI—, el 
Proyecto Ambiental Escolar —PRAE—, y la secretaría que 
legal y misionalmente está a cargo del acompañamiento 
y seguimiento de esta labor es la de Educación, no la de 
Medio Ambiente. 

Además, en la práctica resulta que, con fundamento en 
la autonomía escolar (art. 77 de la Ley 115 de 1994), esta 
tarea solo se apoya a solicitud, con lo cual, en la mayoría de 
las instituciones, el PRAE se realiza superficialmente, no se le 
da la suficiente importancia y permanece desarticulado de la 
formación integral del estudiante. Es importante comprender 
que, en estos contextos, los asuntos relativos al medio ambiente 
deben ser abordados con un criterio más directivo desde las 
secretarías hacía las instituciones, y todavía más tratándose de 
la formación de la población infantil y juvenil, que debe recibir 
una adecuada y necesaria educación ambiental.11 

3.2. Hacia una propuesta de pensamiento  
y actuación: Redes vitales de comunicación
Si bien se ha llevado a cabo una tarea importante en términos 
de educación ambiental con apoyo en lo comunicacional, aún 
es necesario avanzar en la definición del papel que puede cum-
plir la comunicación como red articuladora de la cosmovisión 
que tienen todos los actores sociales y gubernamentales sobre la 
problemática ambiental, y de los procesos que podrían llevarse 
a cabo para materializar las propuestas, compactas y sólidas, 
que están plasmadas en los documentos marco de las políticas 
públicas a nivel local, departamental y nacional. 

11	 La construcción teórica de este párrafo se hizo con apoyo en la 
entrevista hecha a la licenciada Mireya Ossa Villegas.
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Por tal razón, deberían destinarse recursos específicos 
para que, entre otras acciones, a través de distintos medios 
y canales se divulguen contenidos educativos que aborden la 
temática ambiental por tiempo ilimitado hasta que empie-
cen a apreciarse efectos en las actuaciones y en la memoria 
colectiva de los ciudadanos.

La denominación de esta propuesta de educación y 
acompañamiento expresivo y creativo a los ciudadanos 
desde la perspectiva de la comunicación ambiental obe-
dece a promover la conservación y preservación de todas 
las formas de vida en Medellín, en Colombia y el mundo. 
A continuación, se presentan algunos de los aspectos 
que podrían considerarse en una propuesta de este tipo: 
a) Identificación y fortalecimiento de iniciativas afines 
que compartan el mismo objetivo y, b) Mantenimiento y 
creación de nuevas “redes vitales de comunicación” que 
agrupen a ciudadanos y colectivos de Medellín. 

Para hacer de las “redes vitales de comunicación” un 
espacio participativo al que estarían convocados todos los 
ciudadanos de la ciudad, que contribuya al cumplimiento 
de los ODS y del Acuerdo de París, deberían tenerse en 
cuenta, entre otros aspectos, los siguientes: 

a)	 Consolidar un léxico común de términos relaciona-
dos con el medio ambiente e incentivar la visibili-
zación de experiencias que sirvan de referente para 
construir colaborativamente acepciones actualizadas 
de cada palabra de interés, así como conceptos clave 
asociados al tema, mediante ejemplos que ilustren 
causas, efectos y posibles soluciones a las problemá-
ticas ambientales; 
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b)	 Construir mensajes que apelen a emociones uni-
versales, que sensibilicen a los ciudadanos con la 
problemática ambiental y que generen empatía entre 
los seres humanos, potenciando la sana convivencia; 
que estrechen los vínculos entre los individuos y las 
comunidades con la naturaleza; que estén dirigidos 
a diversos públicos con variados rangos de edad; 

c)	 Diseñar estrategias de difusión de los mensajes, a la 
medida de las limitaciones y posibilidades de acceso 
de los ciudadanos a los medios de comunicación 
convencionales, alternativos y a las tecnologías de 
la información y la comunicación (TIC); 

d)	 Explorar diversos lenguajes, soportes, plataformas 
y dispositivos, para los fines de este y otros procesos 
de educación y comunicación ambiental de corto, 
mediano y largo alcance

e)	 Promover la realización y el afianzamiento de talleres 
y proyectos de cocreación sobre los temas de relevan-
cia ambiental que puedan oxigenar permanentemente 
las redes vitales de comunicación.

La eventual implementación y mantenimiento de las 
“redes vitales de comunicación” aquí propuestas supone: 
a) aprovechar los saberes previos de los individuos como 
soporte de todo proceso formativo con enfoque medioam-
biental; b) reconocer las vocaciones culturales y económi-
cas de las comunidades para posicionar la riqueza de la 
diversidad natural, cultural y productiva de cada una, y  
c) avanzar hacia un modelo de gobernanza que empodere 
a quienes viven en el campo y del campo, a quienes lideran 
procesos sociales y ambientales, a los pueblos indígenas, 
y a otras comunidades de especial interés, para que sean 
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quienes puedan llevar a cabo sus propias iniciativas. Tienen 
mucho que aportar a la sociedad en materia ambiental sobre 
la base de sus saberes ancestrales. 

Conclusiones

1.	 La educación, la comunicación y la investigación 
interdisciplinaria en materia ambiental son fun-
damentales para la implementación de la Agenda 
2030, así como para comprender y enfrentar las 
consecuencias derivadas del cambio climático. 

2.	 Los planes de desarrollo territorial deben compro-
meterse con la incorporación de líneas estratégicas 
en materia de educación y comunicación ambiental, 
de forma que haya mayor asignación presupuestaría 
y una mirada integral de estas dos variables. Adi-
cionalmente, debe haber un mayor compromiso 
en apoyar decididamente la implementación de los 
Proyectos Ambientales Escolares (PRAE). 

3.	 Los medios de comunicación convencionales, alter-
nativos, analógicos y digitales, deberían estar al 
servicio de las iniciativas que se emprendan en 
materia de educación ambiental, esto es, servir como 
vehículos y redes conceptuales que contribuyan a 
elevar los niveles de conciencia de los ciudadanos 
sobre las problemáticas ambientales, teniendo como 
expectativa la preservación de la vida en todas sus 
manifestaciones, pues la salud física y la salud 
mental de las personas depende en gran medida 
de la salud que tengan los ecosistemas. 
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Introducción
La biodiversidad, comprendida como las diversas formas  
en las que la vida se expresa en el planeta, enfrenta un impor-
tante desafío en el contexto de la actual crisis ambiental que 
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ha llevado a diversos autores a plantear un escenario actual 
de sexta extinción masiva (Barnosky et al., 2011; Ceballos 
et al., 2015). El acelerado ritmo en la pérdida de especies, 
cambios en sus patrones de distribución, y variaciones sus-
tanciales en la estructura de las comunidades y funciones 
ecosistémicas, son factores que, al ser analizados, muestran 
una relación cada vez más directa con acciones antrópicas 
(Tittensor et al., 2014). Esto ha conducido a la comunidad 
científica a encender las alarmas de las entidades guber-
namentales al plantear cómo el impacto de la humanidad 
está acrecentando la pérdida de biodiversidad (Rockström 
et al., 2009; Abiven et al., 2017; Whitehorn et al., 2019; 
Wilting et al., 2017; Díaz et al., 2018). 

La pérdida de biodiversidad genera un gran impacto para 
el bienestar humano. Los diversos agentes que componen los 
complejos entramados ecológicos resultan claves en la oferta 
de un sinnúmero de servicios ecosistémicos, tales como 
provisión de alimentos, regulación de las fuentes hídricas, 
control de plagas y potenciales enfermedades, estabilidad 
ecológica del suelo e incluso como recurso de recreación y 
estética (Martín-López et al., 2007; Whitehorn et al., 2019; 
Díaz et al., 2018). 

Asimismo, en la medida en que crece la investigación 
científica y se articula con factores educativos, sociales y 
políticos, se ha logrado comprender mejor cómo la capaci-
dad de un ecosistema y su biodiversidad para brindar deter-
minados servicios también está relacionada directamente 
con su funcionalidad ecológica. En este orden de ideas, 
analizar en profundidad cómo determinadas especies y sus 
rasgos pueden contribuir a la estabilidad de los ecosistemas 
y, por tanto, a la estabilidad en el aprovisionamiento de 
recursos ha sido cada vez más clave a la hora de implementar 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

290



políticas de conservación y manejo (Martín-López et al., 
2007; Whitehorn et al., 2019). Muchas medidas y estu-
dios de conservación en la actualidad se están enfocando 
fundamentalmente en las funciones ecológicas más que en 
especies particulares (Cazorla et al., 2021). 

Colombia es uno de los países con mayor diversidad 
biológica del mundo. Esta riqueza natural es el producto 
de factores geológicos y biológicos que generan una gran 
complejidad y heterogeneidad en el territorio (Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), 2014). En 
particular, el desarrollo de una destacada geodiversidad y 
diferentes procesos climáticos acaecidos en el norte de Sur-
américa durante el Cenozoico han permitido una configura-
ción especial para el desarrollo de los procesos ecológicos y 
evolutivos responsables de la gran riqueza de especies —con 
cerca de 58 312 especies registradas— y ecosistemas —cerca 
de 311— que evidenciamos actualmente en esta región del 
Neotrópico (Hoorn et al., 2010; Antonelli et al., 2018; Sis-
tema de Información de la Biodiversidad (SIB), 2020). 

A raíz de los impactos antropogénicos, la diversidad 
biológica, tanto en Colombia como en el mundo, está 
enfrentando un importante desafío en términos de su 
conservación y estructura. Siendo cada vez más amenazada 
por factores como la pérdida de hábitat y la introducción 
de especies invasoras, estas amenazas están siendo prin-
cipalmente retroalimentadas por factores asociados con la 
explotación de recursos naturales y la maquinaria consu-
mista social (Wilting et al., 2017).

En este contexto, desde la f irma del Convenio de 
Diversidad Biológica —1992—, Colombia asumió un 
compromiso relacionado con el establecimiento de unas 
metas de conservación, gestión integral y gobernanza sobre 
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el territorio con el fin de organizar el uso y explotación 
de los recursos naturales. En la última década, Colombia 
ha participado de diversos acuerdos relacionados con la 
gestión y conservación de la biodiversidad: inicialmente 
las metas Aichi para la diversidad biológica en 2011 y, 
posteriormente, los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
—ODS—, propuestos en 2015 y reiterados en las diversas 
conferencias de cambio climático —Conference of the 
Parties (COP)—. Específicamente, Colombia, entre los 
compromisos asumidos para el COP21 o Cumbre de París, 
se adhiere a 10 medidas concretas con miras a la adaptación 
y mitigación frente al cambio climático. Estas acciones se 
encuentran directamente ligadas a la preservación de la 
biodiversidad y a la protección y conservación de los eco-
sistemas de páramos —36 en todo el país—. Este tipo de 
ambiente en particular es fundamental para la seguridad 
en el abastecimiento hídrico de grandes ciudades y la con-
servación y estabilidad ecológica de cuencas hidrográficas. 
Igualmente, el país también propuso aumentar la cobertura 
de las áreas naturales protegidas con un importante énfasis 
en la condición forestal. 

La conservación de los bosques y frenar la deforestación 
puede permitir el alcance de las metas en términos de miti-
gación a 2030, donde Colombia se compromete a disminuir 
sus emisiones en un 20 %. Así, frenar la deforestación como 
principal amenaza nacional (representando cerca del 39 %) 
es fundamental debido a que este problema está ligado al 
desarrollo rural, a los procesos de consolidación de paz en 
los territorios, al correcto uso del suelo y a la regulación 
ecológica. Resolver esta amenaza puede contribuir a la 
captura de carbono y a la mitigación de cambios y varia-
ciones meteorológicas extremas (Ministerio de Ambiente 
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y Desarrollo Sostenible [MADS], 2014; García-Arbeláez 
et al., 2016). 

En confluencia, las metas Aichi y los ODS ponen de 
manifiesto la importancia de implementar acciones para 
la conservación de la biodiversidad, como pieza clave en la  
mitigación del cambio climático y la permanencia en 
la oferta de servicios ecosistémicos fundamentales para 
el bienestar humano. En el contexto de estos acuerdos 
internacionales, Colombia, en el 2012, formuló la Política 
Nacional para la Gestión Integral de la Biodiversidad y 
sus Servicios Ecosistémicos —PNGIBSE—, la cual permite 
consolidar una guía para el alcance de las metas propuestas. 
dicha política pública se enfoca en seis aspectos fundamen-
tales: 1) Biodiversidad, conservación y cuidado de la natu-
raleza; 2) Biodiversidad, gobernanza y creación de valor 
público; 3) Biodiversidad, desarrollo económico y calidad 
de vida; 4) Biodiversidad, gestión del conocimiento, tecno-
logía e información; 5) Biodiversidad, gestión del riesgo y 
suministro de servicios ecosistémicos; y 6) Biodiversidad, 
corresponsabilidad y compromisos globales (Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible [MADS], 2012). 

Cinco años después se planteó el Plan de Acción de 
la Biodiversidad —PAB-2016—. Este plan se enfocaría en 
metas concretas para el periodo 2020-2025-2030 y estaría 
centrado en aspectos que involucran a los ODS. Sin embargo, 
para algunos autores, como Echeverry-Galvis et al. (2019), 
el hecho de que la PNGIBSE no cuenta con un plan de acción 
en el momento de su postulación y adopción puede llevar 
a disminuir y afectar negativamente la evaluación de los 
resultados de las acciones en el contexto de los compromisos 
internacionales y, por ende, perjudicar el cumplimento de 
las metas en la conservación de la biodiversidad. Las metas 
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enmarcadas en el PAB se pueden clasificar en seis enfoques 
claves de acuerdo con Echeverry-Galvis et al. (2019): 1) 
Restauración y manejo de ecosistemas; 2) Conservación y 
preservación; 3) Planificación territorial; 4) Instituciona-
lidad y gobernanza; 5) Ciencia y conocimiento tradicional 
y; 6) Gestión de recursos. 

En el contexto de Colombia, el departamento del Valle 
del Cauca presenta una importante diversidad biológica. En 
gran medida, esta riqueza natural está ligada a la presencia 
territorial del departamento tanto en la Región Pacífica 
como en la Región Andina. La gran heterogeneidad de 
ambientes que configura el Valle, así como diversos pisos 
térmicos, permiten la ocurrencia de diferentes zonas bio-
climáticas (con cerca de seis diferentes). Particularmente, 
el perímetro urbano de la ciudad de Cali representa una 
superficie del 21,24 % respecto al total de extensión del 
municipio, y cuenta con siete ríos que atraviesan su territo-
rio: Aguacatal, Cali, Meléndez, Lili, Cañaveralejo, Pance 
y Cauca. Estos cuerpos de agua son ejes fundamentales 
del desarrollo de la ciudad. Asimismo, específicamente, 
los ríos Cali, Aguacatal y Cauca son proveedores del agua 
potable de la que dependen cerca de 2 700 000 habitantes. 
La estructura de Cali está configurada en 22 comunas de 
la zona urbana y fuertemente ligada a 15 corregimientos 
de la rural. Para el año 2016, se generó el Plan Integral de 
Adaptación y Mitigación al Cambio Climático en Cali, el 
cual promueve las acciones pertinentes y genera un marco 
técnico frente a la construcción de medidas y acciones para 
las metas propuestas por el marco nacional en el PAB.

La urbanización en el país, y específicamente en esta 
ciudad, ha sido influida por dinámicas sociales, políticas y 
económicas relacionadas con la expansión de los fenómenos 
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de violencia agudizados en los últimos 60 años de conflicto 
armado interno y los cuales han generado grandes migra-
ciones internas en busca de oportunidades y calidad de vida, 
principalmente en población campesina. Muchas personas 
procedentes de zonas rurales de otras partes del Valle, y de 
departamentos como el Cauca, han llegado a establecerse 
en Cali, contribuyendo a la conformación de asentamientos 
humanos informales, muchos en zonas de alto riesgo geo-
lógico o hidroclimatológico y carentes de las necesidades 
básicas humanas —representando cerca del 50 % en promedio 
de la extensión territorial—. Estas condiciones han profun-
dizado las brechas de desigualdad y la pobreza (Andrade y 
Bermúdez, 2010). De aquí se desprende la importancia de la 
consolidación del proceso de paz, no solo desde la perspectiva 
de la mejora en la calidad de vida de las comunidades, sino 
en la restauración ecológica (Baptiste et al., 2017). 

En este orden de ideas, este trabajo se plantea desde una 
metodología de revisión de artículos y documentos técnicos 
que permite establecer una línea base sobre el estado del 
conocimiento frente a la conservación de la biodiversidad 
urbana en la ciudad de Cali, bajo el enfoque de la Agenda 
2030 y el Acuerdo de París en el contexto colombiano. 
Este tipo de análisis adquiere amplia pertinencia consi-
derando que las ciudades requieren de elementos teóricos 
y técnicos claves en la toma de decisiones y en el diseño 
e implementación de políticas públicas que fortalezcan 
indicadores de sostenibilidad. 

1. La biodiversidad en la ciudad de Cali
El establecimiento de las dinámicas ecosistémicas depende 
directamente de condicionantes abióticos. Estos pueden 
ser fuertemente modificados en el marco del actual cambio 

295

La conservación y el estado de la biodiversidad desde el enfoque de la Agenda 2030

295



climático. Diversos factores que configuran el clima, como 
la temperatura, los patrones de precipitación y la humedad, 
pueden a su vez condicionar cambios en la estructura de las 
comunidades vegetales. Normalmente, las especies están 
muy ligadas a las condiciones abióticas bajo las que han 
evolucionado a lo largo de millones de años, consolidando 
procesos de adaptación al medio y siendo, en un gran 
número de casos, especialistas (Benton, 2009; Hernández 
Fernández et al., 2022). 

En consecuencia, los cambios climáticos pueden rees-
tructurar una determinada zona bioclimática afectando 
las posibilidades de supervivencia de muchas especies, 
generando variaciones en los patrones de distribución geo-
gráfica de las especies, su etología, así como en los ciclos 
fenológicos de muchas plantas. De esta forma, muchas 
especies especialistas del bioma en el que habitan pueden 
desaparecer y, a su vez, especies generalistas pueden ser 
más dominantes (Vrba, 1987; Hernández Fernández et al.,  
2022). Asimismo, este escenario también puede even-
tualmente favorecer la colonización de especies invasoras, 
muchas de las cuales pueden generar escenarios de com-
petencia ecológica con las nativas. Por ejemplo, el bosque 
templado húmedo, también conocido como bosque andino 
o bosque de niebla, se encuentra en la franja entre los 1500 
y 2500 m. s. n. m. y tiene gran importancia para Cali, pese 
a encontrarse en zona rural principalmente. Este bioma, 
bajo un escenario de cambio climático, puede sufrir un 
proceso de contracción, generando un desplazamiento de 
su límite o ecotono hacia cotas más altas. A su vez, este 
proceso eventualmente podría afectar en gran medida la 
estructura de la vegetación y la regulación hídrica que 
sustenta el caudal de muchos de los ríos que abastecen a la 

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

296



ciudad de agua potable, como sucede con el río Aguacatal, 
el río Felidia y el mismo río Cali. 

El bosque seco tropical es el principal bioma que repre-
senta a los ecosistemas nativos de la ciudad de Cali. His-
tóricamente, los procesos de urbanización crecientes han 
desaparecido muchas zonas representativas de este tipo de  
ecosistema, que solo queda reducido a 9-10 relictos sin una 
fuerte conectividad ecológica, los cuales presentan una des-
tacada concentración hacia el sur de la ciudad (Municipio 
de Santiago de Cali, 2017). 

Cali está configurada a partir de cuatro microzonas biómi-
cas o unidades ecosistémicas, las cuales varían de acuerdo con 
las dinámicas hídricas y geológicas, que a su vez condicionan 
variaciones climáticas. Actualmente, muchas zonas donde se 
conserva la estructura del bosque seco tropical logran confi-
gurar una destacada diversidad de especies, y estos ambientes 
cumplen una importante función en términos de regulación 
climática para la ciudad. 

En relación con la diversidad vegetal, Cali tiene un 
inventario de todas sus especies arbóreas, estando todas 
ellas registradas y numeradas. Sin embargo, cerca del 41 % 
de la biodiversidad vegetal arbórea de la ciudad pertenece 
solo a dos familias (Fabaceae y Arecaceae) y solo diez especies 
representan cerca del 47 % del total de los individuos, de 
las cuales solo dos de ellas son nativas o típicas del bosque 
seco tropical. 

Asimismo, un alto número de especies son invasoras, 
introducidas en tiempos históricos, representando el 65 % 
de los individuos, mientras solo el 34 % son ejemplares 
representantes de especies nativas. Este escenario plantea 
que es de vital importancia generar estrategias de gestión 
y manejo para recuperar la diversidad filogenética arbórea, 
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así como recuperar parte de la estructura forestal originaria. 
Frente al censo realizado en 2015, la ciudad contaba con un 
total de 296 607 individuos arbóreos, lo cual representaba 
una proporción de 1 árbol por cada 8 habitantes. Es de 
anotar que esta proporción varía entre las comunas, siendo 
las de mayor déficit las comunas 1, 6, 13, 14, 20 y 21. Estas 
zonas urbanas particularmente concentran algunos de los 
barrios con menores indicadores de ingreso económico, lo 
cual pone de manifiesto la importancia de generar políticas 
ambientales que redunden en la mejora de la calidad de 
vida de las poblaciones menos favorecidas.

Según datos del DAGMA (2018), respecto de la distri-
bución de las zonas verdes, la cobertura por habitante está 
estimada en 2,65 m2. Dichas coberturas están principal-
mente asociadas en orden de representatividad a los andenes, 
parques y separadores viales. Las desigualdades registradas 
en cobertura vegetal, representatividad de especies y diver-
sidad por comuna guardan relación con las variaciones 
microclimáticas. Estas a su vez afectan en gran medida la 
formación de islas de calor en diversos puntos de la ciudad. 
Las islas de calor sin intervención generan un déficit de 
espacio público y recreativo en algunas zonas de la ciudad, 
afectando la calidad de vida de los habitantes. Dicho fenó-
meno es especialmente marcado en el oriente de Cali. 

Considerando la biodiversidad animal, la ciudad de 
Cali presenta un importante conocimiento de algunos 
grupos biológicos (MacGregor-Fors y Ortega-Álvarez, 
2013). Los estudios se han realizado en algunas especies 
focales, así como también en la consolidación de listados 
de especies. Entre los diversos grupos zoológicos, los artró-
podos han enfocado diferentes estudios de biodiversidad 
urbana, muchos de ellos llevados a cabo en el campus de la 
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Universidad del Valle como uno de los relictos de bosque 
más importantes de la ciudad, para el cual se reportan 
19 órdenes de artrópodos terrestres. Esto evidencia una 
destacada biodiversidad filogenética (Cultid et al., 2007). 

Por su parte, Gallego-Ropero y Salguero (2015) iden-
tificaron 55 especies para el Jardín Botánico de Cali, un 
relicto de bosque de 12 hectáreas. Análisis como los rea-
lizados en la hormiga arriera (Atta cephalotes) también han 
puesto de manifiesto el problema que puede resultar de su 
colonización en los bosques urbanos y que, por lo tanto, 
requiere unas adecuadas medidas de manejo y gestión 
(Montoya-Lerma et al., 2006). Con respecto a las mari-
posas, Ramírez et al. (2007) reportaron 193 especies para 
la ciudad de Cali, analizando diversos relictos de bosque. 
Otros estudios han identificado 63 especies de chinches 
terrestres (Rengifo-Correa, 2008). Además, también se han 
realizado estudios relacionados con la ecología de muchos 
grupos en contextos urbanos como libélulas, estresípteros, 
cigarras y saltamontes (González et al., 2010). 

Entre los grupos zoológicos vertebrados, las aves son 
el más estudiado con diversos inventarios en la ciudad de 
Cali. Hasta el momento, para la totalidad del municipio se 
han registrado 560 especies (Palacio et al., 2017; DAGMA, 
2019), las cuales representan el 29,4 % de la biodiversidad 
aviar nacional. Respecto a su perímetro urbano, la diver-
sidad de especies más representativas se estima en torno 
a 243 especies (DAGMA, 2010). Para el caso de la herpeto-
fauna, se han reportado 8 especies de anfibios (Naturalista 
Colombia, 2021). Cabe resaltar la abundancia significativa 
de la especie Eleutherodactylus johnstonei (coqui antillano o 
rana silbadora), especie introducida en la comercialización 
ornamental de plantas y que ha logrado una destacada 
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expansión por la ciudad. Aún se necesitan más estudios 
para evaluar su potencial efecto en las especies nativas, 
aunque se ha hipotetizado un efecto negativo de competen-
cia entre esta y la especie nativa Pristimantis palmeri (rana 
de lluvia) debido a similitudes bioacústicas que podrían 
afectar sus poblaciones (Hernández, 2014). 

En el caso de los reptiles, para la ciudad se han regis-
trado ocho especies, entre lagartos, serpientes y tortugas 
(Bolívar-García, 2011). Igualmente, algunas especies se 
han introducido con fines ornamentales, pero han termi-
nado liberadas en ambientes naturales, como sucede con 
las babillas (Caiman crocodilus). 

Respecto a los mamíferos, se han generado diversos 
registros por parte de habitantes de la ciudad. Específi-
camente, se destacan observaciones de zarigüeyas, zorros 
cañeros, ardillas, guatines, monos y ratones. En el contexto 
de los mamíferos, los estudios se han enfocado principal-
mente en los murciélagos, de los cuales se han identificado 
once especies (Murillo et al., 2010). Lo anterior muestra 
que, pese al evidente deterioro de la estructura del bosque 
seco tropical original, la riqueza de especies para la ciudad 
de Cali se destaca con respecto a otros centros urbanos 
en Colombia (MacGregor-Fors y Ortega-Álvarez, 2013).

2. Acciones pertinentes enfocadas  
a la conservación de la biodiversidad  
urbana en el contexto de la Agenda 2030  
y el Acuerdo de París
De acuerdo con las metas planteadas en el PAB, las cua-
les deben articularse con las metas Aichi y los ODS, las 
ciudades de Colombia con más de 100 000 habitantes 
deben generar procesos que les permitan la identificación 
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y reconocimiento de su estructura ecológica. Esto, a su vez, 
aportará herramientas para la gobernanza, el ordenamiento 
y la gestión del territorio —POMCA, POT, POD, entre otros—. 
Las diversas acciones sobre la biodiversidad apuntan funda-
mentalmente al ODS 15, Vida en los ecosistemas terrestres. 
Sin embargo, considerando la relación biodiversidad-bien-
estar humano, esta se articula y contribuye de manera clave 
a la consolidación de ciudades sostenibles —ODS 11—, con 
un abastecimiento de agua y saneamiento —ODS 6— que 
responda a las necesidades humanas y ambientales.

Igualmente, mediante el restablecimiento de las funcio-
nes ecológicas, se puede llegar a contribuir en la mitigación del 
cambio climático —ODS 13—, y esto redundará en la salud de  
la población —ODS 3—. En este sentido, y para lograr el 
alcance de estos objetivos, son varios los retos en mate-
ria de afectaciones a la biodiversidad que la ciudad debe 
enfrentar. Entre ellos, se encuentran: procesos deficientes 
de desarrollo urbanístico; crecimiento de desarrollo urbano 
informal y no controlado; inadecuado manejo y disposición 
de residuos y contaminantes, ambos crecientes; incremento de 
los patrones de consumo y demanda de recursos; y, finalmente, 
el problema asociado a las especies invasoras. 

Frente a estas problemáticas, desde el Ministerio Ambiente 
se ha desarrollado una política para considerar la biodiversi-
dad como un eje fundamental de la planificación ambiental 
urbana, la cual debe articularse con acciones de cooperación 
entre sociedad-academia-Gobierno. Desde el punto de vista 
de las acciones a implementar se proponen:

1.	 Generación de conocimiento: Este constituye el punto 
de partida. Es clave obtener conocimiento sobre la 
estructura y funcionamiento de los ecosistemas en 
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contextos urbanos para comprender los servicios 
ecosistémicos que brindan las especies y, por ende, 
su importancia. Frente a este punto, debe existir 
una articulación entre la academia, desde donde 
se focaliza la investigación, con la sociedad civil, a 
quienes debe llegar la misma gracias a la educación 
ambiental (Freire Tigreros, 2021). La divulgación 
del conocimiento ambiental a través de una política 
educativa es clave en los procesos de apropiación 
social del conocimiento. Específicamente, el avance  
del conocimiento permitirá a los tomadores de deci-
siones tener mayores y mejores criterios para la ges-
tión. Es fundamental el respaldo económico y político 
a la investigación en ecología urbana y biodiversidad, 
articulando las universidades, los institutos y los 
colegios. Muchos de ellos pueden ser islas verdes en 
donde se integra investigación y educación. 

Es igualmente clave continuar estudiando y 
aportando en el crecimiento en el conocimiento 
frente a la estructura ecológica urbana de Cali. 
Se debe seguir analizando especies clave que pue-
dan dar pistas acerca del estado de recuperación 
y la calidad ambiental. En otros contextos, algu-
nas especies, como los líquenes, han mostrado ser 
destacados bioindicadores de calidad ambiental 
(Cohn-Berger y Quezada, 2016). Asimismo, se 
debe evaluar el impacto de las construcciones en 
muchas especies de aves y murciélagos, especies 
relevantes que generan servicios ecosistémicos de 
regulación. Particularmente, el estudio de especies 
carismáticas y clave, como las ardillas, pueden ser 
un importante bioindicador de conectividad debido 
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a sus características biológicas como habitante 
dependiente de los árboles (Smith et al., 2011). 
Muchas de estas especies pueden emplearse en 
campañas de educación ambiental, permitiendo 
expandir de manera didáctica el conocimiento con 
los niños y los jóvenes.

2.	 Preservación: Una vez se generen las políticas y accio-
nes con miras a la restauración, también es funda-
mental propiciar acciones desde la gobernanza que 
promuevan el respeto y la conservación de la estruc-
tura ecológica. Su recuperación requiere de mucho 
conocimiento y acciones sociales direccionadas. 
Sin embargo, si a posteriori no existe una política a 
largo plazo de preservación, los resultados no serán 
sostenibles en el tiempo. Es por ello por lo que, a 
nivel local, se hace necesario que se pueda generar 
un mayor número de áreas de protección natural 
especial. Áreas donde no pueda generarse desarrollo 
urbanístico, pero sí que sean consideradas para el 
esparcimiento y el disfrute de la comunidad. 

Entre las acciones concretas a nivel comunita-
rio, se pueden mencionar: adopción de zonas por 
parte del sector privado y público; generar espacios 
continuos de capacitación y educación en torno a la 
biodiversidad en la sociedad civil; generar incentivos 
(tributarios) al sector productivo y a las personas 
naturales frente a la conservación a modo de pago 
por servicios ambientales (Guevara-Fletcher et al., 
2022).

En el mismo sentido, es vital generar políticas 
y acciones gubernamentales de reubicación y asig-
nación de vivienda digna a personas en condición 
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de vulnerabilidad, con el fin de preservar la cober-
tura forestal y estructura ecológica de las laderas 
y cuencas hidrográficas, las cuales son claves en la 
mitigación del cambio climático.

3.	 Restauración: La generación de conocimiento y 
su comunicación a la sociedad permitirá generar 
políticas de restauración ecológica que maximicen 
los indicadores de biodiversidad y servicios eco-
sistémicos. En este sentido, diversos estudios han 
mostrado la importancia de la heterogeneidad del 
hábitat en la diversidad de centros urbanos (Beninde 
et al., 2015). Una ciudad, por definición, es un 
ambiente altamente heterogéneo. No obstante, se 
hace necesario conformar espacios de recuperación 
de la conectividad ecológica con miras a restablecer 
la cobertura forestal. Esta no solo permitirá recons-
truir parcial o en gran medida la biodiversidad y 
sus servicios, sino que también contribuirá en el 
cumplimiento de los ODS y el Acuerdo de París 
a través de la mejora en la estructura del bosque 
urbano. La disminución de las emisiones per cápita, 
generando así no solo una consecuente disminución 
en los gases de efecto invernadero, sino también 
redundando en salud y bienestar social. En este 
sentido, el municipio de Santiago de Cali, a través 
del DAGMA, está iniciando un plan de acción que le 
permita restaurar la cobertura vegetal y su conecti-
vidad en la ciudad. Mediante el Plan de Coberturas 
Vegetales, la ciudad podrá cumplir finalmente la 
Visión Colombia 2019 del Departamento Nacional 
de Planeación, la cual persigue “Construir Ciudades 
Amables” a través de ciudades que sigan patrones 
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de desarrollo urbanístico planificado desde una 
perspectiva ambiental y de uso eficiente del suelo. 
De acuerdo con el informe de gestión del DAGMA 
de 2022, se plantea la meta de siembra de 100 000 
árboles en el cuatrienio 2020-2023. A 2022 se han 
realizado labores de monitoreo, mantenimiento, 
protección y mejoramiento del arbolado urbano 
correspondiente a un total de 1849 individuos 
arbóreos (DAGMA, 2022). 

4.	 Uso y desarrollo sostenible: Una vez se establezca el 
articulado entre acciones con miras a la genera-
ción de conocimiento, la restauración ecológica 
y la preservación de las estructuras ecosistémicas 
recuperadas, es fundamental desde las políticas 
públicas una acción para fortalecer la educación 
ambiental para la sostenibilidad. Este tipo de edu-
cación puede conducir, a largo plazo, a producir 
un proyecto municipal ambiental. Para ello, es 
clave la articulación de los proyectos ambientales 
escolares (PRAE), universitarios (PRAU) y los comu-
nitarios (PROCEDA). Solo generando engranajes que 
permitan la sinergia entre estrategias es posible 
generar una política y una sociedad que trabaje 
en pro de la sustentabilidad. El conocimiento y 
la alfabetización ecológica desde la escuela y la 
sociedad puede aportar herramientas para cambiar 
patrones de consumo y una conciencia ambiental 
más fortalecida frente a las problemáticas cotidia-
nas. Finalmente, es muy importante generar una 
participación de los sectores gremiales, productivos 
y sociales con miras a generar políticas de reutili-
zación y reciclaje que minimicen la generación de 
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residuos y contaminantes que afectan la estructura 
y salud ecológica.

En relación con acciones concretas frente a la pre-
servación y recuperación de la biodiversidad y los servi-
cios ecosistémicos en Cali de cara al 2030, el municipio 
ha planteado la importancia de recuperar la estructura 
ecológica principal (EEP), la cual está representada fun-
damentalmente por el PNN Los Farallones, los cerros 
tutelares de la ciudad, el sistema de humedales y zonas de 
amortiguamiento hídrico, los bosques de protección en los 
márgenes fluviales y la consolidación de la Reserva Forestal 
de Protección Nacional. De igual forma, se plantea generar 
una estructura ecológica complementaria (EEC), represen-
tada por cierta intervención antrópica en ambientes, pero 
que logra mantener funciones ecológicas que les permite 
continuar asegurando servicios ecosistémicos. Asimismo, 
este enfoque incorpora la planificación de una estructura 
de conectividad ecológica en el municipio. Los corredores 
biológicos permitirán la dispersión y el intercambio gené-
tico poblacional en las diversas especies de fauna y flora. 

Esta conectividad y la EEC permitirá y requerirá generar 
estrategias de manejo del microclima en zonas del oriente 
de la ciudad, principalmente donde hay un alto déficit 
forestal, recuperar la condición edáfica de los cerros de 
Cali y lograr recuperar diversidad filogenética mediante la 
propagación de material vegetal certificado de bosque seco 
tropical originario. A 2030, la ciudad espera avanzar en la 
recuperación y restauración de 125 hectáreas del área en 
riesgo para los habitantes (especialmente en zonas de ladera) 
y de importancia estratégica ambiental, lo cual implica la 
reubicación de 7000 viviendas. Se espera, para 2030,  
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la consolidación del 50 % de la EEC, con una conectividad  
a la EEP del 70 %, la cual sea manejada de manera sostenible 
y eficiente. Finalmente, también se planea que, en 2030, 
todo el material vegetal del vivero municipal sea certificado 
como componente del bosque seco tropical (Municipio de 
Santiago de Cali, 2017).

Conclusiones 
Colombia, en general, tiene un estado normativo relativamente 
completo frente a la conservación de la biodiversidad de cara 
a los compromisos internacionales que se han establecido. 
Igualmente, presenta un cada vez mayor conocimiento de la 
estructura ecológica de muchas de sus ciudades. Particular-
mente, en Cali, la academia ha liderado la difusión y profundi-
zación de este conocimiento. Por ello, es muy importante que  
más actores se sumen en acciones que conlleven a incrementar 
el conocimiento como herramienta base de la gestión. Sin 
embargo, se hace urgente un fortalecimiento de la voluntad  
política y su articulación con el sector productivo, de manera 
que existan acciones más concretas que trasciendan la 
normativa y la legislación para llevarlas a la práctica real y 
constructiva con las comunidades.

Es fundamental la articulación y desarrollo de acciones 
relacionadas con el abordaje conjunto de más conocimiento 
sobre la estructura ecológica y biodiversidad de la ciudad 
de Cali, la preservación de las funciones ecológicas, la 
restauración de las que se han perdido y la generación de 
herramientas encaminadas al uso y desarrollo sostenible. 
Esta articulación permitirá tener más y mejores herramien-
tas de cara a una gestión ambiental más efectiva y completa. 
Asimismo, es fundamental la participación comunitaria, con 
amplia participación del sector social, para hacer posible 
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el emprender acciones concretas. Así, se podrá promover 
efectivamente un entorno saludable y agradable paisajística-
mente, fortaleciendo el arraigo de los habitantes de Santiago 
de Cali a su entorno.
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Capítulo 10
Fomento administrativo  

y fortalecimiento institucional  
en la gestión integral  
de cambio climático:  

reflexiones desde el Caribe colombiano*

Luis Magin Guardela Contreras**

Introducción
El cambio climático es un problema que tiene muchos 
efectos —como el aumento del nivel del mar, deshielo de 
glaciares, alteración de procesos meteorológicos, incremento 

*	 Este trabajo es derivado de la tesis doctoral Intervención de la Adminis-
tración Pública de los Distritos de Barranquilla, Cartagena y Santa Marta para la 
Mitigación y Adaptación al Cambio Climático presentada a la Universidad del Norte 
en el doctorado en Derecho (2020). El capítulo V fue publicado en el libro del 
mismo autor La intervención administrativa en la gestión del cambio climático: Casos 
de Barranquilla, Cartagena y Santa Marta (Grupo Editorial Ibáñez, 2022). 

**	 Abogado de la Universidad del Norte. Especialista en Derecho del 
Medio Ambiente y magíster en Derecho: Programa en Responsabilidad 
Contractual, Extracontractual, Civil y del Estado (Universidad Externado de 
Colombia). Doctor en Derecho (Universidad del Norte). Docente catedrático 
en la Universidad del Norte y Universidad del Rosario. Correo electrónico: 
lguardela@uninorte.edu.co. 
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de la temperatura, entre otros (Caballero et al., 2007)— 
sobre el cual los Estados, un poco antes de la creación del 
Panel Intergubernamental del Cambio Climático —IPCC— 
en 1988, vienen trabajando a través de las estrategias de 
mitigación y adaptación.

Estas aristas de la gestión del cambio climático se 
enmarcan en la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático; acuerdo que una vez en vigor y  
ratificado por los Estados parte, los vinculó para crear 
medidas e instrumentos jurídicos que propendieran por 
la estabilización de las concentraciones de gases de efecto 
invernadero —GEI— en la atmósfera, esto es, impulsar 
acciones para impedir interferencias antropogénicas peli-
grosas en el sistema climático (UNFCCC, 1992, art. 2).1

Esta convención, en el numeral 4 del artículo 7, consagró 
el régimen de sesiones ordinarias y extraordinarias con el fin 
de revisar regularmente su aplicación y toma de decisiones, 
estableciendo que las sesiones ordinarias se celebrarían cada 
año, y las extraordinarias, cada vez que la Conferencia así 
lo considerase.2 Hasta el momento, de las 26 Conferencias 
de las Partes —COP— realizadas, se destacan la 3 y la 21. 

De la COP3, celebrada en Kioto, Japón, en diciembre 
de 1997, surge el Protocolo de Kioto, en el cual se adoptaron 
metas, con plazos vinculantes, de reducción de emisiones 
de GEI, así como normas para el comercio de certificados de  

1	 Sobre la historia de creación de la Agenda 2030, ver el capítulo 1 en 
este libro.

2	 La primera Conferencia de las Partes (COP) se celebró en Berlín, 
Alemania, en 1995, y a la fecha se han realizado 25 conferencias, dentro de 
las cuales se complementan las disposiciones de la CMNUCC, se toman nuevas 
decisiones y se crean nuevos mecanismos vinculantes orientados a la mitigación 
y adaptación al cambio climático (MADS, 2020).
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reducción de emisiones atmosféricas entre los Estados 
industrializados y en vía de desarrollo. Este protocolo sirvió 
de base para la promulgación de leyes y políticas estatales 
internas, orientadas a tomar medidas económicas que 
contribuyan al cumplimiento de los compromisos adqui-
ridos y la reducción de los GEI (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible [MADS], 2020).

La COP21, realizada en París en 2015, establece linea-
mientos para gestionar el cambio climático, centrándose 
en las subvenciones a los combustibles fósiles, la ayuda a 
los países vulnerables al cambio climático, la creación de 
subsidios a los países en desarrollo para implementar sus 
planes de reducción de emisiones de gases de efecto inver-
nadero, la estimulación de energías limpias, tales como la 
energía solar, y la generalización de las obligaciones a todos 
los países como generadores de las causas del fenómeno, 
dando así paso al nacimiento del denominado Acuerdo de 
París (CEPAL, 2016), adoptado por 197 países (ONU, 2021) 
y cuya entrada en vigencia se dio el 4 de noviembre de 
2016 (ONU, s. f.).3 

3	 La suscripción, el 12 de diciembre de 2015, del Acuerdo de París, se 
presentó como una apuesta para mantener el aumento térmico por debajo de 
los 2 °C respecto de los niveles preindustriales y alcanzar con prontitud el 
punto máximo de emisiones de GEI en procura de su desescalada (Acuerdo 
de París, 2015, artículos 2 y 4). Al respecto, es oportuno mencionar que la 
antesala del Acuerdo de París fue la expedición, el 25 de septiembre de 2015, 
de la Agenda 2030 de Naciones Unidas para el Desarrollo Sostenible. Esta 
se presenta como un “[…] plan de acción a favor de las personas, el planeta y 
la prosperidad, que también tiene la intención de fortalecer la paz universal 
y el acceso a la justicia” (ONU, 2015). Dentro de dicha agenda, condensada en 
17 metas globales, se encuentra el objetivo “Acción por el clima” —ODS 13—, 
que tiene como finalidad adoptar medidas urgentes para combatir el cambio 
climático y sus efectos, reconociendo en la CMNUCC y el Acuerdo de París los 
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Este Acuerdo fue ratificado en Colombia a través de la 
Ley 1844 de 2017. En el mismo año se expidió la Política 
Nacional de Cambio Climático, que persigue incorporar 
la gestión del cambio climático en instancias oficiales y 
privadas para transitar hacia una un “desarrollo resiliente 
al clima y bajo en carbono”, proceso con el cual se busca 
reducir los impactos asociados a la ocurrencia acelerada 
de este fenómeno y simultáneamente ofrecer formas de 
aprovechamiento de las oportunidades que genera dicha 
gestión; lo anterior, en atención de la consecución, a largo 
plazo, de que el país sea carbono neutral (MADS, 2017).

En el año 2018 se expidió la Ley 1931, “Por la cual 
se establecen las directrices para la gestión el cambio 
climático” y, posteriormente, se expidió la Ley 2169 de 
2021, “Por medio de la cual se impulsa el desarrollo bajo 
en carbono del país mediante el establecimiento de metas 
y medidas mínimas en materia de carbono neutralidad y 
resiliencia climática y se dictan otras disposiciones”.

En este contexto, todas estas políticas, planes, estra-
tegias, acciones y normas buscan la reducción de GEI, y la 
adaptación y resiliencia a sus efectos deben materializarse 
en el territorio local para que la suma de los resultados favo-
rables a este nivel, impacten a nivel global. En ese sentido, 
se debe territorializar el cambio climático, sobre todo en un 
Estado como el colombiano, cuyo marcado centralismo 
estatal ha supuesto niveles de desarrollo disímiles entre sus 
regiones,4 traduciéndose esto en capacidades diferenciadas 

principales foros para concertar e implementar la respuesta mundial al cambio 
climático (ONU, 2015).

4	 Dicho centralismo se encuentra como una constante estructural de 
la Constitución de 1991. Para Liliana Estupiñán Achury (2011), “Ya sean 
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para familiarizarse, instruirse, implementar, evaluar y hacer 
seguimiento a la Agenda 2030 de los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible y el mismo Acuerdo de París.5

Para efectos de concretar la gestión integral del cambio 
climático en todo el territorio, se debe acudir a las formas de 
intervención administrativa con que cuenta el Estado: poli-
cía administrativa, fomento, servicio público, planificación 
y sanción.6 Para el caso particular, se estudiarán el fomento y  

unitarios, regionales o federales, los modelos territoriales depositan parte 
del poder en las instancias territoriales o sencillamente las desconocen y 
las abandonan; en este último caso, se favorece el Estado centro e incluso 
a las perspectivas autoritarias de ejercicio del poder. En el tratamiento al 
nivel subnacional se puede encontrar parte de las diferencias entre mode-
los territoriales más o menos descentralizados. Para el caso colombiano, 
si la constante ha sido el centralismo, también es cierto que una de sus 
estrategias ha sido la deslegitimación y el abandono del nivel intermedio 
de gobierno” (p. 131).

5	 Tal afirmación sobre capacidades diferenciadas se puede sintetizar 
de manera certera con la investigación de Jaime Bonet (2006) titulada 
“Desequilibrios regionales en la política de descentralización en Colombia”, 
en la cual concluye: “Se encuentra, además, una gran desigualdad en los 
ingresos fiscales per cápita de los entes territoriales, lo cual implica que 
éstos asumen la responsabilidad de prestación de servicios en condiciones 
muy diferentes. Gran parte de esta inequidad en el ingreso se origina en la 
diferencia observada en los ingresos tributarios, la cual, contrario a lo que 
se esperaría en un programa de equidad fiscal horizontal, no es corregida 
por el sistema de transferencias” (p. 48).

6	 La escogencia de estas formas de intervención administrativa para su 
análisis en lugar de otras puede explicarse a la luz de dos criterios: historici-
dad y funcionalidad. La tríada clásica de policía, servicio público y fomento 
detenta un claro nivel de consolidación histórica como medio de actuación del  
gobierno; por lo tanto, puede decirse que gozan de cierta madurez como 
instrumentos de la actuación administrativa. Por otra parte, se hallan la 
actuación administrativa a título de planificación y sanción. Estos dos son 
herramientas de gobierno funcionales: la primera, la planificación sirve 
para la división del trabajo, la integración de enfoques tanto sectoriales 
como transversales, la previsión de medidas en distintos plazos: corto, 
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el rol de fortalecimiento institucional especialmente lo 
relacionado con la sensibilización y capacitación de la ciu-
dadanía, consideradas como necesarias para optimizar los 
procesos locales relacionados con la mitigación de GEI, y la 
adaptación, tanto de los sistemas naturales como humanos, 
a los efectos del cambio climático. La adaptación es un 
factor determinante de la implementación de la Agenda 
2030 y el Acuerdo de París. 

1. El fomento administrativo en la gestión 
territorial del cambio climático
El fomento, como intervención administrativa, resulta 
particular dentro de aquellas formas a través de las cuales 
se expresa el Gobierno. Así se aprecia en el trabajo en el 
que se divulgó tal clasificación de los títulos de actuación 
pública. Jordana de Pozas (1949), en Ensayo de una teoría 
del fomento en el Derecho Administrativo, teoriza sobre dicha 
figura distanciándose de las instituciones consolidadas 
desde los modelos de Estado de derecho clásico como el 
poder de policía y el servicio público.

Jordana de Pozas (1949), concibe el fomento como una 
manera adicional de la administración para satisfacer las 
demandas colectivas de sus administrados. A juicio de este 
autor, se trata de una: “[...] vía media entre la inhibición 
y el intervencionismo del Estado, que pretende conciliar  
la libertad con el bien común mediante la influencia sobre la  

mediano o largo, y el establecimiento de métodos de evaluación; la segunda, 
la sanción, se emplea para garantizar la eficacia de las demás expresiones 
administrativas y de la normatividad que las fundamenta, por medio de la 
prevención general y la prevención especial (Guardela Contreras, 2020).

Cambio climático y desarrollo sostenible en Colombia

320



voluntad del individuo para que quiera lo conveniente para 
la satisfacción de la necesidad pública” (p. 46).

A partir de dicho contenido conceptual, aparece la 
primera razón por la cual se aprecia a esta forma de inter-
vención administrativa como idónea para la gestión integral 
territorial del cambio climático: es esencialmente persua-
siva, no coactiva. Al respecto, Parejo (1991), expresa que el 
fomento busca la autoordenación de la actividad particular 
hacia los objetivos de interés público por medios indirectos 
y no imperativos. En consecuencia, se trata de una forma de 
intervención que genera las condiciones propicias para que 
el privado despliegue su iniciativa dentro de su autonomía, 
con la ventaja de que sus intereses se alineen con aquellos 
perseguidos por el Estado; en este caso, la mitigación de 
los GEI y la adaptación tanto de los sistemas naturales como 
humanos a los efectos del cambio climático.7

En Colombia, se ha recurrido a la actividad de fomento 
principalmente en el orden nacional.8 Por ejemplo, el 
Decreto 624 de 1989 del Estatuto Tributario —en ade-
lante ET— cuenta con disposiciones dirigidas hacia la 
consecución de la neutralidad de carbono —finalidad de  
la política pública de cambio climático—, cuyo objeto es la  

7	 Frente a esto, debe señalarse la siguiente precisión: el fomento es una 
de las formas de intervención administrativa a incentivar, pero se necesita su 
conjugación con todas aquellas de las que dispone el Estado, especialmente 
los gobiernos locales, para hacer una adecuada gestión del cambio climático.

8	 Si bien la Carta Constitucional de 1991 lo entiende como contratos 
con entidades sin ánimo de lucro para el impulso de temas de interés general 
(artículo 355 de la Constitución Política de Colombia, 1991), aquí el fomento 
se concibe en un sentido amplio como aquel estímulo no coactivo a favor 
del interés general, pudiéndose manifestar o no a través de contratos, pero 
también siendo posible encontrarlo en normas, planes y programas, como 
las que se mencionan en el Estatuto Tributario (Guardela Contreras, 2020).
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mitigación de este fenómeno a través del incentivo de 
sectores que convienen a tal meta. En esta línea se destaca 
el artículo 235-2 del ET (modificado por el artículo 91 de 
la Ley 2010 de 2019).9

Con lo anterior, se prorrogó un incentivo del artículo 
18 de la Ley 788 de 2002, en similares condiciones a como 
se mantiene hoy. La modificación se dio por la cercana 
expiración de los quince años de vigencia original. En 
dicho contexto nacional, se evidencia otra razón por la cual 
el fomento administrativo es un instrumento idóneo para 
optimizar la gestión territorial del cambio climático. 

Lo anterior se evidencia en el reporte suministrado por la 
Oficina de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
—DIAN— (2020) sobre el número de personas favorecidas 
por dicha exención, cuyas cifras muestran un alza: en el año 
2011, se registraron seis contribuyentes con rentas exentas por 
venta de energía eléctrica generada con base en energía eólica, 

9	 “Rentas exentas a partir del año gravable 2019. Sin perjuicio de 
las rentas exentas de las personas naturales de los artículos 126-1, 126-4, 
206 y 206-1 del Estatuto Tributario y de las reconocidas en los convenios 
internacionales ratificados por Colombia, las únicas excepciones legales de 
que trata el artículo 26 del Estatuto Tributario son las siguientes: (…) 3. 
Venta de energía eléctrica generada con base en energía eólica, biomasa o 
residuos agrícolas, solar, geotérmica o de los mares, según las definiciones 
de la Ley 1715 de 2014 y el Decreto 2755 de 2003, realizada únicamente 
por parte de empresas generadoras, por un término de quince (15) años, a  
partir del año 2017, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:  
a) Tramitar, obtener y vender certificados de emisión de bióxido de carbono 
de acuerdo con la reglamentación del Gobierno nacional. b) Que al menos 
el 50 % de los recursos obtenidos por la venta de dichos certificados sean 
invertidos en obras de beneficio social en la región donde opera el generador. 
La inversión que da derecho al beneficio será realizada de acuerdo con la 
proporción de afectación de cada municipio por la construcción y operación 
de la central generadora”.
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biomasa, residuos agrícolas, solar, geotérmica o de los mares; 
para el año 2018, dicha cifra ascendió a 257. No obstante estos 
avances en el ámbito nacional, no ha ocurrido lo mismo en los 
departamentos de Atlántico, Bolívar y Magdalena. Siguiendo 
el concepto constitucional de fomento, primordialmente con-
tractual,  al realizar la búsqueda en el SECOP por cada uno de 
estos entes territoriales, los resultados en materia de medio 
ambiente muestran que este no ocupa un rol central en las 
agendas de gobierno, y en materia de mitigación y adaptación 
no se encontró ningún contrato asociado a este asunto. 

En aras de verificar los resultados, se presentaron peti-
ciones en cada uno de estos departamentos. Atlántico no 
dio respuesta. Bolívar no suscribió ningún contrato al 
respecto, y Magdalena indicó que existe un contrato,10 iden-
tificado como el 0728 de 2018, suscrito con la Universidad 
Sergio Arboleda y luego cedido a la Corporación Univer-
sitaria de la Costa (CUC), cuyo objeto es la realización de la 
gestión administrativa y logística para la implementación de 
la investigación de los efectos de la variabilidad climática y 
el cambio climático sobre el recurso hídrico, biodiversidad 
y actividades agropecuarias en el departamento.11

10	 Oficio GOBOL-20-018-263 del 8 de junio de 2020, suscrito por la 
Secretaría de Desarrollo Regional y Ordenamiento Territorial de Bolívar; 
Oficio GOBOL- 20-018-896 del 11 de junio de 2020, suscrito por el Jefe de la 
Oficina de Gestión del Riesgo de Desastres de Bolívar; Oficio No. E.2020-
005576 del 5 de junio de 2020, suscrito por la Jefatura de Contratación 
Departamental del Magdalena.

11	 La razón por la que este contrato de fomento no figura en SECOP es 
porque forma parte del régimen especial del Órgano Colegiado de Admi-
nistración y Decisión —OCAD— creado por el Acto Legislativo 04 de 2017 
y reglamentado por el Decreto Ley 1534 de 2017. Cabe destacar que se trata 
más bien de la contratación de un servicio investigativo que está lejos de 
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Por su parte, en los distritos capitales de estos departa-
mentos, la tendencia no difiere mucho del contexto depar-
tamental.12 La búsqueda para los distritos de Barranquilla 
y Cartagena no arrojó resultado alguno asociado a miti-
gación y adaptación al cambio climático. De Santa Marta 
figuran dos, a saber: el contrato 002 del 5 de abril de 2017 
y el contrato 004 del 15 de noviembre de 2019. Ambos 
son una prestación directa de un servicio y no responden 
a la esencia del fomento para mitigar GEI o adaptación al 
cambio climático.13

Por lo anterior, existe una subvaloración del fomento 
como forma de intervención administrativa para gestionar 
el cambio climático, ignorando el potencial que tiene esta 
figura para facilitar condiciones que permitan la vincu-
lación de los particulares en la mitigación y adaptación 
integral al cambio climático.

En este orden, es necesario reconstruir el enfoque de la  
gestión territorial de cambio climático con el fin de que se 
reconozca el potencial del fomento administrativo. Esto 

fomentar o promocionar alguna estrategia relacionada con la mitigación y 
adaptación al cambio climático.

12	 Contratos consultados en https://www.contratos.gov.co/consultas/
inicio  Consultados el 2 de junio de 2020 y validados el 21 de mayo de 2021 
sin cambio alguno.

13	 El primero es un convenio interadministrativo entre la Alcaldía y 
el Departamento Administrativo Distrital de Sostenibilidad Ambiental 
—DADSA— para la reducción de riesgos ambientales, socioambientales, 
geológicos, hidrometeorológicos y del cambio climático, cuyas obligaciones 
de ejecución recaen en dicha última entidad. El segundo, por su parte, se 
ciñe a la contratación de servicios de limpieza mecánica de ríos, quebradas y  
otros cuerpos de agua a efectos de aminorar los riesgos por inundaciones 
en el marco de la gestión del riesgo y cambio climático durante el estado 
de calamidad pública decretado el 21 de octubre de 2019.
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materializaría la consecución de resultados positivos en 
la gestión integral del fenómeno del cambio climático, 
involucrando los sectores público y privado en asuntos, 
por ejemplo, como la generación de energías alternativas 
y la protección comunitaria de ecosistemas. El fomento 
incentiva la aplicación del principio de corresponsabili-
dad establecido en el numeral 3, artículo 2 de la Ley 1931 
de 2018, y contribuye a equilibrar las cargas y beneficios 
entre particulares y el Estado, dándole un rol más activo 
al ciudadano en la gestión del cambio climático.

En este sentido, el pago por servicios ambientales, la 
protección ambiental comunitaria y la adaptación basada en 
ecosistemas (AbE)14 son acciones que se pueden adelantar 
en los territorios para contribuir a la Agenda 2030 y el 
cumplimiento de los compromisos del Acuerdo de París y 
encuentran en el fomento el vehículo más expedito para su 
materialización por su apoyo y ejecución en la ciudadanía, 
favoreciendo así el avance en las metas de tales marcos de 
acción. Así mismo, representan un gesto de autonomía 

14	 En el caso del pago por servicios, se trata de una solución para 
aquellos ecosistemas naturales que proveen una amplia variedad de servicios 
ambientales. Tal es el caso de los bosques, los cuales además de otras funcio-
nes, brindan servicios hidrológicos como la regulación de flujos hídricos y 
la filtración de aguas. No obstante, son poco valorados hasta que los efectos 
de su ausencia se hacen notorios; por lo tanto, estimular su preservación 
vía estímulos económicos es oportuno (Pagiola y Platais, 2002). De otro 
lado, la protección ambiental comunitaria es de especial relevancia para las 
zonas ocupadas por grupos étnicos, y representa la forma de articularlos con 
los discursos ecológicos globales y nacionales, recurriendo a su vocación 
tutelar de la naturaleza (Ulloa, 2007). Finalmente, la adaptación basada en 
ecosistemas (AbE) es esencialmente el “uso de la biodiversidad y los servicios 
de los ecosistemas como parte de una estrategia global de adaptación para 
ayudar a las personas a adaptarse a los efectos adversos del cambio climático” 
(MADS, 2018).
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administrativa en la medida en que, para su estableci-
miento, los gobiernos locales cuentan con independencia 
frente a la administración central.

2. La sensibilización y socialización  
del fomento a nivel territorial:  
necesidad del fortalecimiento institucional  
de las autoridades ambientales locales
El Acuerdo de París, dentro de su parte motiva, señala “la 
importancia de la educación, la formación, la sensibilización 
y participación del público, el acceso público a la informa-
ción y la cooperación a todos los niveles en los asuntos de 
que trata el presente Acuerdo” (ONU, 2015, p. 2) 

De acuerdo con el resultado de la encuesta “Percepción 
de la Sociedad Civil sobre las Intervenciones Administra-
tivas de los Distritos de Barranquilla, Cartagena y Santa 
Marta en Relación con el Cambio Climático”, citado por 
Guardela Contreras (2020) en la tesis Intervención de la 
administración pública de los distritos de Barranquilla, Carta-
gena y Santa Marta para la mitigación y adaptación al cambio 
climático, el 79 % de los encuestados en Barranquilla afirmó 
desconocer los planes, normas y programas elaborados por 
el Gobierno local sobre cambio climático. En Cartagena 
se agudiza aún más el desconocimiento al respecto, alcan-
zando un 95 % de los encuestados, y en Santa Marta se 
presenta la mayor desinformación, situada en un 98,2 %. 

Tales circunstancias son muestra del déficit de sensibi-
lización y socialización a la ciudadanía sobre las medidas 
de gestión del cambio climático por parte de las adminis-
traciones locales. Por lo tanto, se requiere robustecer los 
programas de educación y pedagogía ambiental, haciendo 
hincapié en la trascendencia del cambio climático y la 
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necesidad de su gestión conjunta entre autoridades y socie-
dad civil. Para lograr esto, se deberán expedir normas que 
contengan estrategias, actividades y acciones dirigidas a 
fomentar en verdad las tareas de mitigación y adaptación, 
de tal manera que puedan ser empleadas por la comunidad 
como herramientas accesibles.

Lo anterior tiene como presupuesto el fortalecimiento 
institucional de las autoridades ambientales locales y regio-
nales y su estructura administrativa. Generar una adecuada 
y eficiente estructura organizacional enfocada en la gestión 
integral del cambio climático podría ser el primer paso para 
que a su vez se genere una participación ciudadana efectiva, 
pues, como se observó, hasta el momento no se ha dado, lo 
cual debilita el sostenimiento a largo plazo de las acciones 
que se ejecuten para la gestión del cambio climático.

En consecuencia, resulta necesario que, dentro de las 
Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo 
Sostenible —CAR—, Autoridades Ambientales de Grandes 
Centros Urbanos —AAU— y Establecimientos Públicos 
Ambientales —EPA— se creen dependencias sobre cam-
bio climático en las subdirecciones de gestión ambiental 
o se creen grupos de trabajo especializados integrados por 
miembros de cada una las demás subdirecciones de cada 
entidad con el fin de implementar y hacer seguimiento a 
las medidas de mitigación y adaptación incluidas en sus 
Planes de Gestión Ambiental Regional y Planes de Acción 
Institucional. Así, se procuran el cumplimiento Política 
Nacional de Cambio Climático y las directrices impartidas 
en el marco del Sistema Nacional de Cambio Climático 
—SISCLIMA—, creado por el Decreto 298 de 2016, lo cual 
responde al espíritu de la CMNUCC y, en consecuencia,  
al mismo Acuerdo de París.
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Conclusiones
El fomento es una de las formas de intervención administra-
tiva clave para que gobiernos locales y regionales realicen la 
gestión integral del cambio climático. Su naturaleza persua-
siva, no coactiva, favorece la integración ciudadana, dando 
cumplimiento así a los postulados de corresponsabilidad y 
participación en la protección del medio ambiente.

Pese a lo anterior, el fomento no se ha utilizado a 
nivel territorial para la gestión del cambio climático. Se 
ha subvalorado el potencial de esta forma de intervención 
para contribuir con las estrategias de la mitigación de GEI 
y adaptación a los efectos actuales o futuros del cambio 
climático.

Es necesario, por ende, dar un rol protagónico a las 
actividades de fomento en la gestión territorial de cambio 
climático, haciendo uso de la sensibilización y socialización 
de estas actividades para garantizar su utilización e imple-
mentación, y fortaleciendo a las instituciones y autoridades 
ambientales locales y regionales.
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Capítulo 11
La gobernanza en la declaratoria de  
la emergencia climática en Bogotá:  

ref lexiones desde la clínica 
jurídica masp-Uniandes

Mauricio Madrigal-Pérez*

Introducción
A finales del 2019, en el marco del paro nacional, el 
Gobierno nacional convocó a la que denominó “la gran 
conversación nacional”. La base para esos diálogos fue-
ron las peticiones del comité del paro nacional, entre las 
cuales se destaca la declaratoria nacional de la emergencia 
climática. A partir de allí, la Clínica Jurídica de Medio 
Ambiente y Salud Pública, —MASP— de la Universidad 
de los Andes inició una serie de actividades académicas 
orientadas al análisis y promoción de esta figura desde 
los derechos humanos y la justicia climática, con especial 

*	 Abogado, especialista en Derecho Ambiental, magíster en Derecho y 
doctor en Derechos Humanos. Director de la Clínica Jurídica de Medio Ambiente 
y Salud Pública de la Universidad de los Andes. Correo electrónico: m.madrigal@
uniandes.edu.co.
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énfasis en la integración efectiva de la participación social 
en la toma de decisiones sobre el cambio climático. 

Comenzando el año 2020, antes de la pandemia, se 
conformaron una serie de mesas de trabajo con el Minis-
terio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, entre estas 
la encargada de abordar la declaratoria de emergencia 
climática. Lastimosamente, no se logró lo básico: la decla-
ratoria y los diálogos, con la llegada de la pandemia, se 
diluyeron. Sin embargo, a finales de marzo de ese mismo 
año, la Clínica MASP tuvo conocimiento de la propuesta 
de Acuerdo Distrital para la Declaratoria de Emergencia 
Climática en Bogotá —DECB—, liderada por la concejal 
Susana Muhamad. 

A partir de ello, comenzó la articulación con el Grupo 
de Acciones Públicas de la Universidad del Rosario y la 
Clínica Legal e Interdisciplinar del Medio Ambiente 
—CLIMA— de la Universidad El Bosque —en adelante, 
las clínicas aliadas—, con un objetivo común: que estas 
declaratorias fueran efectivas y plasmen el llamado de la 
ciudadanía sobre la necesidad de aumentar y mejorar los 
esfuerzos y medidas para afrontar el cambio climático, 
considerando con especial atención a las personas y grupos 
en situación de vulnerabilidad. En definitiva, el llamado 
se orientó al reconocimiento e integración efectiva de la 
justicia climática, los derechos humanos y la gobernanza. 
Fruto de esa articulación, se realizaron talleres e inter-
venciones ante el Concejo de Bogotá y en diciembre de 
2020 fue declarada la emergencia climática por medio del 
Acuerdo Distrital 790.

El objetivo central de este capítulo es analizar los aspectos 
relevantes y distintivos del proceso de gobernanza desarrollado 
para la declaratoria de la emergencia climática en Bogotá. 
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Este análisis incluye un proceso de adopción con énfasis en la 
experiencia de las clínicas jurídicas en el mismo y el texto del 
acuerdo distrital, es decir, en la forma como fue reconocida 
la gobernanza en la norma. El presente texto se enmarca en 
una investigación dogmática desarrollada en tres momentos: 
descriptivo, en el cual se emplearon técnicas de análisis docu-
mental, privilegiando las fuentes primeras asociadas al caso 
de estudio; analítico, en el cual se estudia la declaratoria de 
emergencia climática en Bogotá; y, por último, prescriptivo, 
integrado por las propuestas de política pública. 

Para lograr el objetivo propuesto, se presentan tres 
apartados. En el primero, se brindan las bases teóricas sobre 
gobernanza climática y su rol en el cumplimiento de los 
compromisos climáticos y de desarrollo de Colombia. En 
el segundo, se aborda el proceso de gobernanza climática, 
con especial énfasis en los temas de coordinación y coope-
ración. Por último, a manera de conclusiones, se presentan 
una serie de recomendaciones particulares con base en la 
pregunta “¿Cómo garantizar la implementación efectiva de  
la gobernanza climática en la DECB?”.

1. Gobernanza climática y derechos humanos: 
dos temas claves para el cumplimiento  
de los compromisos climáticos de Colombia 
Sin duda, la gobernanza, como proceso, sistema e institu-
ción, ha permeado la gestión pública ambiental en la región 
latinoamericana, especialmente en los ámbitos del agua, el 
forestal y el cambio climático. Su popularidad va más allá 
del sector público y se ha trasladado a la academia como 
objeto de estudio y a los movimientos sociales como una 
posibilidad de reivindicación de su derecho de participación 
en la toma de decisiones. Pese a ello, diversos autores han 
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señalado la necesidad de ser rigurosos con la definición de 
su contenido y alcance, y en especial, de su aplicación en 
temas específicos como el ambiental.1 

En ese sentido, es importante comenzar por valorar la 
gobernanza como un concepto histórico y polisémico, propio 
de las ciencias políticas, pero que ha llegado a otras disciplinas 
como el derecho y la economía, al punto de ser un concepto 
transversal. La nueva versión de la gobernanza está inscrita en 
el enfoque de la “nueva gestión pública”, orientándose hacia 
la participación de las empresas y del sector social en general 
en la toma de decisiones públicas. De acuerdo con Montoya-
Domínguez y Rojas-Robles (2016), el origen formal y global 
de esta conceptualización se da desde el Banco Mundial, en 
1989, en una publicación sobre el crecimiento sostenible en el 
África subsahariana (Montoya-Domínguez y Rojas-Robles, 
2016, pp. 303-304) y se populariza a comienzos de los años 
90 con el informe, de la misma organización, denominado 
“Gobernanza y desarrollo” (Porras, 2015, p. 36). 

La amplitud de la gobernanza se refleja, por ejemplo, en 
el mapa de literaturas desarrollado por Porras (2015), en el 
cual se integran 61 definiciones y 12 enfoques de estudio, 
entre los que se destacan los vinculados con la democracia y 
los derechos humanos, englobados como enfoque normativo 
de la gobernanza (Porras, 2015, pp. 29-30). Por su parte, 
Madrigal-Pérez (2018) identifica 23 definiciones y las agrupa 
en dos enfoques: como un proceso y nueva forma de gobierno 
desde las ciencias políticas, y, desde lo normativo, como un 
modelo de buen gobierno, utilizando categorías como “buena 
gobernanza o gobernanza democrática” (Madrigal-Pérez, 

1	 Entre los principales exponentes se destacan: Rhodes (1996), Prats 
(2005), Cerrillo (2005), Kooiman (2005) y Porras (2015).
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2018, p. 31). Lo anterior refleja la necesidad de especificar 
y detallar el enfoque, contenido y alcance de la gobernanza, 
en especial cuando se integran problemáticas o escenarios 
como el cambio climático. 

Por ello, es preciso darle una mayor profundidad a lo 
que se entiende, en este texto, por gobernanza climática. 
El punto de partida es el enfoque normativo de derechos 
humanos, que se busca privilegiar, y el desarrollo de un 
concepto base2 que permita la diferenciación entre las 
dimensiones, las tipologías, los niveles y los ámbitos de la 
gobernanza climática.3

Para el desarrollo del concepto base, se toman como 
referencia las propuestas de Córdova y Romo (2015), que 
definen la gobernanza climática como la colaboración y 
coordinación entre el Gobierno y actores sociales, con 
énfasis en la evaluación de capacidades de los actores 
sociales, y el llamado de Rodríguez (2017), que señala 
que la gobernanza climática ha descuidado la adaptación 
tanto a escala global como en el ámbito nacional (haciendo 
referencia a México), de modo que es necesario construir 
las políticas climáticas desde el reconocimiento del vínculo 

2	 Esto es importante porque existen diversos calificativos y enfoques 
que se enlazan. A manera de ejemplo: autores como Kiessling y Pacheco 
(2019) integran calificativos como gobernanza global —policéntrica y emer-
gente— y gobernanza multinivel del cambio climático. Y otros como Franchini 
et al. (2020) integran en la gobernanza el enfoque de compromisos climáticos. 

3	 Las dimensiones generalmente son tres: jurídica, política y económica, 
siguiendo la tradicional tríada del desarrollo sostenible. Las tipologías abar-
can calificativos como democrática, participativa, buena o mala gobernanza, 
entre otros. Los niveles y ámbitos hacen referencia a las escalas guberna-
mentales, que son la global, la regional y la local/nacional, y desde allí se 
especifican cada una; por ejemplo, dentro de la escala nacional se contaría 
con el nivel municipal y el departamental. 
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entre la pobreza y la desigualdad con la vulnerabilidad y 
los riesgos climáticos. 

Considerando lo antes mencionado, se propone com-
prender la gobernanza climática como sistemas de gobierno 
orientados a la integración de saberes, la coordinación entre 
actores y la deliberación en la toma de decisiones sobre  
la gestión del cambio climático con el objetivo reducir las  
emisiones de gases de efecto invernadero, contribuir con 
la adaptación al cambio climático y garantizar los dere-
chos humanos. En esencia, la gobernanza climática tiene 
un potencial transformador si: i) reconoce e integra los 
derechos humanos, tanto sustantivos —ambiente sano, 
agua, igualdad, etc.— como procedimentales —acceso a 
la información, participación, etc.—; ii) transversaliza el 
principio de no discriminación e igualdad y lo materializa 
a través de acciones afirmativas; iii) se desarrolla por medio 
de procesos deliberativos que permitan la incidencia de los 
actores sociales en las políticas climáticas; y iv) se reco-
nocen, respetan y promueven los procesos comunitarios 
y sociales de gestión del conocimiento sobre el cambio 
climático, así como las formas o mecanismos emergentes 
de participación.

A partir de lo propuesto, a continuación, se aborda el 
proceso de gobernanza de la Declaratoria de la Emergencia 
Climática de Bogotá, con especial énfasis en los temas de 
coordinación y cooperación. 

2. Generalidades del proceso  
de gobernanza climática en la decb
El proceso de gobernanza climática que se describe a 
continuación se delimita en torno a la experiencia de la 
Clínica Jurídica MASP. No incluye los diversos espacios 
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de diálogo que propiciaron las personas que impulsaron 
esta iniciativa desde el Concejo Distrital de Bogotá. Para 
ello, primero se describe la forma como se estructuró y 
desarrolló la incidencia política en la DECB y, después, 
se aborda el contenido y estructura de la DECB, ambos 
temas considerando la coordinación que se propició en 
el mencionado proceso. A su vez, es preciso reconocer de 
manera expresa que, al hablar de la experiencia de la Clínica 
Jurídica MASP, se hace referencia al conjunto de personas, 
en especial estudiantes, que, en definitiva, constituyen el 
eje central de la enseñanza clínica del derecho. De manera 
puntual, se destacan los valiosos aportes de Daniela Casses 
y Victoria Mora. 

Como se mencionó en la introducción, durante el mes 
de marzo de 2020 la Clínica Jurídica MASP comenzó a 
estudiar el proyecto de Acuerdo Distrital sobre la DECB, y 
convocó a un primer taller con las Clínicas aliadas, la con-
cejal Susana Muhamad y su equipo jurídico. Este espacio 
de diálogo se llevó a cabo el 2 de abril de manera virtual. 
Entre los diversos temas que se abordaron se destaca la 
propuesta de las estudiantes antes mencionadas, deno-
minada “Laboratorio ciudadano por la acción climática”. 
Esta propuesta se fundamentó en el estudio de las diversas 
modalidades de participación vinculadas a la gestión del 
cambio climático —veedurías, audiencias, observatorio y 
mesas, entre otras— y se enmarcó en una visión amplia 
y alternativa de la gobernanza climática. La propuesta de 
laboratorio se difundió en el podcast de la Clínica Jurídica 
MASP Voces de la Tierra. 

La estrategia de la Clínica Jurídica MASP para generar 
cohesión y cooperación al interior de la alianza de las clínicas 
jurídicas, como aspecto central para propiciar un diálogo 
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constructivo con las autoridades públicas, se basó en: i) acor-
dar si la DECB contaba con las bases jurídicas suficientes para 
enmarcarse como un interés público que, como clínicas, se 
debería respaldar; y ii) definir el objetivo común que trazaría 
la incidencia, el cual fue, en términos generales, la integración 
de la justicia climática y de los enfoques de derechos humanos 
y de género como elementos transversales de la DECB.

Esa cohesión y cooperación inicial se desarrolló por 
medio de talleres y análisis conjuntos entre las clínicas 
jurídicas y sirvió de base para desarrollar el concepto sobre 
el fundamento y alcance jurídico y político de la DECB. El 
mensaje se envió a quienes lideraban la ponencia con un 
mensaje claro: la DECB contenía los mínimos esenciales 
para afrontar el cambio climático.

En ese marco, el 21 de abril de 2020 se radicó el pro-
yecto de Acuerdo Distrital en el Concejo de Bogotá y el 25 
de abril se aprobó por unanimidad en la Comisión primera 
del Concejo. Cabe resaltar dos aspectos de los debates del 
Concejo. El primero, que la Secretaría Distrital de Ambiente 
y algunas entidades del Gobierno local señalaron una serie 
de inquietudes sobre el alcance y pertinencia de los man-
datos contenidos en la DECB. Y el segundo, que los partidos 
políticos que integran el Concejo de Bogotá reconocieron 
que la DECB, efectivamente, contenía los mínimos esenciales 
para afrontar el cambio climático. 

Las clínicas aliadas, entonces, propiciaron una serie 
de espacios de diálogos con las mencionadas autoridades, 
entre los que se destaca el evento coordinado por el Depar-
tamento de Derecho Constitucional de la Universidad 
Externado llamado “¿Emergencia Climática en Bogotá?”, 
en el cual participaron Carolina Urrutia —Secretaría 
Distrital de Ambiente— y Susana Muhamad —concejal 
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de Bogotá—.  Este diálogo propició una serie de compren-
siones comunes sobre la forma como debía implementarse 
la DECB. Después de este evento, el 9 de noviembre de 
2020 la Clínica Jurídica MASP fue invitada a intervenir 
en el debate de la plenaria del Concejo de Bogotá sobre 
la aprobación definitiva de la DECB. En esa intervención, 
se destacó el proceso antes descrito y se hizo el llamado a 
concretar este importante instrumento. La plenaria fina-
lizó con la aprobación por unanimidad de la DECB. Sin 
embargo, la Alcaldesa de Bogotá objetó por inconveniencia 
el mandato 4.1.3., pero la plenaria del Concejo Distrital la 
rechazó el 10 de diciembre, por lo cual la Alcaldesa debió 
sancionarla el 23 de diciembre de 2020, quedando en firme 
y vigor la DECB. 

En ese marco, la DECB, establecida jurídicamente en el 
Acuerdo 790 de 2020 “Por el cual se declara la emergencia 
climática en Bogotá D.C., se reconoce esta emergencia 
como un asunto prioritario de gestión pública, se definen 
lineamientos para la adaptación, mitigación y resiliencia 
frente al cambio climático y se dictan otras disposiciones” 
(Acuerdo Distrital 790 de 2020), cuenta con el siguiente 
contenido:

	• Once artículos y diez mandatos —integrados en el 
artículo 5—.

	• Se define la gobernanza climática como (nume-
ral 1 artículo 3): “Conjunto de acciones, normas, 
acuerdos y propósitos formales o informales, para 
involucrar de forma real, concreta y efectiva a los 
ciudadanos y ciudadanas, gremios, academia, orga-
nizaciones comunitarias y demás actores presen-
tes en el territorio, en la toma de decisiones para 

La gobernanza en la declaratoria de la emergencia climática en Bogotá

339



enfrentar las crisis y emergencias climáticas, y en 
las orientaciones sobre funcionamiento y operación 
de arreglos institucionales sobre gestión del riesgo 
y cambio climático en Bogotá. Incluye mayores 
oportunidades para la participación de ciudadanos 
y ciudadanas en él”.

	• El artículo 4 establece una serie de directrices sobre 
la aplicabilidad del enfoque de derechos humanos, 
en el cual se resalta el carácter transversal e inter-
dependiente del mismo.

	• El artículo 6 incentiva y promueve la creación de 
las veedurías ciudadanas con el fin de garantizar el 
ejercicio del derecho de participación.

	• El artículo 8 crea el Panel Distrital de Cambio Cli-
mático como órgano consultivo del Concejo. Este 
espacio deberá estar conformado por miembros de 
la academia, las organizaciones ambientales, rurales, 
los gremios económicos, y la ciudadanía, y estará 
encargado de promover, hacer seguimiento y apoyar 
con estudios e informes el avance de las acciones 
planteadas alrededor de la DECB.

	• El artículo 9 establece que, cada 24 de octubre, el 
Concejo de Bogotá realizará un foro en el que el(la) 
Alcalde(sa) presentará una rendición de cuentas 
alrededor de los mandatos de la DECB. 

Sobre el contenido y alcance de las disposiciones en el 
marco de la gobernanza climática propuesta en el primer 
apartado, es importante señalar que: i) la definición de la 
gobernanza climática no incluye aspectos esenciales vincu-
lados con la deliberación, la autonomía de las instancias de 
participación ni establece estándares jurídicos que faciliten 
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su evaluación rigurosa, y los criterios “real” y “concreta” 
no se enmarcan en el enfoque de derechos humanos pro-
puestos; ii) no se reconoce el acceso a la información como 
derecho fundamental para garantizar la participación 
activa, libre y significativa; iii) es, sin duda, un avance en la 
promoción de las veedurías climáticas, la creación del Panel  
y la obligación de un espacio particular, delimitado, sobre 
rendición de cuentas, pero, sin embargo, estos espacios 
continúan siendo propuestas institucionales tradiciona-
les, poco flexibles, que en la práctica no se articulan con los 
movimientos sociales, académicos y comunitarios, y con sus  
dinámicas particulares; y iv) el Panel Distrital, por su 
naturaleza consultiva, continúa con la tradición simbólica y 
utilitaria de la participación social, en la cual la gobernanza  
es superficial y, por lo tanto, con pocas posibilidades de 
incidencia en la toma de decisiones. Lo ideal sería, inte-
grar espacios de concertación y deliberación en torno a los 
instrumentos de gestión climática. 

Con base en lo antes relatado, en el siguiente y último 
apartado se presentan una serie de reflexiones propositivas 
para fortalecer la gobernanza climática.

Conclusiones: cómo garantizar  
implementación efectiva de la gobernanza  
climática en la decb
Además de contar con un diseño, reconocimiento e integra-
ción de los derechos humanos y de la gobernanza climática 
en el texto normativo, es fundamental que el contenido y 
alcance de las disposiciones tenga una coherencia sistémica 
y se oriente desde criterios, en el mejor de los casos están-
dares jurídicos, que permitan un desarrollo reglamentario 
efectivo, integral y claro. 
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Es fundamental, entonces, repensar el rol de determi-
nados actores, como la academia, reflejada en el proceso de 
gobernanza de la DECB en las clínicas jurídicas. Centralizar 
el rol de la academia como único o principal generador de  
conocimiento no solo es errado, sino que debilita la gober-
nanza, en especial la climática, en donde es esencial enlazar 
los conocimientos técnicos con los ciudadanos y comu-
nitarios por medio de espacios horizontales de creación 
colectiva. Es así como la academia pasa a ser medidora en la 
gestión del conocimiento, propiciando una democratización 
del este y, con ello, una profunda apropiación social. 

Por último, es clave desarrollar un mecanismo de 
seguimiento y evaluación desde los derechos humanos 
que integre obligaciones estatales —sustantivas, procedi-
mentales y transversales—, estándares jurídicos mínimos,  
e indicadores. Existen documentos base que guían esa cons-
trucción, como el texto de las Naciones Unidas “Indicadores 
de derechos humanos: guía para la medición y aplicación” 
(ONU Derechos Humanos, 2012), y una serie de instru-
mentos internacionales e interamericanos que desarrollan 
obligaciones específicas sobre cambio climático y derechos 
humanos, como el informe A/74/161 de 2019 del Relator 
sobre derechos humanos y ambiente sobre “clima seguro” 
(ONU Asamblea General, 2019), y la Opinión Consultiva 
23/17 de 2017 de la CIDH. Cuenta con especial relevancia 
el Acuerdo de Escazú (CEPAL, 2018) sobre los derechos de 
acceso en asuntos ambientales, el cual desarrolla alrededor 
de 60 estándares jurídicos. 

A manera de ejemplo, se presenta, a continuación, una 
obligación obligaciones estatal, los estándares jurídicos 
vinculados y los indicadores para medirla (tabla 11.1).
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Tabla 11.1. Obligaciones de derechos humanos  
en la gobernanza climática

Obligación Estándares jurídicos Indicadores

Proporcionar al pú-
blico información 
accesible, asequible 
y comprensible 
sobre las causas y 
consecuencias de 
la crisis climática 
mundial, incluida 
la incorporación 
del cambio climáti-
co en los planes de 
estudios a todos los 
niveles. 
Fuente: ONU 
Asamblea General 
(2019). 

•	 Contar por lo menos con un 
sistema de información sobre 
cambio climático que contenga 
como mínimo: i) el marco 
jurídico aplicable; ii) los infor-
mes sobre la gestión del cambio 
climático en el marco de los 
compromisos internacionales; 
iii) el inventario de gases de 
efecto invernadero y; iv) los 
estudios científicos sobre cam-
bio climático.

•	 Divulgación de la información 
en diversos idiomas del país y 
contar con formatos alternativos 
comprensibles para las personas 
y grupos en situación de vulne-
rabilidad. 

Fuente: Artículo 6 del Acuerdo de 
Escazú (CEPAL, 2018). 

•	 Existencia y 
contenido de 
los sistemas de 
información 
sobre cambio 
climático.

•	 Existencia e 
implementación 
de medidas para 
facilitar que las 
personas o grupos 
en situación de 
vulnerabilidad 
tengan acceso a 
dichos sistemas 
de información.

Fuente: Elabora-
ción propia. 

Fuente: Elaboración propia con base en el Acuerdo del Escazú y el Informe A/74/161 
de 2019 “Clima seguro”.
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